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Introducción





Introducción

1. SSignificado yy ddevenir hhistórico

El Derecho penitenciario español, y por extensión el sistema que lo integra, como
señala García Valdés, “es algo muy suyo”1; proviene de un singular modo de conce-
bir y ejercitar el utilitarismo penal, y de un diseño y puesta en práctica militar duran-
te siglos. No obstante, los fundamentos de la penalidad en el entorno hispano se mos-
traron cambiantes, evolucionando desde direcciones con la mayor trascendencia
como la citada utilitaria que, en términos de Cadalso, “domina en las penas de las
legislaciones antiguas”2 (v.gr., penas de galeras, minas de Almadén, presidios africa-
nos, navales e industriales), hacia criterios y modos de ejecución que hoy contempla-
mos de superior eficiencia y humanidad, informados estructuralmente por fundamen-
tos preventivo-especiales, orientados al regreso del penado al entorno social del que
fue segregado. En este concepto, la anticipación de la salida conlleva un resultado
positivo, presupuesto para el logro de los objetivos legales. Regresar antes es y fue
una posibilidad; en la actualidad, un derecho.

Desde un punto de vista evolutivo, el siglo XIX es el espacio temporal más ade-
cuado para el análisis de los principios informadores del moderno sistema peniten-
ciario español. La fundamental materia relativa a los beneficios penitenciarios, a
aquellos modos de reducir la condena o el tiempo de internamiento, tal y como hoy
se interpretan, no está exenta de tal consideración. Como se ha afirmado con pers-
pectiva, “Gracia y Justicia fue el Ministerio competente de los establecimientos pena-
les definitivamente a fines del XIX. Resumiendo en su inequívoco nombre las dos
caras de la misma moneda. A las dos siempre atendieron por igual las leyes que regi-
rán nuestras prisiones”3. Y las normas las conocían los penados. Supieron qué podían

– 11 –

1 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Del presidio a la prisión modular. 2ª ed. Madrid, 1998, p. 49.
2 Cfr. CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y similares en España, Madrid, 1922, p. 97.
3 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes: premios y beneficios condicionados a la conducta del

recluso en la legislación penitenciaria del XIX y principios del XX”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales.
Vol. LIV, 2001 (2003), p. 29.
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esperar. En otras palabras del último citado: “desde la Ordenanza de 1834 (arts. 303
y sigs.) los penados sabían que una parte temporal de su vida carcelaria podría sufrir
variaciones positivas, es decir, alcanzar la salida del centro sin haber totalizado los
años fijados en sus concretas ejecutorias y, al quedar en sus manos esta enorme posi-
bilidad, la esperanza de tal logro convertía las cárceles y presidios en algo esforzado
y evolucionado. Lo primero, por no ser automáticas las ventajas que podían obtener-
se; lo segundo, porque el objetivo de ser libres antes se perfeccionará, con posterio-
ridad, en el régimen progresivo y con la definitiva libertad condicional. Y de todo ello
serán protagonistas y, a la vez, beneficiarios los internos”4. Desde entonces, tales
beneficios, antaño gracias y premios, después recompensas, han constituido meca-
nismos esenciales, los instrumentos de mayor alcance y proyección para la consecu-
ción de los fines a que se destina la sanción privativa de libertad.

Al volver la mirada a los albores del s. XIX, se advierten las primeras manifesta-
ciones de un modo diverso de concebir la ejecución penal, con tintes humanitaristas,
desde el ámbito militar responsable de aquella competencia, con instituciones conce-
bidas y articuladas para el mejor manejo de contingentes de penados destinados al fin
utilitario. Los hombres de 18085, principales responsables de una ideología peniten-
ciaria y una forma de hacer en Prisiones son Abadía y Montesinos, comandantes de
presidios, decididos impulsores de una legislación con poso empírico, pragmática,
técnica, humanitaria y aperturista. El estímulo y el incentivo son sus herramientas
estructurales. Las instituciones y medidas regimentales que adelantan la salida, que
suponían regresar antes a la vida social y que hoy conocemos como beneficios peni-
tenciarios, surgen de aquellas iniciativas castrenses pioneras, de su modo fértil y fun-
cional de concebir la ejecución penal, de su experiencia práctica y del conocimiento
de aquel entorno presidial y de los penados a su cargo.

Abadía es quien dejaba su impronta incentivadora, premial, en las normativas de
mayor trascendencia del s. XIX, implantando nuevos mecanismos como las rebajas
de pena, “la abreviación de condena como recompensa”6, que no aparecían en la ante-
rior reglamentación de 1802, obra de Tomás Morla, para el presidio gaditano bajo su
responsabilidad. Montesinos, desde el presidio de Valencia, exhibirá exiguas cifras de
reincidencia, un sistema individualizador y un incipiente régimen progresivo que
también se acompañó de recompensas con disminuciones en la duración de la pena7. 

4 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit., p. 32.
5 Así les denominaba Enrique Montesinos, comparándoles con los no tan capaces que ocuparon la responsabilidad

del mando de las Instituciones penitenciarias tras la Ordenanza de 1834 y especialmente a partir del año de 1844. Vid.
MONTESINOS, E.: “El Reglamento de 1844 y Montesinos”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº.
44, noviembre 1948, pp. 6 y ss.; el mismo: “Los hombres de 1808, la Ordenanza de 1834 y Montesinos”, en Revista de
la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 48, marzo 1949, pp. 82 y ss.

6 Cfr. SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria en España, Tomo II. Madrid, 1918, pp. 189 y 199.
7 Como señalara Forgues, dando noticia de las realizaciones en el presidio valenciano, “la liberación no era más

que un favor enteramente arbitrario y no era un derecho sancionado por la costumbre; no se concedía más que a aque-
llos que con su oficio tenían el pan asegurado y a los que después de pruebas reiteradas se habían mostrado capaces de
una concienzuda resistencia y asistidos de fuertes resoluciones”. Cfr. FORGUES, E.D.: “Les Réformes et la vie des pri-
sons en Angleterre et en irlanda”, en la Revue des deux mondes, Año XXXVI, Segundo Período, Tomo LXIII, 15 de
junio de 1886, pp. 893 y 894 (información que tomara de Hill, vid. HILL, M.D.: Suggestions for the Repression of
Crime, contained in Charges delivered to Grand Juries of Birmingham. London, 1857, y que reproduce la Revista
Penitenciaria. Tomo III, 1906, p. 12). Acerca de ambas personalidades penitenciarias, vid., in extenso, SANZ DELGA-
DO, E.: El humanitarismo penitenciario español del siglo XIX. Madrid, 2003, pp. 161 y ss.



Así, tras esas iniciativas personales y su proyección normativa, la principal insti-
tución de la rebaja de penas, bajo los clásicos fundamentos del arrepentimiento y la
enmienda8, surgía acompañando al indulto como principal beneficio penitenciario en
la historia de nuestras instituciones penitenciarias, desplegando sus efectos hasta fina-
les de aquella centuria, en variadas formas y legislaciones de carácter administrativo,
si bien con el lastre incorporado por el endurecido Código penal de 1848 que, en esta
materia, vino a oscurecer los logros del liberal Código penal de 1822 y de la
Ordenanza de 1834, por no recoger ya tal institución, acabando por transformar, ade-
más, la hasta entonces muy en uso cláusula de retención en cadena perpetua, e incor-
porando penas y una filosofía penal muy europea, por entonces extraña a nuestra rea-
lidad penológica. La crítica más autorizada al endurecimiento legal del momento la
llevaría a cabo el propio Montesinos, que veía trastornada su obra práctica y su impul-
so legislativo9, y crecer la población penitenciaria, desde catorce mil penados antes de
la entrada en vigor del Código, a una tercera parte más tan sólo un año después. Un
punto de inflexión similar al contemplado hoy en día, a la vista de las consecuencias
prácticas de la última gran reforma penal-penitenciaria de 2003.

No es este el lugar para afrontar el estudio de la naturaleza de las penas, ni tan
siquiera para abordar las diferentes tendencias y posiciones al respecto de los fines de
la sanción penal. El fundamento inicial para contemplar estos institutos reductores de
la condena o del tiempo de internamiento, lo tomamos de la manifestación legal, del
artículo 25.2 C.E. y del artículo 1 de la L.O.G.P. A partir de ahí, de su proyección
reglamentaria y administrativa, se advierte cómo la realidad y la práctica penitencia-
rias ofrecen los mismos condicionantes de siglos atrás. 

Un horizonte alcanzable es la propuesta de estos beneficios. De naturaleza contra-
ria, por ello mismo, a una concepción retribucionista que predique el cumplimiento
íntegro de las penas. Como acertado afirma García Valdés, “un encierro sin esperanza
de más pronto retorno a la vida libre es estéril”10. A tal premisa fundamental hace refe-
rencia, con autoridad, el mismo redactor de la normativa orgánica, cuando argumenta:
“la estancia en prisión se ve más tranquilizadora si los años que restan pueden redu-
cirse atendiendo al propio comportamiento del recluso. Y la consecuencia: la vida regi-
mental de un establecimiento ha de tener en cuenta los mecanismos que posibilitan el
acercamiento de la libertad con anterioridad al tiempo fijado al ingreso”11. Y es que, en
la legislación histórica española no es difícil hallar un conjunto de normas que hagan
referencia a la posibilidad legal de rebajar sus condenas a los penados de buen com-
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8 Vid. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La sentencia indeterminada. El sistema de penas determinadas “à posteriori”.
Prólogo de Constancio Bernaldo de Quirós. Madrid, 1913, p. 46.

9 Impulso que quedaría en los Reglamentos de 5 de septiembre de 1844. Vid., al respecto, MONTESINOS Y
MOLINA, M.: “Informe elevado a la superioridad por D. Manuel Montesinos, en relacion con los efectos reconocidos
en las penitenciarías del reyno despues de la promulgacion del nuevo Código penal”. 1849. Reproducido por Revista
de Estudios Penitenciarios (Homenaje al Coronel Montesinos), nº. 159, octubre-diciembre, 1962, p. 298; o, un poco más
tarde, sus críticas a dicho cuerpo legal en estos términos: “Antes de la promulgación del nuevo Código Penal, el traba-
jo y la buena conducta del recluso daban como resultado una disminución de la estancia en prisión; el máximo de remi-
sión que gradualmente podía conseguirse era de una tercera parte de la pena, nada más. Informado por los principios
estrictos de la justicia, el bien producido por esta reglamentación fue inmenso”. Cfr. HILL, M.D.: Suggestions for the
Repression of Crime… ob. cit., p. 573.

10 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit. p. 28.
11 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit., p. 31.
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portamiento y aplicación laboral. Como se ha dicho, la legislación penal introduce las
rebajas de condena como instrumento reformador del penado, especialmente desde el
Código penal de 1822, que las incluye entre sus más destacables instituciones; y será
la integral Ordenanza General de Presidios del Reino de 14 de abril de 1834, origen
normativo de mucho de nuestro moderno sistema penitenciario, la que recoja tales
posibilidades de reducción de la condena, como destacara, entre otros, Antón Oneca12. 

Desde el mismo objetivo reduccionista de la condena impuesta, la Ley para la con-
cesión de la gracia del Indulto, de 18 de junio de 1870, vino a establecer una mecáni-
ca necesaria e instrumental hasta la tardía aparición de la libertad condicional, pero la
influencia de ambas normativas ralentiza y progresivamente elimina aquella posibili-
dad reglada de rebajar la pena, conforme se contemplaba en la continuada legislación
administrativa precedente. Desaparecida la institución de la rebaja de penas, quedaría
desempeñando ese principal servicio aperturista, a partir de entonces, hasta la implan-
tación del cuarto grado penitenciario o libertad condicional en 1914, el mecanismo
clásico, sistematizado, de la gracia del indulto, configurando una tradición gracial
gubernativa, empero criticada, no sin razones, por la mejor doctrina del momento13. El
sistema terminaría por conformarse, ya en el siglo XX, mediante la resolución sobre
propuestas particulares, según se aceptaba en el Real Decreto de 3 de junio de 1901,
a partir del ingreso del penado en el cuarto período, regulado en el artículo 8º de tal
cuerpo normativo, y denominado “De gracias y recompensas”. La idea tutelar sobre
la base de la indeterminación en la ejecución del decreto salillista de 18 de mayo de
190314, que no sobrevivirá a la compilación de 1913, dejaba en todo caso una semilla
para el futuro de la ejecución penitenciaria: la individualización científica.

En síntesis, esa idea protagonista de las recompensas o beneficios penitenciarios, de
adelantar la libertad motivando a los penados, activando los resortes de su voluntad y
haciendo surgir la esperanza de la salida anticipada, se vino a complementar con la ins-
tauración definitiva de los sistemas progresivos, conformando su principal sentido. Tras
la experiencia citada de Manuel Montesinos en Valencia y la difusión en el derecho com-
parado de las prácticas progresivas de Alexander Maconochie en Australia, y más tarde
de Walter Crofton en Inglaterra, será en nuestra legislación esencialmente el Real Decreto
de 23 de diciembre de 1889, que convertía Ceuta en colonia penitenciaria, la norma que
legalizaba asimismo un particular sistema progresivo, incluyendo un claro antecedente de
la libertad condicional, y que junto al Real Decreto de 3 de junio de 1901, que ya instau-
raba este régimen para toda la península, y el más completo Real Decreto de 5 de mayo
de 1913, que lo afianzaba, hubieron de esperar hasta la Ley de libertad condicional de 23
de julio de 1914 para cerrar el sistema en sus cuatro grados o períodos de cumplimiento15,

12 Vid. ANTÓN ONECA, J.: Derecho Penal. Tomo I, Parte General, Madrid, 1949, (2ª Ed. Anotada y puesta al día
por Hernández Guijarro, J.J. y Beneytez Merino, L., Madrid, 1986, por la que se cita), p. 543; GARCÍA VALDÉS, C.:
Régimen Penitenciario de España (investigación histórica y sistemática), Madrid, 1975, p. 25; más recientemente,
SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo… ob. cit., pp. 211 y ss.

13 Así, Vid., entre otros, a modo de ejemplo, ARMENGOL i CORNET, P.: Estudios penitenciarios: La reinciden-
cia. Barcelona, 1873, p. 191; MURCIA SANTAMARÍA, F.: Estudios penitenciarios. Burgos, 1895, pp. 38-62; ARE-
NAL, C.: Estudios penitenciarios. Tomo VI, Vol. 2º, Madrid, 1895, pp. 206 y 207.

14 Vid., al respecto, SANZ DELGADO, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 274 y ss.; el mismo: “Dos modelos
penitenciarios paralelos y divergentes: Cadalso y Salillas”, en Revista de Estudios Penitenciarios. nº Extra, Homenaje
al Profesor Francisco Bueno Arús, 2006, pp. 202 y ss.

15 Vid., al respecto, CADALSO, F.: La libertad condicional, el indulto y la amnistía. Madrid, 1921, pp. 16 y ss.



que llegan hasta nuestros días. En ese trayecto, el instrumento individualizador del bene-
ficio reductor de la condena o del tiempo de encierro no dejaría de desplegar esperanza
para los penados.

Este tipo de medidas atenuatorias, reductoras del tiempo en prisión, o específicos
beneficios penitenciarios, fueron así los mecanismos articulados, con carácter indivi-
dualizador16, con anterioridad incluso a la introducción de los criterios de acumula-
ción jurídica en el Código penal, para evitar el cumplimiento íntegro de las penas
impuestas y previstas en la rigurosa legislación penal histórica; orientados por enton-
ces a criterios como la enmienda y corrección de los penados, humanizándose, en
multitud de ocasiones, la rigurosa previsión de la ley penal por la vía de la ejecución
penitenciaria. Ésta, que ha sido una constante en la historia de la ejecución penal,
mantiene su significado último, si bien hoy los criterios son diversos, adecuados a los
principios constitucionales que informan la pena privativa de libertad, recogiendo las
previsiones de la Regla 70 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos
aprobadas por Naciones Unidas en 1955. 

2. FFundamentos nnaturales dde llos bbeneficios ppenitenciarios: LLa rrecompensa yy lla eejecu-
ción iindeterminada

Estas medidas de acortamiento de la condena o de reducción del tiempo de inter-
namiento son, por ello, el fruto con mayor futuro del contemplado penitenciarismo
decimonónico. El legislador penitenciario de aquel siglo, informado por las realizacio-
nes prácticas de los citados reformadores, no se mostraba ajeno a los mecanismos de
funcionamiento de los presidios. El espíritu castrense aludido, protagonista de la eje-
cución penal de entonces, requería expectativas de libertad anticipada para los pena-
dos. Estímulos para su conducta. Acicates para su esfuerzo. El término recompensas ha
sido empero el utilizado durante decenios para estas medidas17. El peso histórico de tal
denominación vendría a dejarse notar incluso en la legislación vigente18. Todavía el
legislador orgánico de nuestra Ley penitenciaria hacía referencia a las recompensas, en
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16 Como recordara Antón Oneca, delimitando el alcance del indulto como instrumento individualizador, “ciertas
instituciones individualizadoras modernas, como la libertad condicional, la sentencia indeterminada, la condena condi-
cional y el perdón judicial, harían innecesaria la única aplicación aceptable que hoy puede tener el indulto como ins-
trumento, aunque imperfecto, de individualización”. Cfr. ANTÓN ONECA, J.: Derecho Penal. Tomo I. Parte General…
ob. cit., pp. 608 y ss.

17 A modo de ejemplo, si bien en el s. XIX se denominaron “premios y rebajas”, como así se aprecia en la
Ordenanza General de Presidios del Reino de 1834, en su Parte cuarta, Título I y Sección tercera, y en numerosas Reales
órdenes posteriores, ya desde principios del s. XX, en el trascendente Real Decreto de 5 de mayo de 1913, se recogía
el término “recompensas” añadido al de “premios” en su precepto 252, asimilándolos por consunción en el mismo pre-
cepto que, además de las propias recompensas que hoy se reconocen, incluía en el número 10, las “propuestas para
indulto ó rebaja de pena en la forma y condiciones que se dejan establecidas” (haciendo referencia no expresa a los artí-
culos 265 y 388 del Reglamento de 23 de febrero de 1894 y al artículo 22 del Real Decreto de 3 de junio de 1901). Vid.,
asimismo, al respecto, CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria Española. Ensayo de sistematización comprende
desde el Fuero Juzgo hasta hoy. Madrid, 1914, pp. 330 y ss.; y, más recientemente, una visión evolutiva en GARCÍA
VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit., passim.

18 La separación entre las recompensas previstas en el artículo 46 de la LOGP y desarrolladas en el artículo 263 del
Reglamento Penitenciario y los beneficios penitenciarios propiamente dichos no parece ofrecer dudas en la realidad
práctica y en el propio deslinde de ambas instituciones que ofrece el Reglamento penitenciario, aunque muy reciente-
mente haya sido aún necesario un Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona, con nº. 205/2006, de 31 de enero, para
delimitar ambos conceptos y contenidos.
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el artículo 46, para entender que habían de incluirse, entre las mismas, a los beneficios
penitenciarios. En este sentido García Valdés, con la terminología aludida de entonces,
en sus trascendentes comentarios a la ley, resaltando el componente regimental de tales
instituciones, señaló al respecto: “El Capítulo V de la Ley General Penitenciaria, inte-
grado por un único artículo, el 46, se dedica a la regulación de las recompensas o bene-
ficios penitenciarios, elemento regimental tan importante para la buena marcha del
establecimiento como el adecuado régimen disciplinario contemplado en el Capítulo
inmediatamente anterior, pues el estímulo es clave para lograr también aquella convi-
vencia ordenada en cuyo marco se desenvuelven todas las actividades penitenciarias”19.

En materia interpretativa respecto del precepto citado, el mismo redactor de la norma
localizaba entonces la cuestión: “el problema que se planteaba con el artículo 46 de la
Ley, y debía ser resuelto en vía reglamentaria era el relativo a si estas recompensas, que
conllevan el citado acortamiento de condena por aplicación de beneficios penitenciarios,
habían de recaer sobre materia regulada expresamente en la legislación penal; por ejem-
plo libertad condicional o indulto particular, o podían ser propuestas por el Órgano
Colegiado del centro penitenciario sin limitación alguna y por la extensión temporal que
se estimase oportuna, dentro del nuevo marco reglamentario al que el propio artículo 46
reenvía; es decir, lo que se planteaba era saber si los reclusos que reunieran las condi-
ciones legalmente establecidas podrían reducir de manera absolutamente indeterminada,
en días, semanas, meses o años su condena sucesivamente, o el Reglamento tendría que
atenerse a la regulación legal vigente, que desconoce tales rebajas, y la aprobación de las
propuestas en que figuren tales beneficios sólo se referirían, por ejemplo, a la posibili-
dad de acortar el tiempo para el cumplimiento de las tres cuartas partes de la libertad con-
dicional y dentro de unos límites claramente determinados (…). Previo este plantea-
miento, siempre entendí que esta segunda alternativa era la solución correcta por respe-
to a la armonía de conjunto del ordenamiento jurídico punitivo y el principio de la cer-
teza relativa de las penas que se proclama en el moderno Derecho penal”20. 

La plasmación de este criterio en el Reglamento penitenciario de 1981, inmediato
tras la Ley penitenciaria, se advierte así en los artículos 256 y 257, relativos, respecti-
vamente, al adelantamiento de la libertad condicional y al indulto particular, y se man-
tuvo con esta estructura en la normativa reglamentaria posterior de 1996, que mantie-
ne su vigencia. No obstante, por su entidad, desde entonces, permanece el anhelo sis-
temático de reforma de la legislación orgánica, para la inclusión en la misma de tan
importantes mecanismos reductores del tiempo efectivo de internamiento.

El primer gran principio sistemático de los beneficios penitenciarios es, en todo
caso, la ejecución relativamente indeterminada. En su concepto histórico y en el
actual, conformado en el sistema de individualización científica, por mucho que haya
sido éste restringido por la regresiva Ley 7/200321, con fundamentos de naturaleza
contraria a la idea de tales beneficios.

19 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios a la legislación penitenciaria. Madrid, 2ª. ed., reimpresión 1995, p. 141;
el mismo: “Relación del interno con la vida exterior y beneficios penitenciarios”, en Cuadernos de Política Criminal,
nº 18, 1982, p. 604.

20 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios a la legislación… ob. cit., p. 143; el mismo: “Relación del interno con
la vida exterior… ob. cit., p. 604.

21 Vid., al respecto, SANZ DELGADO, E.: “La reforma introducida por la regresiva Ley Orgánica 7/2003. ¿Una
vuelta al siglo XIX?”, en Revista de Derecho Penal y Criminología. Nº. Extraordinario 2, Diciembre, 2004, pp. 195 y
ss.; RÍOS MARTÍN, J.C.: “Reflexiones sobre la Ley 7/2003: El incremento de la violencia punitiva”, en Revista de
Derecho Penal y Criminología. Nº Extraordinario 2, Diciembre, 2004, pp. 101 y ss.



Como subraya Bueno Arús al respecto, actualmente “la ratio legis de los benefi-
cios penitenciarios coincide con la filosofía constitucional de los fines de la pena de
privación de libertad: la reeducación y la reinserción social (art. 25.2 C.E.), es decir
la prevención especial y el tratamiento. El legislador pretende que se tengan en cuen-
ta los factores positivos de la personalidad del interno para individualizar la condena
impuesta mediante una aplicación ponderada del principio de la sentencia indetermi-
nada, y, a la vez, ofrecer al condenado estímulos gratificantes a fin de lograr su adhe-
sión a los modos de comportamiento que puedan valorarse precisamente como indi-
ciarios de esa evolución positiva”22. A esto se añaden consideraciones prácticas regi-
mentales, como la Recomendación del Consejo de Europa, de 30 de septiembre de
1999 sobre la superpoblación de las prisiones que recogía entre sus principios bási-
cos, la aplicación de medidas individuales y no colectivas para la reducción de la
duración de la pena impuesta23. 

Asimismo, una afirmación de peso de Jiménez de Asúa nos sirve para situar otro de
los pilares ideológicos y empíricos de las instituciones objeto de estudio: “Pena y
Premio, Castigo y Recompensa; he aquí las dos grandes palancas para la actuación
sobre la voluntad. Es necesario presentar al hombre un interés en realizar actos buenos,
otro interés para no obrar mal y de este modo, nace una combinación de motivos que
llevan al hombre al bien por la esperanza de un premio y el temor á un castigo, apar-
tándole del mal por la intimidación de la pena y el deseo de alcanzar una recompen-
sa”24. La experiencia de siglos no ha dejado muchos más modos de eficacia a la hora
de afrontar el entendimiento humano y el comportamiento dimanante de esta dualidad.

Reflexión atemporal, fundamento de los criterios preventivo-generales y especiales.
La recompensa es así la razón de la actuación estatal que otorga el beneficio. Y esta
idea viene de lejos, si bien su raíz relativamente moderna puede hallarse, como el de la
reforma penal y penitenciaria europea, en el punto de inflexión que supuso el último
cuarto del siglo XVIII. Como señalara el mismo Asúa, históricamente es Jeremy
Bentham el verdadero impulsor del derecho premial25. La exigencia de formas jurídi-
cas y de un procedimiento para recompensar, vino a ser el objeto perseguido por el filó-
sofo-jurista británico a finales del s. XVIII. Sistema que no solamente expuso de modo
teórico y generalista, sino que asimismo integró, para el ámbito específicamente peni-
tenciario, en su Proyecto Panóptico26. Desde el punto de vista formal, en opinión del
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22 Cfr. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código penal y de la legislación penitencia-
ria vigentes”, en VV.AA., Cerezo Mir, J./Suárez Montes, R.F./Beristain Ipiña, A./Romeo Casabona, C.M. (Eds.), El
nuevo Código Penal: presupuestos y fundamentos. Libro Homenaje al Profesor Doctor Don Ángel Torío López.
Granada, 1999, p. 567.

23 Vid., al respecto, BUENO ARÚS, F.: “El Consejo de Europa y el Derecho penitenciario”, en VV.AA. (Díez
Ripollés, J.L./Romeo Casabona, C.M./Gracia Martín, L./Higuera Guimerá, J.F. Eds.): La ciencia del Derecho penal ante
el nuevo siglo. Libro homenaje al Profesor Doctor don José Cerezo Mir. Madrid, 2002, p. 1059.

24 Vid. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La recompensa como prevención general. El Derecho premial. Madrid, 1915, p. 9.
25 Vid. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La recompensa como prevención… ob. cit., pp. 48 y 49.
26 Proyecto conformado sobre dos ideas nucleares: la inspección central y la administración contractual, también

sometida a tal procedimiento de incentivación y sanción, bajo la seguridad jurídica de la norma reguladora de tal rela-
ción bilateral. Se hacía necesario, a su entender, instituir un sistema de penas pecuniarias y recompensas para incenti-
var al personal de custodia en el ejercicio de sus obligaciones profesionales. Vid. BENTHAM, J.: Tratados de
Legislación Civil y Penal. Obra extractada por Esteban Dumont y traducida al castellano por Ramón Salas, con arreglo
a la 2ª ed., revisada, corregida y aumentada. Panóptico. Tomo V, Madrid, 1821 (Edición moderna preparada por
Magdalena Rodríguez Gil. Editora Nacional, Madrid, 1981, por la que se cita), p. 553; asimismo, vid., SANZ DEL-
GADO, E.: Las prisiones privadas: La participación privada en la ejecución penitenciaria. Madrid, 2000, pp. 74 y ss.
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citado catedrático de Madrid, “reconoce el jurisconsulto inglés la disparidad de impor-
tancia entre estos dos casos, pues una recompensa otorgada sin formalidades legales no
produce una alarma tan intensa como la inflicción de una pena á capricho, pero no por
esto deja de reclamar un procedimiento judicial para premiar”27. También para el ámbi-
to específico penitenciario, abundaba Asúa como sigue: “realmente el sistema progre-
sivo, en que se asciende por grados, según la conducta; la liberación condicional, con-
cedida por la vida virtuosa llevada en la prisión; su carácter de definitiva si persevera
el liberado en la virtud, la sentencia indeterminada, que hace terminar la pena, por inne-
cesaria, cuando la enmienda civil es un hecho probado; y, por último, la rehabilitación
del que cumplió su castigo ¿qué son sino verdaderos premios para los que se compor-
tan bien después de haber delinquido? Pero ya la recompensa transforma su carácter,
ya no se puede considerar como medida preventiva general; gradualmente –en la vida
no se marcha por saltos- va apareciendo en ella otra misión, otro fin, sin que el prime-
ro desaparezca enteramente; la recompensa actúa ya como prevención especial”28. Este
fundamento es el que finalmente tuvo mayor futuro e impulso legislativo.

La realidad complementa el sistema. El transparente materialismo que, a modo de
ejemplo, en esta materia, desprenden las palabras de Vega Alocén, nos sirven para
sintetizar la utilidad práctica y regimental del beneficio penitenciario. En su opinión
profesional “los penados sólo trabajan por interés, porque así consiguen reducir el
tiempo de reclusión. No trabajan voluntariamente porque hayan asumido el trata-
miento penitenciario (que no existe), ni porque repentinamente les haya sobrevenido
un deseo ardiente de reinsertarse socialmente (que no hay tal), sino que trabajan sólo
con la intención evidente de alcanzar cuanto antes la libertad que un día perdieron”29.
En otros términos igualmente directos y realistas, desde el otro lado usuario de la ins-
titución, “lo que realmente importa al preso es una cosa: recuperar la libertad. Eso es
todo”. (…) “A este objetivo subordina toda su conducta”30. 

El término “incentivo” mantiene así su protagonismo secular, a la búsqueda de la
participación del interno. Lo que sirvió en el pasado mantiene su virtud. Ello lo rea-
firma la Dirección General de Instituciones Penitenciarias por medio de la reciente
Instrucción 12/2006, de 28 de julio, cuando en su procedimiento 3, nº 6, relativo a la
incentivación de las actividades, señala que “de acuerdo a los artículos 204 y 263 del
Reglamento Penitenciario, la participación positiva del interno en actividades y pro-
gramas de reeducación y de reinserción social, serán incentivadas mediante recom-
pensas y beneficios penitenciarios”.

La esperanza de la salida anticipada se plasma igualmente en la previsión regla-
mentaria, y en la delimitación conceptual que en esta norma se aporta; así, es específi-
camente el vigente artículo 202 del Reglamento penitenciario de 1996, el que nos
muestra el significado y las clases de beneficios penitenciarios, cuando prescribe: “1.
A los efectos de este Reglamento, se entenderá por beneficios penitenciarios aquellas
medidas que permiten la reducción de la duración de la condena impuesta en sentencia

27 Cfr. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La recompensa como prevención… ob. cit., p. 49.
28 Cfr. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La recompensa como prevención… ob. cit., p. 73.
29 Cfr. VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional en el Derecho español. Madrid, 2001, pp. 135 y 136.
30 Cfr. CONDE, M.: Derecho penitenciario vivido. Granada, 2006, pp. 7 y 14.



firme o de la del tiempo efectivo de internamiento. 2. Constituyen, por tanto, benefi-
cios penitenciarios el adelantamiento de la libertad condicional y el indulto particular”.

3. CContenido yy nnaturaleza jjurídica dde llos bbeneficios ppenitenciarios

En la evolución histórica de las medidas premiales penitenciarias, García Valdés,
pleno de perspectiva, y en un paralelismo con similar expresión de Bernaldo de
Quirós referida a las penas, ha clasificado las gracias y recompensas en dos grandes
grupos, las hubo “hacia adentro del centro penitenciario, los premios regimentales
que se refieren a la reducción de hierros, alimentación, comunicaciones, disposición
de peculio u otros estímulos. Y existen otros beneficios hacia fuera del estableci-
miento: la libertad condicional o el indulto”31. Extiende así, desde una visión retros-
pectiva de los últimos siglos de nuestra historia penitenciaria, la expresión genérica
beneficio a la medida o institución otorgada, favorable para el interno, incluyendo, de
menor a mayor entidad, las recompensas y los beneficios penitenciarios. 

En este trabajo se pretende esencialmente atender al segundo de los grupos aludi-
dos, en la historia y en la actualidad, de conformidad con la restricción del concepto
que llevara a cabo el propio Reglamento penitenciario de 1996, aprobado por Real
Decreto 190/1996, de 9 de febrero. Y es que, como se ha señalado, el término “bene-
ficios penitenciarios”32 se ha interpretado de variadas formas en consonancia con la
legislación penal y penitenciaria de cada momento, desde sus primeras acepciones
que los reconducían a las tradicionales recompensas penitenciarias, por cuanto supo-
nían una mejora objetiva en las condiciones de vida del recluso. Hoy el criterio legal
solamente se colige de lo escasamente prescrito en el Código penal, pues la Ley
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31 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes… ob. cit., p. 29.
32 Vid., al respecto de la diversidad de concepciones en lo relativo a tales beneficios, GARCÍA VALDÉS, C.:

Comentarios a la legislación… ob. cit., pp. 142 y ss.; el mismo: “Beneficios Penitenciarios”, en Derecho Penitenciario
(Escritos, 1982-1989). Madrid, 1989, pp. 239 y ss.; BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios después de la
Ley Orgánica General Penitenciaria”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Extra 1, 1989, pp. 51 y ss.; el mismo: “Los
beneficios penitenciarios”, en VV.AA.: Vigilancia penitenciaria (VI Reunión de Jueces de Vigilancia Penitenciaria y
Bibliografía). Madrid, 1993, pp. 203 y ss.; el mismo: “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código penal…”, ob.
cit., pp. 575 y ss.; más recientemente, GRACIA MARTÍN, L.: “La ejecución de las penas privativas de libertad”, en
GRACIA MARTÍN, L. (Coord.)/BOLDOVA PASAMAR, M.A./ALASTUEY DOBÓN, M.C.: Las consecuencias jurí-
dicas del delito en el nuevo Código penal español. Valencia, 1996, pp. 305 y ss.; GARCÍA ALBERO, R.: “Beneficios
penitenciarios”, en TAMARIT SUMALLA, J.M./SAPENA GRAU, F./GARCÍA ALBERO, R.: Curso de Derecho peni-
tenciario. Barcelona, 1996, pp. 136 y ss.; ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA, F.J./RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V.:
Reglamento penitenciario comentado… ob. cit., pp. 352 y ss.; SANZ DELGADO, E.: “Beneficios penitenciarios”, en
VV.AA.: Diccionario de Ciencias Penales. Madrid, 2000, p. 83; el mismo: “Los beneficios penitenciarios”, en La Ley
Penal, septiembre, 2004, pp. 47 y ss.; VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 117 y ss.; el mismo:
“La naturaleza jurídica… ob. cit., pp. 177 y ss.; FERNÁNDEZ GARCÍA, J.: “Beneficios penitenciarios”, ob. cit., pp.
377 y ss.; CERVELLÓ DONDERIS, V.: Derecho penitenciario. Valencia, 2001, pp. 239 y ss.; MARTÍN DIZ, F.: El juez
de vigilancia penitenciaria. Garante de los derechos de los reclusos. Granada, 2002, pp. 170 y ss.; TÉLLEZ AGUILE-
RA, A.: “La Ley de cumplimiento íntegro y efectivo de las penas: Una nota de urgencia”, en Revista Jurídica La Ley,
nº. 5837, 14 de agosto de 2003, pp. 4 y ss.; el mismo: “La reforma del Código Penal y sus implicaciones penológicas”,
en La Ley Penal, nº 1, enero 2004, p. 45; RODRÍGUEZ ALONSO, A.: Lecciones… ob. cit., pp. 339 y ss.; RENART
GARCÍA, F.: La libertad condicional: Nuevo régimen jurídico. Madrid, 2003, p. 204; RACIONERO CARMONA, F.:
“La norma reguladora del procedimiento ante los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria”, en Cuadernos de Derecho
Judicial. Derecho Penitenciario II, Tomo XVII, 2003, pp. 117 y ss.; GARCÍA ALBERO, R./TAMARIT SUMALLA,
J.M.: La reforma de la ejecución penal. Valencia, 2004, pp. 71 y ss.; GALLEGO DÍAZ, M.: “Acerca de la naturaleza
jurídica del adelantamiento de la libertad condicional”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Extra 2006, Homenaje al
Profesor Francisco Bueno Arús, 2006 (en pruebas), pp. 75 y ss.
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General Penitenciaria únicamente los nombra de modo explícito en dos preceptos: en
el artículo 29.1, en relación con la obligación de trabajar en estos términos: “queda-
rán exceptuados de esta obligación, sin perjuicio de poder disfrutar, en su caso, de los
beneficios penitenciarios”; y en el artículo 76.2 c) y g), al establecerse las funciones
del Juez de Vigilancia Penitenciaria33. La poca precisión de los términos legales utili-
zados al respecto34, no ha ayudado a su explicación. Ya bajo la vigencia de la Ley
penitenciaria, el anterior Reglamento Penitenciario de 1981, que en sus artículos 256
y 257 los contemplaba de modo similar a como se interpretan en la actualidad, en
expresión de García Albero, “tampoco era un ejemplo de claridad conceptual”35. El
contenido de tales beneficios ha de inferirse, entonces, de los cuerpos normativos que
coadyuven en mayor medida a tal definición y especialmente del vigente artículo 202
citado del Reglamento Penitenciario de 1996, que si bien parece haber venido a deli-
mitar la polémica, como se verá infra, no ha terminado de solventarla.

El primer párrafo de tal precepto reglamentario nos otorga el criterio normativo,
pues define el contenido de tales beneficios. La interrelación de preceptos aporta más
información al respecto. Tal apartado primero del artículo 202 R.P., relativo a los
modos de reducción de la duración de la condena hace así referencia, en primer tér-
mino, al indulto particular, que encontrará su específica regulación reglamentaria en
el cercano artículo 206; y la referencia al adelantamiento de la libertad condicional,
habrá de ponerse en relación con el artículo 205 del mismo cuerpo normativo. No
obstante, si bien la mayor parte de la jurisprudencia y la doctrina actual parecen asu-
mir tal clasificación y siguen una línea aparentemente uniforme, todavía se advierten
concepciones diversas al respecto36. 

En cualquier caso, ese primer párrafo del artículo 202 R.P. nos presenta y delimita
el recorrido del estudio a realizar desde estas páginas, atendiendo a las instituciones que
mantuvieron tales caracteres en la historia y siguen vigentes. Seguidamente se enume-
ran ya tales instituciones mirando al futuro. En concreto, aparte del indulto particular
penitenciario, y aunque se haga mención únicamente y de modo genérico al adelanta-
miento de la libertad condicional, dos son las modalidades propias posibles de adelan-
tamiento que se prevén en la legislación penal y reglamentaria penitenciaria española:
el adelantamiento de la libertad condicional previsto en el artículo 91.1 C.P. y en el 205
R.P.; y el adelantamiento extraordinario o privilegiado, también denominado cualifica-
do, del artículo 91.2 C.P., introducido por la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio.

33 Así, se dispone: “2. Corresponde especialmente al Juez de Vigilancia penitenciaria: (...) c) Aprobar las propues-
tas que formulen los establecimientos sobre beneficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena”;
y “d) Acordar lo que proceda sobre peticiones y quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el trata-
miento en cuanto afecte a los derechos y beneficios penitenciarios”.

34 Vid. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios”, ob. cit., p. 203.
35 Cfr. GARCÍA ALBERO, R./TAMARIT SUMALLA, J.M.: La reforma de la ejecución... ob. cit., p. 72.
36 Ejemplos jurisprudenciales atinentes a esta diversidad terminológica se hallan en la idea de considerar como un

beneficio a la libertad condicional advertida aún desde el ámbito jurisprudencial, como así sucede en el Auto nº.
16/2004, de 23 de enero, de la Audiencia Provincial de Soria, que reitera la expresión “beneficio de la libertad condi-
cional”; o en el Auto nº. 635/2003, de 30 de diciembre de la Audiencia Provincial de Las Palmas, con los mismos tér-
minos; o equiparando las recompensas penitenciarias a los beneficios, los términos de la Comisión Disciplinaria del
Consejo General del Poder Judicial en Acuerdo de 23 de marzo de 1999, citado en Sentencia del Tribunal Supremo,
Sala de lo Contencioso Administrativo, de 13 de octubre de 2003, como sigue: “al ser competente la Comisión disci-
plinaria para el otorgamiento de las recompensas reguladas en el artículo 46 de la LOGP y arts. 203 y 204 del
Reglamento Penitenciario”.
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No obstante, del tenor del segundo párrafo del precepto, pudiera extraerse que el
hecho de que ambas posibilidades legales –indulto y adelantamiento de la libertad con-
dicional- constituyan beneficios penitenciarios strictu sensu, no debiera excluir otras
con similares fundamentos. Ante esa apariencia de numerus clausus, que se extrae de
la lectura inmediata del precepto, pudiera advertirse un cierre no absoluto, sí predica-
ble si al redactar la norma el legislador reglamentario hubiera dictado una expresión
como sigue: “Constituyen, por tanto, los beneficios penitenciarios el adelantamiento
de la libertad condicional y el indulto particular”. Pero falta ese artículo en plural y por
tanto tal concreción o estrechamiento en la norma. Tal es el sentido posible para seguir,
al menos por un tiempo, interpretando como beneficio penitenciario a la redención de
penas por el trabajo, que en puridad siempre lo fue, cuya persistencia durante al menos
algunos años, tras la supresión de la institución por el Código de 1995, la normativa
de 1996 no podía desconocer, y que siempre respondió a los mismos criterios del pri-
mer párrafo del actual artículo 202 R.P. A modo de ejemplo, otra modalidad posible de
adelantamiento de la libertad condicional, que entiendo impropia pero objetiva, afín en
cualquier caso, y que por ello se contempla en otro apartado de este trabajo, se pudie-
ra advertir en la excepcionalidad del adelantamiento para septuagenarios y enfermos
incurables del artículo 92 C.P. y del artículo 104.4 R.P. y 196 R.P., como se verá infra.

En esta línea, como ha señalado al respecto Bueno Arús, “al definir los beneficios
penitenciarios el propio Reglamento, no están todos los que son ni son todos los que
están (también lo es la redención de penas por el trabajo, claro), pero desde luego el
beneficio no aparece caracterizado en ninguna parte del ordenamiento como un rega-
lo al que no se tiene derecho, sino como una situación que favorece al titular, tanto si
es gratuito como si es el reconocimiento de un derecho subjetivo”37. Esta postura del
autor citado y de otros que la siguen, interpreta, en relación con los parámetros del artí-
culo 202 R.P., de manera extensiva tales beneficios38, por lo que se hace preciso encon-
trar ciertos límites sistemáticos. Así, esta fórmula y su exégesis ha permitido a algunos
tratadistas expandir o flexibilizar etapas o fases del cumplimiento, constituidas en la
actualidad como auténticos derechos subjetivos, y desde ahí presentar instituciones
penitenciarias que suponen un acercamiento a la libertad como beneficios penitencia-
rios. Los permisos de salida, a modo de ejemplo, son instituciones propias del régimen
común con un fin reinsertador, así como el tercer grado o la libertad condicional, pero
no suponen beneficios penitenciarios strictu sensu. Si bien una parte de la doctrina39 y

37 Cfr. BUENO ARÚS, F.: Prólogo a ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA, F.J./RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V.:
Reglamento penitenciario comentado. 3ª ed. Sevilla, 2004, pp. 16 y 17.

38 Postura que ha venido a aportar la extensión conceptual máxima al afirmar que “el término podía haber abarcado
igualmente los permisos de salida y la prisión abierta, que sin duda alguna reducen el tiempo de estancia dentro de los
muros de los establecimientos”. Cfr. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios después de…”, ob. cit., p. 51.

39 Vid., al respecto, BUENO ARÚS, F.: “Derechos de los internos”, en VV.AA. Comentarios a la legislación penal.
Ley Orgánica General Penitenciaria. Tomo VI, Vol. I, Madrid, 1986, p. 75; el mismo: BUENO ARÚS, F.: “Los benefi-
cios penitenciarios después de… ob. cit., p. 51; el mismo: “Los beneficios penitenciarios” en VV.AA.: Vigilancia… ob.
cit., pp. 199 y ss. En todo caso, más recientemente, parece variar el principal tratadista su postura a la luz de la norma-
tiva reglamentaria vigente. Así vid., el mismo: “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código penal…” ob. cit., p.
566. En aquel mismo sentido, asimilador de la institución de la libertad condicional a los beneficios penitenciarios, vid.
BERDUGO GÓMEZ DE LA TORRE, I./ARROYO ZAPATERO, L./GARCÍA RIVAS, N./FERRÉ OLIVÉ,
J.C./SERRANO PIEDECASAS, J.R.: Lecciones de Derecho Penal. Parte General. 2ª ed., Madrid, 1999, p. 350;
FERNÁNDEZ GARCÍA, J.: “Beneficios penitenciarios”, en FERNÁNDEZ GARCÍA, J./PÉREZ CEPEDA, A./SANZ
MULAS, N./ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, L. (Berdugo Gómez de la Torre, I./Zúñiga Rodríguez, L. (Coords)): Manual de
Derecho Penitenciario. Salamanca, 2001, p. 379; VEGAALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 177 y ss.;
GALLEGO DÍAZ, M.: “Acerca de la naturaleza jurídica del adelantamiento de la libertad condicional”, en Revista de
Estudios Penitenciarios, Extra 2006, Homenaje al Profesor Francisco Bueno Arús, 2006, p. 92.



Enrique Sanz Delgado

– 22 –

alguna jurisprudencia, han seguido la posición citada y ya clásica de Bueno Arús,
quien entiende la libertad condicional como un beneficio penitenciario, estimo más
adecuada la postura de, entre otros, Téllez Aguilera, quien señala que “ha sido volun-
tad del legislador deslindar de los beneficios penitenciarios tanto a la libertad condi-
cional como a otros institutos (permisos de salida, régimen abierto…), que reducen el
tiempo de «internamiento» en prisión. La configuración de la libertad condicional
como un periodo de cumplimiento, un grado, es, por tanto, una cuestión de orden
público y no un derecho, por lo que no es renunciable”40. En este sentido, que la liber-
tad condicional sea un beneficio penitenciario ofrece sus dudas. Incluso hay posicio-
nes jurisprudenciales que niegan explícitamente el carácter de derecho subjetivo para
la libertad condicional. Así, por ejemplo, aún se afirma recientemente en el Auto de la
Audiencia Provincial de Las Palmas, nº. 229/2006, de 31 de marzo, con estos términos:
“la libertad condicional no viene considerada como un derecho subjetivo del interno, al
no ser obligatoria su concesión; de hecho, la aplicación del artículo 78 C.P. podría impe-
dir la aplicación de la Libertad condicional en atención al tiempo de cumplimiento del
total de las penas impuestas al reo, si bien el segundo inciso del citado precepto permi-
te que si el pronóstico es bueno, siga el régimen normal. En todo caso, para poder dis-
frutar de la libertad condicional es necesario, según los artículos 90, 91 y 92 del C.P.:
que la pena sea privativa de libertad. Que la persona se encuentre clasificada en tercer
grado. Que se hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta. Que se
haya observado buena conducta. Que exista respecto del penado un pronóstico indivi-
dualizado y favorable de reinserción social, emitido en el informe final previsto en el
art. 67 de la LOGP, debiéndose recordar, como hacía esta misma Audiencia en sendas
resoluciones de 10 de enero y 1 de marzo de 2000 que la legislación penitenciaria
vigente contempla las penas privativas de libertad como un mal necesario, pero que,
además de otros fines, ha de tener como esencial, la reeducación y reinserción social del
penado; con objeto de posibilitar ésta esencial finalidad, la pena de prisión se organiza
en un orden de progresión en grados, de forma que, pasando por los mismos el penado,
en el estadio final se encuentra reinsertado - teóricamente- en la sociedad”.

Tales instituciones como los permisos de salida, el régimen abierto o la libertad
condicional participan de una apertura al mundo libre, y todas en común exigen como
requisito la buena conducta. No obstante, en el beneficio se exige además una actua-
ción positiva, diversa, un plus de esfuerzo y dedicación, más allá del mero permitir
transcurrir el tiempo que sería lo propio del permiso de salida o el tercer grado; una
actuación determinada por parte del penado (así en el indulto particular como en los
requisitos de continuidad en el tiempo y excelencia en la actuación) o del mismo
modo en el adelantamiento de la libertad condicional.

Pero al contemplar los beneficios penitenciarios, ¿nos encontramos ante conce-
siones graciosas o ante verdaderos derechos subjetivos?.

40 Cfr. TÉLLEZ AGUILERA, A.: Seguridad y Disciplina penitenciaria. Un estudio Jurídico. Madrid, 1998, p. 68;
con anterioridad, ROCA POVEDA, M./TÉLLEZ AGUILERA, A.: Legislación penitenciaria III: el Reglamento peni-
tenciario II, en VV.AA.: Psicología jurídica penitenciaria I. Madrid, 1997, pp. 168 y ss. Cita Téllez Aguilera, en apoyo
de esta opción interpretativa, asimismo el Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Ciudad Real de 4 de marzo
de 1994; en el mismo sentido, RODRÍGUEZ  ALONSO, A.: Lecciones de derecho penitenciario. 3ª ed. Granada, 2003,
p. 340; RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional.. ob. cit., p. 73.



La doctrina mayoritaria en relación con esta materia se manifiesta, acertadamen-
te a mi entender, en el sentido de aceptar que los mismos constituyen derechos sub-
jetivos, si bien condicionados a la concurrencia de unos requisitos o presupuestos
configurados por la normativa penitenciaria, contrastando con concepciones del pasa-
do que veían tales reducciones de condena o internamiento como concesiones gra-
ciosas o premiales. Consecuencia esencial de tal configuración de derechos subjeti-
vos, es que los internos pudieran renunciar a tales posibilidades. Este criterio ha sido
refrendado por los Jueces de Vigilancia Penitenciaria que así lo expresaron en su reu-
nión octava de noviembre de 1994, en los apartados 40 y 45, así como en la siguien-
te reunión, novena, contemporánea a la puesta en marcha del nuevo Reglamento peni-
tenciario, de los días 11 y 12 de abril de 1996, en su apartado 21. Así también, en
apoyo normativo de esta posición, el propio Reglamento penitenciario 190/1996, de
9 de febrero, recoge en el artículo 4.2., en su apartado h), del Capítulo II, del Título
I, relativo a los derechos y deberes de los internos, entre los derechos de los internos,
lo que sigue: “derecho a los beneficios penitenciarios previstos en la legislación”.

De este modo, en la actualidad, como señala Rodríguez Alonso, “el interno en
relación con los beneficios penitenciarios se encuentra en una situación de espera,
«expectativa de derechos», hasta tanto se den o produzcan las circunstancias legales
para su adquisición”41. De ello se deriva que el recluso pueda renunciar a ellos o que
pueda recurrir en queja o por vía de recurso ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria
cuando se vea privado del disfrute de tales beneficios, teniendo cumplidos los requi-
sitos o presupuestos necesarios para obtenerlos. Otra posición, minoritaria, entiende,
en cambio, que los beneficios penitenciarios actuales tienen en esencia un carácter
premial o gracial, continuador de una práctica penitenciaria secular, siendo su conce-
sión una facultad discrecional de los órganos competentes.

4. FFinalidad dde llos bbeneficios ppenitenciarios

En cualquier caso, al margen de la citada polémica, a la que podría incorporarse
la tan debatida naturaleza de la propia libertad condicional42, la finalidad de los bene-
ficios penitenciarios, en su configuración actual, coincide en esencia con la primor-
dial atribuida constitucionalmente a la privación de libertad, y así se encuentra reco-
gida también en el vigente Reglamento Penitenciario de 1996, en el artículo 203, que
dispone: “Los beneficios penitenciarios responden a las exigencias de la individuali-
zación de la pena en atención a la concurrencia de factores positivos en la evolución
del interno, encaminados a conseguir su reeducación y reinserción social como fin
principal de la pena privativa de libertad”. 

La implementación de tal previsión reglamentaria se lleva a cabo en la actualidad
por medio de la Instrucción 12-2006, de 28 de julio, de la Dirección General de
Instituciones Penitenciarias, que adopta un específico modo de actuación al respecto,
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41 Cfr. RODRÍGUEZ ALONSO, A.: Lecciones... ob. cit., p. 341; en contra, a modo de ejemplo, resaltando el carác-
ter premial o gracial de los beneficios, vid. VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 141-143;
LASCURAÍN SÁNCHEZ, J.A.: “Artículo 91”, en Rodríguez Mourullo, G. (Dir.)/Jorge Barreiro (Coord.): Comentarios
al Código penal. Madrid, 1997, p. 294.

42 Vid., por todos, VEGA ALOCÉN, M.: “La naturaleza jurídica…”, ob. cit., pp. 171 y ss.; RENART GARCÍA, F.:
La libertad condicional... ob. cit., pp. 65 y ss.
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bajo la responsabilidad de la Subdirección de Tratamiento, y expone, en relación con
la finalidad de tales beneficios, el Procedimiento tercero que incluye “las actuaciones
que deberán seguirse en la asignación de las actividades prioritarias y complementa-
rias del interno desde el momento de su ingreso en un Centro penitenciario, los crite-
rios para la valoración de la participación en dichas actividades y para la obtención
de recompensas y beneficios penitenciarios con el objetivo de potenciar y estimular
la participación del conjunto de la población penitenciaria en los programas indivi-
dualizados de tratamiento”43. 

Se plantean así dos finalidades complementarias y consecutivas: la reeducación y
reinserción social como fin último y primordial –que no el único-, que se anuncia en
el artículo 25.2 C.E. y en el artículo 1 de la L.O.G.P., al que va encaminada la actua-
ción penitenciaria, y para su consecución, desde un primer momento, el instrumento
del estímulo, del incentivo que promueva la voluntad de los internos de iniciarse y
perseverar en la participación en los programas individualizados de tratamiento. Para
ello, de modo genérico en la Instrucción citada se afirman dos categorías de incenti-
vos previstos para el ámbito regimental y tratamental: “De acuerdo a los arts. 204 y
263 del Reglamento Penitenciario, la participación positiva del interno en actividades
y programas de reeducación y de reinserción social, serán incentivadas mediante
recompensas y beneficios penitenciarios”.

De igual forma, para conseguir tales objetivos han de removerse los obstáculos que
puedan suponer una incapacidad o frustración  para el disfrute de tales derechos. Así, de
modo general, entre los Acuerdos aprobados en las Reuniones de Jueces de Vigilancia
Penitenciaria, se aprobaba por unanimidad el urgir la diligente clasificación de condena-
dos a penas privativas de libertad de corta duración (penas menos graves y leves) para
evitar la pérdida del disfrute de beneficios penitenciarios. Para ello se encarece la máxi-
ma agilidad en el envío del testimonio de sentencia y liquidación de condena al
Establecimiento penitenciario por los Jueces o Tribunales sentenciadores, así como la
tramitación con urgencia de la clasificación inicial y la progresión de grado para la con-
cesión de la libertad condicional, cuando proceda por parte de los órganos penitenciarios.

5. PPropuesta, ccriterios dde aacreditación yy pprocedimiento

La propuesta de beneficios penitenciarios la lleva a cabo la Junta de Tratamiento
de los Centros penitenciarios, remitiéndola al Juez de Vigilancia Penitenciaria, a
quien, en virtud del artículo 76.2 c) L.O.G.P., le corresponde “aprobar las propuestas
que formulen los establecimientos sobre beneficios penitenciarios que puedan supo-
ner acortamiento de la condena”; así como, en relación con el artículo 76.2 b) del
mismo cuerpo legal, es de su competencia “resolver sobre las propuestas de libertad
condicional de los penados y acordar las revocaciones que procedan”. 

El contenido de la propuesta se explicita en el artículo 204 del Reglamento peni-
tenciario de 1996, como sigue: “la propuesta de los beneficios penitenciarios reque-
rirá, en todo caso, la ponderación razonada de los factores que la motivan, así como
la acreditación de la concurrencia de buena conducta, el trabajo, la participación del

43 La cursiva es nuestra.



interesado en las actividades de reeducación y reinserción social y la evolución posi-
tiva en el proceso de reinserción”.

No obstante, el desarrollo de la norma reglamentaria se lleva a cabo por medio de
la citada Instrucción 12-2006, de 28 de julio, de la D.G.II.PP., que, tras un previsto
período de evaluación, derogaba la anterior Instrucción 3-2004 de 29 de septiembre,
relativa al Sistema de evaluación e incentivación de las actividades de los internos, y
viene hoy a establecer, en relación con la exigida propuesta que recoja la participa-
ción del interesado en las actividades de reeducación y reinserción social, así como
su evolución positiva en tal proceso reinsertador, en su Procedimiento tercero, los cri-
terios para la valoración de la participación en las actividades. 

En todo caso, la voluntariedad del tratamiento penitenciario en la legislación espa-
ñola encuentra en esta materia un límite expreso si el interno pretende optar a la con-
secución de tales beneficios. En términos de la citada Instrucción vigente, “el interno
para poder ser merecedor de estos beneficios, debe realizar, como mínimo, aquellas
actividades que la Junta de Tratamiento haya aprobado en su programa de
Tratamiento, por ser éstas las que están directamente relacionadas con el proceso de
reinserción”. En el procedimiento de evaluación de las mismas, la citada valoración
habrá de concretarse, en cada supuesto, en términos similares a los de la Instrucción
3-2004, en alguna de las cuatro calificaciones siguientes:

Excelente
Destacada
Normal
Insuficiente

Habida cuenta de tales posibilidades, para que pueda realizarse la propuesta de
los beneficios penitenciarios, el interno habrá de cumplir con su programa de trata-
miento y obtener las calificaciones de excelente y/o destacada en la valoración de las
actividades que integren el mismo. Como se afirma en la Instrucción, “en ningún
caso, se realizarán propuestas de los beneficios penitenciarios, si las calificaciones
son inferiores”. En relación con el número de actividades exigibles, la misma esta-
blece que “no se determina con carácter general el número de actividades, prioritarias
y/o complementarias, que deba realizar un interno, debido a que se trata más de una
cuestión de carácter cualitativo que cuantitativo, ya que esto será determinado por el
Equipo Técnico, en función de las carencias, necesidades, intereses y capacidades del
interno, así como de las posibilidades de la oferta de actividades y programas de
acuerdo al Catálogo de Actividades del Centro”.

La valoración variará conforme al régimen de vida asignado a cada interno en vir-
tud de su clasificación penitenciaria, teniendo en cuenta las exigencias regimentales de
cada modalidad. De modo genérico y habida cuenta que la mayor parte de los internos
que participan en actividades se encuentran en régimen ordinario, los que se encuen-
tren en situación de régimen abierto las actividades a valorar, aun dentro de las mis-
mas áreas de tratamiento, corresponderán a las que realice en el medio externo, así
como a la evolución en su adaptación progresiva al medio social. Para los penados en
unidades extrapenitenciarias (art. 182 del Reglamento penitenciario: centros de desha-
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bituación y centro educativo especial), la valoración se realizará a través de los infor-
mes de seguimiento facilitados por estas instituciones. Esta valoración será tenida en
cuenta sólo a efectos de beneficios penitenciarios (no de recompensas). Respecto a los
internos clasificados en primer grado de tratamiento (régimen cerrado), la valoración
de la participación en actividades, teniendo en cuenta las condiciones establecidas en
los artículos 93.1.6ª y 94.3ª del Reglamento penitenciario, se tendrá en cuenta como
un factor más para la posible progresión de modalidad o de grado, debiendo en cual-
quier caso, concurrir los factores expresamente previstos en los artículos 92.2, 102 y
106 del Reglamento penitenciario. En último lugar, en el caso de internos preventivos,
la revisión de su programa de intervención (PDI) sólo se realizará con carácter tri-
mestral a efectos de la obtención de posibles recompensas.

Para llevar a cabo la actividad evaluadora, habrán de valorarse los siguientes apartados:

1) El procedimiento específico de evaluación de las actividades se realiza en torno
a tres variables: 

a) Asistencia: indica si el interno participa o no en la actividad.
b) Rendimiento: indica si el interno participa activamente, realizando las tareas

encomendadas y consiguiendo los objetivos propuestos.
c) Esfuerzo: indica si el interno muestra interés, realizando las tareas encomenda-

das de acuerdo a sus capacidades y a la complejidad de la tarea.
2) Las puntuaciones a utilizar para la valoración de las citadas variables, se

encuentran en el intervalo de 0 a 4 y su aplicación es la siguiente:

1. Evaluación de la asistencia:
No asistencia: 0 (hasta el 35%)
Mínima: 1 (más del 35% hasta el 65%)
Suficiente: 2 (más del 65% hasta el 85%)
Alta: 3 (más del 85% hasta el 95%)
Muy alta: 4 (más del 95%)

Se considera asistencia la ausencia justificada (enfermedad, diligencias, etc.). Estas
se tendrán en cuenta siempre que la asistencia presencial haya superado el 25%. Cuando
la asistencia sea 0, no haya llegado al 35%, el resto de las variables también serán 0.

2. Evaluación del rendimiento:
Nulo: 0
Mínimo: 1
Suficiente: 2
Alto: 3
Muy alto: 4
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3. Evaluación del esfuerzo (se evaluará tanto el esfuerzo físico como el psíquico):
Nulo: 0
Mínimo: 1
Suficiente: 2
Alto: 3
Muy alto: 4

3) A efectos de la valoración objetiva de las actividades, los diferentes profesio-
nales que imparten las mismas deberán cumplimentar la Hoja de registro de activida-
des. Este registro es útil para aquellas actividades que están programadas y monitori-
zadas y que, en general, son impartidas y valoradas por un solo profesional.

Para cumplimentar la Ficha-1 (F-1)44 se tendrán en cuenta las siguientes instrucciones:
1. En la denominación del programa o actividad, se tendrá en cuenta las pertene-

cientes a cada Área, definidas en el catálogo de actividades del Centro.
2. Abreviaturas: F. Alta= fecha de alta del interno en la actividad, F. Baja= fecha

de baja del interno en la actividad (en este caso, se hará constar el motivo de la
baja: conducción, cambio de módulo, mal comportamiento…), TA= total de
asistencias al mes, TJ= total de faltas justificadas al mes, TI= total de faltas
injustificadas, VA= valoración asistencia, VR= valoración del rendimiento,
VE= valoración del esfuerzo.

3. Para cumplimentar las columnas referidas a los días del mes, se utilizarán los
siguientes códigos: C= comienzo del interno en la actividad, X= asistencia, J=
falta de asistencia justificada (permiso, enfermedad, diligencias, etc.), I= falta
de asistencia injustificada, F= fin de participación del interno en la actividad.

4. Se pondrá especial atención a la hora de cumplimentar el apartado de valora-
ción, de acuerdo a los criterios de valoración de actividades: Asistencia,
Rendimiento y Esfuerzo.

5. El profesional que imparte la actividad, cumplimentará los datos de la ficha
cada día que se celebre la misma y, mensualmente realizará el cómputo total,
así como la valoración de la asistencia, del rendimiento y del esfuerzo demos-
trado por el interno. Firmará en el espacio reservado al efecto y hará entrega de
la misma al responsable de la actividad, quien firmará el visto bueno, tras lo
cual, será entregada a la Unidad de Evaluación de Actividades (UEA), cuyas
competencias y composición se verá infra.

4) Respecto a aquellos trabajos o actividades auxiliares, como los destinos fun-
cionales, que deben ser valorados por más de un profesional y que, además, pueden
realizarse tanto en turnos de mañana como en turnos de tarde, el registro y la valora-
ción se realizará, como máximo, con una periodicidad mensual, correspondiendo al
encargado del departamento que corresponda por turno, supervisar el debido cumpli-

44 Vid, infra, en el Anexo Documental el modelo 3.4 (Ficha-1)



Enrique Sanz Delgado

– 28 –

miento de dichos registros, así como la entrega de los mismos a los Jefes de Servicios,
para que éstos a su vez los entreguen a la Unidad de Evaluación. Para ello se utiliza-
rá la Hoja de Registro de Actividades Auxiliares (Ficha-2)45.

5) Las actividades reflejadas en los puntos 3) y 4) anteriores, son susceptibles tanto
de la obtención de recompensas, como de beneficios penitenciarios, por lo que se pon-
drá un especial cuidado y rigor a la hora de la valoración de las mismas. Para esta sen-
sible labor la unidad responsable será la Dirección/Subdirección de Tratamiento.

6) Las puntuaciones para la valoración de cada actividad, será de 12 puntos la
máxima, y de 0 la mínima, quedando la tabla de valoraciones de la siguiente manera
(que habrá de plasmarse en los modelos 3.4 y 3.546): 

- Excelente: entre 11 y 12
- Destacada: entre 8  10
- Normal: entre 5 y 7
- Insuficiente: entre 0 y 4
- No evaluable

En el caso en que de las valoraciones de las actividades se obtenga un resultado con
decimales, el criterio a seguir para el redondeo será: cuando el decimal sea igual o infe-
rior a cinco, la valoración no varía; en cambio, cuando el decimal sea superior a cinco,
se le sube a la siguiente puntuación, es decir: 7,5 (se queda en 7), 7,6 (se sube a 8).

7) La valoración de cada una de las actividades realizadas por el interno pretende
responder a tres criterios:

- El tipo de actividad que realiza el interno.
- Cómo realiza dicha actividad y,
- el número de actividades que realiza.

En cuanto al tipo de actividad, esta valoración quedará determinada a través del
factor de corrección, de acuerdo a la valoración de la importancia de la misma por
parte de la Junta de Tratamiento.

En cuanto a cómo realiza dicha actividad, dicha valoración vendrá determinada en
la valoración mensual a través de los registros de actividad (F-1 y F-2).

En cuanto al número de actividades que realiza y, con el objetivo de incentivar la
participación de los internos en el mayor número de actividades posibles, dicha par-
ticipación se verá reflejada en el cómputo de los puntos obtenidos y, por tanto, su
correspondencia con el tipo de recompensa.

8) En aquellos casos en que el interno acepte la realización de una actividad o pro-
grama por formar parte de su programa de tratamiento, pero que debido a la insufi-

45 Vid, infra, en el Anexo Documental el modelo 3.5 (Ficha-2)
46 Vid., infra, en el Anexo Documental, ambos modelos, relativos al Registro de actividades y al Registro de acti-

vidades auxiliares.



ciencia de plazas, deba estar en lista de espera, dicha actividad se deberá contemplar
de igual forma, en el PIT del interno, reseñando que está “en lista de espera”, con el
objetivo de que se tenga en cuenta, no a efectos de la obtención de recompensas, dado
que no realiza dicha actividad, pero sí a efectos de otro tipo de valoraciones, debido
al interés demostrado por el interno, así como de incluirlo en dicha actividad en el
momento en que haya plaza disponible.

9) En aquellos casos en los que el interno no asista a la actividad por causas aje-
nas a su voluntad (Ej. Ausencia del monitor por enfermedad, traslado del interno con
posterior reingreso por motivo de diligencias u otros motivos), se valorará la asisten-
cia durante el tiempo que la actividad esté dada de alta en el Centro, pero no se valo-
rará el rendimiento y el esfuerzo. A estos efectos, no se tendrá en cuenta el que la asis-
tencia presencial haya tenido que superar el 25%.

10) En el caso de las enseñanzas a distancia, en que no existan tutorías con profe-
sores presenciales en el Centro, a los alumnos matriculados se les valorará como en
el punto anterior (9), siendo el Coordinador de Formación el responsable de emitir el
informe correspondiente. En el trimestre que coincidan resultados de exámenes se
tendrá en cuenta a efectos también de la valoración del rendimiento y el esfuerzo.

11) El concepto de “no evaluable” será aplicado a aquellas actividades cuya dura-
ción en número de horas semanales es muy reducida (Ej. 2 horas semanales), siem-
pre y cuando este tipo de actividades sean consideradas complementarias, según el
programa de tratamiento del interno. En estos casos no serán evaluables trimestral-
mente a efectos de recompensas, y sí serán tenidas en cuenta en la evaluación semes-
tral. Sin embargo, cuando esa misma actividad sea considerada actividad prioritaria
para un interno de acuerdo a su programa  específico de tratamiento, será evaluable
tanto a efectos de recompensas, como semestralmente a otro tipo de efectos.

12) De igual forma, en el apartado de observaciones del PIT, se deberán reflejar,
entre otros, aquellos casos en los que el interno se niegue a realizar aquellas activi-
dades prioritarias, que se consideran necesarias para su programa de tratamiento. En
estos supuestos, el interno obtendrá recompensas por las actividades realizadas, pero
se tendrá muy en cuenta, semestralmente, a la hora de evaluar la evolución seguida
en su programa de tratamiento.

La diligencia administrativa en la gestión de tales criterios de evaluación exige en
cualquier caso herramientas de utilidad y para tal cometido y “con el objetivo de dis-
poner de herramientas más ágiles de trabajo que faciliten la labor de los profesiona-
les dedicados a la gestión de la participación de las actividades de los internos en los
centros penitenciarios, se ha elaborado una aplicación informática en el Sistema de
Información Penitenciaria (SIP), que recoge los datos de las actividades de cada inter-
no, la evaluación de su participación mediante un sistema de puntos, así como la valo-
ración trimestral a efectos de la posible obtención de recompensas y a más largo plazo
de beneficios penitenciarios”.

El órgano que lleva a cabo tal actividad evaluadora, como se ha dicho supra, es la
Unidad de Evaluación. La citada y derogada Instrucción 3-2004, había introducido tal
nuevo órgano cuya composición así como su número de funcionarios los había de
fijar el Consejo de Dirección del Centro. Entre sus principales cometidos se encuen-

Introducción

– 29 –



Enrique Sanz Delgado

– 30 –

tra el recoger, de los distintos responsables de las actividades, la reseña del inicio del
interno en la actividad que realiza tanto si se encuentra programada como si no es así.
Igualmente, con carácter quincenal, desde esta Unidad se vendría a solicitar de los
responsables de las actividades las altas y bajas de los internos así como el resto de
informes que, en relación con aquéllas, pudiera ser relevante.

La Junta de Tratamiento, una vez aprobado el PIT (I) (Actividades y programas de
Tratamiento47), PIT (II) (Revisión de las actividades y programas48), o el PDI (pre-
ventivos)49 de cada interno, remitirá una copia a la Unidad de Evaluación. Los res-
ponsables o coordinadores de los diferentes grupos de actividad, harán entrega a esta
Unidad de las correspondientes fichas de cada actividad debidamente cumplimenta-
das y valoradas, así como de aquellos informes que en relación a las actividades pue-
dan ser de interés. En ningún caso, esta Unidad de Evaluación introducirá datos que
no consten en las Fichas-1 y Fichas-250. La periodicidad de entrega de dichas fichas
se considera conveniente se realice con carácter mensual. No obstante, este período
podrá ajustarse a las circunstancias de cada Centro. En el caso de que no se haya rea-
lizado aún la evaluación trimestral y el interno sea trasladado con carácter definitivo
a otro Centro  Penitenciario, esta evaluación se realizará por el Centro de destino, de
acuerdo a los datos obrantes en el Centro de origen.

Trimestralmente esta Unidad de Evaluación, de acuerdo a los datos obtenidos por
cada interno a través del cálculo realizado por mediante el SIP, hará entrega de los
mismos a la Subdirección de Tratamiento, con el fin de que la Junta de Tratamiento
eleve la propuesta de la obtención de recompensas para su aprobación por la
Comisión Disciplinaria.

El interno podrá solicitar la posible recompensa a obtener de acuerdo a los crite-
rios seguidos en cada Centro y a la puntuación obtenida trimestralmente en el cóm-
puto de las actividades realizadas. La Comisión Disciplinaria no concederá recom-
pensas por motivo de participación en actividades sin que medie propuesta expresa
de la Junta de Tratamiento.

6. LLa bbuena cconducta ccomo ccaracterística ccomún yy lla pprisión ppreventiva.

Elemento fundamental, vertebral en cada una de las modalidades vigentes, como
en otras instituciones propias del Derecho penitenciario, ya sea para la redención de

47 Vid., infra, en el Anexo Documental, el modelo 3.2, en el que, además de una descripción de las actividades, se
introducen las mismas como sigue: “De acuerdo a la Ley Orgánica General Penitenciaria (art. 61) y al Reglamento
Penitenciario (art. 273) y, una vez analizadas sus carencias y necesidades más importantes, se comunica al interno….
Asignado al Módulo….., que la Junta de Tratamiento, en su sesión ordinaria del día…. de……. de 200..., previo infor-
me del Equipo Técnico ha acordado establecer las siguientes actividades a realizar por usted durante su estancia en este
Centro Penitenciario se acuerdo a su Programa Individualizado de Tratamiento”.

48 Vid., infra, en el Anexo Documental, el modelo 3.3, en el que con anterioridad a la valoración se señala: “El inter-
no…. asignado al Módulo……., ha obtenido la siguiente valoración en las actividades programadas conforme a su
actual PIT, según acuerdo de la Junta de Tratamiento, en su sesión ordinaria del día….. de ……. de 200…”

49 Vid., infra, en el Anexo Documental, el modelo 3.1, relativo a los preventivos.
50 Vid., infra, en el Anexo Documental, los modelos 3.4 (Ficha 1, Registro de actividades) y 3.5 (Ficha 2. Registro

de actividades auxiliares).
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penas en los casos supérstites o para el adelantamiento de la libertad condicional o el
indulto particular, es el requisito de la buena conducta. Se muestra como el salvo-
conducto imprescindible. La exégesis de tal expresión nos lleva al menos a dos con-
cepciones diversas. Al margen de cualquier interpretación moralizadora más propia
de otras épocas, que incluso fundamentaba la posibilidad de la decimonónica rebaja
de penas, una primera concepción haría referencia a la conducta activa y favorable,
entendida asimismo como participación positiva o un plus en la asunción de las acti-
vidades previstas en el establecimiento penitenciario. No obstante, esta percepción
activa no es la exigible para interpretar que existe buena conducta, si bien puede ser-
vir para otras valoraciones favorables a la consecución de los requisitos necesarios
para los beneficios penitenciarios. La exégesis histórico-legislativa, acudiendo al
Reglamento de 1956, resuelve la cuestión en la práctica51. Para la concesión de bene-
ficios penitenciarios que supongan acortamiento de la condena impuesta, como suce-
de aún para los supuestos regidos por el Código de 1973 en la Redención de penas
por el trabajo, la comisión de infracción grave o muy grave sin haberse cancelado las
anteriores que hubiere, constituía reiterada mala conducta según el artículo 65 del
Reglamento de los Servicios de Prisiones de 1956 (vigente aún en la materia de
redención de penas), lo que suponía la suspensión de la redención. Este precepto
constituye así una norma de referencia para interpretar, como también se hacía para
los supuestos de buena conducta exigida en los permisos de salida52.

La expresión objeto de atención proviene de la primera normativa de rango legal
reguladora de la libertad condicional. El artículo 1º de la Ley de Libertad condicional
de 1914 exigía que los penados sentenciados fuesen acreedores a dicho beneficio por
“pruebas evidentes de intachable conducta”, fórmula que se vino a reiterar en los
Códigos penales de 1928 y 193253. Las críticas de Castejón a la fórmula empleada, a
los términos “acreedor”, “beneficio” tratándose de un derecho, o “intachable conduc-
ta”, señaladas últimamente por Vega Alocén54, han sido incontestables. Desde ese
momento, será esa última exigencia la más criticada por la doctrina hasta su redac-
ción actual. En la legislación propiamente penal, el cambio hacia el término “buena
conducta” surgirá así del Anteproyecto de Código penal de 1992, del artículo 90 del

51 Vid., al respecto, TÉLLEZ AGUILERA, A.: “La libertad condicional. Aspectos jurídicos y penitenciarios”, en
XIII Jornadas penitenciarias lucenses. Lugo, 2001, pp. 30 y 31; ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA,
F.J./RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V.: Reglamento penitenciario comentado… ob. cit., pp. 284 y 414; FERNÁNDEZ
GARCÍA, J.: “El Régimen disciplinario” en FERNÁNDEZ GARCÍA, J./PÉREZ CEPEDA, A./SANZ MULAS,
N./ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, L. (Berdugo Gómez de la Torre, I./Zúñiga Rodríguez, L. (Coords)): Manual de Derecho
Penitenciario. Salamanca, 2001, pp. 304 y 305; CERVELLÓ DONDERIS, V.: Derecho penitenciario… ob. cit., p. 218;
VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 61 y 150; RENART GARCÍA, F.: La libertad condicio-
nal… ob. cit., pp. 111 y ss.; LLORCA ORTEGA, J.: La Ley de indulto (Comentarios, Jurisprudencia, Formularios y
notas para su reforma). 3ª ed. Valencia, 2003, p. 86.

52 Vid., al respecto, MARTÍNEZ ESCAMILLA, M.: Los permisos ordinarios de salida: régimen jurídico y reali-
dad. Madrid, 2002, pp. 34 y ss.

53 Idéntico requisito, como señala Renart García, se establecía en el artículo 28 del Real Decreto-Ley de 24 de
diciembre de 1928 que aprobaba el Reglamento para la aplicación del Código penal en los Servicios de Prisiones y en
el art. 46 del Reglamento Orgánico de los Servicios de Prisiones de 14 de noviembre de 1930. No obstante, como resal-
ta el mismo autor, “el art. 1 del decreto de 22 de marzo de 1932 seguía requiriendo la intachable conducta para la con-
cesión de la libertad condicional a los septuagenarios, si bien las «pruebas» exigidas en el mismo ya no tenían el por
qué ser «evidentes»”. Cfr. RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional: Nuevo régimen… ob. cit., p. 111, nota.

54 Vid. VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., p. 59.
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Proyecto de 1992 y, con anterioridad al Código penal de 1995, del artículo 94 de
Anteproyecto de 1994. Asimismo, resoluciones judiciales55 han interpretado tal con-
cepto de buena conducta.

Si la exigencia de la aceptación por parte del interno del programa individualiza-
do de tratamiento es elemento imprescindible para la propuesta de beneficios a su
favor, los límites a la aplicación de los beneficios penitenciarios encuentran otra
razón de ser en la prisión provisional. Así ya por Auto del Tribunal Constitucional nº.
183/1991, de 17 de junio se establecía que los beneficios penitenciarios no son exten-
sibles a la prisión provisional. Concretamente ante la opinión del recurrente basada
en que a su juicio, y a los efectos del cómputo del tiempo máximo de permanencia en
situación de prisión preventiva, previsto en el art. 504 de la LECrim, ha de tenerse en
consideración no sólo el tiempo que efectivamente haya estado privado de libertad,
como consecuencia de la prisión preventiva acordada, sino también había de descon-
tarse el tiempo de redención de penas por el trabajo que, como beneficio penitencia-
rio, hubiera podido obtener en dicha situación, se afirmaba por la Sala: 

“el recurrente parte de la total equiparación de las situaciones de preso preventi-
vo cuya sentencia condenatoria está pendiente de la resolución del recurso y de con-
denado por sentencia firme, para extraer la conclusión de que los beneficios peniten-
ciarios son aplicables a ambas situaciones, y que toda norma legal e interpretación
judicial que lo restrinja vulnera sus derechos fundamentales. Tal postura no puede ser
admitida en los términos en que aparece formulada. Es cierto, y así se ha señalado por
este Tribunal (STC 32/1987), que existe una evidente analogía entre la privación de
libertad, adoptada por el Juez como medida cautelar, y la que es producto de una san-
ción penal por sentencia que pone fin a un proceso, al tratarse de situaciones que afec-
tan de forma negativa a la libertad del inculpado, pero no lo es menos que ambas
situaciones no son perfectamente equiparables, difiriendo entre sí en el título jurídico
que autoriza al Estado a establecer la privación de libertad en tanto no existe senten-
cia firme, respecto al cumplimiento de una condena penal firme, y la finalidad que se
persigue en uno y otro caso. La privación de libertad como medida cautelar en el
curso de un procedimiento penal y antes de que haya recaído sentencia firme, va diri-
gida a la preparación y aseguramiento del buen fin de la causa criminal, no siendo una

55 Vid., a modo de ejemplo, los Autos de Juzgados de vigilancia de Soria (de 29 de mayo de 1998) y de Sevilla (de
17 de febrero de 1989), que, respectivamente, nos informan como sigue: “uno de los requisitos sobre los que se asien-
ta la libertad condicional es la buena conducta la cual no se puede predicar del interno (…), hasta la extinción de la ano-
tación de la sanción en su expediente producto de la cancelación”; o “debemos indicar que son distintas las opiniones
que con referencia a la «intachable conducta» se han vertido por la doctrina. Así para algunos, ésta debe identificarse
con buena conducta a la que se refiere el artículo 65 del Reglamento de los Servicios de Prisiones y 100 del Código
Penal, en relación con la redención de penas por el trabajo, y por ello no se debe exigir al liberado condicional una con-
ducta superior al del ciudadano medio, que no es ni mucho menos «intachable» y, a pesar de ello, nadie piensa ni mucho
menos en recluirlo, llegándose incluso a equiparar la buena conducta con la «falta de mala conducta» a efectos de reden-
ción, y por tanto, lo realmente determinante es la falta de anotaciones vigentes por faltas disciplinarias graves o muy
graves en el expediente del recluso. Para otros, por el contrario, en castellano el contenido de la expresión «intachable
conducta» no coincide con falta de mala conducta. La conducta, para este sector doctrinal, que no merece el calificati-
vo de mala, puede quedarse en deficiente o regular, sin llegar a ser buena, y la buena no puede llegar a intachable. En
nuestra opinión, la «intachable conducta» no sólo debe identificar la ausencia de mala conducta, por las razones expues-
tas más arriba, y por lo de objetivización que ello contiene, sino que incluso ante la comisión de determinadas faltas
disciplinarias un estudio individualizado del interno puede aconsejar la concesión del beneficio”.



sanción anticipada. (…). Tal pretensión contraría el tenor literal y el espíritu de los
preceptos legales que regulan esta materia. 

De conformidad con lo dispuesto en el art. 100 del Código Penal «podrán redimir
su pena con el trabajo, desde que sea firme la sentencia respectiva, los reclusos con-
denados a penas de reclusión, prisión y arresto mayor…»; más adelante, en este
mismo precepto se afirma que «el mismo beneficio se aplicará, a efectos de liquida-
ción de condena, a los reclusos que hayan estado privados provisionalmente de liber-
tad». Se desprende claramente de la mera lectura de estos preceptos, que si bien el
preso preventivo tiene derecho a redimir su pena con el trabajo, tales beneficios sólo
se computarán una vez que su sentencia sea firme a los efectos de liquidar definitiva-
mente su condena, pero nunca para reducir los plazos máximos de prisión preventiva. 

La razón es evidente, tanto el preso preventivo como el condenado por sentencia
firme se hallan privados de libertad, no existiendo motivos razonables que impidan
que en una y otra situación se puedan utilizar los beneficios de redención de penas
por el trabajo, bien con eficacia inmediata, bien para su posterior aplicación una vez
conocida la condena penal firme impuesta: cuestión distinta es si estos beneficios
pueden ser computados para reducir el tiempo máximo de prisión preventiva, y es
aquí donde entra en juego el distinto título jurídico y finalidad que se persigue con
una y otra situación.

La prisión preventiva tiende a asegurar la presencia del inculpado en el proceso, y
el tiempo redimido por el trabajo o buena conducta no modifican en absoluto las cir-
cunstancias objetivas y personales apreciadas por el Tribunal para mantener esta medi-
da excepcional, en cuanto ésta no es una pena (art. 26.1 del Código Penal), ni encuen-
tra su justificación en el cumplimiento anticipado de la condena, ni podría adoptarse o
mantenerse si no existiesen o desapareciesen los motivos que justificaron una medida
tan excepcional, aunque no se hubiese cumplido el tiempo máximo de prisión preven-
tiva fijado legalmente. La distinta justificación de ambas situaciones no impide, sin
embargo, que una vez condenado por sentencia firme le sea computable el tiempo que
efectivamente estuvo privado de libertad o le sean aplicables los beneficios de reden-
ción de penas por el trabajo o por buena conducta, que haya venido acumulando en su
situación de preso preventivo. Tales consideraciones permiten afirmar que las resolu-
ciones judiciales que denegaron motivadamente la aplicación del tiempo redimido en
prisión preventiva a los efectos del cómputo del tiempo máximo que el recurrente
podía permanecer en situación de prisión preventiva, son conformes con la letra y el
espíritu de las normas aplicadas, sin que pueda admitirse, como pretende el recurren-
te, que se trata de una interpretación restrictiva de las normas aplicables, pues no exis-
te tal interpretación, sino la mera aplicación de las disposiciones legales vigentes”.

Contemplados tales límites, tras la Parte primera que sigue, relativa a las mani-
festaciones históricas, asimilables a los beneficios penitenciarios, el resto de los
caracteres propios de tales instituciones habrán de entresacarse infra, en la Parte
segunda de este trabajo, a través del análisis pormenorizado y separado de cada una
de las modalidades, con la asistencia inexcusable de resoluciones judiciales, cuyas
consideraciones coadyuvarán definitivamente a interpretar tales caracteres, estructu-
ra y finalidad de los beneficios penitenciarios.
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PRIMERA PARTE

Los beneficios penitenciarios
en la historia

El alzamiento de la retención
y la rebaja de penas





I.1. EEl aalzamiento dde lla rretención

Entre las instituciones penitenciarias históricas asimilables al concepto de benefi-
cio penitenciario vigente se nos aparece, en primer término, el mecanismo del alza-
miento de la retención. Constituía, en puridad, la neutralización de la muy aplicada
cláusula de retención: utilitaria e tradicional institución destinada a mantener el some-
timiento del penado a la pena, aun habiéndose ya cumplido ésta. Si tal cláusula supu-
so un apartado, un anexo asegurador y auxiliar de la condena integrado en la propia
sentencia, el alzamiento significaba el acortamiento de aquélla, la soltura o liberación
de la persona condenada conforme a tal medida y, desde ahí, lo contemplamos como
un precedente de beneficio penitenciario, tal y como hoy los concibe nuestra legisla-
ción. Esta concepción la refuerza la consideración de gracia que se le atribuyó y que
se aprecia ya en el número 1 del Real Decreto de 18 de enero de 1860, en lo relativo
a las proposiciones “para la gracia del alzamiento de esta cláusula”. 

En la práctica, se otorgaron alzamientos de las retenciones para evitar la desespe-
ración de los penados y su deserción, pero la principal causa articulada y esgrimida
sería el cumplimiento de los fines asignados a la pena, esto es, la estimación de la
corrección del penado. La mejor comprensión del mecanismo del alzamiento exige,
en cualquier caso, el análisis previo de la cláusula citada.

I.1.1. LLa ccláusula dde rretención. CCaracteres yy aaproximación hhistórica

El instrumento de la cláusula de retención56, de la indeterminación en la ejecución
de la condena57, configurado en un añadido en la sentencia, plasmada en un apartado
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56 Al respecto de la cláusula de retención como elemento añadido a la sentencia condenatoria que mantenía al pena-
do sujeto a la pena, aun cumplida la sentencia, y como modelo antecedente de medida de seguridad y de la ejecución
indeterminada con fines utilitarios, vid., entre otros, SALILLAS, R.: La vida penal en España, Madrid, 1888, p. 7; el
mismo: Evolución penitenciaria... I, ob. cit., pp. 27 y ss.; JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La sentencia indeterminada… ob.
cit., pp. 45 y ss., especialmente 49; VALDÉS RUBIO, J.M.: Derecho Penal. Su filosofía, historia, legislación y juris-
prudencia. 5ª Ed. corregida y aumentada, Tomo primero, Madrid, 1913, p. 888; SALDAÑA, Q.: Adiciones a Von Liszt,
F.: Tratado de Derecho penal. Traducido de la 18ª. Ed., alemana y adicionado con la Historia del Derecho penal en



específico de la misma, significó en esencia, como se ha afirmado supra, la perma-
nencia del penado en el cumplimiento de la pena o servicio por mayor tiempo del esta-
blecido en la condena, y ello para asegurar la continuidad en los servicios al Estado
cumplidos por penados y, en menor medida, en la práctica, en la intención de confir-
mar la corrección de los mismos. La necesidad estatal, militar, había sido el origen de
esta práctica judicial, en épocas en que como afirmara Lavisse, “el Rey obraba sim-
plemente por razón de Estado; cuando necesitaba galeotes, se los pedía a los jueces”58;
o, expresado por Salillas, “el cumplido, si hacía falta, no obtenía la libertad”59. 

El sistema pudo tener su origen en disposiciones como el Auto tercero que, en
relación con la Ley II del Título XXIV y Libro VIII de la Nueva Recopilación, ante
la necesidad de remeros, vino a disponer: “En atencion á la urgencia de no aver bas-
tante gente para la conservacion de las Galeras, ni otros delinqüentes para ellas;
mando se retenga á los forzados, despues de aver servido el tiempo, porque fueron
condenados, con la condicion de que á estos tales, no se les trate como forzados en la
racion, i demas comodidades, que permitiere aquel estado, sino como se trataria á
otros libres, que voluntariamente quisiesen servir en las Galeras”. Con posterioridad
la normativa española relativa a la pena de galeras fijó que la duración de la misma
no habría, de ordinario, de rebasar los diez años, salvo precisamente aquellos supues-
tos que admitieran cláusula de retención60.

El tipo de condenas y el perfil del penado nos ofrece una panorámica del interés
estatal al respecto. Así, como acentúa Ortego Gil, aunque la gravedad de los delitos
castigados con presidio, y en los cuales se insertó el requisito de solicitar licencia para
salir, era determinante, “el ámbito delictivo en el que más predomina la inclusión de
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España. Tomo I, 3ª. Ed., Madrid, 1926-1929, p. 466; LASALA NAVARRO, G.: “La sentencia indeterminada en
España”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 17, agosto 1946, pp. 46 y ss.; BERNALDO DE
QUIRÓS, C.: Lecciones de Derecho Penitenciario. México D.F., 1953, pp. 254 y 255; GARCÍA VALDÉS, C.: Régimen
penitenciario... ob. cit., p. 24; TOMÁS Y VALIENTE, F.: “Las cárceles y el sistema penitenciario de los Borbones”, en
Historia 16, Extra VII, Cárceles en España, octubre de 1978, p. 76; GARRIDO GUZMÁN, L.: Manual de Ciencia
Penitenciaria, Madrid, 1983, p. 158; TÉLLEZ AGUILERA, A.: Seguridad y Disciplina penitenciaria… ob. cit., p. 190;
MARTÍNEZ GALINDO, G.: Galerianas, corrigendas y presas. Nacimiento y consolidación de las cárceles de mujeres
en España (1608-1913). Madrid, 2002, pp. 296 y ss.; SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo… ob. cit., pp. 121 y ss.

57 (viene de la página anterior) A una “forma española de la sentencia indeterminada” hizo referencia Federico
Castejón. Cfr. CASTEJÓN, F.: “Introducción en el sistema penal español de la sentencia indeterminada”, en Revista de
la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 100, julio 1953, p. 30; el mismo, con anterioridad, la contempló como una de
“las conquistas de la ciencia penitenciaria” española del XIX, señalando que “la retención era, en esencia, lo que hoy
se denomina pomposamente sentencia indeterminada en su más amplio sentido”, o “La cláusula de retención no es el
precedente, es la misma institución de la sentencia indeterminada, con distinto nombre”. Vid. CASTEJÓN, F.: La legis-
lación penitenciaria española… ob. cit., pp. 2, 421 y 422 respectivamente. Matiza esa expresión reiterada en la doctri-
na Antón Oneca, quien resalta la inexactitud del término sentencia indeterminada, “porque no es la sentencia la inde-
terminada, sino la duración de la pena”. Cfr. ANTÓN ONECA, J.: Derecho penal. Parte General… ob. cit., p. 587.
Previamente, con ese mismo matiz, se había expresado el otrora también catedrático de Madrid, Valdés Rubio. Vid.
VALDÉS RUBIO, J.M.: Derecho penal. Su filosofía… ob. cit., p. 888.

58 Cfr. LAVISSE, M.E.: “Las galeras del Rey”, en Revue de París, Tomo XVI, 1897, p. 227.
59 Cfr. SALILLAS, R.: La vida penal… ob. cit., p. 7. Lo relativo a la cláusula de retención en su aplicación a las

mujeres sentenciadas, así como los criterios de alzamiento de la medida, puede verse amplia y certeramente recogido
en Martínez Galindo, g.: Galerianas, corrigendas y presas… ob. cit., pp. 296 y ss.

60 Rafael Salillas, redactor del Anuario de 1888, hallaba tal máximo de cumplimiento en la Pragmática Real de
Carlos III de 1771, que disponía como límite diez años, salvo casos de incorregibilidad; en el Art. 316 de la Ordenanza
general de presidios de 1834, así como en las sanciones que recogía, el bando aplicable al personal de galeras de 1663,
ninguna superior a 6 años. Vid. DIRECCIÓN GENERAL DE ESTABLECIMIENTOS PENALES: Anuario
Penitenciario Administrativo y Estadístico. 1888, Madrid, 1889, pp. 166 y 167. 



la cláusula de retención fueron los hurtos: hurtos sacrílegos, hurtos de ganados y rato-
nerías, robos de dinero a eclesiásticos con malos tratamientos, robos domésticos, o en
supuestos en que junto al robo concurrían varios actos criminales más”61.

El aparato normativo y judicial de la cláusula de retención recibirá determinante
impulso legal expreso en la Pragmática de 30 de octubre de 174962 y, años más tarde,
en la trascendente Pragmática de 12 de marzo de 177163, así como en la Real Orden
de 24 de agosto de 177264, comunicada á los “Gobernadores de Puerto Rico, Habana
y Cartagena de Indias”, que ya introducía medidas que limitaban la retención y la
alzaban tras seis años de cumplimiento, para evitar la desesperación y consecuente
deserción de los allí retenidos. Iba a ser a partir especialmente de mediados del siglo
XVIII65 cuando el flujo de penados tornaba en su destino para dejar de ir a cumplir a
galeras e incorporarse a los presidios. Y con ellos, a sus sentencias, se añadía la reten-
ción. En sintética expresión de Ortego Gil, “con esta formulación se conseguía cum-
plir un conjunto variado, pero complementario de fines: facilitar mano de obra en los
presidios y, por tanto, servir a las necesidades del Estado, en especial las militares, de
obras públicas y de mantenimiento del orden; solventar la limitación temporal de los
diez años impuesta por el ordenamiento, de manera que implícitamente se podía lle-
gar a imponer una condena perpetua respetando formal, pero no sustancialmente, la
prohibición existente con respecto a ésta; y optar por una reclusión agravada para
determinados reos a quien se había condenado a muerte civil”66. De “expresión de
garantía de seguridad social, tratándose de ciertos delincuentes” había hablado asi-
mismo con Salillas67 al referirse a la condena indeterminada o sin tiempo, surgida de
la cláusula de retención.
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61 Cfr. ORTEGO GIL, P.: “La indeterminación temporal de las sentencias castellanas en el siglo XVIII: la cláusula
de retención en presidio”, en Perspectivas Jurídicas del Estado de México, enero-junio 2003, año 3, vol. 1, nº. 4, p. 117.

62 Vid. Novísima Recopilación Libro XII, Título XL, Ley 10, nota, con mención de la Real orden de 18 de octubre
de 1749. El texto concreto de la Pragmática de 30 de octubre era como sigue: “los reos que merecían las galeras por
delitos infames, precediendo vergüenza pública ó azotes, se apliquen por los mismos años á las minas de Almadén, sien-
do por su sanidad y robustez á propósito para aquellos trabajos. Y que los reos de los propios delitos, pero débiles, y
enfermos, con el adictamento de vergüenza, ó azotes, se destinen á los presidios de Africa por el propio tiempo en cali-
dad de gastadores. Y los reos del estado llano, que tienen pena de galeras por contravención á mis Reales Pragmáticas,
ú otros delitos, que no irrogan infamia, los hayan de purgar en los presidios con la misma calidad de gastadores, dexan-
do como dexo siempre, á la prudencia y arbitrio de los Tribunales el aumento de años en la condenacion; y la circuns-
tancia de que cumplidos, no salgan los reos de los lugares a que fueron destinados sin permiso mio, o el suyo, que debe-
rá usarse con respecto al delito, y a la condicion del delincuente”.

63 El texto de la Real Pragmática rezaba la norma y el procedimiento al respecto: “no puedan los Tribunales desti-
nar á reclusion perpetua ni por mas tiempo de diez años en dichos arsenales á reo alguno; sino que á los mas agravados
y de cuya salida al tiempo de la sentencia se recele algun grave inconveniente se les pueda añadir la calidad; que no sal-
gan sin licencia, y segun fueren los informes de su conducta en los mismos arsenales, por el tiempo expreso de su con-
dena, el Tribunal superior por quien fuere dada ó consultada la sentencia pueda despues con audiencia del Fiscal pro-
veer su soltura; lo que debe cumplimentarse por los Intendentes de dichos arsenales con presentacion del testimonio del
decreto de libertad proveido por los competentes Tribunales superiores...”. Vid. Novísima Recopilación. Libro XII, Tít.
XL, ley 7ª, núm. 5. Servía de ejemplo esta institución, tras su regulación, en opinión y luminosas palabras de Saldaña,
de cómo “se empieza por la práctica -procedimiento, penas- y se llega a la teoría; de la variedad a la unidad”. Cfr.
SALDAÑA, Q.: Adiciones a Von Liszt… ob. cit., p. 466.

64 Vid. Novísima Recopilación. Libro XII, Tít. XL, ley 15, nota 6.
65 Al respecto, Ortego Gil ha afirmado que la presencia de tal cláusula se advierte ya “desde una perspectiva empí-

rica, al menos desde la tercera década del siglo XVIII en la práctica judicial de la Real Audiencia de Galicia y, como es
obvio de su Sala del Crimen a partir de su creación en 1760”. Cfr. ORTEGO GIL, P.: “La indeterminación temporal…”
ob. cit., p. 106; así mismo Vid. SANZ DELGADO, E. El humanitarismo...ob.cit., p. 61.

66 Cfr. ORTEGO GIL, P.: “La indeterminación temporal…”, ob. cit., p. 107.
67 Cfr. SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., p. 522.
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Si el momento principal se percibe en la Pragmática de 1771, el primer juicio posi-
tivo de relevancia respecto de tal norma que instaura definitivamente un nuevo siste-
ma clasificatorio y de control de la indeterminación, con la cláusula de retención
como instrumento, es el de Manuel de Lardizábal (de quien no se oculta su probable
paternidad), que la califica de norma sabia y prudente. Más tarde, desde comienzos
del s. XX, la contemplaron con similares términos Castejón68, Salillas69, Asúa70, Lasala
Navarro71, Bernaldo de Quirós72 o Antón Oneca, refiriéndose éste último a la misma
como “fórmula anticipada de una medida de seguridad bajo régimen de sentencia
indeterminada”73. De una normativa con “sentido individualizador moderno y digno
de alabanza”74 habla Garrido Guzmán. 

En contraste, hubieron de resaltarse también los defectos prácticos de la aplica-
ción de la retención. Así a “una institución utilitaria desprovista de garantías” se refi-
rió García Valdés75; “temible y arbitraria” para Tomás y Valiente76, o a una “tremenda
arbitrariedad” hizo mención el citado Garrido Guzmán77, habida cuenta de que la
licencia que se exigía para dar salida al penado, aun cumplida la sentencia, invalida-
ba la determinación de la condena y acrecentaba la inseguridad. La retención en el
lugar de cumplimiento o en el establecimiento penitenciario, a expensas del precep-
tivo permiso real (en la práctica del Consejo) o del tribunal sentenciador, se supedi-
taba a los informes administrativos de los responsables penitenciarios. Y la medida
empírica, ya formalizada, acompañó a los expedientes de los reclusos entendidos
como más peligrosos, no sólo en la jurisdicción ordinaria, como recordara Castejón,
“sino también en la militar (R.O. 31 de marzo de 1852)”78.

I.1.2. EEvolución llegislativa ddel aalzamiento dde lla rretención

El funcionamiento del mecanismo del alzamiento de la retención se ve plasmado
ya en disposiciones como la Ley 8ª del Título XL y Libro XII, de la Novísima

68 A instituciones eficaces y de bondad intrínseca se refería Federico Castejón respecto de las disposiciones que
regularon el ejercicio de esta cláusula, por cuanto, en su criterio, se conseguían “la continuidad de las funciones repre-
siva y penitenciaria, hoy divorciadas injustificadamente, y el incalculable beneficio de la defensa social”. Cfr.
CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria… ob. cit., p. 423. 

69 Salillas afirmaría la prioridad de tal mecanismo respecto de la sentencia indeterminada. Así, vid. SALILLAS, R.:
Evolución penitenciaria… I, ob. cit., pp. 27 y ss.

70 Vid. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La sentencia indeterminada…ob. cit., pp. 45 y ss.
71 Vid. LASALA NAVARRO, G.: “La sentencia indeterminada en…”, ob. cit., pp. 46 y ss.
72 En palabras del maestro desde México, “la cláusula de retención nos parece el primer precedente de la retención

indeterminada de los multirreincidentes que los autores extranjeros cuidan de presentar como algo nórdico, anglosajón
o americano”. Para más énfasis acerca de la trascendencia de tal institución, Constancio Bernaldo de Quirós resaltaba
como en el “Congreso de Derecho Penal y Penitenciario, XIII de la serie completa de ellos, celebrado en La Haya en
el verano de 1950, la asamblea se pronunciara en un sentido semejante al de la Pragmática española, entendiendo que
la retención debiera organizarse en un estilo único, y no dividido en dos tiempos y lugares al estilo positivista: uno de
pena, en un lugar; otro de medida de seguridad en otro establecimiento distinto”. Cfr. BERNALDO DE QUIRÓS, C.:
Lecciones de… ob. cit., pp. 254 y 255.

73 Cfr. ANTÓN ONECA, J.: “El Derecho penal de la Ilustración y D. Manuel de Lardizábal”, en Revista de Estudios
Penitenciarios, nº. 174, julio-septiembre 1966, p. 604.

74 Vid. GARRIDO GUZMÁN, L.: Manual de… ob. cit., p. 158
75 Vid. GARCÍA VALDÉS, C.: Régimen penitenciario de España… ob. cit., p. 24. 
76 Vid. TOMÁS Y VALIENTE, F.: “Las cárceles y el sistema penitenciario…”, ob. cit., p. 76.
77 Cfr. GARRIDO GUZMÁN, L.: Manual de… ob. y loc. cit.
78 Cfr. CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria... ob. cit., p. 420.



Recopilación, promulgada por Carlos III por Real Orden de 24 de noviembre de 1782
y por posterior Cédula del Consejo de 9 de enero de 1783, que dispuso el “modo de
levantar las retenciones de los presidiarios, y de cumplir las provisiones de los
Tribunales sobre sus condenas; y prohibicion de licencias, y del servicio de ellos en
casas particulares”, como sigue: “1. He tenido á bien resolver y mandar que el
Consejo de Guerra se arregle al capitulo 5 de la Real pragmática y ley precedente, y
no alce por sí la retenciones de los reos que no fueren sentenciados por él, si no fuere
en virtud de resolucion mia; pero que sin embargo quiero, que los Tribunales le pasen
noticia de las causas, quando la pidiere, como está mandado por Decreto de 30 de
Junio de 1739, porque puede ser para evacuar algun informe ó consulta á mi Real
Persona (…). 2. He resuelto asimismo que en los casos de remate á presidio por cier-
to tiempo á voluntad de los Tribunales, ó con la reserva de no salir sin su licencia, y
quando necesitan de los reos para aquellos fines dependientes de las mismas causas,
los Gobernadores de los presidios deban cumplir las provisiones de los Tribunales;
pero de resultar nuevas causas para pedir al reo, ó en los casos de particulares indul-
tos ó conmutaciones, aunque estas vayan por la Cámara, ó provengan directamente
de mi Real Persona, con informes de quien me pareciese, y por los motivos que tuvie-
re por conveniente, quiero se comuniquen avisos á la via de Guerra ó al Consejo de
ésta, para que por su parte auxilie ó comunique sus órdenes á los Gobernadores por
los testimonios de las condenas, que los reos quedaron todavía dependientes del
Tribunal que los condenó, y con esta qualidad están en los presidios; pero en los otros
casos son absolutamente rematados, y debe soltarlos la jurisdiccion de Guerra, á cuya
absoluta disposicion se entregaron…”.

El sistema de la retención pervivirá en multitud de disposiciones que regulan su
aplicación, y aun siendo mitigado en 1786 por Cédulas de Carlos III79, o en el
Reglamento para el presidio correccional de Cádiz de 180580, llegará su sentido al
Reglamento General de los Presidios Peninsulares de 180781, pasando después por su
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79 Si bien se promulgaba por el rey ilustrado, en Real Orden de 24 de noviembre de 1782, y por Cédula del Consejo,
de 9 de enero de 1783, la resolución que impedía al Consejo de Guerra alzar “por sí las retenciones de los reos que no
fueren sentenciados por él”, si no fuere en virtud de resolución real (vid. Novísima Recopilación, Libro XII, Título XL,
ley 8ª), la posterior Cédula de 28 de marzo de 1786 ordenaba se fijara tiempo determinado en las condenas, para evitar
la exasperación de los reos condenados por tiempo ilimitado, y, como recuerda Cuello, “asignando seis años a los que
no cometiesen deserción, excluyendo a los que tuviesen en su sentencia la adición de retención (Real Orden de 24 de
agosto de 1772)”. Vid. CUELLO CALÓN, E.: La moderna penología (Represión del delito y tratamiento de los delin-
cuentes. Penas y medidas. Su ejecución). Tomo I y único, Barcelona, 1958 (reimpresión, Barcelona, 1974), p. 54.

80 En este sentido, el precepto número 86 prescribía que a ningún presidiario se le retuviera la licencia, y si duran-
te su confinamiento no hubiere dado lugar a corrección o modificación de ninguna clase, debía cesar toda retención,
estableciéndose que el tiempo de condena no pudiera exceder de diez años. Vid., al respecto, SALILLAS, R.: Evolución
penitenciaria... II, ob. cit., p. 494.

81 El tratamiento individualizado se aprecia en los criterios de clasificación de los confinados. La nota de retención
añadida a la sentencia, serviría para determinar la asignación de los reclusos en la “Primera clase” (art. 2 del Título 5º),
constitutiva de un mayor resguardo, rigor, y observación en la conducta, significando, asimismo, el índice cuasi-estig-
matizador de una desfavorable situación penitenciaria advertida en un criterio o especie de “regresión de grado”, que
extendía y asimilaba supuestos a los de retención para determinados reclusos. Así, por ejemplo, el artículo 3º del Título
5º prescribía respecto de la nota de retención: “Aun quando no la traigan, se reputaran como tales para su resguardo y
mayor rigor, y observación de su conducta, a los Ladrones de Oficio ó notoriedad, falsarios, monederos falsos, fulleros
de profesion, indiciados de asesinato, de sodomia, de impiedad formal y otros semejantes, cuyos criminales es peligroso
dejar de introducir en la sociedad, mientras no consten irrefragablemente su enmienda y corrección”. La extensión máxi-
ma de la retención tendría lugar en la asimilación penitenciaria de la medida judicial, atendiendo a la peligrosidad de
alguno de los citados reos. Así, en el artículo 30 del Título 16 de la misma norma, aun limitándose la extremada medida
disciplinaria de los recargos de condena, se permutaba el sentido por un impulso de la retención, cuando se prescribía:
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aceptación legal en el liberal y humanitario82 Código penal de 182283, así como se
recoge en la Ordenanza de Presidios del Reino de 1834, haciéndose igualmente apli-
cable a las Casas de Corrección de mujeres del Reino desde su Reglamento de 184784,
hasta regularse su sustitución por la cadena perpetua en el Código de 1848. 

La ya citada y trascendente Ordenanza de 1834, como marco normativo peniten-
ciario fundamental del s. XIX, contiene, al respecto (aparte la obligación prevista para
el Director general en el art. 23.1285), en lo relativo al modo de cumplir las condenas,
una primera consideración en el art. 298 que inhabilita a todo Jefe de presidios para
el alzamiento de la retención de aquellos reclusos que fueran objeto de esa cláusula.
Seguidamente, en la Sección Quinta, relativa al alzamiento de retenciones, se encuen-
tra el desarrollo de tal posibilidad en los artículos 316 a 322, relativos a los presidios
norteafricanos, haciéndose referencia a la Novísima Recopilación como antecedente
válido en el quantum máximo de condena aplicable establecido en diez años,
“pudiendo únicamente agregar la cláusula de retencion para despues de cumplidos los
diez años respecto de los reos mas graves, los que serán cuidadosamente vigilados por
los Jefes de los presidios de Africa para evacuar con acierto los informes que se les
pidan” (art. 316). La autoridad real permanecerá visible en esta materia, reservándo-
se, en todo el articulado citado, la aprobación final pertinente para el alzamiento de
retenciones (especialmente en el art. 317), lo que supondría que la retención ya no la
podía alzar ningún juez o tribunal. En opinión de Ortego Gil, “se debieron considerar

“Jamás se harán recargos de tiempo, porque son alicientes a la deserción, y no corrigen, ni sirven de ejemplo; pero
como no conviene poner en livertad a los ladrones de profesion, indiciados de asesinato, de monederos falsos ni otros
semejantes criminales, se considerarán todos estos como condenados con la nota de con retención á menos, que por una
ejemplar conducta no se hagan acreedores á obtener su livertad”. Tal consideración se llevaría a cabo, en virtud del artí-
culo 32 del mismo Título, reputando por presidiarios sometidos a la nota de retención a aquellos que, “si después de seis
años no manifestasen enmienda, se les viere reincidir en sus vicios, y con propension a ellos”. La medida resultante sería
el destino “á los Presidios de Omoa, San Juan de Ulua, y Malvinas en los que podran adquirir su libertad segun su con-
ducta, y se les quita la ocasion de volver a ser perjudiciales”. Rafael Salillas, a este respecto, en el régimen penitenciario
ya se refirió al Reglamento de 1807, a un oficio del general Morla y al carácter de esta cláusula penal señalando especí-
ficamente los citados artículos 30, 32 y 33 de dicho cuerpo legal. Vid. SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria... II, ob.
cit., pp. 519 y ss. Otra especie de retención penitenciaria, con ribetes de resarcimiento económico, se advertía en el núme-
ro 4º del Título 21, referido a los jóvenes corrigendos, estableciendo que “los Jóvenes que entren en los Presidios por
abandonados y viciosos, no podrán salir de ellos aunque los reclamen, y se crean corregidos, hasta cumplir seis años, y
estar en situacion de mantenerse con su oficio, pues siendo meramente onerosos al principio, no deven ponerse en liver-
tad quando por su trabajo pueden ser utiles como está prevenido para los aprendices”. Precisamente a este respecto,
Lasala Navarro se refería al surgimiento, en esta materia de los jóvenes corrigendos, de la sentencia indeterminada, ade-
lantándose en el tiempo a las realizaciones americanas. Vid. LASALA NAVARRO, G.: “El Teniente general Don
Francisco Javier Abadía”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, núm. 33, diciembre 1947, pp. 97 y 98. En
apoyo y similar sentido de lo antedicho en el precepto cuarto, el art. 5º establecía: “Los Corrigendos que se hubiesen
admitido a expensas de particulares, se podrán en libertad quando los reclamen sus mantenedores, con tal que paguen
cuatro escudos por cada mes que hayan estado en el Presidio”. 

82 Cfr. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: El Criminalista. 2ª serie, Tomo II. Buenos Aires, 1958, p. 34. 
83 Regulándola en su Título preliminar, capítulo IX, artículos 144 y siguientes, dejándose a preceptos administrati-

vos el procedimiento prolongador de la condena propio de la cláusula de retención. El Capítulo IX, intitulado “De la
rebaja de las penas á los delincuentes que se arrepientan ó enmienden, y de la rehabilitación de los mismos después de
cumplir sus condenas”, recoge en su artículo 148 el trámite a seguir en esta dirección, tanto si había lugar a la rebaja
de penas, como si no, suspendiendo “la resolución hasta que aquél dé mayores pruebas de su buena conducta”, confi-
gurando lo que Salillas denominó “un cierto procedimiento penitenciario”. Cfr. SALILLAS, R.: Evolución penitencia-
ria... II, ob. cit., p. 370.

84 Así se prescribe en su Reglamento de 2 de junio de 1847 y en Real Orden de 9 de junio, en su artículo 11.
85 La competencia en la retención se afirma judicial y así, el art. 23.12, perteneciente a la Sección Segunda relati-

va al gobierno superior de los presidios, prescribía, entre las obligaciones del Director: “Cuidar sobre todo de que los
penados no permanezcan en los establecimientos ni una hora mas de lo que les corresponda por sus condenas, á cuyo
fin tendrán los expedientes preparados de antemano para que puedan expedirles las licencias sin la menor dilación”.



en la adopción de esta solución razones de orden público para encomendar la soltura
a un órgano político-administrativo, entre cuyas atribuciones esenciales se encontra-
ba el mantenimiento de aquél y de esta manera se impedía que estuvieran en libertad
delincuentes que se consideraban peligrosos”86.

La duración de la retención, cumplida ya la sentencia, será indeterminada, y no
con un máximo de dos años (como pudiera deducirse del artículo 321 de la
Ordenanza, que graduaba de corregido, sin detener la licencia de cumplido, previa
real aprobación, tras cumplirse “dia por dia y sin rebaja, sin reincidir ó incurrir en el
delito” los diez años mas otros dos en el presidio). Ello se desprende de lo dispuesto
en la Real Orden de 14 de diciembre de 1834, del Ministerio de lo Interior87, resolu-
toria de un supuesto particular y explicativa del sistema aplicable. Posteriores nor-
mativas88 regularán el funcionamiento de esta institución, usualmente junto a los pro-
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86 Cfr. ORTEGO GIL, P.: “La indeterminación temporal…”, ob. cit., p. 122.
87 La Real Orden de 14 de diciembre de 1834 declaraba expresamente “que la cláusula de retención no condena

necesariamente al penado á la continuacion en el presidio por dos años mas á lo menos mas, sino que importa solo una
prorogacion indeterminada del tiempo de la pena, para que cumplido el cierto de los diez años, continue el reo uno, dos,
ó los mas años que según las circunstancias de su delito y de su conducta estime S.M. convenientes”.

88 En breve plazo se dicta al respecto la Real Orden de 10 de enero de 1835, del mismo ministerio, “determinando
el modo de documentar los expedientes sobre concesion de indulto, rebaja de pena y alzamiento de retencion”. El Real
Decreto de 16 de abril de 1836 establece que los expedientes de alza de retención se instruyan y resuelvan por el
Ministerio de la Gobernación, previniendo que los concernientes a premios, rebajas e indultos lo sean por el de Gracia
y Justicia, instruyéndose por los Jefes políticos los expedientes de alzamiento de retenciones. Continúa un sentido pro-
cedimental, en lo relativo a alzamientos de retención, la Real Orden de 23 de marzo de 1841, de Gobernación, “man-
dando que en los expedientes sobre alzamiento de retención se oiga á los Tribunales sentenciadores”. La discrecionali-
dad de la concesión del alzamiento se recuerda por Real Orden de 5 de noviembre de 1842, del Ministerio de
Gobernación, declarando que “la facultad reservada á la Corona de alzar la retencion á los confinados cuyas sentencias
lleven esta cláusula es discrecional”, aun después de haber cumplido éstos el tiempo determinado de su pena y dos años
más, exigiéndose que para la concesión de esta gracia se oiga a los Tribunales sentenciadores. El Real Decreto de 20
de diciembre de 1843 del Ministerio de la Gobernacion que, en su artículo 10, dispone: “Siendo los sentenciados á pre-
sidio con retencion los únicos penados pendientes de la accion é inspeccion de los Tribunales sentenciadores, solo se
exigirán los informes de estos Tribunales en los expedientes de alce de retencion que se propongan á mi resolucion. La
Direccion cuidará de pedirlos con la antelacion debida para que dichos expedientes me sean presentados en las tres épo-
cas del año que fija el artículo anterior”. La traslación de competencia en esta materia vendrá por Real Orden de 28 de
marzo de 1845, del Ministerio de Gracia y Justicia, declarando que corresponde a dicho Ministerio el despacho de los
expedientes de indulto y alzamiento de retención, habiéndose de remitir, conjuntamente, los informes de las Audiencias.
La Circular de la Dirección general de presidios de 13 de junio de 1846, abunda en los aspectos procedimentales admi-
nistrativos, en lo relativo a la hoja histórico-penal de los penados dados de alta, exigiéndose la firma del Presidente y
Secretario de la Junta económica, o en su ausencia del Comandante para los informes sobre alzamiento de retención.
La delegación de competencia para los expedientes de alzamiento de retenciones se regulan por Real Orden de 25 de
octubre de 1847 del Ministerio de la Gobernación, dictándose disposiciones para la ejecución del Real Decreto de 20
de octubre anterior. La segunda establece que los Jefes políticos, como delegados del Gobierno, serían los Jefes supe-
riores inmediatos de los presidios, señalando la disposición octava que serán los encargados de instruir los expedientes
de alzamiento de retenciones, remitiéndolos al Director de corrección “para que se proponga por este Ministerio, á S.M.
la resolución que corresponda”. La Real Orden de 24 de enero de 1848 de Gobernación, hace hincapié en resoluciones
anteriores, recordando que, para las propuestas de alzamientos de retención, es preciso, ex art. 306 de la Ordenanza, que
los interesados hayan observado buena conducta y extinguido día por día su condena. La explicación aclaratoria de la
regla 8ª de la Real Orden de 25 de octubre citada, llegaría 2 años después por Real Orden de 30 de junio de 1849 diri-
gida al Conde de San Luis, Ministro de Gracia y Justicia, resolviendo acerca de la posible contradicción de aquella con
el Real Decreto de 16 de abril de 1836, en cuanto a la competencia para conocer de los expedientes de alzamiento de
retenciones, concesión de indultos, premios y rebajas, estableciendo que la competencia de los jefes políticos ha de limi-
tarse “á la mera instrucción de los expedientes”. Será, por medio del Real Decreto de Gracia y Justicia de 14 de diciem-
bre de 1855, como se regule la actuación de las Juntas inspectoras penales, determinando sus atribuciones y deberes,
incluyéndose, entre los mismos, en virtud del artículo 22.5º, “Informar (...), sobre las solicitudes de alzamiento de la
cláusula de retención impuesta en las sentencias dictadas, según la legislación anterior al Código penal”. Las hojas his-
tórico-penales que contienen los expedientes de alzamientos de retención deberían expresar, como dispone la Circular
de 1º de octubre de 1856 de la Dirección General de Establecimientos Penales, si los interesados estuvieron concedi-
dos o rebajados, en qué condición y por cuánto tiempo. Y por otra Circular de la Dirección de 15 de noviembre de 1856
se determinarían las formalidades con que se habían de abonar los ahorros en los casos de alzamiento de retención.



Enrique Sanz Delgado

– 44 –

cedimientos de concesión de rebajas de condena, el anverso de la retención, configu-
rándose el alzamiento, en cualquier caso, con la naturaleza de gracia. 

Específicamente en relación con el antecedente de beneficio penitenciario que
supone, como se ha dicho, la relevancia en el alzamiento o retirada de esta medida la
otorgaba el Real Decreto de 18 de enero de 1860, “estableciendo reglas para la con-
cesión de alzamientos de retención á los confinados que tengan esa cláusula en sus
condenas”. Posteriormente, en virtud del artículo 5º del Decreto de 17 de septiembre
de 1870, se admitiría el beneficio del indulto del artículo 29 del Código penal de
1870, concediéndose a los condenados a diez años de presidio con retención. Y aún
se dicta, en 1887, el Real Decreto de 12 de agosto, que en su artículo 29, recordado
por Castejón89, estableciera: “El alzamiento de la cláusula de retención se concederá
por Real Orden motivada, mientras subsistan los efectos de esta pena en los territo-
rios de Ultramar”. El control de los excesos, de las retenciones injustas, también había
de contemplarse por el Ministerio fiscal que, mediante Circular de 10 de Octubre de
1888 de la Fiscalía del Tribunal Supremo, recibía instrucciones, dedicándose la pri-
mera al control de la actividad del “director ó jefe de una cárcel ó de un estableci-
miento penal”, estableciendo que aquél “que retuviere á un preso por más tiempo del
fijado en la liquidación de su condena, se hace responsable de detención arbitraria,
conforme al art. 213, núm. 8 del Código penal, y debe ser perseguido criminalmente
por este delito que implica la privación voluntaria de la libertad de un ciudadano”.
Poco mas tarde, el Real Decreto de Gracia y Justicia de 24 de noviembre de 1890, en
su artículo 1190, vino a disponer el procedimiento de la retención del penado en el
establecimiento a la espera del cumplimiento de una nueva condena. En el siglo XX,
todavía un redescubrimiento de la cláusula de retención tendrá lugar en el
Reglamento penitenciario de 24 de diciembre de 1928 (art. 96 modalidad décima91),
en forma de sanción disciplinaria o corrección vinculada al impulso de la sentencia
indeterminada introducido en el Código penal de 192892; quizás de las pocas mencio-
nes necesarias acerca de este reglamento con tan solo dos años de vigencia efectiva93.
El traslado del sentido de aquella institución al presente, habría de hacerse a través de
la sentencia indeterminada, cuya primera manifestación moderna en España había lle-
gado por el Real Decreto de tutela de 18 de mayo de 1903.

El Real Decreto de Gobernación de 18 de enero de 1860 tras las razones expuestas por el ministro de la
Gobernación y de acuerdo con el parecer del Consejo de Estado, regulará, en fin, las reglas para la concesión de alza-
mientos de retención a los confinados que tengan esta cláusula en sus condenas.

89 Vid. CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria... ob. cit., p. 423.
90 El citado precepto establecía: “Los directores de las penitenciarías y correccionales retendrán en el estableci-

miento respectivo á todo penado que, aunque resulte cumplido, tenga pendiente nueva condena, hasta tanto que la
Dirección general comunique la orden para que sea conducido al punto en que le corresponda extinguirla (...). Cuando
pongan en libertad á un penado por haber cumplido su condena y no proceder contra el retención alguna, lo comunica-
rá al Centro directivo en oficio separado para cada licenciado, expresando la pena extinguida”.

91 El artículo citado prevé, entre las correcciones admitidas, las propuestas al Tribunal sentenciador de retención en
el cumplimiento de la condena impuesta en los casos de licenciamiento o de indulto general, cuando se considere que
el penado no está corregido.

92 Vid. TÉLLEZ AGUILERA, A.: Seguridad y Disciplina penitenciaria… ob. cit., p. 190.
93 El nuevo Reglamento de los Servicios de Prisiones se promulgaba por Real Orden de 14 de noviembre de 1930.

Vid., acerca de ambos y su proyección, GARCÍA VALDÉS, C.: Régimen penitenciario… ob. cit., pp. 38 y ss.



I.2. LLa rrebaja dde ppenas

I.2.1. LLa hhistórica iinstitución dde lla rrebaja dde ppenas

Las recompensas penitenciarias, los premios y rebajas, han pervivido, en multitud
de cuerpos normativos, encarnando el más claro envés de las normas disciplinarias;
conformando diversos modos de atenuación del ambiente reclusivo y ejecutivo penal,
desde el derecho penitenciario militar, origen  y antecedente característico hasta nues-
tros días; humanizando, en fin, el sentido y duración de las penas, además de servir
como un beneficioso y ágil instrumento regimental. En este sentido, los criterios de
utilidad y meramente organizativos pudieran ceder ante consideraciones de carácter
correccional en la concepción de la principal de estas figuras. 

La eficaz institución de la rebaja de penas surge así prominente, significativa por
su trascendencia, al otorgar una esperanza de adelantamiento de la libertad, impropia
de un contenido exclusivamente utilitario, y por ello objeto de merecido estudio. El
principio que la inspira, liberador, permanecerá latente en la filosofía penitenciaria his-
pana configurando el futuro. Su alcance ha sido así resaltado por autores como Antón
Oneca, quien la señalaba como “iniciativa individualizadora”94, o García Valdés, inter-
pretándola como el “antecedente lejano, parcial e impropio, de la redención de penas
por el trabajo”95, o anteriormente por Castejón96 como una certera asimilación al indul-
to parcial, constituyendo, desde su extensiva óptica, “el único precedente de la liber-
tad condicional en nuestro país”97. Se trataría, por ello, ab initio, de un verdadero bene-
ficio penitenciario, desde la restringida concepción actual, de un anticipar la salida,
conformando así un instrumento útil, reformador del penado, encaminado a estimular
y premiar su corrección y posterior reaplicación social; medida de gracia98, eso sí, y
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94Cfr. ANTÓN ONECA, J.: Derecho penal. Parte General… ob. cit., pp. 517, 518 y 544.
95Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: Régimen penitenciario de España… ob. cit., p. 30; el mismo: Comentarios a la legis-

lación… ob. cit., p. 141; el mismo: “Beneficios penitenciarios”, en Derecho penitenciario (Escritos, 1982-1989).
Madrid, 1989, p. 239; el mismo: Del presidio a la prisión modular… ob. cit., p. 18. Más recientemente, Burillo Albacete
ha reiterado tal aproximación entre ambas figuras. Vid. BURILLO ALBACETE, F.J.: El nacimiento de la pena privati-
va de libertad. Madrid, 1999, p. 280.

96Vid. CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria… ob. cit., p. 279. Tal asimilación la derivaba el autor citado
de lo prescrito en el artículo 8º del Real Decreto de 20 de diciembre de 1843, en virtud del cual las reducciones de pena
se entenderían concedidas condicionalmente pudiendo perderlas el agraciado que no persistiera en su corrección; en
similar sentido, CADALSO, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 11.

97Cfr. CASTEJÓN, F.: Últ. ob. y loc. cit.; en el mismo sentido, vid. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: Tratado de Derecho
Penal. Tomo I, 3ª Eds., Buenos Aires, 1964, p. 757. 

98No queda, empero, libre de críticas la figura gracial por la vía de la efectiva aplicación práctica. Mas de un siglo
después de Beccaria como autor crítico al respecto, en contra de las medidas de gracia sin garantías, contempladas en la
experiencia y socavadas por la hipocresía en la enmienda, de modo genérico, se expresó Pedro Armengol, exigiendo la
regulación de tal concesión que, en sus términos, había de ser “ejercitado mediante ciertos requisitos y condiciones
(salvo en casos especiales y extraordinarios), que den al mismo derecho mayor realce y valor, y alienten á los penados
en el camino de su verdadera reforma”. Cfr. ARMENGOL i CORNET, P.: Estudios penitenciarios: La reincidencia…
ob. cit., p. 191; o, poco más tarde, con el relieve de su figura, Concepción Arenal, afimando: “los indultos, las rebajas,
las conmutaciones de penas, son un elemento más de inmoralidad en las prisiones, una causa de desorden moral y hasta
material, y un auxiliar poderoso de los que barrenan la ley”. Cfr. ARENAL, C.: Estudios penitenciarios…, ob. cit., pp.
206 y 207. Y especialmente frente a la rebaja de penas se mostró firme y convincente. En sus palabras: “el derecho de
gracia aplicado á las rebajas de condena es peor que un sorteo en el que se rifara la impunidad ó el castigo de los que
han infringido las leyes. Esto, que es cierto, podrá parecer exagerado, porque no hay cosa más increíble que la verdad”.
Así, también señalaba la autora la necesidad de un funcionamiento reglado y anticipaba una concepción que en diversas
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por ello sujeta necesariamente a la crítica, condicional99, que se afirmó valiosa en el
ámbito penitenciario100, y se mantuvo, desde esa ideología, vigente, al igual que sus
inversas (que configuran la otra medida angular y de equilibrio): de un lado, las recar-
gas de tiempo de condena, presentes en la Ordenanza de 1804101, en el Reglamento de
Cádiz de 1805102 y aun en la Ordenanza de 1834103 en el terreno disciplinario; y de otro,
la cláusula de retención104.

I.2.2. AAntecedentes yy ddesarrollo llegislativo dde lla rrebaja dde ppenas

La rebaja de penas nos muestra desde entonces su entidad, asentada en la norma-
tiva continuada de Reales Órdenes y Circulares. 

Los antecedentes remotos, de finales del s. XV, los encontraba Lasala Navarro en la
Pragmática de 1497, que abreviaba la condena para determinados destinos con arreglo a
estos términos: “(…) y si otras algunas personas oviesen cometido o cometieren delito,
por donde deban ser desterrados fuera de nuestros reinos, los destierren para la dicha isla
Española en la manera siguiente: Los que uvieren de ser desterrados perpetuamente de
los reinos, los destierren para la dicha isla por diez años, y los que uvieren de ser deste-
rrados por corto tiempo fuera de los dichos nuestros reinos, que sean desterrados para la
dicha isla por la mitad del tiempo que avían de estar fuera de los nuestros reinos”. Por

cuestiones llega hasta hoy, relegando la autonomía gracial administrativa y orientando las concesiones a los dere-
chos del penado cuando afirma: “La rebaja del tiempo de la pena tiene razón de ser como justicia, como estímulo, para
que el penado se conduzca bien y adquiera hábitos de orden y trabajo, y como sostén y premio de buena conducta; pero
como gracia, hemos visto que es absurda en principio y ha de ser injusta y perjudicialísima en sus consecuencias. La
abreviación de la condena debe concederse conforme á reglas fijas y en virtud de merecimientos, que consisten en bue-
nos procederes continuados, sostenidos, que van obteniendo ventajas graduadas de que no se abusa, y dan probabilida-
des de que no se abusará tampoco de la libertad que se anticipa. En esto no hay nada arbitrario, nada gracioso: todo
tiene norma y se funda en principios de equidad”. Cfr., la misma: El derecho de gracia ante la Justicia. Tomo XII, en
Obras Completas... ob. cit., pp. 41 y 71, respectivamente. Siguió asimismo este criterio, contrario a la gracia del indul-
to Murcia Santamaría, exigiendo la reforma de tal institución. Vid. MURCIA SANTAMARÍA, F.: Estudios penitencia-
rios… ob. cit., pp. 38-62.

099 Así se dispuso específicamente a partir del art. 8 del Real Decreto de 20 de Diciembre de 1843, que prescribía:
“Toda rebaja ó reduccion de pena concedida por estos trámites llevará el carácter de condicional, de modo que pueda
perderla el agraciado que no persistiese en su correccion”.

100 Salillas se refirió a la misma en estos términos: “el proceder de abreviar la pena es resorte apreciable, pero de
manejo delicado”. Cfr. SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 199.

101 Así se establecía en el art. 5º del Título VII de la citada Ordenanza, para los supuestos de fugas: “se le recarga-
rá una tercera parte del tiempo que le resta, con destino a la primera clase de peonaje”.

102 El número 94 del Reglamento del presidio militar de Cádiz de 1805, para los supuestos de deserción, además de
los azotes preveía respecto de aquellos reos: “principiarán a extinguir su tiempo nuevamente”, y el número 92 estable-
cía, como límite de sanciones “los ochenta azotes y tres años de recarga”. Vid., asimismo, SALILLAS, R.: Evolución
penitenciaria... II, ob. cit., pp. 492 y ss.

103 Los artículos 325 a 328 de la Ordenanza General de los Presidios del Reino establecían las recargas de conde-
na previstas para los supuestos de deserción, y el art. 342 lo relativo al procedimiento administrativo de inscripción de
tal incremento en el asiento particular del presidiario desertor.

104 Jiménez de Asúa destacaba esa circunstancia bipolar. En sus palabras, “esta labor de recompensa por la correc-
ción, no fue abandonada, y por preceptos administrativos se llega, mirando siempre hacia la enmienda, á establecer la
posibilidad de disminuir la pena en cantidad mediante la rebaja, y de prolongarlas por medio de la cláusula de reten-
ción”. Cfr. JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La sentencia indeterminada… ob. cit., p. 48. En el mismo sentido, su maestro,
Bernaldo de Quirós, expresaba en relación con la posibilidad de anticipar la libertad: “Como el contraste es uno de los
modos normales más frecuentes de la asociación de ideas, hablar de la libertad anticipada o preparatoria, sugiere inme-
diatamente en el pensamiento de la retención indeterminada de los delincuentes”. Cfr. BERNALDO DE QUIRÓS, C.:
Lecciones de… ob. cit., p. 243.



ello, con buen criterio, Gregorio Lasala entendía que “es el primer caso que aparece en
nuestra legislación la rebaja de la pena perpetua a diez años y de las otras menores a la
mitad, en premio al sacrificio que suponía el desplazamiento a tierras lejanas y al traba-
jo que realizaban allí”105. El más cercano precedente peninsular del sistema que después
se aplica en mayor medida, en virtud de variadas disposiciones, surgía, no obstante, con
la Real Orden de 26 de diciembre de 1792, relativa a los premios previstos para las reclu-
sas, que aprobaba “que aquellas que excedan de cierta tarea, se las premie remitiéndolas
por cada sesta parte de ella que al mes adelantaren ocho dias de su condena”. Y, respec-
to de las mismas, se mantiene tal previsión en la Ordenanza de la Galera de Valladolid
que establecía dicha posibilidad a través de un sistema de permuta o trueque por las
ganancias obtenidas mediante el trabajo de las reclusas. En lo referente a la reglamenta-
ción masculina cabe destacarse la Real Resolución de 14 de julio de 1798 (Novísima
Recopilación, Libro XII, Título XL, Ley 23), que vino a establecer la facultad de reba-
jar el tiempo de las condenas a los destinados en las plazas de Indias hasta un tercio del
total de las mismas, salvo que incorporaran la cláusula de retención106. Y en materia apli-
cable a la Península, el Reglamento para el presidio de Cádiz de Francisco Xavier Abadía
de 1805, así por ejemplo, en su precepto 4º del Título preliminar107, articuló tal posibili-
dad de abreviar la condena para los cabos de vara como sigue: “tendrán la rebaja anual
de cuatro meses, y la de dos meses los dos cuarteleros, cuyos abonos deberán sólo tener
efecto siempre que por su constante buena conducta se les continuase en sus encargos
hasta el día de cumplir sus condenas”. Este beneficio se venía a reiterar en el Capítulo 8º
al respecto de los procedimientos de elección de los cabos de vara y cuarteleros. Delicada
medida pues, como reproducía Salillas108, el propio Abadía expresaba sus reservas y pre-
caución ante el mal uso de la citada institución, en estos términos: “No deja de ser tam-
bién un abuso de la primera importancia la demasiada indulgencia, o más bien diré la
ratera especulación de las rebajas. Hablar de esta materia seria no acabar nunca, y aun-
que el remedio es sumamente fácil y sencillo, no obstante es texto delicadísimo y que
debe pulsarse con suavidad y con tiempo”. 

La prospección normativa nos lleva, de seguido, al trascendente Reglamento de
presidios peninsulares de 12 de septiembre de 1807, influenciado asimismo por
Abadía, que recogía, en el artículo 4º de su Título 15, la posibilidad, también para los
cabos de vara, de rebajar su pena en la proporción de computar un año por cada ocho
meses de servicio, “de modo que en dos años devenguen tres de los de su condena”,
así como en el art. 5º del Título 17, que regulaba lo relativo a la gratificación para los
“Confinados que aprehendiesen ó delatasen a un Desertor de Presidios”, otorgándo-
seles, además de cien reales, “cuatro meses de revaja al tiempo de sus condenas”.
Similares conceptos se apreciarían años después, provenientes de la misma persona-
lidad penitenciaria en las reglamentaciones que llevaron su impronta. Así, el proyec-
to de Reglamento de 17 de abril de 1821, que firmara el propio Abadía, para el pre-
sidio de Málaga, incluía, de igual modo, la rebaja de penas entre los premios y recom-
pensas para los penados, delimitando los criterios de concesión, premiando en espe-
cial la actividad laboral y articulándose como sigue: “Será la rebaja del tiempo que se

Los beneficios penitenciarios en la historia

– 47 –

105 Cfr. LASALA NAVARRO, G.: “Condena a presidios militares” en Revista de la Escuela de Estudios
Penitenciarios, nº 97, abril 1953, p. 53.

106 Vid., al respecto, ORTEGO GIL, P.: “La indeterminación temporal…”, ob. cit., p. 111.
107 Vid. SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 189, y 199 y ss.
108 Cfr. SALILLAS, R.: últ. ob. cit., p. 199.
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conceda a los que se ocupen en ciertos trabajos determinados, por ejemplo los que se
empleen en las obras públicas u otras penosas y de fatiga, los de policía, caminos, y
los que más se distingan en los talleres por su mérito en el oficio que desempeña. Y
generalmente todos los Capaces o Cabos de vara (…). Los de esta clase gozarán la
rebaja de un tercio de su tiempo, por manera que cada ocho meses les sirvan un año
(…). Los de trabajo más sencillo y los sueltos o peones tendrán solo un sexto de reba-
ja en su tiempo, debiendo contársele por un año entero el servicio de diez meses.
Todos los demás confinados que, o por no tener ocupación, o por inutilidad, o por
estar todavía en el depósito de primera entrada no se dediquen al trabajo, cumplirán
sus condenas por entero”109. 

El seguimiento de la institución protagonista nos retrotrae dos años antes a la Real
Orden de 3 de abril de 1819, que en esta materia de la concesión de rebajas exigía el
conocimiento del Tribunal que entendió de la causa. Posteriormente, vino a limitarse
cuantitativamente tal posibilidad graciosa, por cuanto por Real Orden de 16 de junio
de 1830, desarrolladora de un sistema asistido penalmente, se establecía la no conce-
sión de rebajas de tiempo a los confinados en los presidios, sino en los casos preve-
nidos por Reales órdenes y se prohibía conceder a los penados mayor rebaja que la
de la tercera parte de la condena, “por muchos que sean los motivos que les hagan
acreedores de una gracia”. 

La institución de la rebaja de penas recibía empero su primer gran impulso legis-
lativo en las disposiciones del modélico Código penal de 1822, que en su Título
Preliminar, Capítulo IX, ya establecía tal facultad para los propósitos de arrepenti-
miento o enmienda. Se regulaba específicamente en los artículos 144 y siguientes de
tal Cuerpo legal, bajo la rúbrica: “De la rebaja de las penas á los delincuentes que se
arrepientan y enmienden, y de la rehabilitacion de los mismos despues de cumplir sus
condenas”. Posibilidades que, afirmadas en tales fines de arrepentimiento y enmien-
da, permitían conmutar unas penas por otras, para la obtención de ciertos derechos o
incluso rebajar la condena en estos términos del artículo 144: “por el propio medio el
condenado á otra pena corporal ó no corporal de un número determinado de años que
pase de dos, podrá, después de sufrir la mitad del de su condena, obtener una rebaja
de la cuarta á la tercera parte de todo el tiempo que se le hubiere impuesto”. 

El art. 146 establecía la competencia en el otorgamiento, dictando que las rebajas
y rehabilitaciones se concedían por el Juez o Tribunal que hubiere pronunciado la
sentencia condenatoria, salvo para deportados (art. 149). 

El art. 147 regulaba específicamente lo referente a la súplica para la concesión de
dichas rebajas y rehabilitaciones que habían de hacerse por el reo “por escrito como
de pura gracia al Juez ó Tribunal respectivo por medio del Jefe de la casa de reclu-
sión, cárcel, fortaleza, presidio, lugar de la deportación ó establecimiento de obras
públicas ó trabajos perpétuos en que se halle”. 

El siguiente número 148110, de cuyo avanzado precepto Salillas entendía que cons-
tituye “un cierto procedimiento penitenciario”111, y que anticipa todo un mecanismo

109 Vid., al respecto, CASTELLANOS, P.: “Abadía y su presidio en Málaga”, en Revista de la Escuela de Estudios
Penitenciarios, nº. 143, noviembre-diciembre 1959, p. 1724.
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de propuesta de beneficio penitenciario tal y como lo contemplamos hoy en día, tenía
como destinatario de la norma al Jefe del establecimiento que tras el procedimiento
administrativo adecuado (vid., en nota al pie), remitía “la súplica del reo al Juez o
Tribunal respectivo, el cual, tomando los demás informes y noticias que tenga por
conveniente para asegurarse del arrepentimiento y enmienda del suplicante, y con
presencia de la causa primitiva, declarará si ha lugar á la rebaja de las penas con arre-
glo á la ley. Si lo hubiere, concederá precisamente al reo la gracia de la ley, bajo su
responsabilidad; pero si no la hubiere suspenderá la resolución hasta que aquél dé
mayores pruebas de su buena conducta; y, en ambos casos, se comunicará la deter-
minación al Jefe del establecimiento, para que lo tenga entendido y lo haga saber al
reo”. Esta normativa no ha estado exenta de críticas de nivel, por cuanto se aprecian,
al respecto de las posibilidades abiertas en la vertiente penitenciaria del Código de
1822, en las palabras de Cadalso, quien entendió que en él “no se tiene en cuenta al
penado para mejorar su suerte en consecuencia a su conducta, pues si bien trata de la
rebaja de penas, esto obedece al cálculo o a la conveniencia de la política, más que al
deseo de recompensar en justicia el comportamiento del culpable”112. 

No obstante, tal posibilidad gracial tenía sus límites ante comportamientos inde-
seables, pues el propio Código de 1822 preveía una posibilidad sancionadora limita-
dora de tales rebajas en el artículo 49, para los supuestos de fuga, como sigue: “Si el
reo fugado… (condenado a trabajos perpetuos), cometiere despues de su fuga otro
delito á que esté señalada pena corporal menor de doce años de obras públicas, y que
no le constituya en reincidencia, con arreglo al capítulo 5º de este título será conde-
nado á que no pueda en su caso obtener la gracia que se expresará en el artículo 144,
sino despues de estar en los trabajos perpétuos los diez años que señala dicho artícu-
lo…”

Y será a partir de la trascendente Ordenanza General de los Presidios del Reino,
firmada en Aranjuez por Javier de Burgos el 14 de abril de 1834, cuando se impulsa
y regula, in extenso, la utilidad de la institución gracial de la rebaja de penas. El con-
tenido de la institución se encuentra recogido en sus renombrados artículos 303 y
siguientes, donde se dispone que “el presidiario que por su mérito particular ó traba-
jo extraordinario, arrepentimiento y correccion acreditada deba ser atendido y pre-
miado con alguna rebaja de tiempo”, no pudiéndose proponerse para rebaja “á los
presidiarios que no hayan cumplido sin nota la mitad del tiempo de su condena” (art.
304). Posibilidad ésta limitada al no exceder, jamás, la posible rebaja “de la tercera
parte del tiempo de la condena, aun cuando se reunan muchos motivos para conce-
derla” (art. 305). Tampoco se extenderá la posibilidad de rebaja a los “sentenciados
con retención, los cuales cumplirán su condena dia por dia; pero se tendrán presentes

110 El procedimental artículo 148, establecía: “Los Jefes inmediatos de todos estos establecimientos están obliga-
dos, so pena de privacion de empleo, á llevar un libro de registro, formando á cada uno de los reos de su cargo un asien-
to en que se exprese su nombre y apellido, su domicilio antiguo, último estado, señas personales, delito de su condena,
Juez ó Tribunal que se la hubiere impuesto, época en que hubiere empezado á cumplirla y ocupacion que se le de en el
establecimiento, anotándose puntualmente la conducta que observe, así por lo relativo á su aplicacion al trabajo como
en cuanto á sus costumbres y demas acciones. Con copia certificada de estos asientos y con el informe de los jefes, remi-
tirán éstos la súplica del reo al Juez o Tribunal respectivo…”.

111 Vid. SALILLAS, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., p. 370; en similares términos de admiración se mani-
festaba JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La sentencia indeterminada… ob. cit., p. 47.

112 Cfr. CADALSO, F.: Instituciones penitenciarias y similares… ob. cit., p. 122.
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su conducta y circunstancias en el expediente que se formará cumplidos los diez años,
para alzarles la retención” (art. 306). Pervivirá en todo caso su aceptación en la legis-
lación penal hasta el endurecido Código de 1848, que ya no la prescribe, y que junto
a la normativa administrativa y penitenciaria posterior (especialmente la Ley para la
concesión de la gracia del Indulto de 1870), eliminan, ralentizada pero progresiva-
mente, tal posibilidad113. 

En desarrollo de aquella normativa ordenancista, una abultada legislación y nor-
mativa administrativo-penitenciaria se vendría posteriormente a dictar, articulando,
completando y corrigiendo los mecanismos de concesión así como la valoración de
los méritos. En primer término, de orden procedimental, la primera Circular de la
Dirección al respecto sería la de 24 de octubre de 1834, declarando que “no se dará
curso a instancias de confinados en solicitud de indulto ó rebaja, no viniendo infor-
madas por los Jefes de los presidios y acompañadas del testimonio de condena”. Así
como el modo de documentar los expedientes de rebaja se establece por Real Orden
del Ministerio de lo Interior de 10 de enero de 1835. En 15 de mayo del mismo año
se dicta la incómoda -por cuanto premiaba la delación- Circular de la Direccion, rei-
terando la naturaleza gracial y negando así cualquier posible derecho subjetivo del
preso, “declarando que la aprehension de desertores sirva de mérito á los confinados
para obtener alguna rebaja”, “mandando al propio tiempo que por regla general no se
conceda premio pecuniario á presidiario alguno que coja un desertor; pero sí es su
soberana voluntad que este mérito, bien acrisolado de ajeno fraude por los Jefes res-
pectivos, sirva como cualquier otro legítimo buen servicio, para pedir y proponer
alguna rebaja como gracia subsecuente y no de prévio derecho”. 

El carácter gracial aludido exigía formalidades legales específicas, de entidad,
para solventar la posible arbitrariedad. Así, una primera medida vino a ser la exigen-
cia de Real Orden amparando la concesión de tal medida de gracia, lo que se hacía
por Real Orden de 30 de mayo de 1835, que establece: “para corregir de una vez los
abusos que se han cometido en esta materia, se suspende en todos los presidios del
Reino la aplicacion de rebajas que no se funden en Real órden especial expedida por
este Ministerio (...), sin perjuicio de que mientras tanto el Gobernador (...) y los Jefes
principales de quienes dependen los presidios, puedan proponer con justificado moti-
vo la concesion de rebajas individuales para los confinados que la merecieren...”. En
todo caso, la solicitud de aplicación de rebajas de pena promovida por los propios
reclusos mediante instancias de las que debían informar los Comandantes, suponía
para éstos, en virtud de la Real Orden de 28 de septiembre de 1835, el encargo de “la
mayor proligidad y exactitud en la formación de relaciones, extension de copias de
condena, anotacion de filiaciones y explicacion de vicisitudes”, para su traslado al
registro. 

113 Garrido Guzmán ha señalado la derogación de la rebaja de penas por el Código de 1848, como uno de los moti-
vos de la caída en desuso de la propia Ordenanza en las avanzadas ideas que aportaba, así como “la contradicción con
las leyes penitenciarias que fueron profusamente promulgadas después, creando un estado de confusión alarmante”. Cfr.
GARRIDO GUZMÁN, L.: Manual de… ob. cit., p. 169. En cambio, Zapatero Sagrado entiende que los efectos de las
rebajas de condena “persistieron, pese a los esfuerzos limitadores, hasta la Ley del Indulto de 1870”. Cfr. ZAPATERO
SAGRADO, R.: “Los presidios, las cárceles y las prisiones”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Tomo
XXXIX, Vol. II, mayo-agosto, 1986, p. 527.



Meses después, al fin se dictaba el trascendente, por el cambio de dependencia que
supuso, Real Decreto de 16 de abril de 1836, firmado en el Pardo por la Reina gober-
nadora, “fijando reglas para la concesion y aplicacion de indultos, premios y rebajas
á los condenados”. La regia pretensión era, por una parte, “afianzar el exacto cum-
plimiento de las leyes penales, en que se interesan la moral y la vindicta pública, y
por otra dispensar á los desgraciados que purgan sus delitos y extravíos en aquellos
establecimientos de expiacion, todos los consuelos á que los hagan acreedores su
correccion y arrepentimiento”. En esa dirección, se torna la competencia en la ins-
trucción y resolución de las rebajas que, por el artículo 1º del citado Real Decreto, se
instruirán y resolverán en lo sucesivo por el Ministerio de Gracia y Justicia. En breve
se dicta la Real Orden de 14 de junio de 1836, “mandando que se comuniquen al
Ministerio de la Gobernacion todas las gracias que obtuvieren por otros -Ministerios-
los confinados”. Y la de 10 de julio del mismo año, recordando el cumplimiento de
tal exigencia al Ministerio de Hacienda. 

No obstante, por Circular de la Dirección General de Presidios de 10 de abril de
1838 se negaba la posibilidad de rebaja a los prisioneros facciosos y otros sentencia-
dos “á las armas en Ultramar, que no hubiesen ido á su destino”, cumpliendo el tiem-
po de su condena sin rebaja, en los presidios de la Península donde se hallaran.
Específica para los indultos, aun conteniendo el inexacto, en esta ocasión, término
“rebaja”, es la Real Orden de Gracia y Justicia de 18 de julio de 1840, dictada ante la
amplia reincidencia entre los indultados, estableciendo las formalidades y prevencio-
nes “para la tramitacion de los expedientes sobre rebajas e indultos”. El preponderan-
te papel otorgado al trabajo penitenciario en obras públicas, a partir de las reglamen-
taciones de 1843, también admite posibilidades premiales de rebaja en la condena. Así,
la propuesta para rebaja también podía surgir como premio al comportamiento del
“presidiario que á su buena conducta haya reunido la mayor aplicacion al trabajo”, pro-
puesta que provendría del Ingeniero Director, de acuerdo con el Comandante, ante la
Dirección General de Presidios, por conducto del Jefe político, como se establece en
el art. 24 de la Parte Adicional a la Ordenanza general de presidios de 2 de marzo de
1843, reguladora “de los confinados que se destinan á los trabajos de obras públicas”.
Significativo y determinante, por el filtro que suponía a la apreciación, al automatis-
mo, del criterio de corrección como requisito de concesión, será en esta materia asi-
mismo el Real Decreto de 20 de diciembre de 1843, “estableciendo una reforma radi-
cal y completa en el sistema de contabilidad moral que se sigue en los establecimien-
tos penales”. Su exposición de motivos resumía el problema: “la prerogativa que al
publicar la Ordenanza general de presidios se reservó la Corona de conceder las gra-
cias de indulto, rebaja de condena y alces de retencion á los reos que sufren en los esta-
blecimientos penales el castigo merecido por sus delitos, exige una regularizacion
definitiva, para que este precioso derecho tienda en lo sucesivo á uno de los principa-
les objetos de la pena, cual es la correccion de los criminales, y no continúe como hasta
ahora reducido á una mera formalidad ó a un mero trámite que alcanza con pocas
excepciones á toda clase de penados...”. 

Este Decreto, conformado por doce artículos, establecía las notas características
definitivas al respecto y el procedimiento administrativo de control necesario para la
concesión. Determinantes, en este sentido, se muestran los artículos 1º y 8º que, res-
pectivamente, establecen que solo la buena conducta observada por el penado desde
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su ingreso en el presidio podría hacerle acreedor a la reducción de la pena, y el carác-
ter condicional de tal rebaja o reducción. También de orden administrativo, es la
Circular de la Dirección General de 16 de febrero de 1844, “previniendo á los
Comandantes de presidios que no den curso á instancias de confinados en solicitud
de rebaja, que no se hallen en los casos que expresan los artículos 303 y 304 de la
Ordenanza, que cuando las remitan acompañen con ellas hojas histórico-penales de
los suplicantes, totalizadas hasta la fecha de la remision”. La interpretación que se
hace de los artículos citados requiere “tener presente para la inteligencia del primero,
que no basta el arrepentimiento y correccion acreditada, si á estas cualidades no se
agrega la de haber contraido el reclamante algun mérito que en rigor merezca la cali-
ficacion de extraordinario, así como aun con esta circunstancia no puede graduarse de
arrepentido y corregido al reincidente en el delito de desercion ú otros”. 

En 15 de abril de 1844 se dictaba por el Ministerio de la Gobernación el
“Reglamento circulado en 24 del mismo por la Direccion, con varias prevenciones
para la observancia de la Real Orden de 3 de octubre anterior, sobre atribuciones de
los Jefes políticos en los presidios”. La prevención décima reiteraba el contenido de
la Circular de 16 de febrero anterior, y establecía que “para la aplicacion exacta del
303 y evitar la instruccion de expedientes viciosos, tendrán entendido que no bastan
por si solos el arrepentimiento y correccion, si a esto no se agrega un hecho ó mérito
verdaderamente extraordinario”. 

Poco después, la Orden de la Dirección General de Presidios de 30 de mayo de
1844, explicaba “el artículo 1º del Real decreto de 20 de Diciembre anterior, y la pre-
vencion décima del reglamento de 15 de Abril siguiente, sobre rebajas á confinados”.
De este tenor que, “la buena conducta y pruebas de arrepentimiento unido á un ser-
vicio cualquiera, ya sea en trabajos públicos, ya dentro del establecimiento, son méri-
to bastante para proponer á S.M. alguna rebaja; así es que establecida una escala
desde la tercera parte del total de la condena, y bajando de la escala en proporcion á
las circunstancias de cada penado, podrá tenerse como regla general el que á los con-
finados cabos de vara que hayan prestado iguales servicios se hará por una parte
menos; y finalmente á los que hayan observado buena conducta y trabajado con asi-
duidad, se les propondrá para el mínimum”. Del día siguiente y también de índole
administrativa es la Real Orden de Gracia y Justicia, dirigida al Director general de
presidios, “mandando que cuando la Direccion de presidios remita propuestas de
rebaja, exprese las razones en que las funda”. Y de 26 de febrero de 1846 es la
Circular de la Dirección “previniendo que se remitan en el tiempo y forma determi-
nados las propuestas de rebaja, y que se instruyan para ellas tantos expedientes cuan-
tos sean los tribunales sentenciadores”. 

Nuevas prevenciones para la instrucción de expedientes sobre rebajas se dictaban
en breve, en la Circular de la Dirección de 20 de marzo de 1846, recordando que “no
es motivo suficiente para optar á dicha gracia el haber extinguido sin nota la mitad de
la condena, sino que es indispensable haber contraido méritos particulares, ó haber
dado señaladas muestras de correccion y arrepentimiento”. De 13 de junio siguiente
era Circular de la Dirección “previniendo que los Presidentes y Secretarios de las
Juntas económicas firmen los informes que estas emitan en los expedientes de rebaja”.
El carácter organizativo, será asimismo el preponderante en la Real Orden de
Gobernación de 6 de julio de 1846, “mandando que se comuniquen al mismo todas las
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gracias concedidas á confinados por los demas Ministerios”. Marcaba esta Real Orden,
en palabras de Zapatero Sagrado, “la cúspide del desconcierto”114, por cuanto se dicta-
ba a raíz de una manifestación del Director general de presidios en el sentido de “seña-
lar los inconvenientes que se originan con los indultos y rebajas de condenas que se
conceden por cualquier Secretaría de Despacho”, sin que le sean comunicados a través
de la de Gobernación. 

La normativa para mujeres integraba, amparándose en el buen comportamiento o
en servicios especiales, en el artículo 50 del Título XI, del Reglamento para tales
casas de corrección (Real Decreto de Gobernación de 9 de junio de 1847), la posibi-
lidad de rebajar la condena para las corrigendas, estableciendo al respecto: “Gozarán
de las rebajas que en premio de su buen comportamiento ó servicios especiales que
contraigan, se digne S.M. dispensarles”. El antecedente había surgido en la Real
Orden de 15 de noviembre de 1837, estableciendo la posibilidad de las mujeres
recluidas “en las casas de galera ó correccion, que hayan sido juzgadas por la juris-
diccion ordinaria”, de promover la solicitud de premios, rebajas de condena o indul-
tos conforme a las mismas condiciones que los hombres115, quien se ha referido a los
abusos que en la práctica de la solicitud de estas gracias debían producirse como ori-
gen de tan profusa normativa. 

Mas tarde, suprimida ya la Dirección de presidios, se dictaba la Real Orden de
Gobernación de 25 de octubre de 1847 que, en su prevención 8ª, dispone que “los
mismos Jefes políticos instruirán en lo sucesivo los expedientes de rebajas...”. La
Real Orden de 24 de enero de 1848 establece, además, prevenciones para la instruc-
ción de expedientes sobre concesión de rebajas de condena. Así, “con arreglo al artí-
culo 304 de la Ordenanza, deben por regla general quedar sin curso las instancias de
confinados en solicitud de rebaja, cuando no han cumplido con buena nota la mitad
del tiempo de su condena”. Unos meses más tarde, por Real Orden de 24 de junio del
mismo año, se recomienda el cumplimiento de la precedente, y se reitera el motivo
en la Real Orden de 19 de abril de 1849, “mandando que solo se dé curso á expe-
dientes de rebaja cuando los que la soliciten reunan las condiciones requeridas”. Por
Real Orden de 30 de junio del mismo año, se explica el sentido de la regla 8ª de la de
25 de octubre de 1847 sobre expedientes de rebajas, según la cual, “las facultades
concedidas a los Jefes políticos se limitan á la mera instruccion de los expedientes”.
La Real Orden de Gobernación de 7 de enero de 1854 reivindica, no obstante, una
competencia, “mandando que no se dé curso por el expresado Ministerio, cuando no
sean propuestas por el mismo, á las concesiones de premios, indultos especiales y
rebajas de penas impuestas por los Tribunales aforados”. 

En cualquier caso, será por medio del Real Decreto de Gracia y Justicia de 14 de
diciembre de 1855, como se regule la actuación de las Juntas inspectoras penales,
determinando sus atribuciones y deberes, incluyéndose entre los mismos, en virtud del
artículo 22.5º, “informar, con presencia del resultado de las respectivas causas sobre
las propuestas de rebaja de condena que, con arreglo á la ordenanza de presidios y

114 Vid. ZAPATERO SAGRADO, R.: “Los presidios, las cárceles...”, ob. cit., p. 529.
115 Vid., asimismo al respecto de esta específica regulación, MARTÍNEZ GALINDO, G.: Galerianas, corrigendas

y presas… ob. cit., pp. 34, 295 y ss.



órdenes posteriores, remitan los Jefes de aquellos al Ministerio de Gracia y Justicia”.
De carácter organizativo-administrativo y procedimental también es la Circular de la
Dirección general de establecimientos penales, de 1º de octubre de 1856, “previnien-
do que en las hojas histórico-penales que se remitan como los expedientes de rebaja
(...), se exprese si los interesados estuvieron concedidos ó rebajados, en qué condicion
y por cuanto tiempo”. Así como la Circular de 12 de julio de 1858, “previniendo que
no se cursen instancias de confinados en solicitud de gracias, sino cuando reunan las
condiciones que previene la Ordenanza del ramo”. 

Como últimas manifestaciones, las propuestas para rebaja de pena se encuentran
reflejadas, asimismo, en el artículo 25 del, en años posterior, Reglamento para el régi-
men de la penitenciaría de mujeres de Alcalá de Henares (R.O. de 31 de enero de 1882),
para los supuestos en que la conducta de la penada fuese “constantemente ejemplar”. 

Y ya bajo la forma de propuesta de indulto, se regularían después, en el Capítulo
III, Título XII, del Reglamento Provisional para la Prisión Celular de Madrid, apro-
bado por Real Orden de 8 de octubre de 1883, intitulado “De las rebajas de condena
acordadas por gracia de indulto”, tales supuestos previstos en los artículos 322 y 323,
aludiendo, respectivamente, a “las rebajas de condena acordadas por indulto general
o parcial”, así como a la facultad del Director del Establecimiento para “proponer á
los penados para indulto, según su conducta y señales de corrección”. Del mismo
modo, se mantuvo el sistema gracial citado en los artículos 265 (Título VII referido
al Correccional), y 388 a 390 (dentro del Título X referido a premios y castigos dis-
ciplinarios que incluye, en el 388, la sexta posibilidad de la propuesta de indulto,
competencia del Director, incluyendo el 390 los requisitos), del Reglamento de la
Prisión Celular de Madrid de 23 de febrero de 1894, así como en el art. 22 del Real
Decreto de 3 de junio de 1901, referido a los premios (especialmente el número 8º,
relativo a las propuestas extraordinarias para indulto); y aún aparecen recogidas en la
posibilidad décima de “propuestas para indulto ó rebaja de pena” del art. 252 del Real
Decreto de 5 de mayo de 1913, verdadera compilación del Derecho penitenciario de
principios de siglo XX. El camino de la institución, ya fusionada con el Indulto, no
ofreció más transformaciones hasta la llegada, en el segundo tercio del siglo, del ins-
trumento político y reductor de la condena de la redención de penas por el trabajo.
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II.1 EEl iindulto pparticular ppenitenciario

II.1.1 LLa iinstitución ddel iindulto yy ssu eevolución llegislativa

“El indulto es tan antiguo como el delito”116. Son palabras certeras de Cadalso,
sugiriendo que quien definió el injusto se permitió anularlo. Y es que, como desde
similar óptica afirmara Linde Paniagua, “la historia y el fundamento de la clemencia
es la misma historia y fundamento del poder”117. Rodríguez Flores concretaba el órga-
no legitimado para tal gracia instrumental, señalando asimismo que, durante siglos,
“el perdonar es atributo de la Soberanía y por tanto propio y exclusivo del detentador
de la misma” (…), “que otorga cómo y cuando quiere, porque no es algo debido res-
pecto de la persona que lo recibe. Se concede como acto gracioso, como acto de mani-
festación de la gracia regia y que se contrapone, por tanto, a todo aquello que el Rey
otorga o concede porque debe, o sea, a toda manifestación de la Justicia regia”118. 

Como reminiscencia de tal posibilidad histórica, permanece en nuestra legislación
penitenciaria el indulto particular, que supuso el instrumento de mayor utilidad para
el acortamiento de la condena, con anterioridad a la existencia de una Ley de libertad
condicional (hasta 1914) y, esencialmente, habiendo desaparecido la posibilidad de
aplicación de la utilísima y decimonónica institución de la rebaja de penas119. Pacheco

116 Cfr. CADALSO, F.: La libertad condicional, el indulto… ob. cit., p. 195; el mismo: Instituciones Penitenciarias
y similares… ob. cit., p. 648.

117 Cfr. LINDE PANIAGUA, E.: Amnistía e indulto en España. Madrid, 1976, p. 42. 
118 Cfr. RODRIGUEZ FLORES, Mª.I.: El perdón real de Castilla (siglos XIII-XVIII). Salamanca, 1971, p. 106.
119 Vid., al respecto de la institución de la rebaja de penas y su conversión circunstancial en el indulto particular,

CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria… ob. cit., p. 279; ANTÓN ONECA, J.: Derecho penal. Parte general...
ob. cit., pp. 517 y 518; JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: Tratado de Derecho Penal. Tomo I… ob. cit., p. 757; GARCÍA
VALDÉS, C.: Régimen penitenciario de España… ob. cit., p. 30; el mismo: Comentarios a... ob. cit., p. 141; el mismo:
“Beneficios penitenciarios”, en Derecho penitenciario (Escritos, 1982-1989)... ob. cit., p. 239; el mismo: Del presidio
a la prisión modular… ob. cit., p. 18; el mismo: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit., p. 32; BURILLO ALBACETE,
F. J.: El nacimiento de… ob. cit., p. 280; y más extensamente, SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo penitencia-
rio… ob. cit., pp. 211 y ss.
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afirmó la justicia material perseguida mediante este instrumento gracial, con estos
términos: “Sin el poder de conmutar y perdonar las penas, la justicia criminal es una
terrible y espantosa institución”120. Otra opinión, que abunda en tal criterio, se advier-
te en las palabras de Dorado Montero, cuando señalaba: “sin asomo de paradoja, se
puede decir que una y otro, la amnistía y el indulto, son actos de justicia contra la jus-
ticia (y también de injusticia contra la injusticia), pues lo que con ambas institucio-
nes se pretende es corregir ó evitar, en nombre de una justicia extralegal y hasta supe-
rior á la ley, conforme se dice á menudo, ó sea, en nombre de una justicia «humana»,
las injusticias reales que de la estricta y rigurosa aplicación de las disposiciones del
derecho vigente, también llamado «positivo», pueden provenir”121.

El contenido del indulto es otro objeto a describir. Para ello, nos remitimos también
a los mejores términos de Dorado Montero que delineó sus caracteres básicos. Así el
insigne catedrático de Salamanca expresaba: “indulto es lo mismo que perdón. Es una
gracia que el poder social otorga á los condenados por sentencia firme é irrevocable,
remitiéndoles toda a pena que se les ha impuesto, ó parte de ella, ó conmutándosela por
otra considerada más sueva. Como puede también borrar las consecuencias de dichas
condenas, devolviendo á los reos los derechos, empleos, honores y demás de que hayan
sido privados mediante las mismas (v.gr., por las inhabilitaciones, degradaciones, pér-
didas de empleo ó separación del servicio en los militares…), el indulto en general com-
prende también las rehabilitaciones. Sin embargo, regularmente se consideran éstas últi-
mas como cosa aparte, y así sucede también en nuestras leyes”122.

Con estas notas preliminares, nos acercaremos a la evolución legislativa de la ins-
titución, transcribiendo al texto las normas que, relativas a indultos, en sus diversas
modalidades, han legitimado durante siglos este controvertido sistema gracial. 

Como voluntario punto de partida en la historia de la institución, tomamos las
leyes XIII del título preliminar y VII, libro VI, título II del Fuero Juzgo que ya regu-
laron lo relativo al Indulto, habida cuenta de la época de que se trata, con muy pocas
gradaciones para las penas. Así, a modo de ejemplo, en el Título preliminar de la Ley
XIII vino a señalarse: “En todos los establecimientos que de suso dixiemos, garda-
mos el poder al principe, que segondo sua piedad (…), hu allar algunos omnes que se
quierant enmendar, que aya merced dellos”. Del mismo tenor, respecto a la potestad
de los príncipes, la Ley VII del mismo Libro VI dispuso: “Quando a nos ruegan por
algun omne que es culpado de algun pecado contra nos, bien queremos oyr a los que
nos ruegan, e guardamos por nuestro poder de aver les merced. Mas si algun omne
fizo algun malfecho contra muerte de Rey o contra la tierra, non queremos que nin-
guno nos ruegue por ellos. Mas si el princip los quiere aver mercet por su voluntad o
por Dios, fágalo con conseio de los sacerdotes e de los mayores de su corte”.

Posteriormente, en las Partidas de Alfonso X, se reconocía “que el perdón puede
otorgarse con o sin sentencia, es decir, antes o después de haberse impuesto la pena
en sentencia. Y así indirectamente se configuran los dos conceptos de perdón (…):

120 Cfr. PACHECO, J.F.: El Código penal concordado y comentado. 2ª. Ed. Tomo I, Madrid, 1856, p. 87 (y en
moderna edición por Téllez Aguilera, con estudio preliminar y anotaciones, Madrid, 2000, p. 351).

121 Cfr. DORADO MONTERO, P.: El derecho protector de los criminales. Tomo II, Madrid, 1915, p. 399.
122 Cfr. DORADO MONTERO, P.: El derecho protector… ob. cit., pp. 436 y 437.
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uno estricto, el indulto, y otro amplio o general. Los efectos son distintos en cada
caso…”123. Así, los indultos fueron específico objeto de regulación en Partidas, y así
se hizo en las Leyes XII, XXXVIII y L, Título XVIII, de la Partida III; en las Leyes
I, II y III, título XXXII de la Partida VII y VI, título VI de la Partida VII. Un ejem-
plo de interés, que transcribimos, es la Ley XII citada que dispuso como sigue: Ley
XII. “En que manera deue ser fecha la carta quiando el Rey perdona a alguno de mal-
fetria que haya fecho: De perdon que el Rey faga a alguno, por malfetria que aya
fecho, porque yaga en pena de cuerpo, o de ayer, deue ser fecha la carta en esta mane-
ra. Sepan los que la carta vieren, que tal Rey perdona a aquel, o a aquella que fuere
nombrado en aquella carta de tal culpa en que yaze, e que le da por quito, saluo ende
aleue o traycion. E que manda, que ninguno non sea osado de demanarle ninguna
cosa por esta razon. Mas por tal carta como esta non se entiende que se pueda escu-
sar de fazer derecho, por el fuero a los que querella ouieren del. Ca el Rey non quita
en tal carta como esta, si non tan solamente la su justicia: nin otrosi, non es quito, si
no de aquella cosa que señaladamente fuere nombrada en la carta que el rey le per-
dona: e deue decir en ella, si le perdona por ruego de alguno, o por seruicio que aquel
o aquellos le auian fecho a quien faze perdon. E esta carta deue ser sellada, assi como
diximo en la ley antes desta”. En opinión del compilador Bravo Moltó, en esta redac-
ción legal preside un alto espíritu de justicia y equidad, por cuanto el rey podía per-
donar a un criminal el cumplimiento de la condena impuesta “pero no en absoluto,
sino con las limitaciones del derecho que sobre tal delincuente indultado puedan tener
los demás ciudadanos, por querella que contra el mismo hubiesen interpuesto o inter-
pusieren, y en los mismos términos que dicha ley determina”124.

Como se afirmó supra, la utilidad militar ha sido un elemento característico de la
ejecución penal hispana, durante siglos125. Demostrativo del interés real en conseguir
dotaciones marineras para la armada y asimismo en relación con la práctica de la con-
mutación, en el Suplemento de la Novísima Recopilación se recoge la Ley IV, del
Titulo XL del Libro XII, promulgada por Felipe II en 1566, que trata de las penas cor-
porales, su conmutación y destino de los reos, imponiendo la pena de galeras, aunque
hubiera perdón de parte. Así se decía: “aunque haya perdon de parte, siendo el delito y
persona de calidad que justamente pueda ser condenado en pena corporal, sea y pueda
ser puesta la dicha pena de servicio de galeras por el tiempo que según la calidad de la
persona y del caso pareciese que se puede poner”. El utilitarismo penal seguiría por
mucho tiempo manteniendo el rumbo de la ejecución de la penalidad española.

Posteriormente seguirá el sentido militar en la Ley VI, promulgada en 1639 por
Felipe IV, que establecía “la prohibición de indultar los condenados á galeras; su visi-
ta, y conmutación de la pena de muerte en el servicio de ellas”. La disposición que
refleja el sentido utilitario característico de la penalidad de la época y del interés regio
era como sigue: “Ordenamos y mandamos que por ninguno de los Consejos de
Justicia y Cámara, ni cada uno de los Consejeros de los dichos Consejos de por si en

123 Vid. RODRIGUEZ FLORES, Mª.I.: El perdón real de Castilla… ob. cit., p. 25.
124 Cfr. BRAVO MOLTÓ, E.: Legislación penitenciaria, Madrid, 1891, p. 28.
125 Vid. GARCÍA VALDÉS, C.: “Derecho penitenciario militar: una aproximación histórica”, en Anuario de

Derecho Penal y Ciencias Penales, Tomo XXXIX, Fascículo III, septiembre-diciembre, 1986, pp. 771-835; en el mismo
sentido, SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo… ob. cit., pp. 56 y ss.



Enrique Sanz Delgado

– 60 –

virtud de comisiones nuestras, no puedan indultar ni indulten á ninguna persona, de
cualquier estado y calidad que sea, que fuere condenado á galeras, asi por los del
dicho nuestro Consejo en vista ó revista, como por los que lo fueren por las nuestras
Audiencias y chancillerías; ó por otros cualesquier Jueces ó Justicias ordinarias; por-
que en habiendo sentencia de condenacion de pena de galeras, no se ha de poder remi-
tir ni indultar. Y asimismo mandamos que en las visitas que los dos del nuestro
Consejo, á quien toca por su turno, acostumbran hacer los sábados de los presos de
las nuestras cárceles de Corte y Villa, ni en las generales de las Pascuas no se pueda
conmutar la dicha pena de galeras, ni moderarse en los casos que estuviere mandada
imponer por las leyes; por quanto esto solamente se ha de poder hacer por las sen-
tencias definitivas de los Jueces que conocieren de las dichas causas en apelacion ó
suplicacion; en los casos que conforme á Derecho y justicia se pudiere y debiere
hacer; y siempre que se pudiere conmutar la pena de muerte en galeras, se haga y con-
mute en conformidad  de lo dispuesto por la ley segunda de este título. Y asimismo
mandamos que se guarden las leyes que ordenan, que en los delitos por que se deban
imponer penas corporales, sean de galeras, como son las leyes primera y tercera de
este titulo, y la sexta del titulo 10 de este libro. Y lo mismo se entienda en todos los
casos y delitos en que hubiere de haber pena corporal arbitraria, como se contiene en
la dicha ley tercera”.

Asimismo en la Novísima Recopilación, en la Ley XIII, del Título XXXIX y
Libro XII, promulgada en 1643 también por Felipe IV, y en 1667 y 1670 por la Reina
Gobernadora, se estableció que no se visitaren “las causas de los condenados á gale-
ras, y rematados á presidios, ni se indulten ni conmuten sus condenas”. En esta dis-
posición, se advierte el sentido utilitario militar en materia de indultos, como sigue:
“siendo una parte tan esencial en el servicio de las galeras de España, que esten asis-
tidas de la gente del Reyno necesaria; reconociéndose el corto número de condena-
dos á ellas, y que por esta causa estan expuestas á quedar innavegables, faltando tam-
bien la gente á los presidios; he resuelto se observen las órdenes antiguas, para que
no se indulten por la Cámara los condenados á presidios y galeras, ni se visiten en las
visitas de cárceles, aunque esten sentenciados en vista; y se vuelvan á reiterar de
nuevo las órdenes á las Chancillerías y Audiencias, para que no se pueda conmutar la
condenación de presidios de Africa en ningunos de España, sin que preceda expreso
mandato mio, por los inconvenientes que de lo contrario resultan al Real servicio”.

Como afirma García Valdés, “la regulación minuciosa y especializada del indulto
en nuestras leyes modernas comienza en el tercio primero del XIX”126. Y no le falta
razón. Cronológicamente, la Constitución de Cádiz de 1812 introdujo un fundamental
principio de legalidad al exigir que la prerrogativa de gracia había de concederse con
arreglo a la ley. De este modo, en el Título IV, “Del Rey”, de aquella Carta Magna, en
su Capítulo I y artículo 174 se prescribía: “ademas de la prerrogativa que compete al
Rey, sancionar las Leyes y promulgarlas, le corresponden las facultades siguientes:
(…)”. Disponiendo la decimotercera: “indultar a los delincuentes con arreglo a las
leyes”. Esta remisión a la garantía de legalidad no se advertiría de seguido en los
siguientes proyectos de Constitución hasta la Constitución de 1837, como se verá infra.

126 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…” ob. cit.,  p. 39.



Por Circular del Consejo Real de 22 de abril de 1819 se mandaba que aquellos
procesados que fueren indultados, pagaran los gastos y costas del proceso, siempre
que resultara justo el procedimiento. 

El progresista Código penal de 1822, de efímera vigencia, tras el capítulo referi-
do a la rebaja de penas, en el Capítulo X (artículos 156 a 170) de su Título prelimi-
nar, establecía en primer término, en los artículos 156 y 157, la prerrogativa del
monarca para conceder los indultos particulares y generales, disponiendo el primero
citado: “El Rey, usando de la facultad que esclusivamente le corresponde por la
Constitucion, puede conceder indultos particulares ó generales a favor de los delin-
cuentes”. El artículo 157 definía ambos tipos como sigue: “Los indultos particulares
son los que en alguna causa sobre delito determinado se conceden al reo ó reos com-
prendidos en ella. Los generales son los que S.M. concede sin determinacion de cau-
sas ni de personas á todos los que hayan delinquido, fuera de los casos esceptuados,
ó las rebajas que con esta escepción otorga de las penas temporales que esten sufrien-
do los delincuentes”. 

Los límites para tal potestad se encontraban en los preceptos siguientes. Así, en el
artículo 158, se dispuso que los indultos particulares solamente podían concederse
una vez dictada la sentencia condenatoria, con estos términos: “Ningun reo puede
obtener indulto particular sino después de haber sido condenado por sentencia legal
que cause ejecutoria”. El artículo 159 dispuso asimismo: El indulto particular no será
jamas un perdon absoluto, ó remision de toda pena, sino una disminucion de la seña-
lada por las leyes, conmutándola á voluntad de S.M. en otra pena de las prescritas en
este código”. De igual modo, se limitaba el régimen de concesión para un amplio aba-
nico de delitos en el artículo 160 con estos términos: “En ningun caso puede obtener
indulto particular el que haya cometido alguno de los delitos siguientes: Primero:
Traicion contra la seguridad esterior ó interior del Estado. Segundo: Delitos contra la
Constitución. Tercero: cualquier atentado ó conjuracion contra la persona sagrada é
inviolable del Rey, ó contra la de la Reina, ó del Príncipe de Asturias, ó del heredero
presuntivo de la corona. Cuarto: rebelion, sedicion ó conmocion popular; liga, bando
ó confereacion contra el Gobierno, ó contra la ejecucion de las leyes, ó provocacion
á desobedecerlas; resistencia ó desacato á las autoridades establecidas, usurupacion ó
impedimento de la autoridad ó fuerza pública; asociación de malhechores, allana-
miento de cárceles o establecimientos públicos de correccion ó castigo; por lo relati-
vo en todos estos casos á los autores, directores, promovedores y reos principales que
hubieren sido aprehendidos. Quinto: delitos contra la religión. Sesto: delitos contra la
fe pública, la salud pública y las buenas costumbres. Sétimo: delitos de los funciona-
rios públicos en el ejercicio de sus funciones. Octavo: robo, malversacion, estravío,
destruccion, ó cualquiera daño ó perjuicio causado á sabiendas en caudales ó efectos
de la nacion, o de la comunidad de alguna provincia ó pueblo, ó de algun estableci-
miento público, incluso todo fraude contra las rentas y derechos del Estado, ó contra
la causa pública. Noveno: parricidio ó asesinato. Décimo: incendio, castracion ó
envenenamiento cometidos á sabiendas, con intencion de dañar. Undécimo: rapto y
violacion forzada de muger, ó de niño ó niña que no haya llegado á la pubertad.
Duodécimo: comprometimiento á sabiendas de la existencia natural ó civil de los
niños. Décimotercio: robos ó hurtos, bancarrotas fraudulentas, estafas y engaños, fal-
sificacion de obras agenas y abusos de confianza. Décimocuarto: calumnias”.
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Del mismo modo, en virtud del artículo 161, se prohibía indultar a los reinciden-
tes. Y en el artículo 162 se decía: “En los demás casos en que puede haber indulto
particular no tendrá efecto respecto del reo condenado por delito que hubiere come-
tido contra los particulares, sin que preceda el perdon del agraviado ó de sus herede-
ros. Tampoco lo tendrá en las causas por acusacion sin que intervenga el consenti-
miento del acusador, ó sin que este se haya desistido anteriormente”. El artículo 163
era como sigue: “El indulto particular, aunque sea concedido en los casos en que
puede serlo, se aplicará y entenderá siempre sin perjuicio de la causa pública y de ter-
ceros interesados en cuanto á las restituciones, reparaciones y resarcimiento de daños,
indemnizaciones de perjuicios, multas y costas”. El artículo 164 establecía los
supuestos favorables apreciables por los jueces para recomendar clemencia al monar-
ca como sigue: “En los delitos capaces de indulto particular, los jueces mismos que
pronuncien la sentencia contra el reo podrán recomendarle á la clemencia del Rey,
espresándolo asi en la propia sentencia en cualquiera de los casos siguientes: Primero:
cuando sepan particularmente que el delito es falso, ó que es menor del que resulta,
aunque haya resultado lo contrario en el procedimiento. Segundo: cuando el reo haya
hecho anteriormente servicios importantes al Estado, juntos con la buena conducta
observada antes del delito. Tercero: cuando con la misma circunstancia de buena con-
ducta anterior tenga el reo alguna habilidad, destreza, instruccion ú otro mérito
estraordinario en alguna ciencia, arte, industria ú oficio útil. Cuarto: cuando hayan
mediado en el delito circunstancias estraordinartias de aquellas que, no habiendo
podido ser previstas probablemente por las leyes, manifiesten que el reo fue contra
sus propios sentimientos é inclinaciones arrastrado al delito por algun estímulo pode-
roso y disculpable, ó que en el delito tuvo mas parte la pasion, la desgracia, la mise-
ria ó el error, que la malicia y la depravacion del corazon. Quinto: cuando sea un pue-
blo entero el delincuente, ó un cuerpo de tropas, ó una porcion de hombre que pase
de veinte individuos”. 

El artículo 165 referido a la suspensión de la ejecución, disponía: “En cualquiera
de los casos del artículo precedente, hecha la recomendacion en la sentencia que
cause ejecutoria, podrán los jueces de derecho suspender la ejecucion de esta hasta la
resolucion de S.M., á quien darán cuenta inmediatamente, con remision del proceso
por medio del tribunal supremo de Justicia, esponiendo los motivos de la recomen-
dacion. El tribunal supremo lo pasará todo al Rey con su informe”. 

De seguido, el artículo 166 establece la facultad del Consejo de Estado de informar,
con estos términos: “S.M. concede siempre los indultos particulares oyendo sobre ello
al Consejo de Estado, por el cual se despachan las cartas reales de dichos indultos, bien
los conceda el Rey en virtud de recomendacion de los jueces, bien por un efecto de su
piedad á súplica de los interesados. En este último caso puede S.M. mandar suspender
la ejecucion de la sentencia hasta la resolucion acerca del indulto, y no le otorga sin
pedir antes informe al juez ó tribunal que haya condenado al delincuente”. 

El artículo 167 relativo al indulto general establece posibilidades para otorgarlo
como sigue: “El Rey en las faustas ocasiones de su advenimiento al trono, ó de su
casamiento, ó el del Príncipe de Asturias, ó del nacimiento de algun Infante, ó de la
conclusion de algun tratado de paz, puede conceder, oyendo tambien al Consejo de
Estado, indulto general a favor de todos los que hayan delinquido, y no esten senten-
ciados hasta aquella fecha, de modo que cause ejecutoria; escluyéndose siempre los
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reos de alguno de los delitos esceptuados en los artículos 160, 161 y 162, ademas de
los que S.M. tenga á bien escluir del indulto, segun las circunstancias”. 

El artículo 168 añadía: “Estos indultos generales pueden contener un perdon abso-
luto ó remision de toda pena; excepto en cuanto á las restituciones, reparaciones,
resarcimientos é indemnizaciones, sobre lo cual quedará siempre salvo el derecho de
la causa pública y de terceros interesados”. 

El siguiente artículo 169 establece la posibilidad de otorgar rebajas en estos tér-
minos: “Tambien puede S.M. en las ocasiones expresadas en el artículo 167 conceder
á los reos que se hallen sentenciados á pena temporal, y aun á los que ya esten sufrien-
do sus condenas de esta clase, una rebaja del tiempo de las mismas, la cual no pasa-
rá de un año; y para estas rebajas no habrá mas delitos esceptuados que los que S.M.
tenga a bien exceptuar”. 

En fin, el artículo 170 prescribía: “Toda carta, decreto ó despacho real de indulto
espedido contra el tenor literal de este capítulo, se considerará como arrancado por
importunidad y sorpresa, y con obrepcion ó subrepcion. La autoridad que lo ejecute
ó haga ejecutar será responsable como infractor de las leyes”.

Posteriormente, Reales decretos de 20 de octubre de 1830 y de 9 de octubre de
1832 concederían indultos generales a todos los presos.

En el ámbito específicamente penitenciario, la sin par Ordenanza General de
Presidios del Reino, de 14 de abril de 1834, al igual que establecía los preceptos rela-
tivos a la Rebaja de penas (arts. 303 y ss.), regulaba lo relativo a los indultos genera-
les y particulares en su Parte cuarta, Título II y Sección tercera, en los artículos 355 a
361, como sigue: “Art. 355: Los indultos generales y comunes no se aplicarán, ni aun
por delitos no exceptuados, á los rematados que se hallen ya en los depósitos correc-
cionales ó presidios cumpliendo sus condenas, ó que estén en marcha para ellos, á no
ser que en los mismos indultos se prevenga expresamente lo contrario; pero les alcan-
zarán los indultos generales por delitos no exceptuados, y con perdon de parte cuando
la haya ofendida, si estos los hubiesen cometido después de su ingreso en los depósi-
tos y presidios, quedando únicamente sujetos al cumplimiento de la condena, releva-
dos de las recargas. Art. 356: La declaración de si en estos casos corresponde ó no el
beneficio del indulto general, compete al Juez que entienda en la causa pendiente con-
tra el rematado, y respecto de los de Africa al Tribunal Supremo de Guerra y Marina.
Art. 357: Si algun indulto extraordinario como el concedido en el año 1828, extendie-
se los beneficios de su aplicacion á los presidiarios por los delitos que causaron sus
condenas, cuando no pasan estas de cierto número de años, el Comandante, previa soli-
citud ó sin ella, si correspondiese al presidiario la gracia, formará expediente guberna-
tivo en papel comun, el cual dirigirá al Subdelegado de Fomento en la Península, ó al
Gobernador en Africa, para que remitiéndolo al Juzgado ó Tribunal que impuso la sen-
tencia declare, en vista de la causa y del indulto, si ha ó no lugar á su aplicacion. Art.
358: El certificado de la determinación que recaiga se pasará al Subdelegado en la
Península y al Gobernador en Africa, y por su medio lo recibirá el Comandante, quien
lo comunicará al presidiario. Art. 359: Si el aspirante á la gracia la obtuviese ó se le
aplicase el indulto por el Tribunal que impuso la condena, se dará conocimiento de
todo al Director general para que le expida la licencia, con expresion de la circunstan-
cia extraordinaria que la motiva, antes del tiempo que debía el confinado cumplir en el
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presidio, consultándome por vuestro conducto las dudas que pudieren ocurrirle en
algunos casos para mi Real resolucion. Art. 360: En la instruccion y terminacion de
estos expedientes de gracia especial se procederá por todos sus trámites con preferen-
cia y la mayor brevedad. Art. 361: Si algún indulto, como el del año 1814, concediese
rebaja general de las condenas, no se entenderá aplicable esta gracia á los sentenciados
con retencion, como expresamente no lo prevenga”.

Seguidamente a la promulgación de la Ordenanza de 1834 se dictaron numerosas
disposiciones relativas a la institución del indulto y su procedimiento de concesión,
siendo la primera de ellas la Circular de la Dirección, de 24 de octubre de 1834, que
hasta la entrada en vigor de la Ordenanza y hasta que pudieran tener efecto las
Secciones 3ª y 4ª de la misma, ante “el sin número de solicitudes que dirigen a S.M.,
al Ministerio de lo Interior y a esta Direccion general solicitando rebajas de tiempo
de condenas, alzamientos de retención e indultos”, vino a declarar no se diera curso
a instancias de confinados en solicitud de indulto o rebaja sin venir informadas por
los Jefes de los presidios y acompañadas del testimonio de condena.

Tal procedimiento se vino a reiterar en la muy cercana en el tiempo Real Orden
de 10 de enero de 1835, que determinaba el modo de documentar tales expedientes
de indulto. Así se señalaba: “sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 303, 318,
319 y 320 de la Ordenanza general de presidios, todos los expedientes (…) para su
superior resolucion proponiendo rebajas, indultos ó alzamientos de retencion a favor
de cualquier presidiario, vengan acompañados de una copia certificada de la condena
y de los asientos correspondientes del libro del presidio, respectivos a la conducta del
interesado y de los informes originales del Comandante ó Jefe del mismo presidio y
del Gobernador de la Sala del Crimen ó Juzgado que hubiese sentenciado al pro-
puesto para cualquiera de las indicadas gracias, todo no obstante los demás informes
y aclaraciones que V.E. estime conveniente (…)”. 

Con posterioridad, en 16 de abril de 1836 se dictaba un principal Real Decreto por
el Ministerio de la Gobernación, destinado a hacerse cumplir por el Ministro Martín
de los Heros, y fijando las reglas que regirán para la concesión y aplicación de indul-
tos, premios y rebajas a los condenados, como sigue: “Artículo 1º: Los expedientes en
solicitud de premios, rebajas é indultos, promovidos por los confinados en los presi-
dios del Reino, que hasta ahora se han instruido y resuelto por el Ministerio de vues-
tro cargo, se instruirán y resolverán en lo sucesivo por el de Gracia y Justicia, con
sujecion a lo dispuesto en la seccion tercera, título I, parte cuarta de la Ordenanza
general de presidios de 14 de abril de 1834, en la Real órden de 10 de Enero de 1835,
y cualesquiera otras resoluciones que en lo sucesivo se adopten en la materia. El
Director general de presidios se entenderá en estos casos con el Ministerio de Gracia
y Justicia, por el que se avisará al de vuestro cargo el resultado de las indicadas soli-
citudes para que disponga su ejecucion. Artículo 2º: La declaracion de los indultos
generales y comunes se hará por los Juzgados y Tribunales que hayan sentenciado á
los reos, con arreglo á lo prevenido en la seccion tercera, título II, parte cuarta de la
expresada Ordenanza. Las dudas que puedan ocurrir con motivo de la aplicacion de
esta clase de indultos se resolverán por el Ministerio de Gracia y Justicia. Artículo 3º:
Los expedientes sobre alzamiento de retenciones se instruirán y resolverán por el
Ministerio de vuestro cargo, con arreglo á la Ordenanza y disposiciones vigentes.
Artículo 4º: Las medidas comprendidas en los artículos 1º y 2º de este decreto, se
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entenderán únicamente respecto á los reos juzgados por la Real jurisdiccion ordinaria.
En los expedientes relativos á confinados que procedan de otros Tribunales continua-
rá en su fuerza y vigor lo establecido en la citada Ordenanza general de presidios”. 

Seguidamente será por Real Orden de 14 de junio del mismo año de 1836, por la
que se mandaba comunicar al Ministerio de la Gobernación todas las gracias que
obtuvieran los presidiarios por parte de otros ministerios o por los Tribunales de sus
respectivas dependencias.

No debió surtir mucho efecto la Real Orden última citada por cuanto un mes des-
pués se dictaba, asimismo, la Real Orden de 10 de julio, recordando al Ministerio de
Hacienda, tras la concesión de una rebaja de condena a un confinado en el presidio
de Málaga, el cumplimiento de la de 14 de junio anterior en la que se previene que se
comuniquen al Ministerio de la Gobernación las concesiones de gracias que se hagan
por los demás a los presidiarios.

De nuevo en la normativa constitucional, será en la Constitución de la Monarquía
española de 18 de junio de 1837 donde se recupera la exigencia de legalidad en el uso
real de la prerrogativa de gracia. Es así, en el Título VI “Del Rey”, en el artículo 47,
número 3, donde se recoge la cláusula “con arreglo á las leyes”, fórmula que se reitera
en las sucesivas Cartas magnas.

Por el Ministerio de la Gobernación se dictaba la Real Orden de 15 de noviembre
de 1837, declarando aplicable el artículo 1º del Real decreto de 16 de abril de 1836,
respecto de los expedientes en solicitud de indultos y gracias, promovidos por los
confinados en los presidios del Reino en virtud de sentencia en los Juzgados ordina-
rios, y se entienda igualmente para con los expedientes de igual clase que promuevan
las mujeres recluidas en las casas de galera ó correccion, que hayan sido juzgadas por
la jurisdiccion ordinaria.

El Real Decreto de 9 de enero de 1838 es la siguiente disposición, esta vez del ámbi-
to militar, que entrando en vigor el 1 de marzo siguiente, vino a determinar el modo de
proceder con los militares que se presentaban en el Real Palacio implorando indulto.

Se dicta más tarde la Real Orden de 29 de marzo de 1838, del Ministerio de la
Gobernación, comunicando la expedida en 22 de febrero anterior, por el Ministerio
de Gracia y Justicia, dictando disposiciones referentes a reos y rematados que solici-
ten indulto desde otro punto que el de su destino. Por la orden de febrero citada se
decía: “se ha comunicado a los Regentes de las Audiencias de la Península e Islas
adyacentesla Real órden que sigue: A este Ministerio (léase de Gracia y Justicia) acu-
den con frecuencia en solicitud de indulto personas que se han fugado de las cárceles
y presidios, ó que han logrado eludir su arresto antes de ser ejecutado, y que fácil-
mente hallan medios de ocultarse en esta numerosa poblacion. Patentes están los
males que de aquí se originan, y para evitarlos se ha servido S.M. resolver: 1º. De la
Secretaría de este Ministerio se remitirán en fin de cada mes á las respectivas
Audiencias listas bien circunstanciadas de las personas, que estando sujetas á un jui-
cio criminal hayan pedido indulto desde Madrid ó desde otro punto que no sea el del
juicio. 2º. Iguales listas se remitirán al Ministerio de Gobernacion de la Península de
los reos rematados que hagan sus instancias desde un lugar diferente del de su desti-
no. 3º. Los Tribunales expedirán las correspondientes requisitorias y practicarán las
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demás diligencias oportunas para la captura de los reos prófugos pendientes de jui-
cio, y respecto de los demas se propondrán á S.M. las medidas que considere conve-
nientes el Ministerio de la Gobernacion”.

Por Real Orden de 3 de abril de 1839 se prescribían reglas para la instrucción de
los expedientes de indulto que vendrá a ser comunicada por la Circular de la
Dirección de 16 de mayo siguiente. Era como sigue: “Con el objeto de obtener la uni-
formidad que facilita el mejor despacho de los negocios de una misma clase, y para
conocer las diferentes circunstancias que deben influir en la resolucion de las solici-
tudes y propuestas de indultos, se ha servido S.M. disponer lo siguiente: 1º. Los infor-
mes ó propuesta de los Tribunales relativos á indultos deberán expresar la edad, pro-
fesion, conducta anterior, estado y modo de vivir ó fortuna de los reos, manifestando
en el caso de ser padres de familia los individuos de que ésta se compone y la asis-
tencia que de aquel recibían, cuya circunstancia se expresará tambien respecto de los
reos que aun siendo solteros mantenían á sus padres, hermanos ó parientes. 2º.
Tambien se expresará en cuanto sea posible la calidad del delito, la parte que haya
tenido el reo en su perpretacion, las circunstancias agravantes y las atenuantes, el
tiempo que llevase de prision y de rematado, y su condena posterior al delito. 3º. Los
informes que dieren los Tribunales á la Direccion general de presidios y á los Jefes
políticos, contendrán las mismas circunstancias que van expresadas. 4º. La Direccion
general de presidios remitirá a este Ministerio original ó copia á la letra, el informe
del Tribunal sentenciador, siempre que proponga algun indulto, rebaja ú otra gracia,
y además continuará enviando la hoja expresiva del ingreso, conducta y vicisitudes
del interesado en el presidio”.

Del mismo año, con fecha de 18 de mayo, se dictaba asimismo otra Circular de la
Dirección facilitando el derecho de los presidiarios a enviar instancias y agilizando
los trámites para tales gestiones. Así, se pretendía hacer cumplir la Real Orden de 3
de diciembre de 1838 que mandaba dar curso a todas las instancias de los confinados,
incluidas las relativas a la petición de indultos, y así se recomendaba “hacer cumplir
á los Comandantes de los presidios (…) esta resolucion de S.M., mandando asimis-
mo se de conocimiento de ella á los confinados, y se fije en el cuartel una copia de
los artículos de la Ordenanza general del ramo, en que se señalan la época y casos en
que es permitido á los penados implorar de la piedad de S.M. las gracias y perdones,
á que se hagan acreedores con su buena conducta y arrepentimiento”.

Por Real Orden de 5 de abril de 1840 se declaraba que los Tribunales de Guerra
deben hacer, conforme al artículo 2º del Real decreto de 16 de abril de 1836, la decla-
ración que corresponda en los expedientes que les remitan los Jefes políticos sobre
indultos de confinados. Se tomaba esta resolución para evitar las dilaciones y perjuicios
que ocasionaba a los confinados la resistencia de los Tribunales militares que los sen-
tenciaron a tramitar la aplicación del indulto, por entender que correspondía a la juris-
dicción ordinaria, por no gozar del fuero de Guerra tales confinados al pertenecer a un
presidio civil. Por ello, la Real Orden venía a “declarar extensivo á todos los reos sen-
tenciados por Tribunales militares el último Real decreto, a fin de que hagan la decla-
racion que corresponde cuando los Jefes políticos les remitan expediente al efecto, por
ser así expresamente mandado en el artículo 2º del Real decreto de 16 de abril de 1836”.
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Por Real Orden de 18 de julio de 1840, esta vez del Ministerio de Gracia y Justicia,
se establecían formalidades para la tramitación de los expedientes sobre rebajas e
indultos apuntando el mecanismo en caso de sujetos reincidentes. Así, se transcribe la
interesante exposición motivadora de la disposición: “Concedido á la Corona el dere-
cho de mitigar el rigor y severidad de las leyes en favor de la inexperiencia, de sus
excesos, del pundonor y de otras causas que no anunciando la depravacion de la
voluntad, dejan esperanza al arrepentimiento, apenas podría esperarse que una vez
aplicada esta incomparable prerrogativa no surtiese sus naturales resultados. La expe-
riencia ha enseñado sin embargo que hay hombres por desgracia que no obtienen el
indulto sino para delinquir de nuevo con más arrojo y confianza, frustrando así á la
vez los efectos de la justicia y los de la clemencia. Para la reparacion de este abuso se
ha adoptado en este Ministerio de Gracia y Justicia de algun tiempo á esta parte, tanto
en los indultos generales como en los particulares, cuando la índole del delito así lo
reclama, la fórmula constante de «reincidiendo en delitos de igual género se entienda
no concedida la Real gracia». Los efectos de este rigor saludable no serán ciertos ni
seguros si no se reduce á ejecucion el valor de esta fórmula, estableciendo su cumpli-
miento la competente inspeccion fiscal, y haciendo que indefectiblemente al que con
su reincidencia manifieste tener en poco los efectos de la Real clemencia, destruyen-
do al propio tiempo las prevenciones de arrepentimiento por el rigor de la Justicia
cumpla el resto de su condena como si no hubiese sido indultado. Todavía hay otro
medio de eludir el rigor de la Justicia, inutilizando los efectos de lo sentenciado. Unas
veces por un disimulo perjudicial; otras por fraude de parte de los reos, y otras á favor
de circunstancias que relevan de culpabilidad directa, pero que no por eso es menor el
perjuicio á la causa y vindicta pública; los rematados pasan largo y á veces todo el
tiempo en las cárceles y aun en sus casas, sin ir á cumplir sus condenas, ó vuelven de
su destino apenas entrados en él sin indulto ni autorizacion en completa forma. 

En su consecuencia, S.M. la Reina Gobernadora se ha servido acordar las preven-
ciones siguientes: 1ª. Que por regla general no se eleven á su Real consideracion pre-
tensiones sobre indultos particulares sino despues de haber recaido sentencia que
cause ejecutoria. 2ª. Que para todo indulto particular se oiga al Tribunal sentenciador,
aun cuando los rematados se hallen ya cumpliendo su condena. 3ª. Que los informes
se evacuen siempre con anuencia del Fiscal. 4ª. Que de todo indulto se dé conoci-
miento á los Regentes, por su medio á los Ficales y por el de éstos á los Promotores.
5ª. Que la Secretaría del Despacho de mi cargo, los Fiscales y Promotores abran un
registro, en el que adoptando la forma alfabética ó cualquiera otra que facilite sin dila-
cion ni dispendios el hallazgo de las noticias y datos que se reclaman, consten los
nombres y circunstancias de los sentenciados en el Tribunal, y los indultos concedi-
dos, con la nota de reincidencia en su caso. 6ª. Que á este efecto en los indultos gene-
rales se de una noticia nominal de los indultados á los Fiscales y por éstos á los pro-
motores, para cuyo fin y demás efectos convenientes la Direccion de presidios remi-
tirá estados personales á este Ministerio de mi cargo. 7ª. Que por medio de estos
registros los Fiscales y Promotores al tiempo de acusar en las causas criminales, y al
evacuar los primeros el informe sobre indulto, manifiesten si el reo ha sido antes
indultado, y de qué delito. 8ª. Que los Tribunales al remitir los estados de semestre y
datos estadísticos que les están mandados, expresen el número de reincidentes. 9ª.
Que los reincidentes cuyo delito hubiese sido concedido con la cláusula arriba indi-
cada, además de la pena á que se hayan hecho acreedores, sufran la parte de condena

El presente de la ejecución penitenciaria

– 67 –



de que fueron indultados, como si no lo hubiesen sido. 10ª. Que los Fiscales y
Promotores ejerzan especial vigilancia para que no sean eludidos fraudulentamente
los efectos de las sentencias, como no sin frecuencia sucede, ya permaneciendo los
rematados en las cárceles, y aun en sus casas por mucho tiempo sin marchar á sus des-
tinos, ya volviendo de éstos antes de tiempo sin licencia ni autorizacion en toda regla,
en cuyos casos es la voluntad de S.M. ejerzan los Fiscales y Promotores toda la seve-
ridad de su encargo, pidiendo lo que convenga en justicia, ó representando á S.M. lo
conveniente por este Ministerio de mi cargo”.

No obstante, la anterior disposición no llegaría al año de vigencia por cuanto por
resolución de igual rango y ministerio, de 8 de marzo de 1841, se mandaba dejar sin
efecto la de 18 de julio anterior sobre indultos. Se resolvía entonces que habían de
continuar a cargo del Ministerio de Gracia y Justicia “la direccion ó curso de las peti-
ciones de indulto segun la naturaleza y circunstancias de cada caso particular”.

Por Real Orden de 27 de mayo de 1842, del Ministerio de la Guerra, dirigida al
Secretario del Tribunal Supremo de Marina y Guerra, se mandaba no cursar las soli-
citudes de indulto que las Autoridades seguían dando curso y remitiendo a tal tribunal.

La búsqueda del arrepentimiento real y no presunto se hace filtrando los supuestos
por medio de exigencias más rigurosas. Así, por Real Orden de 28 de marzo de 1845,
del Ministro de Gracia y Justicia, dirigida al de Gobernación, se declaraba que corres-
ponde a aquel Ministerio el despacho de los expedientes sobre indulto a confinados,
habiéndose de remitir, conjuntamente, los informes de las Audiencias. La justificación
para exigir el acompañamiento de tales informes era como sigue: “no siendo las prue-
bas de arrepentimiento dadas por el reo las únicas que han de inclinar el ánimo de S.M.
á la concesion de la gracia, conviene sobremanera examinar los méritos de la causa y
calidad del delito, con las circunstancias que le acompañaron; porque sólo así puede
formarse una idea exacta acerca de la gravedad del crímen y de las tendencias del
delincuente; datos muy precisos para conocer si el arrepentimiento es ó no sincero.
Estas observaciones convencerán á V.E. de que los Tribunales sentenciadores deben
ser oidos en todos los casos, y tambien de que si á ellos corresponde juzgar y hacer que
se ejecute lo juzgado, al Ministerio de mi cargo, de quien los mismos dependen inme-
diatamente, toca proponer las concesiones de rebajas é indultos, puesto que con éstos
se disminuye la pena y se dispensa el cumplimiento de la sentencia judicial. Y habién-
dose enterado de estas razones la Reina nuestra Señora, se ha servido, de conformidad
con el parecer del Tribunal Supremo, mandarme diga á V.E., como de Real órden lo
ejecuto, que se acompañen á los expedientes de rebajas é indultos los informes de las
Audiencias, y que al Ministerio de mi cargo corresponde darla cuenta así de estos
expedientes, como de los que se instruyan para el alzamiento de retención”.

Por Real Orden de 3 de mayo de 1845, de Gobernación, comunicando la expedi-
da por el Ministerio de Hacienda de 23 de abril anterior, se mandaba que no se cur-
saran solicitudes que no se hallaren escritas en papel del sello 4º.

Seguía en la práctica una vieja discordancia procedimental interministerial, que se
había intentando solventar en el pasado, por Reales órdenes citadas supra de 14 de
junio y 10 de julio de 1836, y que diez años después subsistía cuando había de dic-
tarse la Real Orden de Gobernación de 6 de julio de 1846 ante la queja del Director
general de presidios y casas-galeras de no serle notificada por Gobernación los indul-
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tos y rebajas que se concedían por cualquiera Secretaría de despacho, por lo que se
volvía a mandar que se comunicaran a ese Ministerio todas las gracias que por los
otros se concedieran a presidiarios.

En el ámbito militar se dictaba la Real Orden de 12 de marzo de 1847, del Ministerio
de la Guerra, declarando que no debían entregarse a las autoridades militares los confi-
nados del ramo que después tuvieran que extinguir tiempo de su empeño en las armas,
hasta que el Tribunal de Guerra hubiera hecho una declaración de indulto.

Más tarde, por Gobernación se dictaba la Real Orden de 25 de octubre de 1847,
dictando disposiciones para la ejecución del Real decreto de 20 de octubre de 1847,
por el cual se suprimía la Dirección de presidios. En la prevención 8ª se determinaba
que los Jefes políticos instruyeran a partir de entonces los expedientes de indulto, ade-
más de los de rebajas, premios y alzamientos de retención; “y una vez llenados los
requisitos que están prevenidos para la formación de esta clase de expedientes, los
remitirán al Director de correccion para que se proponga por este Ministerio a S.M.
la resolucion que corresponda”.

De unos días más tarde, del 31 de octubre del mismo año, es la Real Orden diri-
gida al Ministro de Gracia y Justicia, mandando que, “para poder aplicar sin dilacion
las gracias de indulto que por ese Ministerio se conceden á confinados, sería oportu-
no expresar en las órdenes de concesion el presidio á que los interesados correspon-
den; porque existiendo en los diferentes establecimientos del Reino muchos confina-
dos de un mismo nombre y apellido, aquella omision produce con frecuencia dudas
difíciles de resolver sobre quienes son los agraciados, é interin se averigua sufren las
órdenes de S.M. retraso en su ejecucion”.

El Código penal de 1850 introdujo diversos preceptos relativos al indulto siguien-
do la línea iniciada en el Código de 1822, y seguida en el cercano de 1848 habiéndo-
se de mencionar, por su novedad, en primer término, el artículo 2º, del Título y
Capítulo primeros, que adicionaba a la redacción de 1848 un tercer párrafo trascen-
dente cuando disponía: “No serán castigados otros actos ú omisiones que los que la
ley con anterioridad haya calificado de delitos ó faltas. En el caso de que un Tribunal
tenga conocimiento de algun hecho que estime digno de represion y no se halle pena-
do por la ley, se abstendrá de todo procedimiento sobre él, y expondrá al Gobierno las
razones que le asisten para creer que debiera ser objeto de sancion penal. Del mismo
modo acudirá al Gobierno exponiendo lo conveniente, sin perjuicio e ejecutar desde
luego la sentencia, cuando de la rigurosa aplicacion de las disposiciones del Código
resultare notablemente excesiva la pena, atendidos el grado de malicia y el daño cau-
sado por el delito”. Último párrafo al que hacía referencia en el mismo cuerpo legal
el artículo 76 para contrarrestar cuando fuere preciso los efectos desfavorables del
concurso real de delitos con estos términos: “Al culpable de dos ó mas delitos ó fal-
tas se le impondrán todas las penas correspondientes á las diversas infracciones, sin
perjuicio en el primer caso de lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 2º”. 

Al respecto, el principal comentarista de aquél Código, entendía que “el precepto
añadido es humano, y de ninguna suerte se opone á la justicia. Toda vez que la auto-
ridad judicial no deje de aplicar la ley ni de dictar sentencia con arreglo a ella, ningun
mal puede señalarse de que llame la atencion del Gobierno cuando esa aplicacion le
pareciere demasiado dura. El Gobierno verá –caso de encontrar justo aquel dictámen
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de los tribunales- si es que la dureza resulta de la teoría general y exige una modifi-
cacion en el Código, ó si es que trae su causa de circunstancias accidentales, indivi-
duales, que solo hacen legítimo un indulto ó conmutacion de la pena en aquel caso.
Precisamente porque eso puede suceder, es por lo que tienen los monarcas la facultad
de perdonar y de mitigar los castigos”127.

El mismo cuerpo punitivo regulaba en el artículo 45 los caracteres del indulto en
relación con la rehabilitación del penado. Así se disponía: “La gracia de indulto no
produce la rehabilitacion para el ejercicio de los cargos públicos y derechos políticos,
ni exime de la sujecion a la vigilancia de la autoridad, si en el indulto no se conce-
diere especialmente la rehabilitacion ó exencion, en la forma que se prescriba en el
Código de procedimientos”. Ante esta referencia normativa, y para atender al vacío
que supondría el no haberse promulgado un Código de procedimiento, señalaba
Pacheco: “¿Quiere decir esto último que en tanto que ese Código no se publique
habremos de permanecer sin ese género de indultos? – De ningun modo. La facultad
de conceder éstos es una de las que las leyes han de regular, segun previene la
Constitucion; pero no por eso, mientras no la regule, ha de carecer el Soberano de tan
importante prerogativa. Sin el poder de conmutar y perdonar las penas, la justicia cri-
minal es una terrible y espantosa institución. Así, ha sucedido con ese poder lo que
con todos los que son necesarios: proclamado el principio, existieron desde luego; y
á falta de leyes reguladoras, los ordenó el buen sentido con una especie de jurispru-
dencia. Los indultos se han verificado y se verifican todos los dias; y cuando son bas-
tante ámplios y generosos nos ofrecen el único medio actual de rehabilitarnos”.

Por Real Orden de Gobernación, dirigida al Ministro de Gracia y Justicia, de 30
de junio de 1849, se venía a explicar el sentido de la prevención 8ª de la Real Orden
de 25 de octubre de 1847 sobre expedientes de alzamiento de retenciones, concesión
de indultos, premios y rebajas, ante la aclaración pedida por Gracia y Justicia “en
atención á que su dispositiva no se encuentra al parecer en armonía con lo acordado
en el Real decreto de 16 de abril de 1836, que al paso que establece que los expe-
dientes de alza de retencion se instruyan y resuelvan por el Ministerio de la goberna-
ción, previene también que los concernientes á premios, rebajas é indultos lo sean por
el de Gracia y Justicia”. La resolución al respecto la explica el Conde de San Luis,
Ministro de Gobernación, como sigue: “desde que se expidió la citada Real órden de
25 de Octubre de 1847, ninguna de las disposiciones del Ministerio de mi cargo han
alterado en manera alguna lo prevenido en el expresado Real decreto de 16 de abril
de 1836. Estableciese en aquella que los Jefes políticos instruirán en lo sucesivo los
expedientes de rebajas, premios, indultos y alzamientos de retenciones, y que una vez
llenados los requisitos prevenidos para la formacion de esta clase de expedientes, los
remitirán al Director de Correccion para que se proponga por este Ministerio la reso-
lucion que corresponda. Por consiguiente, las facultades concedidas en esta disposi-
cion á los Jefes políticos se limitan á la mera instruccion de los expedientes, y en su
vista el Ministerio de la Gobernacion somete a la aprobacion de S.M. la resolucion
que juzga conveniente, la cual es definitiva en todos aquellos casos en que con arre-
glo al referido Real decreto, corresponde se haga por este Ministerio la declaracion

127 Cfr. PACHECO, J.F.: El Código penal concordado… ob. cit., p. 87 (y en moderna edición por Téllez Aguilera,
con estudio preliminar y anotaciones, Madrid, 2000, p. 115).



de la gracia, y otras veces se concreta á proponer que los expedientes pasen para la
expresada resolucion definitiva al Ministerio de Gracia y Justicia ó al de la Guerra,
segun el Tribunal que hubiese pronunciado la sentencia”.

Asimismo, por Real Orden de 29 de julio de 1851, se declaraba el resultado del dic-
tamen emitido el 25 de junio del mismo año por las Secciones de Gobernación y Gracia
y Justicia del Consejo Real, mandando que el tiempo de una segunda condena, cuando
el penado es indultado de otra primera, empiece a contarse desde la fecha del indulto.

La descoordinación entre ministerios a este respecto se hacía patente cuando se
hubo de dictar la Real Orden de Gobernación de 7 de enero de 1854, mandando que
no se diera curso por el Ministerio de la Gobernación, cuando no fueran propuestas por
el mismo, a las concesiones de premios, indultos especiales y rebajas de penas impues-
tas por Tribunales aforados. Se dirigía así la disposición al ministro de la Guerra, resol-
viendo ante el problema de que “a pesar de lo dispuesto en estas y en otras Reales órde-
nes se han promovido expedientes por el Ministerio del digno cargo de V.E., y se han
concedido rebajas que entorpecen y complican la marcha regular del servicio de pre-
sidios, que dificultan su cumplimiento, y que por lo mismo perjudican á los interesa-
dos á quienes S.M. se digna favorecer, puesto que por los trámites prevenidos y por el
conducto regular podían conseguir igual gracia sin pérdida de tiempo”.

La Ley de 17 de agosto de 1860, organizando el Consejo de Estado, establecía
entre sus competencias la de informar acerca de los indultos generales y particulares.
Así, respecto a los primeros, en su artículo 45 se decía: “El Consejo de Estado será
oído necesariamente en pleno: 7º. Sobre indultos generales”. Y en relación con los
indultos particulares, el artículo 48 establecía: El Consejo será oído en Secciones: 1º.
Sobre los indultos particulares que no sean acordados en Consejo de Ministros”. Esta
prevención resultaba inaplicable diez años más tarde, cuando tras promulgarse la Ley
de 18 de junio de 1870, se establecía que todos los indultos habían de acordarse en
Consejo de Ministros.

Una breve e instructiva síntesis del recorrido histórico de la Institución del Indulto
y de sus anomalías recoge la Exposición del Real Decreto de 7 de diciembre de 1866,
que si bien derogado en 1870, de la mano del ministro Arrazola, se explica como
sigue: “las leyes recopiladas modificaban ya la aplicacion de la prerrogativa, exi-
giendo para ella el perdon de la parte ofendida y ordenando a los ejecutores de los
perdones reales, que nunca entendieran que el Soberano indultaba en los casos de
aleve traicion ó muerte segura. Más tarde se cohibía el abuso de peticion, prohibien-
do al penado pedir indulto hasta haber cumplido la mitad del tiempo de su condena;
y se declaraban asimismo excluídos en los indultos generales los delitos graves casi
en totalidad y las reincidencias. 

Grande es la fuerza de tan autorizados antecedentes por lo que son en sí y por las
épocas á que algunos se remontan; pero todavía es indispensable fijar la atencion en
que, después del régimen representativo, este justo temperamento se ha elevado á
principio constitucional, y por todas nuestras Constituciones políticas compete á la
Corona, sí, indultar á los delincuentes, pero con arreglo á las leyes. 
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Y estas leyes, por justo respeto á la Corona, por temor á no lastimar á la más alta
de sus prerrogativas, se han mandado formar varias veces; pero se esperan todavía, si
bien el Código penal128 ha iniciado el desenvolvimiento del principio constitucional. 

No entra en el ánimo del Ministro que suscribe continuar esta ardua tarea sin el con-
curso del Poder legislativo, pero cree que puede y debe aconsejar á V.M. algunas for-
malidades y restricciones en la ritualidad y tramitacion del ejercicio de la prerrogativa
que conciliándola, como es de necesidad, con la pública conveniencia y con la justicia,
la dejen intacta en su esencia; restricciones y modificaciones que autorizadas inmedia-
tamente por V.M., no puede parecer que irroguen a la misma el menor menoscabo. 

Pero como tampoco debe sufrirlo la excelsa también y de todos protectora prerro-
gativa de la justicia, sería en vano querer disimilar los embarazos, y hasta la desauto-
rizacion á veces en la administracion de ella, á causa de lo inordenado de las peticio-
nes y propuestas de indulto, lo cual, si no estuviera ya en la conciencia de todos, de
aquellos especialmente que son capaces de comprender la social importancia en la
perseverante aplicacion de lo juzgado y sentenciado, bastarían á demostrarlo sólo
algunos ejemplos. 

No es menos notable y perjudicial el de la ya generalizada peticion de indultos á
prevencion, ó de penas aun no ejecutoriadas. Alguna vez, podrá ser conveniente en
este punto una excepcion, como lo es en su caso, una amnistía que corta y previene
todo juicio; pero no debe ser esa la regla general. Y el abuso llega á tal punto, que no
sólo pendiente la tercera instancia ó la segunda, sino la primera y aun sin concluir el
sumario, se solicita el indulto, ó desde luego, ó para cuando se imponga la pena, como
si el fin del indulto fuera, no ya sustraer la pena, sino aun el juicio. 

Debe suponerse que tal sistema no entibiaría en los Jueces y Tribunales, ni en el
Ministerio fiscal, el saludable rigor del procedimiento; pero es preciso reconocer que
el sistema es tal, que podría hacerlo, y que en todo caso, es perturbatorio del orden de
la justicia pues turba y elude y hace ineficaz la parte correctoria de la prision y moles-
tias del proceso; motivos de temor pundonoroso, que bastan para retraer de delinquir
á personas de determinadas clases, tanto como á otras de pena ejecutoriada. Y en todo
caso, una cosa es cierta y es, que los que puedan contar con eludir la encausacion y
en todo evento, no ya la penalidad, sino aun el baldon de una sentencia condenatoria
ejecutoriada, no pueden ver en la legislacion penal el freno saludable, la advertencia
muda, pero imponente que en ella la sociedad ha querido para todos. 

No es menos opuesta á la conveniencia y á la justicia la práctica de los indultos gene-
rales; no entendiendo por tales precisamente los de multitud, sino los de multitud no
motivados, no fundados en hechos personales plausibles y meritorios, examen que hace
descender para la aplicacion de la gracia á la conducta y hechos individuales de los pena-
dos, en cuyo caso el indulto, con forma general ó colectiva, es individual. Una brigada
de penados, ó muchas, un presidio entero, puede tomar parte con riesgo de las propias
vidas, en un lance comprometido de guerra, en una campaña gloriosa, como la reciente
todavía de Africa, en precaver los estragos de un naufragio, de un incendio ó de una
inundacion: el presidio entero, todos los que han tomado parte pueden ser indultados sin

128 Entiéndase se hace mención al Código penal de 1850



contravencion á la conveniencia pública ni á la justicia. No así cuando el motivo de la
gracia es independiente de la voluntad del penado; faustos sucesos, por ejemplo, repeti-
dos cada año, y varias veces en él, y con que el criminal contaba, ó puede contar de ante-
mano, para medir la duracion real de su pena, y la probabilidad de eludirla. Estos indul-
tos ha empezado á rechazarlos justamente la doctrina. En los proyectos de legislacion
penal presentados a los Cuerpos colegisladores, se ha propuesto su supresion, y acaba-
rán por ser abolidos, á lo cual tiende el adjunto proyecto de decreto.

Al lado de estos abusos viene levantándose otro y ha llegado á hacerse como ordi-
nario, sin implicar menos la conveniente libertad judicial y la accion del Gobierno,
por más que se funde en un sentimiento plausible; es el de peticiones corporativas ó
colectivas de indulto, y como en masa,  no por los encausados, ó los penados ó sus
parientes, sino por personas extrañas, por gremios ó clases, y á veces por
Corporaciones oficiales, autoridades y empleados del Gobierno, en cuyo extremo el
abuso merece mayor atencion. Exígela también otra práctica fundada asimismo en
plausible fin, pero en orden judicial poco conveniente, ya que no de perjudicial efec-
to. Tal es la de pedir y mandarse, pendiente un proceso grave, que si en él recae sen-
tencia de muerte se suspende la ejecucion, dando cuenta a V.M. y debiendo esperar-
se Real resolucion. Nada más loable que el sentimiento de clemencia que ha dado ori-
gen á esta práctica; pero no es dado desconocer, y es más prudente adivinar que expli-
car, la situacion de ánimo que el regio mandato ocasiona de necesidad, ó por lo menos
es capaz de ocasionar en los Jueces.

Por otra parte, después de mandar suspender la ejecucion de una sentencia de
muerte, ni la humanidad ni la clemencia, aunque la justicia exija otra cosa, permiten
ya, ó permiten apenas rehusar el indulto; pues que el rehusarlo, en tal caso, viene
como á duplicar la horrible acerbidad de la pena de muerte.

La mencionada práctica ha empezado á ser sustituída, y conviene que lo sea, por
otra más adecuada, para lo cual da facilidad la generalizacion de las líneas telegráfi-
cas, por cuyo medio la noticia de la sentencia ejecutoria y la Real resolucion sobre
indulto, pueden ser casi instantáneas, sin embarazar con la prevencion y dilacion el
orden de la justicia, ni duplicar la angustia del reo.

Es incongruente también, y debe corregirse la práctica de indultos de multas y cos-
tas ya satisfechas, defraudando así el derecho perfecto de un tercero; como es incon-
gruente y perjudicial la de admitir solicitudes de indulto de reos fugados de los
Establecimientos penales, juzgados en rebeldía, ó de otro modo sustraídos á la legítima
autoridad.

Como no menos inconveniencia ha caído como en desuso la saludable disposicion
de que, al menos en las penas graves, no pueda pedirse indulto antes que el rematado
haya cumplido la mitad ó una parte más ó menos considerable de su condena, con
irreprensible conducta además, circunstancia sobre que nunca debe dispensarse.

Otras muchas determinaciones eran necesarias en el arduo empeño de conciliar en
un todo la clemencia con la justicia, y que sólo podrán ser adecuadamente adoptadas
y autorizadas por una ley. Pero mientras así se verifica, sin perjuicio de otras deter-
minaciones propias del Poder ejecutivo, que puedan aparecer indispensables, el
Ministro que suscribe,…”.
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El Código penal de 1870 integraba en diversos preceptos cuestiones relativas a la
gracia del indulto. Así, se advierten tales previsiones en los artículos 2º, 24, 131, 132
y 213. El primero de los citados, reproduce la fórmula establecida tras la reforma de
1850, en un segundo párrafo del artículo 2º, como sigue: “Del mismo modo acudirá
al Gobierno, exponiendo lo conveniente, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sen-
tencia, cuando de la rigurosa aplicación de las disposiciones del Código resultare
notablemente excesiva la pena, atendidos el grado de malicia y el daño causado por
el delito”. En segundo término, en el Capítulo III, en relación con la duración de las
penas, el artículo 29 prescribía: “Los condenados á las penas de cadena, reclusion y
relegacion perpétuas y á la de extrañamiento perpétuo, serán indultados á los treinta
años de cumplimiento de la condena, á no ser que por su conducta ó por otras cir-
cunstancias graves, no fuesen dignos de indulto, á juicio del Gobierno”. De seguido,
el artículo 30 desvinculaba de lo dispuesto en el precepto anterior a las penas acce-
sorias, como sigue: “Lo dispuesto en el artículo anterior no tiene lugar respecto de las
penas que se imponen como accesorias de otras, en cuyo caso tendrán las penas acce-
sorias la duración que respectivamente se halle determinada por la ley”. El artículo
46 establece asimismo: “La gracia del indulto no producirá la rehabilitacion para el
ejercicio de los cargos públicos y el derecho de sufragio, si en el indulto no se con-
cediere especialmente la rehabilitacion”. 

Seguidamente, ejemplos de mala redacción y sistemática legislativa se advierten
para las penas perpetuas en los artículos 53 y siguientes, reiterando una fórmula inne-
cesariamente. Así en relación con las penas accesorias el siguiente artículo 53 esta-
blecía para la pena de muerte: “La pena de muerte, cuando no se ejecutare por haber
sido indultado el reo, llevará consigo la de inhabilitacion absoluta perpétua, si no se
hubiese remitido especialmente en el indulto dicha pena accesoria”. De igual modo,
el artículo 54, reitera lo anterior cuando disponía para las penas de cadena perpetua:
“(…). Aunque el condenado obtuviere indulto de la pena principal, sufrirá la de inha-
bilitacion perpétua absoluta, si no se hubiere remitido esta pena accesoria en el indul-
to de la principal”. Igualmente en el artículo 55 se prescribe, para la pena de reclu-
sión perpetua, que: “(…) llevará consigo la de inhabilitacion perpétua absoluta, cuya
pena sufrirá el condenado, aunque se le hubiere indultado de la principal, si en el
indulto no se le hubiere remitido aquella”. El artículo 94, 1ª, introducía una excepción
a lo dispuesto en el artículo 29 citado supra, cuando en la escala de penas, para con-
siderar cuál es inmediatamente superior a la exigida por el código y en tal supuesto
no hubiese pena o fuere la de muerte, se establecía que había de aplicarse: “Si la pena
determinada fuese la de cadena ó reclusion perpétuas ó inhabilitacion absoluta ó inha-
bilitacion especial perpétuas, las mismas penas, con la cláusula de que el penado no
goce del beneficio establecido en el art. 29 de este Código, sino á los cuarenta años”.
El artículo 131 del mismo Código, dispone al respecto: “Los que cometieren algún
delito ó falta después de haber sido condenados por sentencia firme no empezada á
cumplir ó durante el tiempo de su condena, serán castigados con sujeción á las reglas
siguientes: (…) 3ª. El penado comprendido en este artículo será indultado á los seten-
ta años si hubiere ya cumplido la condena primitiva ó cuando llegare á cumplirla des-
pués de la edad sobredicha, á o ser que por su conducta ó por otras circunstancias no
fuese digno de la gracia”. 
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Finalmente, el artículo 132 del Título VI relativo a la extinción de la responsabi-
lidad penal, dispuso: “La responsabilidad penal se extingue: (…) 3º. Por amnistía, la
cual extingue por completo la pena y todos sus efectos. 4º. Por indulto. El indultado
no podrá habitar por el tiempo por el tiempo que, á no haberlo sido, debería durar la
condena, en el lugar en que viva el ofendido, sin el consentimiento de éste; quedan-
do en otro caso sin efecto el indulto acordado”. En fin, el artículo 213, establece que
“Incurrirán también en las mismas penas, en sus respectivos casos: (…) 8º. El Jefe del
Establecimiento penal que retuviese á una persona en el establecimiento después de
tener noticia oficial del indulto ó después de haber extinguido su condena”.

Se dictaba la Ley de 18 de junio de 1870, autorizando al Gobierno para publicar
con carácter provisional varias leyes, entre la cuales se encuentra comprendida la del
ejercicio de la gracia del indulto. De seguido reproducimos la trascendente ley que en
palabras de García Valdés, “convertía las rebajas de condena en indulto”129.

El Ministro Eugenio Montero Ríos firmaba la culminante Ley Provisional de 24
de mayo-18 de junio de 1870 estableciendo reglas para el ejercicio de la gracia del
indulto que por su importancia y vigencia hemos querido transcribir íntegramente,
como sigue:

CAPÍTULO I. De los que pueden ser indultados. Artículo 1º. Los reos de toda
clase de delitos podrán ser indultados, con arreglo a las disposiciones de esta ley, de
toda o parte de la pena en que por aquéllos hubiese incurrido. Artículo 2º. Se excep-
túan de lo establecido en el artículo anterior: 1º. Los procesados criminalmente que
no hubieren sido aun condenados por sentencia firme. 2º. Los que no estuvieren a dis-
posición del Tribunal sentenciador para el cumplimiento de la condena. 3º. Los rein-
cidentes en el mismo o en otro cualquiera delito por el cual hubiesen sido condena-
dos por sentencia firme. Se exceptúa, sin embargo el caso en el que a juicio del
Tribunal sentenciador, o del Consejo de Estado, hubiese razones suficientes de justi-
cia, equidad o conveniencia pública para otorgarles la gracia. Artículo 3º. Lo dis-
puesto en el artículo anterior no será aplicable a los penados por delitos comprendi-
dos en los capítulos I y II, título II, libro II, y capítulos I, II y III, título III del mismo
libro del Código penal últimamente reformado. 

CAPÍTULO II. De las clases y efectos del indulto. Artículo 4º. El indulto podrá
ser total o parcial. Será indulto total la remisión de todas las penas a que hubiese sido
condenado, y que todavía no hubiese cumplido el delincuente. Será indulto parcial la
remisión de alguna o algunas de las penas impuestas, o parte de todas las en que
hubiese incurrido y no hubiese cumplido todavía el delincuente. Se reputará también
indulto parcial la conmutación de la pena o penas impuestas al delincuente en otras
menos graves. Artículo 5º. Será nula y no producirá efecto ni deberá ejecutarse por el
Tribunal a quien corresponda la concesión del indulto en que no se hiciese mención
expresa a lo menos de la pena principal sobre que recaiga la gracia. Artículo 6º. El
indulto de la pena principal llevará consigo el de las accesorias que con ella se hubie-
sen impuesto al penado, a excepción de las de inhabilitación para cargos públicos y
derechos políticos y sujeción a la vigilancia de la autoridad, las cuales no se tendrán

129 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit., p. 40



por comprendidas si de ellas no se hubiese hecho mención especial en la concesión.
Tampoco se comprenderá nunca en ésta la indemnización civil. Artículo 7º. Podrá
concederse indulto de las penas accesorias, con exclusión de las principales y vicever-
sa, a no ser de aquellas que sean inseparables por su naturaleza y efectos. Artículo 8º.
El indulto de pena pecuniaria eximirá al indultado del pago de la cantidad que aún no
hubiese satisfecho; pero no comprenderá la devolución de la ya pagada, á no ser que
así, se determinare expresamente. Artículo 9º. No se podrá conceder indulto del pago
de los gastos del juicio y costas procesales que no correspondieren al Estado; pero sí
de la pena subsidiaria que el penado insolvente hubiere de sufrir por este concepto.
Artículo 10º. Si el penado hubiere fallecido al tiempo o después de existir causas bas-
tantes para la concesión de su indulto, podrá relevarse a sus herederos de la pena
accesoria de multa, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 8º y 9º. Artículo 11º. El
indulto total se otorgará a los penados tan sólo en el caso de existir a su favor razo-
nes de justicia, equidad o utilidad pública, a juicio del Tribunal sentenciador y del
Consejo de Estado. Artículo 12º. En los demás casos se concederá tan sólo el parcial,
y con preferencia la conmutación de la pena impuesta en otra menos grave dentro de
la misma escala gradual. Sin embargo de lo dispuesto en el párrafo anterior, podrá
también conmutarse la pena en otra de distinta escala cuando haya méritos suficien-
tes para ello, a juicio del Tribunal sentenciador o del Consejo de Estado, y el penado
además se conformare con la conmutación. Artículo 13º. Conmutada la pena princi-
pal se entenderán también conmutadas las accesorias por las que correspondan, según
las prescripciones del Código, á la que hubiere de sufrir el indultado. Se exceptúa, sin
embargo, el caso en que se hubiese dispuesto otra cosa en la concesión de la gracia.
Artículo 14º. La conmutación de la pena quedará sin efecto desde el día en que el
indultado deje de cumplir por cualquiera causa dependiente de su voluntad la pena a
que por la conmutación hubiere quedado sometido. Artículo 15º. Serán condiciones
tácitas de todo indulto: 1ª. Que no cause perjuicio a tercera persona o no lastime sus
derechos. 2ª. Que el penado haya de obtener, antes de gozar de la gracia, el perdón de
la parte ofendida cuando el delito por que hubiese sido condenado fuere de los que
solamente se persiguen a instancia de parte. Artículo 16º. Podrán además imponerse
al penado en la concesión de l agracia las demás condiciones que la justicia, la equi-
dad o la utilidad pública aconsejen. Artículo 17º. El Tribunal sentenciador no dará
cumplimiento a ninguna concesión de indulto cuyas condiciones no hayan sido pre-
viamente cumplidas por el penado, salvas las que por su naturaleza no lo permitan.
Artículo 18º. La concesión del indulto es por su naturaleza irrevocable con arreglo a
las cláusulas con que hubiere sido otorgado. 

CAPÍTULO III. Del procedimiento para solicitar y conceder la gracia de indulto.
Artículo 19º. Pueden solicitar el indulto los penados, sus parientes, o cualquiera otra
persona en su nombre, sin necesidad de poder escrito que acredite su representación.
Artículo 20º. Puede también proponer el indulto el Tribunal sentenciador o el Tribunal
Supremo o el Fiscal de cualquiera de ellos, con arreglo a lo que se dispone en el párra-
fo segundo, art. 2º del Código penal, y se disponga además en las leyes de procedi-
miento y casación criminal. La propuesta será reservada hasta que el Ministro de
Gracia y Justicia con su vista decrete la formación del oportuno expediente. Artículo
21º. Podrá también el Gobierno mandar formar el oportuno expediente con arreglo a
las disposiciones de esta ley, para la concesión de indultos que no hubiesen sido soli-
citados por los particulares ni propuestos por los Tribunales de justicia. Artículo 22º.
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Las solicitudes de indulto se dirigirán al Ministro de Gracia y Justicia por conducto del
Tribunal sentenciador, del Jefe del establecimiento o del Gobernador de la provincia en
que el penado se halle cumpliendo la condena, según los respectivos casos. Artículo
23º. Las solicitudes de indulto, inclusas las que directamente se presentaren al Ministro
de Gracia y Justicia, se remitirán a informe del Tribunal sentenciador. Artículo 24º.
Este pedirá a su vez informe sobre la conducta del penado al Jefe del establecimiento
en que aquél se halle cumpliendo la condena o al Gobernador de la provincia de su
residencia, si la pena no consistiese en la privación de la libertad, y oirá después al
Fiscal y a la parte agraviada si la hubiere. Artículo 25º. El Tribunal sentenciador hará
constar en su informe, siendo posible, la edad, estado y profesión del penado, su for-
tuna, si fuere conocida, sus méritos y antecedentes, si el penado fue con anterioridad
procesado y condenado por otro delito, y si cumplió la pena impuesta o fue de ella
indultado, por qué causa y en qué forma, las circunstancias agravantes y atenuantes
que hubiesen concurrido en la ejecución del delito, el tiempo de prisión preventiva que
hubiese sufrido durante la causa, la parte de la condena que hubiere cumplido, su con-
ducta posterior a la ejecutoria y especialmente las pruebas o indicios de su arrepenti-
miento que se hubiesen observado, si hay o no parte ofendida, y si el indulto perjudi-
ca el derecho de tercero, y cualesquiera otros datos que puedan servir para el mejor
esclarecimiento de los hechos, concluyendo por consignar su dictamen sobre la justi-
cia o conveniencia y forma de la concesión de la gracia. Artículo 26º. El Tribunal sen-
tenciador remitirá con su informe al Ministro de Gracia y Justicia la hoja histórico
penal y el testimonio de la sentencia ejecutoria del penado, con los demás documen-
tos que considere necesarios para la justificación de los hechos. Artículo 27º. Los
Tribunales Supremo o sentenciador, que de oficio propongan al Gobierno el indulto de
un penado, acompañarán desde luego con la propuesta el informe y documentos a que
se refieren los artículos anteriores. Artículo 28º. El Ministro de Gracia y Justicia remi-
tirá después el expediente al Consejo de Estado para que la Sección de Gracia y
Justicia del mismo informe a su vez sobre la justicia, equidad o conveniencia de la con-
cesión del indulto. Artículo 29º. Sin embargo de lo dispuesto en los artículos anterio-
res, podrá concederse la conmutación de la pena de muerte y de las impuestas por los
delitos comprendidos en los capítulos I y II, título II, libro II, y capítulos I, II y III, títu-
lo III del mismo libro del Código penal últimamente reformado, sin oir previamente al
Tribunal sentenciador ni al Consejo de Estado. Artículo 30º. La concesión de los indul-
tos cualquiera que sea su clase, se hará en decreto motivado y acordado en Consejo de
Ministros, que se insertará en la Gaceta. Artículo 31º. La aplicación de la gracia habrá
de encomendarse indispensablemente al Tribunal sentenciador. Artículo 32º. La soli-
citud o propuesta de indulto no suspenderá el cumplimiento de la sentencia ejecutoria,
salvo el caso en que la pena impuesta fuese la de muerte, la cual no se ejecutará hasta
que el Gobierno haya acusado el recibo de la solicitud a propuesta del Tribunal sen-
tenciador”.

El 12 de diciembre del mismo año de 1870, el ministro firmante de la citada Ley pro-
visional del indulto dictaba una Orden dirigida al presidente del Tribunal Supremo, ante la
dudas que le plantearon de si permanecía vigente el artículo 12 del Real decreto de 7 de
diciembre de 1866, declarando que era derogado el mismo, e interpretando el artículo 32
de la Ley de 24 de mayo de 18 de junio de 1870. Así se disponía: “1º. Que la mencionada
Ley provisional derogó las disposiciones de dicho Real decreto, y, por consiguiente, las
contenidas en el art. 12, las cuales, como se indica en su párrafo segundo, tenían un carác-
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ter provisional, y mientras se establecía la casación criminal. 2º. Que al hablar el art. 32 de
la repetida Ley provisional de que no se ejecuten las penas de muerte hasta que el Gobierno
haya acusado el recibo de la solicitud o propuesta del Tribunal sentenciador, se entiende
que éste es la Sala del Supremo que conoce de los recursos de casación criminal, los cua-
les deben ser admitidos de derecho en esta clase de causas, debiendo, por tanto ejecutarse
las sentencias tan luego como la mencionada Sala devuelva los autos a la Audiencia para
ese efecto”.

Posterior es la Real Orden del Ministerio de la Guerra, de 3 de noviembre de 1871,
declarando que el defensor no puede solicitar indulto para su cliente.

De seguido, y por breve tiempo, se abolía la gracia del indulto por Ley de 9 de
agosto de 1873. El contenido y motivación de la disposición es como sigue: “Las
Cortes Constituyentes, en uso de su soberanía, decretan y sancionan la siguiente ley:
Artículo 1º. Queda abolida la gracia de indulto de las penas impuestas por toda clase
de delitos, a excepción de la de muerte. Artículo 2º. Los sentenciados a pena capital
podrán ser indultados de ella por una ley, a cuyo efecto se suspenderá en todo caso la
ejecución, y el Gobierno remitirá a las Cortes con grande urgencia para su resolución
los expedientes relativos a los procesados. Artículo 3º. Sin embargo de lo dispuesto
en los artículos anteriores, podrá concederse la conmutación de las penas perpetuas
conforme al art. 29 del Código. Artículo 4º. Quedan derogadas todas las disposicio-
nes que se opongan a la presente ley”.

No pasa un año cuando se reestablece la gracia por Decreto de 12 de enero de
1874, reinstaurando la ley reguladora de la gracia del indulto, como sigue: “El
Gobierno de la República decreta: Artículo 1º. Se restablece en toda su fuerza y vigor
la Ley de 18 de junio de 1870, para el ejercicio de la gracia de indulto, quedando en
su consecuencia derogada la de 9 de Agosto de 1873. Artículo 2º. El Ministro de
Gracia y Justicia reclamará con toda urgencia de la Comisión encargada del Congreso
de los diputados, los expedientes sobre indultos que obran en la Secretaría, para tra-
mitarlos con arreglo a las disposiciones de la ley restablecida, a la cual quedan igual-
mente sometidas todas las causas pendientes. Artículo 3º. El Gobierno dará oportu-
namente a las Cortes de lo dispuesto en este Decreto”.

Por Orden circular de 17 de febrero de 1874 se mandaba que a los expedientes de
indulto de pena capital se adicionara un extracto de lo que resultara de la causa. Ello
se resolvía en razón a que “al preparar los expedientes de indulto de pena capital que
se someten á la decisión del Consejo de Ministros, se ha observado por lo común falta
de datos bastantes á ilustrar el juicio y producir una resolución con las condiciones de
acierto y seguridad que asunto de esta naturaleza requiere (…), en el ejercicio del
derecho de gracia media una especie de juicio moral y de equidad, en el cual la mise-
ricordia templa los rigores de la ley, y la benignidad aprecia favorablemente circuns-
tancias y datos muchas veces extraños al hecho en sí, pero ligados íntimamente con
la persona del culpable, que no son ni pueden ser tomados en cuenta por quien des-
empeñe el oficio de Juez; circunstancias y datos que por lo mismo que no figuran
entre los antecedentes del recurso, aunque consten en el procedimiento ó se deduzcan
de sus antecedentes. Nótese mayormente este vacío en los veredictos del Jurado, que,
como Juez del hecho, no puede con su juicio ser consejero en los motivos de su deci-
sión. Así que, al apreciar el asunto, cuando la justicia ha resuelto, y sólo queda el
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remedio de la gracia, nacen gravísimos obstáculos de la deficiencia de medios que
indiquen al Poder Supremo si es llegado el momento de arrancar á la muerte una víc-
tima, ó consideraciones atendibles demandan que el fallo de la justicia se cumpla con
todo su rigor (…). Es, por tanto, indispensable en los procesos que dimanan del
Jurado, y muy convenientemente en los que sustancian ó terminan los Tribunales de
Derecho, según las antiguas leyes, ó de ellos procedan, mayor ilustración y más copia
de datos de los que se acompañan con el expediente de indulto (…). En su conse-
cuencia, el Ministro que suscribe, considera oportuno que á dichos expedientes se
agregue siempre un extracto de la resultancia del proceso, hecho bajo la responsabi-
lidad del Secretario de Sala ó del Tribunal del Jurado que actuase en cada causa, y
visado por el Presidente del Tribunal respectivo. De este modo se completarán los
antecedentes, y el Gobierno podrá aspirar al mejor acierto en sus resoluciones”.

Le sigue la Real Orden de 8 de septiembre del mismo año de 1874, para el ámbi-
to militar, y relativa, esta vez, a la deducción del tiempo y antigüedad en el Ejército
en caso de indulto. Así se resolvía que para los indultados “no se les descuenten en el
servicio y en la antigüedad en su empleo más tiempo que el de la prisión sufrida”.

Seguidamente se dicta por el Ministerio de Gracia y Justicia, el Real Decreto de 15
de marzo de 1875, aplicando el artículo 2º del Código penal, a un caso concreto por
ser excesiva la pena tras elevarse al Ministerio de Gracia y Justicia por la Sección auxi-
liar de la Sala de lo criminal de la Audiencia de Madrid proponiendo, en virtud de lo
dispuesto en el artículo 2º del Código penal la reducción de la prisión correccional”.

También de la jurisdicción militar se dicta la Real Orden de 3 de junio de 1875,
determinando el Centro competente para tramitar el indulto de los penados por la
jurisdicción militar. Se resolvía declarando que correspondía única y exclusivamente
al Ministerio de la Guerra, “proponer á S.M. la resolución de los expedientes de
indulto relativos á los penados de todas clases por los Tribunales militares, tanto en
la Península como en Ultramar”.

En tal camino evolutivo de la institución gracial, la legislación constitucional
incorpora en la propia Carta Magna de 1876 un precepto relativo a la gracia del indul-
to. Así, en la Constitución de la Monarquía de aquel año se establece en el artículo 54
que corresponde al Rey: “Tercero. Indultar á los delincuentes con arreglo a las leyes”.

La buena conducta de los penados, en orden a la posibilidad de concesión de la
gracia del indulto, se advierte en términos muy cercanos a las exposiciones más
recientes, igualmente en la Real Orden de 31 de enero de 1882, por la que se aproba-
ba el Reglamento para el régimen interior de la penitenciaría de Alcalá de Henares,
que en su artículo 25, apartado 5º, establecía que, como estímulo a la buena conduc-
ta de las penadas, podía proponerse “á la Dirección General para que ésta lo haga al
Gobierno, la que considere digna de disminución de condena por conducta constan-
temente ejemplar”.

Se dictaría más tarde, “para evitar entorpecimientos que pudieran ocurrir en los
casos urgentes de indulto por falta de aviso de las Autoridades ú otras causas impre-
vistas ocasionadas en las líneas telegráficas”, una Real Orden de 24 de septiembre de
1884, disponiendo que cuando estuviera señalada la pena de muerte, el Capitán gene-
ral del distrito en que deba verificarse lo participará al Director de la Sección de
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Telégrafos de la provincia de que dependa la estación, para que ésta esté abierta
durante las cuarenta y ocho horas antes del cumplimiento de la sentencia.

En la Instrucción de 25 de octubre de 1886, en su disposición decimosexta, en una
mecánica procedimental cercana a la actualidad, se preveía el otorgamiento de notas
favorables en el expediente, para que surtan sus efectos en el de indultos. La propia dis-
posición venía a indicar que “los vales de recomendación no podrán ser más de dos por
semana, y para que por ellos se conceda a un penado la preferencia establecida en el
número anterior habrán de exceder de 50. La notas favorables en el expediente no se
extenderán sino cuando el número de vales llegue a 100, sin perjuicio de que se pueda
hacer mención de los que tuviese cada corrigendo, cuando se reclamaren informes de
su conducta”.

En el ámbito castrense el Código penal de la Marina de Guerra, de 1888, explici-
taba en su artículo 87, párrafo 2º, una suerte de conmutación para las penas perpetuas
como sigue: “En ningún caso podrán imponerse las que pasen de cuarenta años de
privación de libertad, computándose para este efecto en treinta la duración de las
penas perpetuas de esta naturaleza”. Este Código tendrá vigencia hasta que se regu-
laron las instancias de indulto en los artículos 418-422 de la Ley de Enjuiciamiento
Militar de la Marina de 1920.

Posterior, la Ley Electoral de 26 de junio de 1890 establecía en su artículo 106:
“No se dará curso por el Ministerio de Gracia y Justicia, ni se informará por los
Tribunales, ni por el Consejo de Estado, solicitud alguna de indulto en causa por deli-
tos electorales sin que conste previamente que los solicitantes han cumplido por lo
menos la mitad del tiempo de sus condenas en las penas personales y satisfecho la
totalidad de las pecuniarias y las costas. Las Autoridades y los individuos de
Corporación de cualquier orden ó jerarquía que infringieren esta disposición dando
lugar á que se ponga á la resolución del Rey la solicitud de gracia, incurrirán en la
responsabilidad establecida en el art. 369 del Código penal. De toda concesión de
indulto dará conocimiento el Gobierno á la Junta central del Censo”.

Del mismo año, el Código de Justicia militar incorporaba diversos preceptos rela-
tivos a la competencia para otorgar indultos y a las instancias de indulto preceptivas.
Así el Art. 28.16 establecía que correspondía al Capitán General del distrito “aplicar
los indultos generales y amnistías que se dicten por el Ministerio de la Guerra, á los
que hubieren sido juzgados y sentenciados ejecutoriamente por los Tribunales depen-
dientes de su jurisdicción, é informar sobre las peticiones de indulto especial de los
mismos”. Igualmente, el artículo 87 establecía otra competencia como sigue: “Es
también de la competencia del Consejo (Supremo) reunido, constituído en Sala de
Justicia: 3º. Aplicar las amnistías é indultos generales é informar sobre las peticiones
de indulto ó conmutación de pena respecto de las personas contra quienes hubiere
dictado sentencia condenatoria”. Asimismo el artículo 92 decía: “Corresponde á la
Sala de justicia: 8º. Aplicar en las causas que hubiere fallado, las amnistías é indultos
generales. 9º. Conocer de los recursos que eleven al Consejo las partes interesadas,
sobre la aplicación que hubieren hecho de dichas gracias los Tribunales ó autoridades
inferiores. 10. Evacuar los informes que se pidan por el Gobierno, para la concesión
de indultos particulares o conmutaciones de penas”. Mas adelante en la normativa, el
artículo 199 establecía: “Los efectos de las penas no serán materia de indulto, una vez
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extinguidas las principales de que se derivan”. También el artículo 378 disponía una
imposibilidad parta el defensor del reo: “El defensor intervendrá en las actuaciones
del plenario y deberá ser citado por el Juez instructor para su asistencia á las mismas.
Podrá comunicarse con su defendido siempre que lo crea necesario y practicar, en el
desempeño de su misión, cuantas gestiones legales estime convenientes, á excepción
de solicitar la gracia de indulto”. 

En materia de instancias, los artículos 692 a 696 regularon el procedimiento de
presentación de las instancias de indulto dirigidas al Ministerio de la Guerra. Como
sigue: “Art. 692. Las instancias que se eleven a S.M. en solicitud de indulto, se diri-
girán al Ministerio de la Guerra por conducto de la autoridad judicial, en cuyo distri-
to se hubiese fallado el proceso. Art. 693. Dicha autoridad reclamará la hoja históri-
co-penal del interesado é informe sobre la conducta del mismo al Jefe del
Establecimiento en que se halle extinguiendo la condena. Si se tratare de penas espe-
ciales que sean objeto de la gracia de indulto se pedirá el referido informe á los Jefes
de los Cuerpos respectivos. Art. 694. Con estos documentos y la causa ó anteceden-
tes del interesado, la autoridad judicial pasará á dictamen del Auditor el asunto, cuyo
funcionario lo evacuará, haciendo constar, siendo posible, la edad, estado y profesión
del penado; sus méritos y antecedentes; si fué con anterioridad procesado y condena-
do por otro delito y si cumplió la pena impuesta ó fué de ella indultado, por qué causa
y en qué forma; las circunstancias agravantes ó atenuantes que hubiesen concurrido
en la ejecución del delito; el tiempo de prisión preventiva sufrida durante la sustan-
ciación de la causa; la parte de la condena que hubiere sufrido; su conducta posterior
á la ejecutoria y si hubiese dado pruebas de arrepentimiento; si hay ó no parte ofen-
dida; si el indulto perjudica el derecho de tercero, y cualesquier otros datos que pue-
dan servir para el mejor esclarecimiento de los hechos, concluyendo por consignar su
dictamen sobre la conveniencia y forma de la concesión de la gracia. Art. 695.
Evacuado el informe, la autoridad judicial remitirá la instancia al Ministerio de la
Guerra, con los documentos de que se hace mérito en el artículo 693, y testimonio de
la sentencia condenatoria, si se hubiese hecho firme en el distrito. Art. 696. El
Ministerio de la Guerra pedirá informe al Consejo Supremo de Guerra y Marina, el
que, oyendo á sus Fiscales, dictará el acuerdo que estime justo, comunicándose á
dicho Ministerio para la resolución de S.M.”.

Del mismo ámbito y año, la Real Orden de 20 de octubre de 1890 venía a afirmar
que la condena de prisión militar mayor producía la salida del Ejército y establecía
que a los que por indulto se les rebajaba la pena a menos de seis años y un día, habí-
an de pasar a Cuerpos de disciplina por el tiempo que a la fecha de la sentencia les
faltare de servicio en filas.

Del igual orden castrense, se dictaba en 3 de octubre de 1891, Real Orden circu-
lar disponiendo que las autoridades judiciales del fuero de Guerra dejaran sin curso
las instancias que en súplica de indulto promovieran los individuos que no tuvieran
cumplida, al menos, la mitad de la condena, así como las de los que no hayan obser-
vado buena conducta, las de los que hubieren delinquido durante el cumplimiento de
sus penas y las de aquellos otros a quienes el indulto hubiera sido negado, si no hubie-
sen cumplido la mitad del tiempo que les faltare desde la negativa”.
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Entre los autores de relevancia en la doctrina penitenciarista del momento,
Concepción Arenal, en el apartado VII de su obra relativa al Derecho de Gracia130,
específicamente atendiendo a “la justicia de abreviar la condena de los penados que
dan pruebas de arrepentimiento”, que “este es acaso el mayor de los errores en que se
funda el derecho de gracia, cuya injusticia se pone en evidencia cuando se aplica a la
rebaja de condenas por supuesta enmienda de los penados. Sólo identificando cosas
que no se parecen, sólo confundiendo las que deben estar separadas, sólo equivocan-
do los caminos de llegar a la justicia, puede haberse pensado en realizarla, haciendo
como gracia rebajas de pena en virtud del comportamiento del que la sufre”.

El momento de plasmar estas ideas es determinante para la crítica que lleva a cabo
Arenal. Se trataba de la percepción del indulto como un instrumento mecánico, ante la
inexistencia de libertad condicional y de un sistema penitenciario completo.
Rechazaba la autora la arbitrariedad. El fundamento de esa gracia mecánica es lo que
puso en cuestión. Al margen de la terminología contemporánea que mezcla términos
como libertad provisional (hoy de carácter claramente procesal-preventivo), en sus
palabras quedaba clara su postura, que seguía enlazada con la visión de la libertad con-
dicional impropia, por cuanto exigía condiciones para el penado tras la obtención del
beneficio del indulto: “Es justo que a los penados que se conducen bien en la prisión
se les rebaje el tiempo de la condena, no por gracia, sino por justicia, y conforme a
reglas inflexibles consignadas en la ley; y es justo que esta abreviación de pena no se
dé incondicionalmente como en los indultos, sino condicionada, de modo que quien
hace mal uso de la libertad que se le concedió, sea de nuevo recluido. Todo esto, que
forma parte de la justicia penal y del sistema penitenciario, no sólo no se armoniza con
el derecho de gracia, sino que es incompatible con su ejercicio, como lo es la regla
justa con la excepción caprichosa o mal intencionada. Cuando las rebajas de condena
se obtienen en virtud de merecimientos y no de otro modo; cuando está bien determi-
nado lo que ha de hacer cada recluso para ir subiendo en la jerarquía penitenciaria,
hasta llegar a la libertad provisional, que no conserva si abusa de ella, entonces el juez,
al condenar a tantos años de prisión, sabe a lo que condena; cuando el recluso puede
ser indultado, no. El tiempo de la prisión se abreviará, no en virtud del saludable influ-
jo que ejerza sobre el ánimo del penado, sino porque éste tenga favor, o porque en
algún fausto suceso se abran las puertas del presidio para que los encerrados salgan en
tropel. El derecho de gracia que se pide y se defiende como un medio de estimular a
la enmienda y de perseverar en ella, de hecho desalienta los buenos propósitos”. 

Así en otro ilustrativo párrafo afirmaba: “El penado que suspira por la libertad,
que sueña con ella, si supiera que no había otro medio de lograrla que el buen com-
portamiento continuado, perseverante, se conduciría bien; pero como la experiencia
le demuestra que el indulto llega a quien le consigue, no a quien le merece, se esfuer-
za, no por merecerle, sino por conseguirle; busca padrinos, insta a la familia y a los
amigos, importuna a los conocidos, hace exposiciones, sacrificios pecuniarios, pro-
mesas, todo menos enmendarse, para que con justicia lo den lo que por gracia pide.
Nadie que tenga experiencia de estas cosas podrá negar que el elemento indulto es
perturbador del buen orden en las prisiones, y el derecho de gracia obstáculo, en vez

130 Vid. ARENAL, C.: El Derecho de Gracia ante la Justicia. Tomo XII, en Obras Completas. Madrid, 1896, pp. 35 y ss



de ser auxiliar, de la enmienda (…). Se presentan dos casos: o hay sistema peniten-
ciario, o no le hay; en el primer caso, la reducción de pena es conveniente, tiene
medios dé ser justa y lo es; forma, como hemos dicho, parte del derecho penal: no es
un capricho o un azar sino una ley justa que se cumple, porque la organización peni-
tenciaria da medios de cumplirla. Aquel mecanismo es perfecto; tiene al menos la per-
fección compatible con la imperfección humana en la época en que funciona, y la
rueda del derecho de gracia introducida en él es, no sólo inútil, sino perjudicial; es
una fuerza perturbadora como todas las que no son auxiliares. Con una ley penal justa
y un buen sistema penitenciario; cuando al penado se le facilita la corrección; cuan-
do se toma nota minuciosa y diaria de su conducta; cuando, según es buena o mala,
se le clasifica (…). Se dice que el jefe del Estado tiene medios de informarse con
exactitud de los merecimientos de cada penado, y en virtud de ellos negar la gracia o
concedérsela. Pero, ¿de quién recibe estos informes? De los empleados en la peni-
tenciaría, que, en virtud de su reglamento y de la ley, hacen como regla lo que el
indulto como excepción: si es conforme a derecho no es necesario, porque la rebaja
se hará sin él, si el en contra, no debe hacerse; de manera que, por cualquiera fase que
se considere, la gracia no es justicia, ni conforme a ella su ejercicio”.

La transformación de la rebaja de condena en indulto se explicaba en el preám-
bulo de la Circular de la Dirección General de Establecimientos Penales de 24 de
agosto de 1899, firmada por el Director general Pascual Doménech, que recordaba a
las Juntas locales de prisiones las principales necesidades y deberes a que habían de
atender en el desempeño de sus funciones y en esta materia exponía: “No establecen
nuestras Leyes, por más que de ello existan precedentes en el Código penal de 1822,
la reducción de la pena por el esfuerzo del penado, por la demostración patente de
parte del mismo, de que ha logrado su redención moral por el arrepentimiento y el
sacrificio, haciéndose digno de regresar al seno de la sociedad con beneficio para ella
misma, pues recibe sano el miembro que de sí separó por enfermo; pero no faltan
medios en aquéllas que puedan dar un resultado análogo, y que sin duda no descono-
cen los señores que componen las Juntas locales de prisiones. La gracia de indulto,
preciada prerrogativa que la ley fundamental concede al rey, puede subvenir a esta
necesidad social y tan conforme a la naturaleza humana. Nadie mejor que los Vocales
de las Juntas pueden conocer por su inspección constante, por su comunicación fre-
cuente con los presos, si el que se halla sufriendo se ha redimido por el arrepenti-
miento y ha demostrado por sus obras que ha reingresado en el camino del bien; y aun
cuando esto suceda, y con la detenida observación alcancen el convencimiento de que
el fin principal de la pena está ya cumplido, ellos son los mejor llamados para acudir
á la Corona, haciendo uso de la facultad que con tanta amplitud concede el artículo
19 de la ley de 18 de Junio de 1870, para solicitar el indulto en su acepción más lata
ó como minoración ó conmutación del castigo”.

En Real Orden circular de 16 de febrero de 1901, dirigida a los Presidentes y
Fiscales de las Audiencias, se dictaron las siguientes instrucciones: “1ª. En las causas
por delitos electorales ó de imprenta en que hubiera acusación privada, y ésta no fuese
retirada, no cabe la aplicación del indulto. 2ª. Los procesados que estuviesen sujetos
á procedimiento criminal por supuesto delito electoral ó de imprenta, tiene indiscuti-
ble derecho á que recaiga sentencia en su proceso, que podrá ser absolutoria; y como
el indulto es perdón, y el perdón supone culpa, imponer al inocente la condición de
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acogerse al perdón, más que gracia que se le concede resultaría castigo anticipado é
injusto. Por ello, si el procesado no se allanase á él, sólo podrá aplicarse el indulto
después de recaída sentencia en el procedimiento actualmente incoado. 3ª. Tratándose
de sentencia firme condenatoria, se tendrá en cuenta para la aplicación del indulto, lo
que dispone el artículo 106 de la vigente Ley electoral. En todo aquello que no afec-
te de una manera directa á lo dispuesto en el referido artículo de la ley electoral se
aplicará literalmente el Art. 2º del Real decreto de indulto” (hace referencia al Real
decreto de 8 de febrero de 1901).

El indulto va a servir, a partir de entonces, como instrumento complementario del
régimen progresivo de cumplimiento de condenas a falta de otro medio legal. El Real
Decreto de 3 de junio de 1901, de la mano de Fernando Cadalso, introdujo definiti-
vamente el sistema progresivo en el ordenamiento penitenciario español. El sistema
pretendía, según la exposición motivadora de la norma, “dividir el tiempo de reclu-
sión en períodos, á fin de que en ambos los reclusos rectifiquen su conducta median-
te atinadas gradaciones, sometiéndolas en la progresión á un tratamiento en que suce-
siva ó simultáneamente actúe sobre su espíritu la acción del aislamiento, del trabajo,
de la enseñanza primaria, religiosa é industrial, el rigor saludable de prudenciales cas-
tigos y el estímulo bienhechor de merecidas recompensas, á fin de que vayan poco á
poco despertando en su conciencia el arrepentimiento de la culpa, y en su corazón el
propósito de tornar á la honradez, preparándoles para la vida libre á medida que se
acerque el fin de su condena”. El hecho de no contar aún con la libertad condicional
exigía al legislador dar cuenta de tal necesidad y adecuar el sistema a las posibilida-
des legales, ofertando otras vías ante la dificultad. En este sentido se exponía: “no
cabe dar al cuarto período del sistema progresivo la extensión que tiene en otras nacio-
nes, por oponerse á ello los preceptos del Código penal, y, hasta tanto que éstos se
reformen en armonía con los progresos de la ciencia, ó se establezca legalmente la
libertad condicional, se procura en el presente aproximarse lo más posible á esta ins-
titución, facultando a los funcionarios de cada establecimiento para que cursen pro-
puestas de indulto á favor de los reclusos que en tal período se hallen y les den el tra-
tamiento más adecuado al tránsito de la vida de reclusión á la libre”. El cuarto perío-
do determinante, denominado “de gracias y recompensas” y regulado en el artículo 8º,
se establecía “en equivalencia al de libertad condicional que existe en otros países, y
regirá hasta tanto que se promulgue una ley que la conceda. Este período comprende-
rá el tiempo de condena que falte por extinguir al recluso al salir del tercer período.
Los comprendidos en él ocuparán los destinos de celadores, escribientes, ordenanzas
y demás análogos que existen en las prisiones, y que, por razones económicas, no pue-
den ser desempeñados por personal libre. En cuanto sea posible, se procurará también
elegir á los penados de este período para los servicios que hayan de ejecutarse fuera
de los Establecimientos, y para todos aquellos que estén más considerados ó mejor
retribuídos. Los individuos comprendidos en el cuarto período que hayan observado
intachable conducta y dado muestras de arrepentimiento serán propuestos para indul-
to. Las propuestas las hará el Jefe de la prisión después de acordadas por Tribunal de
disciplina de que trata el art. 19…”. El artículo 20 establecía asimismo: “El Tribunal
disciplinario acordará el pase de los reclusos de un período á otro, sujetándose á lo dis-
puesto en los precedentes artículos; la reducción de tiempo en los períodos; los pre-
mios y castigos y todo lo que tienda á mejorar el régimen y la situación de los pena-
dos”. Respecto a tales medidas premiales, el artículo 22 dispuso: “Los premios que
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podrán obtener los reclusos por su buena conducta moral, aplicación y adelanto en los
talleres y escuelas consistirán: (…) 8º. Propuestas extraordinarias para indulto”.

El deterioro motivacional hacia tales premios y recompensas lo señalaba Castejón
respecto de la implantación del sistema progresivo, decayendo en su interés los pena-
dos por cuanto en el nuevo sistema “el tránsito de un período á otro y la abreviación
del encierro por obra de la buena conducta del penado son estímulos para la correc-
ción mucho mayores que los premios”131. 

La institución de la concesión de residencia, que se verá infra, en lo relativo al ade-
lantamiento de la libertad condicional, prevista para los penados en tercer o cuarto
periodo de los establecidos en el Real decreto de 23 de diciembre de 1889 que organi-
zaba Ceuta como colonia penitenciaria, incorporaba una última fase o etapa en la que
se acudía al indulto particular. Así, el artículo 10 del Real decreto dictado en 22 de
octubre de 1906 y firmado por Álvaro Figueroa, que instauraba esta medida de la con-
cesión de residencia, dispuso: “El buen comportamiento de los penados será recom-
pensado con la propuesta de indulto total o parcial, según las circunstancias en cada
caso. Los indultos totales ó parciales que se concedan durante el año no podrán exce-
der del 10 por 100 de la población de libertos. La solicitud de estos indultos le corres-
ponderá al Patronato de libertos, y lo hará en instancia justificada, haciendo constar
señaladamente los requisitos que pueden hacer al liberto merecedor de la gracia”.

En el mismo día, desde la misma filosofía y consecuente con tales medidas de
concesión de residencia en los presidios norteafricanos, se promulgaba otro Real
Decreto con fecha de 22 de octubre de 1906, firmado asimismo por el ministro de
Gracia y Justicia Álvaro Figueroa, relativo al indulto de los sentenciados a penas per-
petuas que hubieran cumplido treinta años, los cuales habían de ser puestos en liber-
tad según el artículo 90 del Código penal. La Exposición motivadora de la norma no
deja lugar a dudas del liberador interés institucional: “Las penas perpetuas de cade-
na, reclusión, relegación y extrañamiento tienen en nuestro Código penal (art. 29,
párrafo 1º) la índole de penas retenidas, toda vez que á los treinta años de cumpli-
miento de la condena requieren el indulto como trámite absolutamente indispensable
para obtener la libertad. Es una secuela de las prácticas penales precedentes al Código
penal, en que se imponía el presidio con retención, que es una verdadera pena ilimi-
tada. Sin discutir el caso ni los fundamentos á que obedece, la práctica diaria acusa
verdaderas desatenciones, que más de una vez constituyen verdaderas injusticias. Si
nuestros procedimientos fueran puntuales y acusaran en todo una exquisita diligen-
cia, no habría temor alguno de que, por olvidos ó desidias, un penado que hubiese
cumplido día por día los treinta años de su condena viera convertido en día inacaba-
ble ese último trámite que el Código penal establece para declarar extinguidas las
penas perpetuas. Pero muchos hechos descubren que hay penados de uno y otro sexo
en esta situación ambigua, perpetuándose su estado penal sin verdadera justificación
de circunstancias graves que no los hagan dignos del indulto”.

La norma aludida se organizaba entonces conforme a lo siguientes preceptos:
“Artículo 1º. Los penados de cadena, reclusión, relegación perpetuas y extrañamiento

131 Cfr. CASTEJÓN, F.: La Legislación Penitenciaria… ob. cit., p. 332



perpetuo, serán indultados sin demora alguna á los treinta años de cumplimiento de la
condena. Art. 2º. En el caso de que el Tribunal sentenciador, previos los necesarios
informes, considerara que algún penado, teniendo en cuenta su conducta ú otras cir-
cunstancias graves, no era digno del indulto, instruirá al efecto el oportuno expedien-
te, que elevará al Ministerio de Gracia y Justicia, para que el Gobierno decida confor-
me á lo prevenido en el artículo 29, párrafo 1º del Código penal. Art. 3º. Los directo-
res de las Prisiones y las Autoridades comunicarán al Tribunal sentenciador, con seis
meses de anterioridad al cumplimiento de la pena, la fecha en que ésta ha de quedar
extinguida; y si al cumplirse esta fecha no hubiesen recibido ó el mandamiento de
libertad ó la disposición en que se declarará improcedente el indulto, pondrán el hecho
en conocimiento del Ministerio de Gracia y Justicia para que proceda á lo que haya
lugar. Art. 4º. A fin de proceder sin demora alguna á la concesión ó á la denegación del
indulto de los penados y reclusos que tuvieren extinguidas sus penas perpétuas, los
directores de las Prisiones, requeridos por la Dirección general de este ramo, enviarán
relaciones detalladas de los individuos comprendidos en este caso, manifestando en
qué época pusiera el hecho en conocimiento de cada Tribunal sentenciador”. 

Un ejemplo de indulto general no tardaba en llegar, pues al día siguiente de dic-
tarse la norma citada, y para solemnizar con un acto de clemencia la festividad de la
Reina D.ª Victoria Eugenia, se dictó un Real decreto por el que se concedía indulto
total, cualquiera que fuera la respectiva pena, a los comprendidos en los artículos 179,
180, 182, 197, 203, 240, 267 al 273, 443 y 444 del Código penal común, inculpados
o sentenciados por delitos cometidos por medio de la imprenta u otro medio mecáni-
co de publicación; a los inculpados o sentenciados por delitos cometidos con ocasión
de huelga de obreros, excepción hecha de los de rebelión, asesinato, homicidio, robo
o incendio; a los sentenciados a las penas de arresto mayor y menor y multa; así como
la responsabilidad personal subsidiaria por insolvencia, según lo prevenido en el art.
50 del Código penal; a los reos de delitos electorales, siempre que hubieran cumpli-
do la mitad del tiempo de su condena de las penas personales y satisfecho la totalidad
de las pecuniarias y las costas. Se exceptuaron de la gracia del indulto tratándose de
penas de arresto y multa, los delitos comprendidos en los artículos 152, 162, 164, 363,
364, 398, 399, 500, 501, 526, 527, 556 a 558 y 570 del Código penal común. Del
mismo modo se prefijaban diferentes circunstancias indispensables para aplicar la
gracia á los de penas de arresto y multa. Por último las gracias concedidas quedarían
sin efecto si los interesados reincidieran en el transcurso de diez años.

Un mes posterior, con fecha de 12 de noviembre de 1906, en desarrollo de lo dis-
puesto en el Real Decreto de 22 de octubre citado, se dictaba Real Orden dando ins-
trucciones para la aplicación del indulto á los penados á cadena perpetua, que hubie-
ran cumplido treinta años de condena como sigue: “1º. Seis meses antes de la fecha
en que los reclusos cumplan los treinta años de la pena, cuidarán los directores ó jefes
de las Prisiones en que aquéllos se encuentren de ponerlo en conocimiento del presi-
dente de la Audiencia sentenciadora, acompañando la hoja histórico-penal é informe
de conducta de cada penado. 2º. El Tribual sentenciador, dentro del término máximo
de treinta días, informará lo que a su juicio proceda y elevará el expediente al
Ministerio de Gracia y Justicia. 3º. Dicho centro, en el plazo de un mes, contado
desde su ingreso en el mismo, lo pasará á consulta del Consejo de Estado, el cual
deberá evacuarla y devolver el expediente al Ministerio dentro de dos meses. 4º. El
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Ministro de Gracia y Justicia, de acuerdo con el Consejo de Ministros, propondrá en
el término de un mes a S. M. el Rey la concesión del indulto, cuando éste proceda.
En caso contrario se comunicará dentro del mismo término á la Audiencia respectiva,
la que á su vez lo pondrá en conocimiento del jefe de la Prisión correspondiente. 5º.
Las Salas sentenciadoras serán las encargadas de incoar los expedientes de indulto de
los condenados á penas perpetuas que no se cumplan en establecimientos penitencia-
rios, atendiéndose para su tramitación á los plazos antes indicados”.

La compilación normativo-penitenciaria de 1913 recogerá tales indicaciones. El
artículo 252 del Real decreto de 5 de mayo de aquel año integraba los premios y
recompensas que podían otorgarse a presos y penados, como estímulo a su buena con-
ducta. Entre las mismas, la décima es la que preceptúa “Propuestas para indulto ó
rebaja de pena en la forma y condiciones que se dejan establecidas”. Así, para acer-
carnos a tales condiciones habrá que acudir a los artículos 265 y 388 del Reglamento
de 23 de febrero de 1894, así como al artículo 22 del Real Decreto de 3 de junio de
1901. La parte específica relativa a las propuestas de indulto se encuentra en los artí-
culos 248 a 251. El artículo 248 establecía: “Los penados comprendidos en el cuarto
período de sus condenas, que hayan observado intachable conducta y dado pruebas
inequívocas de arrepentimiento, podrán ser propuestos para indulto total o parcial”.
El artículo 249 indicaba asimismo: “Trimestralmente se hará una liquidación de la
conducta moral de cada penado, remitiendo á la Dirección general, para constancia
de la organización y adelantos experimentados, listas comprensivas de todos ellos, en
que, con relación á la conducta observada, se fije el período alcanzado por cada uno”.
El artículo 250 prescribe: “En el último mes de cada año se hará, por las Juntas de
disciplina, una propuesta de indulto parcial ó total, comprensiva de los penados del
cuarto período que hayan observado intachable conducta y dado muestras de arre-
pentimiento, extremos comprobados por sus expedientes de corrección, en que cons-
tará el pase progresivo que hayan tenido en los períodos y los premios y castigos que
por su conducta hayan merecido, para hacerles acreedores a la gracia para que se les
propone, debiendo tener en cuenta que el total de indultos que se han de conceder no
excederá del 10 por 100 del total de penados comprendidos en el cuarto período de
cada Establecimiento”. En fin, el artículo 251 indicaba: “Dichas propuestas serán ele-
vadas al Ministerio de Gracia y Justicia por conducto de la Dirección general, las cua-
les se remitirán á informe del Consejo de Estado, resolviendo en su vista el Ministro
lo que juzgue procedente, sin ulterior recurso”.

Posteriormente se dictaba el Real decreto de 27 de junio de 1918 que vino a dis-
poner que en los expedientes de indulto de pena de muerte que el Tribunal Supremo
incoara, pidiera informe a la Audiencia sentenciadora, fijando el plazo de treinta días
para emitirla.

El Código penal de 1928 incorporaba, como sus predecesores, preceptos relativos
al indulto. Destaca, en primer término, la reforma introducida en el artículo 3º que, en
la misma línea de los artículos segundos de los Códigos de 1850 y 1870, recoge la
posibilidad de acudir los Tribunales al Gobierno ante penas excesivas, si bien aña-
diendo ya conceptos relativos a la omisión o a la peligrosidad social. De este modo
se establecía: Art. 3º. (…). Asimismo acudirá al Gobierno exponiendo y proponiendo
lo conveniente, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigu-
rosa aplicación de las disposiciones de este Código resultare penada una acción u
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omisión que, a su juicio, no debiera serlo, o la pena fuere considerablemente excesi-
va, atendidos el grado de malicia del delincuente, el peligro social y el daño causado
por el delito”. El artículo 14 del capítulo III relativo al ámbito territorial de la ley
penal, establece la invalidez del indulto para los reos de delitos contra la patria, con-
tra el rey, la regencia y la real familia, aunque hubieren sido indultados en el extran-
jero. Así disponía: “Si los reos de delitos comprendidos en el número 3º del art. 11,
hubiesen sido absueltos o penados en el extranjero, siempre que en este último caso
hubieren cumplido la condena, no serán de nuevo perseguidos en España. Lo mismo
sucederá si hubiesen sido indultados, con excepción de los delitos contra la Patria y
contra el Rey, la Regencia y la Real Familia”. El artículo 81 dispuso: “El indulto y la
amnistía no alcanzarán a las responsabilidades civiles, salvo los casos en que expre-
samente se declare en las disposiciones otorgándolos. El indultado que no hubiere
satisfecho la responsabilidad civil quedará sometido en su resarcimiento a lo que dis-
ponen los artículos 179 y siguientes de este Código”. El siguiente artículo 116 esta-
blecía en relación con los indultados de pena de muerte y la sustitución de su pena
estableciendo un límite mínimo de cumplimiento: “Cuando no se ejecute la pena de
muerte, por haber sido indultado el reo, se entenderá sustituída por la de treinta años
de reclusión, o de prisión, según la pena que corresponda al delito, sin que por nin-
gún concepto pueda ser licenciado, salvo caso de error judicial, declarado en senten-
cia, o por concesión de amnistía, sin haber cumplido cuando menos las dos terceras
partes de dicha reclusión o prisión”. El artículo 124 establece asimismo: “La gracia
de indulto no producirá la rehabilitación para el ejercicio de los cargos públicos y el
derecho de sufragio, si en el indulto no se concediere especialmente tal rehabilita-
ción”. El artículo 191 del Capítulo primero del título IV relativo a la extinción de la
responsabilidad criminal y civil establecía: “La responsabilidad criminal se extingue:
(…) 2º. Por amnistía. 3º. Por indulto…”, explicitando el artículo 193: “La amnistía
extingue la responsabilidad criminal personal, con todas sus consecuencias, salvo la
de responsabilidad civil, si no se declara expresamente en la disposición otorgando
aquélla”. El siguiente artículo 194 disponía: “El indulto, si es total, extingue por com-
pleto la pena, pero no sus efectos, en relación con la reincidencia. El indultado, aun-
que lo sea totalmente, no podrá habitar en la misma población o término municipal
que el ofendido, su cónyuge, sus ascendientes o descendientes, por el tiempo que, a
no mediar el indulto, debería durar la condena, sin el consentimiento expreso de las
mismas personas, quedando en otro caso sin efecto el indulto concedido”. Ya en rela-
ción con la rehabilitación, el artículo 210 establecía que para obtener la rehabilitación
serían “circunstancias indispensables: 1ª. Haber cumplido el reo todas las penas,
salvo la parte de la cual hubiera sido indultado, o haber pasado el plazo otorgado en
caso de condena condicional, y haber satisfecho las responsabilidades civiles que le
fueron impuestas”.

El Código penal de 1932, tan sistemáticamente similar al de 1870, igualmente
incorporaba preceptos relativos al indulto, si bien muy escasos en comparación con
los cuerpos punitivos anteriores, empezando por el artículo 2º, que prescribía en su
párrafo segundo, de nuevo: “Del mismo modo acudirá al Gobierno, exponiendo lo
conveniente, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigurosa
aplicación de las disposiciones del Código resultare notablemente excesiva la pena,
atendidos el grado de malicia y el daño causado por el delito”. Desaparecían pues las
referencias a la peligrosidad social o a la acción u omisión de la conducta delictiva.
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Será en el Título V relativo a la extinción de la responsabilidad y sus efectos y en el
artículo 115 donde se prescribe: “La responsabilidad penal se extingue: 1º. Por amnis-
tía, la cual extingue por completo la pena y todos sus efectos. 2º. Por indulto. El indul-
tado no podrá habitar por el tiempo que, a no haberlo sido, debería durar la condena,
en el lugar en que viva el ofendido, sin el consentimiento de éste, quedando en otro
caso sin efecto el indulto acordado”.

En el siguiente y autoritario Código penal de 1944, se mantuvo el segundo inciso
del artículo 2º con los mismos términos que en el Código de 1832, variando única-
mente el término Código por el de “Ley” y volviendo a integrar los de acción y omi-
sión, como sigue: “Del mismo modo acudirá al Gobierno, exponiendo lo convenien-
te, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigurosa aplicación
de las disposiciones de la Ley resultare penada una acción u omisión que, a juicio del
Tribunal, no debiera serlo, o la pena fuere notablemente excesiva, atendidos el grado
de malicia y el daño causado por el delito”. Será después, en el artículo 70 donde apa-
rece la siguiente referencia al indulto, respecto a las reglas de cumplimiento simultá-
neo de las penas en estos términos: “En la imposición de las penas se seguirá el orden
de su respectiva gravedad para su cumplimiento sucesivo por el condenado en cuan-
to sea posible, por haber obtenido indulto de las primeramente impuestas o por haber-
las ya cumplido”. El Título V relativo a la extinción de la responsabilidad asimismo
integró en el artículo 112 que la responsabilidad se extinguía: “2º. Por amnistía, la
cual extingue por completo la pena y todos sus efectos. 4º. Por indulto. Será aplica-
ble al indultado, por el tiempo que, a no haberlo sido, debería durar la condena, lo dis-
puesto para el desterrado sobre lugares de entrada prohibida”.

Mucho más reciente es la Ley 1/1988, de 14 de enero, modificando la Ley de 18
de junio de 1870 reguladora del ejercicio del derecho de gracia. Su contenido ya nos
situaba en la realidad actual: “Artículo primero. Se adiciona a la Ley estableciendo
reglas para el ejercicio de la Gracia de Indulto, de 18 de junio de 1870, el siguiente
artículo: “Artículo 28. Los expedientes que se formen al amparo del párrafo segundo
del artículo 2º. Del Código penal, se tramitarán en turno preferente cuando los infor-
mes del Ministerio Fiscal y del Establecimiento Penitenciario y del ofendido, en su
caso, no se opusieran a la propuesta del Tribunal. También se tramitarán en turno pre-
ferente los expedientes calificados de especial urgencia o importancia”. Artículo
segundo. Los artículos 3 y 9 de la Ley estableciendo reglas para el ejercicio de la
Gracia del Indulto, de 18 de junio de 1870, quedarán redactados de la siguiente
forma: “Artículo 3. Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los pena-
dos por delitos comprendidos en el capitulo I, secciones primera y segunda del capí-
tulo II, y en los capítulos III, IV y V, todos del título II del libro II del Código Penal”.
“Artículo 9. El indulto no se extenderá a las costas procesales”. Artículo tercero. 1.
En los artículos 20, 22, 23 y 26 de la misma Ley, las palabras “Ministro de Gracia y
Justicia” quedan sustituidas por “Ministro de Justicia”. 2. En el artículo 24, las pala-
bras “parte agraviada” quedan sustituidas por “parte ofendida”. 3. En el artículo 30,
la palabra “Gaceta” queda sustituida por “Boletín Oficial del Estado”, y las palabras
“Decreto motivado y acordado en Consejo de Ministros”, por “Real Decreto”. 4. En
el artículo 15 se suprimen las palabras “se exceptúan los casos de indulto general”. 5.
Se suprime el artículo 28. 6. En el artículo 2 se suprimen las palabras “o del Consejo
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de Estado”. 7. En el artículo 11, se suprimen las palabras “y del Consejo de Estado”.
8. En el artículo 29 se suprimen las palabras “ni del Consejo de Estado”.

Posterior es la Instrucción 5/1992, de 19 de junio, de la Fiscalía General del
Estado que para interpretar lo prescrito en el artículo 2º. 2 de la Ley de 18 de junio
de 1870, prescribe: “Se tiene conocimiento en esta Fiscalía General del Estado que se
están planteando problemas con la interpretación del art. 2 n.º 2 de la Ley sobre el
ejercicio de la gracia de indulto de 18-6-1870; en relación con la frase de que no se
puede conceder indultos a «los que no estuvieren a disposición del Tribunal senten-
ciador para el cumplimiento de la condena». 

Si bien es verdad, que dicho número, debe completarse con lo dispuesto en la Real
Orden de 24 de diciembre de 1914, en el sentido de que «se entiende que los penados
están a disposición del Tribunal sentenciador si habitan en la demarcación de la
Audiencia respectiva», lo que quiere decir que no es necesario el ingreso en prisión
para tramitar un indulto.

Pero creemos que actualmente hay que hacer una lectura constitucional del pre-
cepto de la Ley de 1870, teniendo en cuenta que el art. 25 n.º 2 de la Constitución
Española establece que «Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad
estarán orientadas hacía la reeducación y reinserción social», lo que implica un fin
humanitario del sistema punitivo del Estado, que debe evitar el ingreso en prisión, si
ello es posible, de las personas rehabilitadas.

Por ello, hay que interpretar la frase del art. 2 n.º 2 de la Ley de 18-6-1870 en su
verdadero sentido, y éste lo único que dice es que se exceptúan de la posibilidad de ser
indultados «los que no estuvieren a disposición del Tribunal sentenciador para el cum-
plimiento de la condena», pero dicho precepto, no exige el ingresar en prisión para que
se tramite un expediente de indulto, y su lectura a la luz de la Constitución, supera los
estrechos límites impuestos por la Real Orden de 24 de diciembre de 1914, redactada
en el marco de una sociedad agraria, en la que no eran fáciles las comunicaciones.

Hoy en un mundo en el que existe una gran rapidez en las comunicaciones, una
persona puede estar a disposición del Tribunal sentenciador, teniendo un domicilio
fijo, y estando localizable para dicho Tribunal, pero sería absurdo y contrario al espí-
ritu de la Constitución, que si una persona está rehabilitada, y trabaja en un lugar que
no es la demarcación del Tribunal sentenciador, tuviese o bien que ingresar automá-
ticamente en prisión, o bien que dejar el trabajo e ir a vivir a la demarcación de
Tribunal sentenciador, para que se pudiese tramitar el indulto.

Por todo lo expuesto, los Fiscales se atendrán a lo dispuesto en la presente
Instrucción, respecto a la interpretación del citado art. 2 nº. 2 de la Ley de Indulto”.

En fin, la Orden Ministerial de 10 de septiembre de 1993 relativa a las instruccio-
nes sobre la tramitación de solicitudes de la institución del Indulto vino a establecer: 

“La especial naturaleza del acto jurídico por el que el Rey ejerce el derecho de
gracia conferido por el artículo 62.i), de la Constitución, excluye la aplicación direc-
ta a la tramitación de las solicitudes y propuestas de concesión de indulto del régimen
de obligatoriedad de términos y plazos dispuesto para el dictado de resoluciones en
el procedimiento administrativo común. 
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Este peculiar régimen jurídico establecido por la Ley de 18 de junio de 1870 y
posteriores disposiciones de reforma y desarrollo, no obsta a la conveniencia de que
se apliquen a algunas de las fases de tramitación de los expedientes preparatorios del
ejercicio del derecho de gracia similares principios generales a los que conforman el
procedimiento administrativo común.

Así, la actual regulación contenida en la norma cuarta de la Real Orden de 24 de
diciembre de 1914, por la que se impide la tramitación de nueva solicitud de indulto
en el año siguiente a la emisión en sentido desfavorable de un mero acto de trámite,
responde a una cautela de economía procedimental en clara contraposición con el
principio general de facilitación administrativa en el ejercicio de derechos y en la pro-
moción de intereses legítimos por parte de los ciudadanos que informa el artículo
35.i), de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

La inadecuación de dicha norma al estatuto jurídico de los ciudadanos en sus rela-
ciones con las Administraciones Públicas abona que se proceda a su derogación
expresa, así como de las restantes previsiones de la Orden en que se enmarca; pero,
de otra parte, ha de dotarse de una adecuada respuesta normativa al problema de eco-
nomía procedimental que mediante aquella norma se abordaba. Este efecto puede ser
adecuadamente obtenido mediante un expreso refuerzo de las facultades conferidas a
la Subsecretaría de Justicia por el número 2 del apartado dos del artículo 2.º del Real
Decreto 10/1991, de 11 de enero, por el que se determina la estructura orgánica del
Ministerio de Justicia.

Concretamente, la experiencia adquirida en la tramitación de expedientes de
indulto permite apreciar que la emisión en sentido favorable de los informes previs-
tos en la Ley de 18 de junio de 1870 no resulta en todos los casos suficiente para la
formación de criterios sobre la conveniencia o sobre la forma de la concesión de la
gracia. En estos supuestos, la aplicación de los principios señalados hace aconsejable
una mayor flexibilidad que permita ampliar el tiempo de tramitación de aquéllos, aun
después de la recepción de los informes preceptivos, a fin de que pueda complemen-
tarse la observación de la conducta del penado posterior a la ejecutoria.

En su virtud, en uso de la facultad que me confiere el artículo 14.3 de la Ley de
Régimen Jurídico de la Administración del Estado, he dispuesto: Primero.-Cuando, a
criterio de la Subsecretaría de Justicia, la propuesta de un indulto requiera ampliar el
tiempo de su tramitación, se podrá prolongar ésta durante el plazo de seis mese a par-
tir de la recepción de los informes preceptivos. Segundo.-De la anterior decisión se
dará traslado al Tribunal sentenciador, al solicitante o proponente del indulto si no
fuera aquél y al Director del establecimiento en que se halle cumpliendo condena el
penado o, en otro caso, al Gobernador civil de su residencia, a efectos de que, si lo
consideran oportuno, puedan comunicar a la Subsecretaría de Justicia la producción,
en su caso, de circunstancias sobrevenidas que pudieran afectar a la determinación,
conocimiento y comprobación de los datos requeridos para la concesión del indulto.
Tercero.-La tramitación de los expedientes para el ejercicio del derecho de gracia por
indulto en ningún caso podrá interferir el ejercicio de la potestad jurisdiccional ni con-
dicionar las medidas que pudieran adoptarse por el órgano judicial en orden al inme-
diato cumplimiento o a la suspensión en el cumplimiento de la ejecutoria. Cuarto.-
Queda derogada la Real Orden de 24 de diciembre de 1914 sobre la normativa para
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cursar instancia de penados. Quinto.-La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»”.

Si bien, como se ha visto, la actualidad legislativa penitenciaria restringe tales benefi-
cios a los establecidos en el artículo 202 del vigente Reglamento penitenciario, y aten-
diendo sumariamente a otras instituciones tradicionales de relieve, como las referidas a la
redención de penas, llamadas a extinguirse desde la entrada en vigor del Código penal de
1995, corresponde analizar el indulto como primera modalidad de beneficio penitenciario.

II.1.2. EEl iindulto pparticular ddesde eel eentorno ppenitenciario aactual 

Tras abordar la evolución histórica de la institución del indulto en sus manifesta-
ciones legislativas, surge el interés en estrechar la exposición acerca de la misma
hacia el ámbito penitenciario actual. El indulto particular como “forma extrema de
abandonar el establecimiento carcelario o la situación de libertad condicional”132. A
extinguir la redención de penas por el trabajo, queda como el auténtico y único modo
de acortar la condena previsto en nuestra legislación.

Estaríamos propiamente ante el indulto de iniciativa penitenciaria. No obstante,
tal institución, como beneficio penitenciario, según se plantea en el Capítulo II del
Título VIII del Reglamento penitenciario 190/1996, de 9 de febrero, no supone pro-
piamente una especialidad en el sistema de ejecución de la pena, pues la concesión
queda en manos del Gobierno y únicamente su fase inicial en el procedimiento de
solicitud tiene algunas particularidades reseñables para nuestro estudio. Así, suma-
riamente contemplados, los trámites para su efectiva concesión pasarían, en primer
término, por la propuesta motivada del Equipo Técnico a la Junta de Tratamiento.
Acto seguido, se exige la solicitud de ésta, que elaborará un expediente en el que que-
den acreditados los requisitos legales (las valoraciones positivas de las evaluaciones
llevadas a cabo durante los dos últimos años, periodo temporal característico para la
preceptiva evaluación), al Juez de Vigilancia Penitenciaria, instando su tramitación en
la cuantía que aconsejen las circunstancias. Le sigue la aprobación y remisión de tal
solicitud, por el citado órgano jurisdiccional, al Ministerio de Justicia y éste al
Consejo de Ministros, que si lo aprueba lo remitirá finalmente al Rey para su firma y
resolución definitiva. En última instancia, quedaría la comunicación a la Dirección
del Centro penitenciario, de la concesión o no del beneficio y la reactualización de los
cálculos con abono de la cuantía de tiempo concedido.

II.1.3. NNaturaleza jjurídica ddel iindulto pparticular

¿Estamos ante una concesión graciosa o ante un derecho subjetivo? Como se afirmó
supra, la doctrina mayoritaria hace tiempo que en relación con los beneficios penitencia-
rios se manifiesta en el sentido de entender que los mismos -el indulto incluido-, constitu-
yen derechos subjetivos. Derecho subjetivo del interno133, condicionado a la concurrencia

132 Cfr. GARCÍA VALDÉS, C.: “Estar mejor y salir antes…”, ob. cit., p. 38.
133 Así lo estima, entre otros, LLORCA ORTEGA, J.: La Ley de indulto… ob. cit., p. 85
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de unos requisitos o presupuestos configurados por la normativa penitenciaria y valorados
en primera instancia por la Junta de Tratamiento. En todo caso, es preciso diferenciar el
indulto de iniciativa penitenciaria de una solicitud de indulto ordinaria. La doble singula-
ridad del indulto penitenciario descansa en que aparece configurado como beneficio peni-
tenciario en el propio Reglamento, reduciendo la condena impuesta en sentencia firme y
atendiendo a la concurrencia de factores positivos en la evolución del interno; y en que la
concesión del beneficio se regula a través de la Ley del Indulto. 

En palabras de Llorca Ortega nos encontramos ante “una propuesta de gracia
acompañada de un certificado de garantía emitido por funcionarios en los que cabe
presumir tanto la competencia profesional como la imparcialidad; su informe-pro-
puesta ha de constituir, en la práctica, la mejor carta de recomendación”134. Respecto
a tal garantía, en opinión de Armenta González-Palenzuela y Rodríguez Ramírez, “el
beneficio penitenciario de «tramitación de un indulto particular» consiste, realmente,
en que la Administración Penitenciaria desencadena un procedimiento administrativo
cuya probabilidad de culminación con éxito (concesión del indulto) es, hipotética-
mente, elevada”135. En cualquier caso, la exigencia de rigor en tal labor valorativa se
resalta en la Instrucción 12-2006, específica para tales supuestos, habida cuenta de las
consecuencias dimanantes de tal evaluación.

Entre la normativa relativamente reciente, el origen de la figura, para el ámbito
penitenciario, se halla en el derogado artículo 257 del Reglamento penitenciario de
1981, que disponía al respecto: “Si las circunstancias indicadas en el artículo anterior
concurren en un penado de modo continuado durante un tiempo mínimo de dos años
y en un grado que se pueda calificar de extraordinario, la Junta de Régimen y
Administración, previo estudio y acuerdo del Equipo de Tratamiento, podrá solicitar
del Juez de Vigilancia la tramitación de una solicitud de indulto particular, hasta la
cuantía de dos meses por cada año de prisión efectiva cumplida en dichas condicio-
nes, o en la cuantía que aconsejen las circunstancias concurrentes”.

Los requisitos y circunstancias necesarias para iniciar la tramitación se regulan
hoy en el vigente art. 206 R.P. 1996, en los términos que siguen: “1. La Junta de
Tratamiento, previa propuesta del Equipo Técnico, podrá solicitar del Juez de
Vigilancia Penitenciaria la tramitación de un indulto particular, en la cuantía que
aconsejen las circunstancias, para los penados en los que concurran, de modo conti-
nuado durante un tiempo mínimo de dos años y en un grado que se pueda calificar de
extraordinario, todas y cada una de las siguientes circunstancias: a) Buena conducta;
b) Desempeño de una actividad laboral normal, bien en el Establecimiento o en el
exterior, que se pueda considerar útil para su preparación para la vida en libertad; c)
Participación en las actividades de reeducación y reinserción social. 2. La tramitación
del indulto a que se refiere el párrafo anterior se regulará por lo dispuesto en la vigen-
te legislación sobre el ejercicio del derecho de gracia y en las disposiciones que la
complementen o modifiquen”. 

Entre las notas características, se encuentra el aludido concepto penitenciario de la
buena conducta, comentado supra, asimilable al exigido para los permisos de salida,

134 Cfr. LLORCA ORTEGA, J.: La Ley de indulto… últ. ob. y loc. cit
135 Cfr. ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA, F.J./RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V.: Reglamento penitenciario

comentado… ob. cit., p. 361
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o para la libertad condicional, que supone la simple ausencia de faltas disciplinarias
sin cancelar, entendiéndose en sentido amplio, según lo dispuesto en el artículo 65 del
Reglamento del Servicio de Prisiones, en relación con la baja en redención. Por otro
lado, el desempeño de la actividad laboral normal, no ficticio o edulcorado como
podía ocurrir en ocasiones con la antigua redención de penas, y que ha de ser, asimis-
mo, de utilidad para la vida en libertad. Un cuarto requisito, más discutible, modifi-
cado por la I.3-2004, que no aparece en la enumeración del precepto habría sido que
el interno se encuentre clasificado en tercer grado de tratamiento, puesto que como
indicaba la Circular de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias de 8 de
marzo de 1990, el encontrarse en otro grado evidenciaría el mantenimiento por su
parte de un comportamiento o actitud no muy compatibles con el beneficio.

Como otra nota a destacar de esta redacción, se nos aparece una optimista previ-
sión del legislador reglamentario, o incluso la implantación de una exigencia extraña
al actual contenido de la pena privativa de libertad, en la exigencia de mantener como
requisito de importancia el de la actividad laboral en el establecimiento penitenciario,
o fuera de él, para hacer efectivo tal beneficio. Y ello habida cuenta de las consabi-
das dificultades para la consecución de un trabajo productivo en prisión, que intenta-
ron solventarse con criterios jurisprudenciales como los relativos a la previsión de un
derecho de aplicación progresiva136, recalcado en el artículo 4.2 f) del Reglamento
penitenciario de 1996137, o la reforma respecto del orden de prelación que se modifi-
ca por Real Decreto 782/2001, de 6 de julio regulador de la relación laboral especial
penitenciaria. Quedarían entonces, para no imposibilitar la aplicación del precepto en
cuestión dos posibilidades: una primera, relativa a la más amplia interpretación del
apartado b) del artículo 206, incluyendo cualesquiera actividades en desarrollo de una
labor “que se pueda considerar útil para su preparación para la vida en libertad”; y, de
otra parte, a la vista de tales dificultades, surge la utilidad de impulsar el último apar-
tado del art. 206 R.P., que vino a encontrar su anterior desarrollo procedimental en los
criterios que en esta materia recogía la anterior Instrucción 3-2004, de 29 de diciem-
bre, que hacía mención expresa a la solicitud de la Junta de Tratamiento, previa pro-
puesta del Equipo Técnico, para la tramitación de indultos “para los penados clasifi-
cados en segundo o tercer grado” y en los que la evaluación continuada de su parti-
cipación en actividades arroje como resultado un saldo positivo en el sumatorio
correspondientes a todas las calificaciones efectuadas hasta el momento, así como
una valoración positiva en todas las evaluaciones llevadas a cabo durante los últimos
dos años. Hoy, la vigente Instrucción 12-2006, de 28 de julio, que ha venido a dero-
gar la citada 3-2004, no recoge tanto detalle en la valoración temporal sino que remi-
te a lo previsto en el artículo 206 del Reglamento penitenciario.

136 A este respecto en términos del máximo intérprete constitucional en Sentencias 82/1986 y 2/1987: “existe, cier-
tamente, un específico deber de la Administración Penitenciaria de crear y proporcionar los puestos de trabajo que per-
mitan sus disponibilidades presupuestarias, y un mandato, incluso, al legislador, conforme al artículo 53.3 de la CE, de
que atienda a la necesidad de pleno empleo de la población reclusa, según las posibilidades socioeconómicas y sin per-
der de vista, precisamente, la indicada finalidad reeducadora y de reinserción social, que por disposición constitucional
tiene la pena. Y, desde el punto de vista subjetivo de quien está cumpliendo pena de prisión, es un derecho de aplica-
ción progresiva, cuya efectividad se encuentra condicionada a los medios de que disponga la Administración en cada
momento, no pudiendo pretenderse, conforme a su naturaleza, su total exigencia de forma inmediata”.

137 El precepto en cuestión, integrado en la enumeración reglamentaria de los derechos de los internos, dispone:
“Derecho a un trabajo remunerado, dentro de las disponibilidades de la Administración penitenciaria”.



Como bien resalta Bueno Arús, “llama la atención en este texto la combinación de
conceptos jurídicos indeterminados («circunstancias», «grado extraordinario») con la
exigencia, superior a lo establecido para otros beneficios penitenciarios, de que el traba-
jo que justifica la solicitud del indulto ha de ser «normal» y «útil». Ello da a entender que
el indulto ha de utilizarse con mayor rigor que la libertad condicional anticipada”138.

Más detenidamente, y con apoyo jurisprudencial que sirva para una superior exé-
gesis, retomamos los caracteres del beneficio en su modalidad penitenciaria:

Como se ha indicado, al igual que el indulto no penitenciario, encuentra su regu-
lación en la Ley provisional de 18 de junio de 1870, estableciendo Reglas para el
Ejercicio de la Gracia de Indulto, modificada por Ley 1/1988, de 14 de enero; así
como en el artículo 18.3 L.O.P.J.; y en la Orden Ministerial de 10 de septiembre de
1993, por la que se dan instrucciones sobre la tramitación de solicitudes de indulto.
Si bien en la práctica se recurre en escasas ocasiones a tal beneficio, corresponde, en
cualquier caso, iniciar la tramitación del procedimiento a la Administración peniten-
ciaria, y así se recuerda en primer término en el artículo 206 R.P., específico en la
materia, y desde el ámbito administrativo-penitenciario en la Instrucción 12-2006, de
28 de julio, de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, que, como se ha
indicado, en su escasa redacción al respecto recoge: “La Junta de Tratamiento, previa
propuesta del Equipo Técnico, podrá solicitar la tramitación de un indulto particular
para los penados clasificados en segundo y tercer grado en los que concurran los
requisitos previstos en el artículo 206 del Reglamento”. 

La competencia y adecuación del Equipo Técnico para recabar los datos y ofrecer
tal posibilidad a la Junta de Tratamiento se confirmaba en estos términos del Auto del
Juzgado de Vigilancia de Ocaña, de 23 de abril de 2002: “se trata de un mecanismo
vinculado a la evolución favorable de la persona del recluso, para decidir conmutar la
pena cuando esa evolución de su personalidad hiciera inútil, contraproducente o
injusta la continuación de su cumplimiento (...). Es el Equipo Técnico quien tiene un
conocimiento directo de la concurrencia o no de esos méritos extraordinarios en la
persona del interno capaces de justificar tal beneficio”, si bien como se afirma en
Sentencia del Tribunal Supremo nº. 1586/2003, de 3 de febrero en ocasiones es lo más
ajustado a derecho “poner en marcha los mecanismos reductores previstos en la legis-
lación penitenciaria y proponer por el Juez de Vigilancia Penitenciaria un posible
indulto que acomode la respuesta penal a la entidad de los hechos”. 

En todo caso, habrá de ser aprobada tal solicitud por el Juez de Vigilancia
Penitenciaria, en virtud de lo previsto en el artículo 76.2 c) L.O.G.P., que prevé, entre
sus facultades, la de “aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre
beneficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena”. 

No obstante, si bien la competencia para conocer de las peticiones de indulto
corresponde, como beneficio penitenciario, en un primer momento, a las Juntas de
Tratamiento, como ha advertido la Audiencia Provincial de Madrid en Auto nº.
1683/2003, de 8 de julio, tal propuesta o solicitud de la Junta de Tratamiento “debe
ser fundada y su existencia es necesaria, pero el contenido de la misma no es vincu-
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138 Cfr. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código penal…”, ob. cit., p. 585.



lante para el Juez (ni en segunda instancia para el Tribunal de apelación)”. En esta
línea, la Audiencia de Lleida en Auto nº. 586/2003, de 27 de octubre, afirma que “la
tramitación del indulto particular por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria no es
«automática» como se pretende por el recurrente, cuando existe propuesta del Equipo
Técnico y solicitud de la Junta de Tratamiento al respecto, sino que la ley le atribuye
al Juez de Vigilancia Penitenciaria la facultad discrecional para decidir sobre la pro-
cedencia de su tramitación, debiendo ponderar si concurren los requisitos del art. 206
del Reglamento Penitenciario, sin perjuicio, claro está, de que su resolución ha de ser
motivada y fundamentada razonablemente. En este sentido, en la STC nº 163/2002,
invocada en el auto impugnado se establece con base en el art. 202.1 del Reglamento
Penitenciario que «la legislación penitenciaria configura como beneficio penitencia-
rio la mera tramitación del indulto por parte del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria,
a solicitud de la Junta de Tratamiento y previa propuesta del Equipo Técnico», y en
el art. 76.2.c) de la L.O.G.P. se atribuye el Juez de Vigilancia Penitenciaria la com-
petencia para «aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre bene-
ficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena», y en coheren-
cia con ello, conforme al art. 206.1 del Reglamento Penitenciario la Junta de
Tratamiento no puede tramitar directamente la solicitud del indulto, sino que ha de
pedirlo al Juez de Vigilancia Penitenciaria. Sentado lo anterior, queda por analizar si
la resolución adoptada por el Sr. Juez de Vigilancia Penitenciaria, en ejercicio de la
discrecionalidad que le corresponde, resulta ajustada a Derecho, lo que supone revi-
sar si concurren simultáneamente en el apelante los requisitos de buena conducta,
actividad laboral normal útil para la preparación de vida en libertad y participación
en las actividades de reeducación y reinserción social previstos en el art. 206 del
Reglamento Penitenciario con la duración y grado de intensidad y cualificación que
se exigen en el mismo, esto es, en grado que pueda calificarse de extraordinario, o
fuera de lo común, y además durante un período continuado de al menos dos años”. 

Como se recoge en la Sentencia del Tribunal Constitucional nº. 163/2002, de 16
de septiembre: “La tramitación del indulto particular conoce así dos fases claramen-
te diferenciadas: la que finaliza con la resolución del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria, que es la ordenada por los arts. 202 y ss. del Reglamento Penitenciario,
y la que se inicia con dicha resolución y es regulada, según dispone el art. 206.2 del
Reglamento Penitenciario, conforme a la legislación vigente sobre el ejercicio del
derecho de gracia”. En similar sentido, el Auto de la Audiencia Provincial de Huelva
nº. 6/2005, de 24 de enero, dispone: “Pues bien, del estudio sistemático de la norma-
tiva aplicable vamos a considerar que con arreglo al art. 206 referido, la tramitación
del indulto particular que se propone gubernativamente, corresponde al Ministerio de
Justicia. Y el Juzgado de Vigilancia o el Tribunal sentenciador deberán limitarse a
darle curso, sin pronunciarse sobre su oportunidad, a menos que sea para sumarse a
la propuesta, tal como prevé la regulación del derecho de gracia, a la que se remite la
legislación penitenciaria. (…). Dicha legislación de remisión es fundamentalmente la
Ley de Indulto de 1870, que dedica a la cuestión todo un capítulo, distinguiendo
según proceda la iniciativa de uno u otro órgano, a los efectos de determinar su tra-
mitación, y en este caso debe entenderse que es gubernativa, dado que propone la
Junta de Tratamiento del Centro Penitenciario, propuesta a la que no se suma ni el
Juzgado ni el Fiscal de Vigilancia, como puede apreciarse por los razonamientos
expuestos por éstos”.
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Otra vía de aplicación del beneficio del indulto es la relativa a los casos en que el
indulto particular se activa como solución ante penas excesivas en materia de acu-
mulación. En este sentido, se trataría de atender a los supuestos previstos en el artí-
culo 4.3 del Código Penal139, para evitar, como se afirma en el Auto del Juzgado de lo
Penal nº. 4 de Alicante, de 5 de septiembre de 2002, “que de la rigurosa aplicación de
las disposiciones de la Ley, (...) resultase una pena notablemente excesiva atendien-
do al mal causado por los delitos y las circunstancias personales del reo”, tratándose
de un supuesto en que el penado debía cumplir un total de más de cuarenta y un años
de privación de libertad (de los que ya había extinguido una buena parte) como autor
de varios delitos de robo, tenencia ilícita de armas, detención ilegal, injurias y des-
acato. En tales casos, como se afirma en el citado Auto, “una privación de libertad de
más de cuarenta años por los delitos cometidos (...), se aleja del principio de huma-
nidad de las penas que debe caracterizar el Derecho Penal del Estado Democrático,
máxime cuando el mal causado por el delito no es de extrema gravedad”. En sentido
parecido, la Sala Casacional del Tribunal Supremo en sentencia nº. 1586/2003, de 3
de febrero, exponía la posibilidad de, por parte del Juez de Vigilancia, solicitar un
indulto para acomodar la respuesta penal a la entidad de los hechos y a la personali-
dad del culpable, como sigue: “teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos delic-
tivos y el tiempo que ya ha pasado en prisión, es aconsejable poner en marcha los
mecanismos reductores previstos en la legislación penitenciaria y proponer, por el
Juez de Vigilancia Penitenciaria, un posible indulto que acomode la respuesta penal
a la entidad de los hechos y a la personalidad del culpable, previo informe de los ser-
vicios correspondientes de la prisión”.

Finalmente, en relación con el procedimiento exigible para llevar a efecto el proce-
dimiento de liberación del penado beneficiado con un indulto particular, el artículo 25
del Reglamento penitenciario, que recoge la libertad por aplicación de medidas de gra-
cia, viene a disponer tal procedimiento garantista administrativo, como sigue: “Cuando
la liberación definitiva de los penados se produzca por aplicación de medidas de gracia,
el Director del Centro se abstendrá, en todo caso, de poner en libertad a los penados sin
haber recibido orden o mandamiento por escrito del Tribunal sentenciador”. 

El indulto podrá ser total o parcial. El primero supone la remisión o perdón de toda
la pena o todas las penas que tuviere que cumplir el penado. El segundo consiste en la
remisión de parte de alguna que tenga pendiente de cumplir. Cuando se recibe la comu-
nicación por parte del Tribunal sentenciador, el Director del Centro deberá solicitar la
correspondiente nueva liquidación de condena en la que conste la reducción operada
por medio del indulto. Seguidamente habrá de efectuarse los cálculos sobre el resto de
la pena a los efectos de computar en que fecha procede la libertad condicional. 

139 El artículo 4.3 citado dispone: “Del mismo modo acudirá -el Juez o Tribunal- al Gobierno exponiendo lo con-
veniente sobre la modificación o derogación del precepto o la concesión de indulto, sin perjuicio de ejecutar desde luego
la sentencia, cuando de la rigurosa aplicación de las disposiciones de la Ley resulte penada una acción u omisión que,
a juicio del Juez o Tribunal, no debiera serlo, o cuando la pena fuera notablemente excesiva, atendidos el mal causado
por la infracción y las circunstancias personales del reo”.



II.1.4. LLa eexigencia dde mmotivación

La exigencia de motivación para las resoluciones en materia de indultos peniten-
ciarios, es objeto de conocimiento del Tribunal Constitucional en la Sentencia nº.
163/2002, de 16 de septiembre, que a este respecto expresa tal exigible fundamenta-
ción, en los relevantes términos que siguen: “El déficit de fundamentación imputado
al Acuerdo del Equipo Técnico no es en sí mismo constitutivo de una vulneración
autónoma de un derecho fundamental susceptible de amparo, por más que, en caso de
verificarse, supusiese la infracción del art. 54.1 f) de la Ley 30/1992 y, consiguiente-
mente, la lesión de la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (art. 9.3
CE). La vulneración del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva se achaca
por el recurrente, como no podía ser de otro modo, a los órganos judiciales porque su
rechazo a revisar el acto administrativo, al considerarlo no fiscalizable, supone dene-
gar al recurrente la respuesta solicitada sobre las condiciones necesarias para la tra-
mitación de un indulto particular conforme al art. 206 del Reglamento Penitenciario”
(...), “no obstante, existen diversos supuestos en los que se exige un específico y refor-
zado deber de motivación (por todas SSTC 116/1998, de 2 de junio, F. 4; y 5/2002,
de 14 de enero, F. 2). Así sucede, en lo que ahora interesa, en los casos en que la reso-
lución judicial decide sobre una materia conectada con otros derechos fundamentales
o libertades públicas o incide de alguna manera en la libertad como valor superior del
ordenamiento jurídico. En particular, resulta afectada la libertad como valor superior
del ordenamiento jurídico cuando las resoluciones judiciales adoptan decisiones sobre
beneficios penitenciarios, como la libertad condicional (STC 79/1998, de 1 de abril,
F. 4), o sobre los permisos de salida (por todas, SSTC 2/1997, de 13 de enero, F. 2;
79/1998, de 1 de abril, F. 4; y 109/2000, de 5 de mayo, F. 3), o la suspensión de la eje-
cución de la pena (SSTC 25/2000, de 31 de enero, F. 3; 264/2000, de 13 de noviem-
bre, F. 2; 8/2001, de 15 de enero, F. 2; y 5/2002, de 14 de enero, F. 2)” (…). “la ape-
lación a la competencia del Equipo Técnico para la apreciación de la concurrencia de
los requisitos del art. 206 del Reglamento Penitenciario, o su concurrencia en grado
de «extraordinario», no puede considerarse fundamentación suficiente, pues, ni la
competencia de la Administración para la adopción de una decisión excluye por sí
misma la posibilidad de control posterior por un órgano judicial, ya que el art. 106.1
CE establece que los «Tribunales controlan... la legalidad de la actuación administra-
tiva...», ni, ciertamente, puede calificarse de razonable la declaración de incompeten-
cia del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria para la revisión del ejercicio realizado por
la Administración Penitenciaria de sus competencias en materia de tramitación del
indulto particular, a la luz de la legislación penitenciaria. Esta declaración de incom-
petencia se separa de lo dispuesto en el art. 76.2 c) de la Ley Orgánica General
Penitenciaria, que establece que corresponde especialmente al Juez de Vigilancia
Penitenciaria «aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre bene-
ficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena», y desconoce,
también, que el art. 206.1 del Reglamento Penitenciario no atribuye competencia
exclusiva al Centro Penitenciario para la tramitación de la solicitud de indulto parti-
cular, pues éste no puede elevar directamente su solicitud para que se trámite de con-
formidad con la legislación vigente sobre el derecho de gracia, sino que el destinata-
rio directo de su propuesta es el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria”. “De otra parte,
el recurso al carácter potestativo o discrecional del acto administrativo impugnado
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para negar la posibilidad de su control jurisdiccional tampoco puede considerarse
como fundamento razonable de la decisión judicial, pues, de un lado, el art. 54.1 f) de
la LRJ-PAC prescribe que los actos administrativos «que se dicten en el ejercicio de
potestades discrecionales» deberán motivarse, y el recurrente alegó ante el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria un déficit de motivación; y, de otro, porque con dicha fun-
damentación se niega la proyección que en este ámbito tiene la propia interdicción de
la arbitrariedad de los poderes públicos que proclama el art. 9.3 CE. Requerir la moti-
vación del acto administrativo discrecional es, también, garantía de la interdicción de
la arbitrariedad del poder público y su control no es tarea ajena a la función jurisdic-
cional (art. 106.1 CE)”. 

Del mismo modo, en relación con tal exigencia de motivación, tanto en los actos
administrativos como en las resoluciones judiciales, más recientemente, reproduce
similares consideraciones la Audiencia Provincial de Madrid, por Auto nº. 1852/2004,
de 24 de junio, con estos términos: “El derecho a la tutela judicial efectiva exige siem-
pre que las resoluciones judiciales sean motivadas y fundadas en Derecho, sin incurrir
en irrazonabilidad, arbitrariedad o error patente. El deber de motivación se satisface,
en principio, cuando las resoluciones judiciales exteriorizan las razones que funda-
mentan la decisión, siempre que el razonamiento que en ellas se contiene constituya la
aplicación no arbitraria de las normas al caso. Sin embargo, existen diversos supues-
tos en los que se exige un específico y reforzado deber de motivación, como sucede en
los casos en que la resolución judicial decide sobre una materia conectada con otros
derechos fundamentales o libertades públicas o incide de alguna manera en la libertad
como valor superior del ordenamiento, y así ocurre en las resoluciones relativas a los
beneficios penitenciarios, como la libertad condicional, los permisos de salida o la sus-
pensión de la ejecución de la pena (vid. SSTC 5/2002, de 14 de enero; 214/1999, de
29 de noviembre; 82/2002, de 22 de abril; 116/1998, de 2 de junio, 79/1998, de 1 de
abril; 8/2001, de 15 de enero, etc.)”. Igualmente, el Auto de la Audiencia Provincial de
Madrid nº. 1067/2005, de 12 de abril, resuelve acerca de la circunstancia a valorar rela-
tiva al grado extraordinario en el desarrollo del trabajo por parte del interno, señalan-
do un supuesto en el que no se especifican las razones por las que los trabajos por él
realizados en el centro penitenciario no se han considerado «trabajos extraordinarios».
De este modo se pronuncia la sala: “Cuando el órgano judicial cuenta con un amplio
margen de discrecionalidad para la concesión o denegación del beneficio solicitado, la
facultad legalmente atribuida para que adopte con carácter discrecional la decisión no
constituye por sí misma justificación suficiente de la decisión finalmente adoptada,
sino que, por el contrario, el ejercicio de dicha facultad viene condicionado estrecha-
mente a la exigencia de que tal resolución esté motivada, pues sólo así puede proce-
derse a un control posterior de la misma, en evitación de toda posible arbitrariedad.
Además, el deber de fundamentación de estas resoluciones judiciales requiere la pon-
deración de las circunstancias individuales del penado, así como de los valores y bien-
es jurídicos comprometidos en la decisión, teniendo en cuenta la finalidad principal de
la institución, la reeducación y reinserción social, y las otras finalidades, de prevención
general, que legitiman la pena privativa de libertad (vid. SSTC 115/97, de 16 de junio,
25/2000, de 31 de enero, 264/2000, de 13 de noviembre, 8/2001, de 15 de enero, etc.).
(…). Atendida la doctrina desarrollada, entendemos que los autos recurridos carecen
de la necesaria motivación («Procede la desestimación de la queja planteada por el
interno referenciado, al no objetivarse abuso de poder o desviación de sus funciones
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por parte de la Administración Penitenciaria..., al no concurrir los requisitos del artí-
culo 206 del Reglamento Penitenciario, por no llevar desempeñando dos años un tra-
bajo que se pueda calificar de extraordinario para su reeducación y reinserción
social»), sobre todo, cuando el acuerdo de la Junta de Tratamiento tampoco permite
conocer, con detalle, los motivos del rechazo a la petición del interno («Por no concu-
rrir en los requisitos del art. 206 del Reglamento Penitenciario, en el sentido de no lle-
var desempeñando 2 años un trabajo que se pueda calificar de extraordinario para su
reeducación y reinserción social»).

De otra parte, el recurso al carácter potestativo o discrecional del acto administra-
tivo impugnado para negar la posibilidad de su control jurisdiccional tampoco puede
considerarse como fundamento razonable de la decisión judicial, pues, de un lado, el
artículo 54.1 f LPC prescribe que los actos administrativos que se dicten en el ejerci-
cio de potestades discrecionales deberán motivarse, y, de otro, porque con dicha fun-
damentación se niega la proyección que en este ámbito tiene la propia interdicción de
la arbitrariedad de los poderes públicos. En definitiva, la Administración ha de estar
en todo momento en condiciones de explicar que no ha ejercido de forma arbitraria
sus facultades discrecionales (vid. STC 163/2002, de 16 de septiembre). En conse-
cuencia, procede la anulación de las resoluciones dictadas por el Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria, por haberse producido una vulneración del derecho a la tute-
la judicial efectiva del apelante, retrotrayendo las actuaciones al momento anterior al
auto de 31 de mayo de 2004, a fin de que el Juzgado se pronuncie en la debida forma
sobre la pretensión del recurrente, con solicitud, en su caso, al centro penitenciario de
los informes que estime necesarios”.

II.1.5. EEl ccriterio ttemporal

El artículo 206 R.P. establece un marco temporal exigible en la actividad del pena-
do para poder ser tenida en cuenta en estos términos: “La Junta de Tratamiento, pre-
via propuesta del Equipo Técnico, podrá solicitar del Juez de Vigilancia Penitenciaria
la tramitación de un indulto particular, en la cuantía que aconsejen las circunstancias,
para los penados en los que concurran, de modo continuado durante un tiempo míni-
mo de dos años y en un grado que se pueda calificar de extraordinario…” Tal criterio
temporal, de dos años de actividad del penado a valorar para la concesión del indulto
parcial no es, empero, un marco temporal estanco, sino que exige una flexibilidad en
su estudio y consideración, y así se recogido, a modo de ejemplo, en el Auto del
Juzgado de Vigilancia de Ocaña de 30 de enero de 2003, que extiende el marco de
observación como sigue: “El precepto exige que la buena conducta y el desempeño
de una actividad laboral o la participación en actividades de reeducación y reinserción
por el penado, persistan, al menos, durante dos años y en un grado susceptible de ser
calificado de excepcional o extraordinario para que proceda considerar la tramitación
de la medida de gracia del indulto particular. Pero, como es evidente, tal lapso de
tiempo mínimo de dos años, ha de situarse, por la propia lógica del precepto, en el
contexto general de la evolución del penado a lo largo del cumplimiento de la conde-
na o condenas a las que ha de aplicarse el indulto, valorando o ponderando que antes
del periodo considerado a efectos de la proposición del indulto el comportamiento en
prisión y fuera de ella del penado pueda, al menos, ser calificado de aceptable. En
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otros términos, el artículo 206 del Reglamento Penitenciario no permite, haciendo
abstracción del restante historial penal y penitenciaria de un penado, tomar solo en
consideración, aisladamente, los dos últimos años de condena a efectos de considerar
si concurren o no las circunstancias previstas en el precepto”.

Por otra parte, en cuanto a la denegación del beneficio y la vía general de petición
que deja abierta, si bien la denegación ante la propuesta para indulto puede llegar, v.gr.,
por la no aceptación del interno de un programa individualizado de tratamiento impi-
diendo, como señala el Auto nº. 586/2003 de la Audiencia Provincial de Lleida, “apre-
ciar la concurrencia del tercer requisito previsto en el artículo 206 del Reglamento
penitenciario”, esto es, “participación en las actividades de reeducación y reinserción
social”; o por no haber concurrido en grado extraordinario tal requisito tercero, como
se advierte por la Audiencia Provincial de Barcelona en Auto de 18 de febrero de 2004,
“la denegación, aunque prima faciae pudiera parecerlo, no significa que el Juez de
Vigilancia Penitenciaria tenga indirectamente conferidas facultades de denegación del
indulto -lo que sería contrario al Artículo 62.i) de la Constitución Española-, sino tan
solo el cierre de la vía específica de propuesta de indulto, dejando incólume las vías
«ordinarias» de los artículos 19 y siguientes de la Ley de Indulto”. En el mismo senti-
do se ha expresado, meses después, la misma sala de Barcelona por Auto nº. 847/2004,
de 8 de septiembre. Así, se señala: “El Artículo 206 del Reglamento Penitenciario,
cuando autoriza a la Junta de Tratamiento a solicitar la tramitación de indulto particu-
lar para los penados en quienes concurren las circunstancias que se expresan en el
mismo, no establece unos casos específicos de concesión del indulto -pues con ello,
modificaría la Ley de 18 de Junio de 1870, de Ejercicio de la Gracia de indulto en sus
Artículos 11 y 12, infringiendo el principio de jerarquía normativa-; ni aún la obliga-
toriedad de que el Juez de Vigilancia Penitenciaria efectivamente tramite el indulto
propuesto, pues así resulta del Artículo 76.c) que le confiere específicamente la fun-
ción de «Aprobar (lo que lleva implícito también no aprobar) las propuestas que for-
mulen los Establecimientos sobre los beneficios penitenciarios que puedan suponer
acortamiento de la condena» en relación con el Artículo 202.2 que considera como tal
beneficio el indulto particular. Viene a establecer, tal precepto reglamentario, una
nueva y específica vía de proposición de indulto y de origen de la tramitación del
mismo, perfectamente compatible con lo que dispone el Artículo 19 de la Ley de 1870.
Nueva vía establecida por causa de la extraordinaria buena conducta del interno, su
extraordinaria dedicación a la actividad laboral útil para la preparación de la vida en
libertad, y su extraordinaria participación en actividades de reeducación y reinserción
social, durante el tiempo al que el precepto se refiere, esto es, dos años. Tales condi-
ciones quedan sometidas a control jurisdiccional del Juez de Vigilancia Penitenciaria,
pues no de otro modo puede interpretarse que el precepto se exprese en términos de
«solicitud de tramitación», de modo que ante ella, el órgano jurisdiccional puede -revi-
sando la alegada concurrencia de dichas condiciones- dar lugar a lo solicitado, trami-
tando el correspondiente expediente, o bien denegar dicha tramitación”.

II.1.6. SSuspensión dde lla eejecución dde lla ppena

En relación con la crucial posibilidad de suspender el inicio de la ejecución de las con-
denas impuestas en una sentencia firme ante una solicitud de indulto por el penado, se
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resolvía tal cuestión por la Consulta 1/1994 de 19 de julio, estableciendo conclusiones al
respecto: “1ª. La exigencia de estar a disposición del Tribunal Sentenciador para la tra-
mitación de un expediente de indulto no ha de identificarse necesariamente con el efec-
tivo ingreso en prisión. 2ª. A tenor de los artículos 32 de la Ley de Indulto y 2.2 del
Código Penal la simple iniciación de un expediente de indulto no lleva aparejada auto-
máticamente la suspensión de la ejecución de la condena. 3ª. No obstante, tanto el artí-
culo 202 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal como la Orden del Ministerio de Justicia
de 10 de septiembre de 1993, permiten que el Juez o Tribunal facultativamente puedan
acordar la suspensión de la ejecución de la condena ante una solicitud de indulto en tra-
mitación. 4ª. El informe del Fiscal sobre la procedencia o no de suspender la ejecución
de la pena ante una petición de indulto deberá decidirse caso por caso, tomando en con-
sideración una valoración provisional sobre la prosperabilidad de la petición y los perjui-
cios que podrían derivarse de no suspenderse la ejecución. Más en concreto, deberán pon-
derarse, entre otros, los siguientes factores: tiempo transcurrido desde la comisión del
delito; existencia de dilaciones indebidas no imputables al penado; efectiva rehabilitación
del mismo; satisfacción de las responsabilidades civiles; si se trata de una primera peti-
ción o de la reiteración de otra ya denegada y la clase y duración de la pena impuesta. 5ª.
La resolución judicial decidiendo la suspensión o no de la ejecución, que puede ser revi-
sada en cualquier momento, debe adoptar la forma de auto, valorándose en cada supues-
to la conveniencia o no de interponer recurso en caso de que la decisión se aparte del
informe del Fiscal”.

Los criterios relativos a la suspensión también se advierten en el más reciente
Auto del Tribunal Constitucional nº. 94/2004, de 23 de marzo, que sintetiza anterio-
res resoluciones, como sigue: “Pues bien, como señalamos en el ATC 188/1999, en la
medida en que, a pesar del cumplimiento efectivo de la sanción, ésta puede tener efec-
tos negativos en la concesión de beneficios penitenciarios al recurrente (arts. 204 a
206 del Reglamento Penitenciario de 1996) y dado que se trata de efectos que por su
naturaleza pueden favorecer al reo sin que, en principio, pueda colegirse un inmedia-
to perjuicio del interés general o de los derechos fundamentales o libertades públicas
de terceros (ATC 58/1996), resulta pertinente acordar la suspensión solicitada”.

II.1.7. SSupuestos ddenegatorios

Entre las resoluciones recientes que deniegan la concurrencia de un grado extraor-
dinario en la actividad del interno, como requisito explicitado en el artículo 206 R.P.
y, por ello, preciso para la obtención del beneficio del indulto, la Audiencia Provincial
de Madrid ha mantenido una uniforme doctrina. Se reitera en tales autos la exigencia
de un plus en la actividad, de un esfuerzo más allá del normal en el comportamiento
y dedicación del penado, no bastando con la mera realización del trabajo durante el
espacio temporal exigible de dos años. Así, se deniega el grado de trabajo extraordi-
nario exigible para el Indulto por Auto de la Sala madrileña nº. 3069/2004, de 14 de
octubre, con estos ejemplificativos términos: “observamos que la petición del interno
no fue estimada por no haber desempeñado durante dos años un trabajo que pudiera
ser calificado de extraordinario para su reeducación y reinserción social, con arreglo
a lo señalado por el artículo 206 del Reglamento Penitenciario. El apelante mantiene
en apoyo de su pretensión que ha seguido tres cursos de formación de tres meses de
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duración cada uno de ellos (“Reciclaje de Sólidos Urbanos”, “Expendedor de gasoli-
neras” y “Zapatería”), que ocupó el destino de limpieza de comedor durante dos
meses y que se incorporó al taller de cableado en el mes de junio de 2002 hasta la
fecha de su petición (febrero de 2004). Sin embargo, aun cuando pudiera computar-
se todo el tiempo alegado como de trabajo efectivo, de los datos aportados no se des-
prende que lo haya sido en un grado “extraordinario” y, por otro lado, según mani-
fiesta el interno, en una causa anterior refundible con la presente, le fue revocada la
libertad condicional por haber delinquido durante la misma, lo cual afectaría al tam-
bién necesario requisito de la buena conducta, al menos, a los efectos de este benefi-
cio, de modo que el recurso ha de ser rechazado”. 

Otro ejemplo de denegación del grado extraordinario en el trabajo, realizado por
parte del interno que solicita el beneficio del indulto, se aprecia en el Auto de la
Audiencia Provincial de Madrid nº. 3/2005, de 7 de enero, como sigue: “El apelante
mantiene en apoyo de su pretensión que ha desempeñado diversos trabajos (en lim-
pieza de patio, economato, taller de cableados) durante tres años y tres meses, que si
bien no han tenido una continuidad de dos años no ha sido por su voluntad, sino por-
que el centro penitenciario da de baja en la Seguridad Social a los internos durante el
mes de agosto, y que la falta disciplinaria no puede ser obstáculo para la tramitación
de su petición, por no haber sido una falta grave, haber sido oportunamente sancio-
nado y posteriormente rehabilitado. Sin embargo, aun cuando pudiera computarse
todo el tiempo alegado como de trabajo efectivo, de los datos aportados no se des-
prende que lo haya sido en un grado «extraordinario», es decir, no basta la realización
normal del trabajo, sino que se exige un «plus» en el comportamiento, esfuerzo o
dedicación del condenado; y, por otro lado, aun cuando la sanción haya sido cancela-
da, no puede obviarse que la infracción cometida sí debe ser tenida en cuenta (en la
correspondiente proporción), al menos, a los efectos de este beneficio, de modo que
el recurso ha de ser rechazado”. 

Igualmente niega el trabajo extraordinario, exigible para el Indulto, el Auto de la
Audiencia Provincial de Madrid nº. 41/2005, de 12 de enero, con estos términos: “En
este caso, observamos que la petición del interno no fue estimada por no haber des-
empeñado durante dos años un trabajo que pudiera ser calificado de extraordinario
para su reeducación y reinserción social, con arreglo a lo señalado por el artículo 206
del Reglamento Penitenciario. El apelante mantiene en apoyo de su pretensión que en
su expediente consta que ha desempeñado diversos trabajos (en limpieza, cocina,
reparto de comida, taller de cableados, etc.) durante cuatro años, desde su ingreso en
prisión, que requieren una dedicación, disciplina y responsabilidad positivas de cara
a su reinserción social y reeducación. Sin embargo, de los datos aportados no se des-
prende que el trabajo desarrollado haya sido en un grado «extraordinario». Es decir,
aun en el hipotético caso de que todo el tiempo alegado pudiera computarse como de
trabajo efectivo, no bastaría la realización normal del trabajo, sino que se exige un
«plus» en el comportamiento, esfuerzo o dedicación del condenado, que no observa-
mos que se haya producido a los efectos de este beneficio, de modo que el recurso ha
de ser rechazado”. 

En el mismo sentido, niegan el trabajo extraordinario exigible para el Indulto el Auto
de la Audiencia Provincial de Madrid nº. 1989/2005, de 22 de junio y el Auto de la
misma Sala nº. 2412/2005, de 12 de julio como sigue: “si bien el recurrente mantiene
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una buena conducta carcelaria y realiza una actividad laboral, lo cierto es que la misma
no puede considerarse como un desempeño extraordinario de actividades para su edu-
cación y reinserción social, y así lo pone de manifiesto el Centro Penitenciario, quien,
conforme establece el precepto antes mencionado, es el que debe proponer el beneficio
que solicita el recurrente, sin perjuicio de que el misma pueda instar tal medida de gra-
cia conforme legalmente viene establecido, entendiéndose que la actividad laboral rea-
lizada por el interno, en tiempo inferior a dos años a la fecha de producirse el informe
desfavorable de la Administración Penitenciaria, si bien van orientadas a su reinserción
social, no pueden ser valoradas con algo excepcional o extraordinaria para su reeduca-
ción y reinserción social, por lo que no cabe entender cumplidos los fines requeridos
por el precepto antes mencionado, por ello procede desestimar el recurso formulado, sin
perjuicio del derecho de el interno a solicitar directamente el indulto, con aportación de
los datos sobre su tratamiento penitenciario que estime pertinente”.

Específicamente en relación con el criterio anterior a la Instrucción vigente 12 - 2006,
esto es, el del número de créditos exigibles en la actividad laboral que desempeña el inter-
no, y para que sirviera, cuando concurre en grado extraordinario, para la obtención de una
propuesta para indulto particular, se advierten consideraciones de interés en el relativa-
mente reciente Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, nº. 3161/2005, de 10 de octu-
bre, que dispone: “la petición del interno no fue estimada por no haber desempeñado
durante dos años un trabajo que pudiera ser calificado de extraordinario para su reeduca-
ción y reinserción social, con arreglo a lo señalado por el artículo 206 del Reglamento
Penitenciario, y en aplicación de la Circular de la Dirección General de Instituciones
Penitenciarias por la que se fijaron los criterios comunes para las propuestas de indulto,
que entró en vigor en enero de 2000, cuyo artículo 7.2 establece como requisito que se
obtenga un 75% de los créditos posibles. (…). Una vez examinada la documentación
remitida por el centro penitenciario y, muy especialmente, la evaluación continuada de la
participación del apelante en las actividades durante los dos últimos años, apreciamos que,
efectivamente, no ha obtenido el 75% de los créditos posibles (así, p. ej., observamos que
obtuvo sólo el 50% en los trimestres 2º de 2003 y 4º de 2004 y el 58% en los trimestres
3º y 4º de 2003), por lo que la ponderación efectuada por el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria ha sido correcta y el recurso debe ser rechazado”. Hoy tales consideracio-
nes, se contienen en la, contemplada supra, Instrucción 12-2006, de 28 de julio.

II.2. EEl aadelantamiento dde lla llibertad ccondicional 

II.2.1. AAntecedentes hhistóricos

II.2.1.1. EEl ssistema dde MMaconochie.

En el ámbito foráneo, internacional, o especialmente anglosajón, la iniciativa de
adelantar el momento de la libertad condicional, o más bien configurarla como tal, hasta
que se integra en el sistema progresivo de cumplimiento de condenas, correspondió en
mitad del XIX a Alexander Maconochie140, desde que asumiera la superintendencia de

140 Vid., para mayor información, MACONOCHIE, A.: Australiana, Thoughts on Convict Management and Other
Subjects Connected with the Australian Penal Colonies. London, 1839; el mismo: On the Management of Transported
Criminals, London, 1845; el mismo: Crime and Punishment, the Mark System, Framed to Mix Persuasion with Punishment 
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la colonia penal, destino de penados reincidentes, de la isla de Norfolk en Australia, con
la estimable pretensión de poner a prueba su proyecto dignificador en la administración
de convictos. El célebre sistema de puntos o marcas que impulsara Maconochie en
aquel lejano enclave prisional, conformará una parte fundamental en la estructura del
acreditado “sistema irlandés” o “de Crofton”, puesto en práctica en Inglaterra y univer-
salizado años más tarde. 

En esta iniciativa personal resalta la acción relativa al “marks system”, como
aportación fundamental del Capitán británico y núcleo de su esquema práctico. Y, de
modo principal, su plasmación de la idea que queda para la historia, y fundamental
para nuestro interés, de que cada convicto podía tener la llave de su propia prisión. El
“aparato”, como denominó Maconochie a su esquema organizativo, respondía a un
sencillo planteamiento, reconocido en obras anteriores como las de John Howard o
Jeremy Bentham: la gradual preparación del penado para su futura libertad, enten-
diendo que nada había de otorgarse gratuitamente, que todo debía ganarse por el pro-
pio esfuerzo. Esto se articulaba en un sistema de etapas para el penado. La obtención
de puntos o marcas por la vía de la aplicación laboral en la isla hasta conseguir los
suficientes para la consecución del ticket of leave, procedimiento antecedente de la
libertad condicional que, si bien existía con anterioridad a la llegada de Maconochie
a Norfolk141, venía a cerrar exitosamente su sistema.

II.2.1.2. UUn aantecedente ppropio dde pprincipios ddel ss. XXX: LLa cconcesión dde rresidencia

En España, la institución de la concesión de residencia142 supone el antecedente
claro de la libertad condicional anticipada. 

and Make Their Effect Improving, Yet Their Operation Severe. London, 1846; el mismo: Norfolk Island. London, 1847;
el mismo: Secondary Punishment, The Mark System. London, 1848; el mismo: Account of the Public Prison of Valencia.
With Observations by Captain Maconochie, R.N., K.H., London, 1852; el mismo: Three Letters Suggested by the
Interest Taken in the Recent Inquiry in Birmingham. London, 1853 (referida la segunda de ellas a la labor de Montesinos
en Valencia); el mismo: On National Education as Bearing on Crime. London, 1855; el mismo: On the Mark System of
Prison Discipline. London, 1855; el mismo: Supplement to a previous Summary of the two Pamphlets on the Mark
System of Prison Discipline and on National Education as Bearing in Crime. London, 1856; BARRY, J.V.: “Alexander
Maconochie”, en Journal of Criminal Law and Criminology, Vol. 47, nº. 2, July-August 1956, pp. 145 y ss.; el mismo:
“Captain Alexander Maconochie”, en The Victorian Historical Magazine. Vol. 27, Nº. 2, June 1957, pp. 5 y ss.; el
mismo: Alexander Maconochie of Norfolk Island. A Study of a Pioneer in Penal Reform. Melbourne, 1958; y, de modo
menos específico, entre los más destacados, WINES, E.C. (Ed.): Transactions of the National Congress on Penitentiary
an Reformatory Discipline held at Cincinnati, Ohio, October 12-18, 1870. Albany, 1871, pp. 170, 208 y 549; TALLACK,
W.: Penological and Preventive Principles with Special Reference to Europe and America. London, 1889, pp. 119, 218,
278; WINES, F.H.: Punishment and Reformation. A Study of the Penitentiary System. New York, 1919, pp. 192-195;
BARNES, H.E./TEETERS, N.K.: New Horizons in Criminology. 3ª ed., New Jersey, 1959, pp. 417 y ss.; HOWARD,
D.L.: The English Prisons. Their Past and Their Future. London, 1960, pp. 87 y ss.; SHAW, A.G.L.: Convicts and the
Colonies. A Study of Penal Transportation from Great Britain & Ireland to Australia & others parts of the British Empire.
London, 1966, pp. 268 y ss., 290-294 y 344; ERIKSSON, T.: The Reformers. An Historical Survey of Pioneer
Experiments in the Treatment of Criminals. New York/Oxford/Amsterdam, 1976 pp. 81 y ss.; MORRIS, N.:
Maconochie’s Gentlemen. The story of Norfolk Island and the Roots of Modern Prison Reform. New York, 2002; o en
nuestra reciente bibliografía, entre otros, TÉLLEZ AGUILERA, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones. Derecho
y realidad. Madrid, 1998, pp. 81 y ss.; RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 33 y 34; SANZ
DELGADO, E.: Recensión al libro “Maconochie’s Gentlemen. The Story of Norfolk Island, and the Roots of Modern
Prison Reform”, de Norval Morris, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Tomo LVI, 2004, pp. 1050-1061.

141 Vid. ERIKSSON, T.: The Reformers. An Historical Survey… ob. cit., p. 90.
142 Vid., asimismo, al respecto, la información que sobre esta medida se inserta en la Revista Penitenciaria, cómo

órgano del Consejo penitenciario, Tomo III, 1906, pp. 710 y ss.; JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: La sentencia indetermina-
da… ob. cit., pp. 180 y 181; o, en bibliografía más reciente, SANZ DELGADO, E.: El humanitarismo… ob. cit., pp.
286 y ss.; el mismo: “Dos modelos penitenciarios…”, ob. cit., pp. 198 y ss.
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En 22 de octubre de 1906, ante el inminente traslado de los presidios norteafrica-
nos y su población penitenciaria a la península, firmaba el ministro Álvaro Figueroa,
bajo el determinante influjo de Rafael Salillas, la Exposición de motivos del decreto
que introdujo la institución de la concesión de residencia para las plazas norteafrica-
nas de Ceuta y Melilla, donde existían inolvidables presidios. 

El transparente y determinante contenido de tales consideraciones, explicativas
del momento y de la motivación legislativa, por su interés lo transcribimos a conti-
nuación: “la libertad condicional, proceder penitenciario que es práctica corriente en
casi todos los países, con excepción del nuestro si no alegáramos las prácticas segui-
das en la colonia penitenciaria de Ceuta, donde la libertad provisional se ha otorgado
tradicionalmente, disfrutándola hoy día un buen número de penados, en virtud de las
disposiciones del Real decreto de que queda hecha mención -hace referencia al Real
Decreto de 23 de diciembre de 1889 que organizaba la población penal de Ceuta en
colonia penitenciaria-. El artículo 8º. define las condiciones en que se hallan los pena-
dos que disfrutan el beneficio de esa libertad: «El cuarto período –dice- será de cir-
culación libre dentro del ámbito de la colonia. Los penados podrán dedicarse en él á
los oficios que prefieran y pernoctar en el lugar que se les designe, fuera de los edi-
ficios penitenciarios, con la obligación de presentarse en ellos cuando fuesen llama-
dos, y periódicamente, cada siete ó quince días, para pasar revista y suscribir las lis-
tas de presencia». Ahora bien, no siendo nuestros establecimientos penales peninsu-
lares otra cosa que encierros, y no existiendo en nuestras leyes ningún proceder abre-
viatorio143 de la pena, que no sea el indulto, uno ú otro de ambos procederes habría
que elegir si se acordara la traslación de todos los penados, sin excepción alguna, ó si
se considerase grandemente injusto hacer retrogradar á los que merecidamente dis-
frutan todas las posibles expansiones dentro de la vida de la plaza de Ceuta. El minis-
tro que subscribe no es partidario ni de uno ni de otro proceder. Estima que en las
soluciones debe haber una relación solidaria. No hay para qué interrumpir un princi-
pio que hasta el presente ha sido fecundo en la plaza de Ceuta, ni lo impone la trans-
formación que ha de sufrir con la supresión del presidio. 

Los penados que disfrutan de libertad dentro de la plaza pueden permanecer con
este beneficio, consagrados á las ocupaciones que hoy desempeñan, lo que no obsta
para que más adelante, y conforme sus merecimientos lo acrediten, puedan obtener el
indulto del resto de su pena, lo que en este caso equivaldrá á obtener la libertad defi-
nitiva (…). Inaugurada de este modo la supresión de los presidios de África que ha de
realizarse con la máxima urgencia, el procedimiento consiste en señalar que parte de
aquella población reclusa ha de ser traída a la Península y qué otra ha de permanecer
en donde hoy se encuentra. En concreto, se refiere esta segunda parte á los penados
que se hallen en el cuarto período de los preceptuados en el referido Real decreto de
1889; pero será también equitativo que alcance á algunos del tercer periodo, y este
principio de equidad resultará íntegramente aplicado si para estos fines se hace exten-
sivo á los penados de Melilla el procedimiento que se aplica á los de Ceuta”.

143 La redacción de Salillas se advierte sin duda en estas líneas, términos como “abreviatorio” eran tan suyos como
se contemplan, a modo de ejemplo, en su obra Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 199



La normativa del Decreto citado en la exposición motivadora, específicamente
disponía: “Artículo 1º. Al procederse á la supresión de los presidios penales existen-
tes en los presidios militares de la costa septentrional de Africa, continuarán resi-
diendo en Ceuta, si así lo desean y si reúnen las condiciones que en este Real decre-
to se exigen, los penados que se hallen en el cuarto período, ó de circulación libre,
definido en el artículo 8º del Real decreto de 23 de diciembre de 1889. Art. 2º.
También podrán ser comprendidos en lo dispuesto en el artículo anterior los penados
que reúnan señaladas condiciones y se hallen comprendidos en el tercer periodo, «de
naturaleza intermediaria», definido en el art. 7º del mencionado Real decreto. Art. 3º.
Por analogía y para los fines señalados en los artículos anteriores, se aplicarán las
mismas disposiciones á los penados existentes en Melilla. Art. 4º. La exención de
traslado de los reclusos á la península señalándose su residencia en Ceuta ó en
Melilla, conforme al destino penal que actualmente tienen, se concederá por Real
decreto, á propuesta del Ministro de Gracia y Justicia y en virtud de expediente ins-
truído por el Consejo de Disciplina establecido por el art. 14 del Real decreto de 23
de diciembre de 1889”. Los siguientes preceptos números 4º a 7º se enfocaban en el
trámite administrativo y en la instrucción de los expedientes para el artículo 8º des-
plegar las condiciones exigibles para la aplicación de esta medida, como sigue: “La
«concesión de residencia» en Ceuta ó en Melilla será la fórmula que se emplee en los
Reales decretos en que se conceda esta forma de libertad condicional, atenidos en
toda ocasión a las siguientes condiciones: 1ª. Residencia en la ciudad ó en los puntos
donde tuviere que prestar sus servicios, considerándose como caso de transgresión
cualquiera infracción de este precepto. 2ª. Obligación de presentarse á la Autoridad
gubernativa en los períodos que ésta señalase y siempre que para ello fuese requeri-
do. 3ª. Obligación de acudir para sus reclamaciones y gestiones al Patronato de liber-
tos, y también cuando éste lo citase para hacerle advertencias respecto de su proce-
der. 4ª. Buen comportamiento en sus relaciones sociales, con absoluta prohibición de
concurrir á tabernas y lugares sospechosos”. La posibilidad de revocación de la medi-
da se hallaba en el artículo 9º. Seguidamente, el artículo 10 disponía: “El buen com-
portamiento de los penados será recompensado con la propuesta de indulto total o
parcial, según las circunstancias en cada caso. Los indultos totales ó parciales que se
concedan durante el año no podrán exceder del 10 por 100 de la población de liber-
tos. La solicitud de estos indultos le corresponderá al Patronato de libertos, y lo hará
en instancia justificada, haciendo constar señaladamente los requisitos que pueden
hacer al liberto merecedor de la gracia”. Y los artículos 11 y 12 finales se referirían a
las competencias de vigilancia y control de los liberados condicionales por parte de
tal Patronato de libertos.

II.2.1.3. EEl CCódigo PPenal yy eel RReglamento dde 11928

En todo caso, los orígenes y precedentes legislativos de la institución del adelan-
tamiento de la libertad condicional, con mimbres similares a los de la institución
vigente, hay que buscarlos algo después, en el Código penal de 1928, en su artículo
174, párrafo 2º. Ya la Exposición de motivos de aquel Cuerpo normativo destacaba
esta aportación, como sigue: “Manteniendo el sistema progresivo en el cumplimien-
to de las penas privativas de libertad (…) y se permite a los penados adelantar el
momento en que ha de serles concedida la libertad condicional, mediante la obtención
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de bonos de cumplimiento de condena (artículo 174), que obtendrán cuando se dis-
tingan por actos extraordinarios que demuestren su arrepentimiento y firmes propó-
sitos de ser buenos ciudadanos, que hayan aumentado su cultura con propósitos hon-
rados, que hayan ejecutado trabajos de mérito notorio o que, en momentos peligro-
sos, hayan ayudado a la Autoridad o a los funcionarios del establecimiento penal o en
tales ocasiones hayan realizado actos de abnegación y sacrificio”. Estas últimas posi-
bilidades engarzan así perfectamente con las exigencias que se veían necesarias para
el otorgamiento de indultos particulares. 

El propio extenso artículo 174 del citado Código penal de 1928, relativo a la liber-
tad condicional, incorporada al Código punitivo tras la ley de 1914, dispuso: “Podrá
otorgarse la libertad condicional a los condenados a penas de reclusión y prisión que
lleguen al último período de la condena; hayan extinguido las partes alícuotas de ésta
que establezcan los reglamentos; sean acreedores a dicho beneficio, por pruebas evi-
dentes de intachable conducta, y ofrezcan garantía de hacer vida honrada en libertad
como ciudadanos pacíficos y laboriosos. La libertad condicional se concede como
medio de prueba de que el liberado se encuentra corregido, y se otorgará por Real
orden, previo acuerdo del Consejo de Ministros.

No obstante lo preceptuado en el párrafo anterior, en cuanto al mínimo del cum-
plimiento de la pena exigido para la concesión del beneficio de la libertad condicio-
nal, los condenados a reclusión o prisión que no se limiten al cumplimiento de sus
deberes y a la observancia de la disciplina, sino que se distingan por actos extraordi-
narios que demuestren su arrepentimiento y firmes propósitos de ser buenos ciudada-
nos, que hayan aumentado su cultura con propósitos honrados, que hayan realizado
trabajos de mérito notorio o que en momentos peligrosos hayan ayudado a la
Autoridad o a los funcionarios del establecimiento penal o en tales ocasiones hayan
realizado actos de abnegación y sacrificio, podrán adelantar la concesión del benefi-
cio de libertad condicional expresado. Para ello, el Tribunal sentenciador, a propues-
ta de la Junta de disciplina del establecimiento o a instancia del Ministerio fiscal o de
oficio, y siempre oída aquélla, otorgará al penado que tales actos realice bonos de
cumplimiento de condena por el procedimiento y de la duración que fijarán los regla-
mentos penitenciarios que se dicten; y si, en el curso del cumplimiento de la condena,
el penado no da lugar, por mala conducta o por indisciplina, a que se le retiren, se con-
tará el tiempo que los bonos sumen para reducir el necesario para que le sea concedi-
da la libertad condicional. El período de libertad condicional durará todo el tiempo
que al liberado le falte para cumplir su condena. Si en dicho período reincide ú obser-
va mala conducta, se revocará la libertad concedida y el penado volverá a su situación
anterior, reingresando en la prisión en que la obtuvo, y en el período penitenciario que
corresponda, según las circunstancias. La revocación de la libertad condicional se hará
por el Ministerio de Gracia y Justicia, mediante Real orden. La reincidencia o reitera-
ción en el delito lleva aparejada la pérdida del tiempo pasado en libertad”.

Por su parte, en el ámbito administrativo-penitenciario, el Reglamento del
Servicio de Prisiones de 24 de diciembre de 1928, en su artículo 36, asimismo esta-
blecía al respecto que “los penados que durante la extinción de sus condenas de pri-
sión o reclusión no se limiten al cumplimiento de sus deberes y á la observancia de
la disciplina, sino que se distingan excepcionalmente por actos extraordinarios con
arreglo a la enumeración que se determina, podrán ser favorecidos con la concesión
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de bonos de cumplimiento de condena, cuyo tiempo se sume al de extinción de ésta,
para adelantarles el disfrute de la libertad condicional”.

De la redacción precedente se extraen algunas consideraciones. En primer lugar,
se utilizan términos moralizantes más propios de otras épocas como “intachable con-
ducta”, o que “el liberado se encuentra corregido”. En segundo término, aparecen
resonancias de los caracteres normativos del indulto, al menos en la versión del anti-
guo Real Decreto de 7 de diciembre de 1866, cuando el precepto se refiere a lo inter-
nos “que hayan realizado trabajos de mérito notorio o que en momentos peligrosos
hayan ayudado a la Autoridad o a los funcionarios del establecimiento penal o en tales
ocasiones hayan realizado actos de abnegación y sacrificio”.

De forma sintética, las condiciones previas, según lo preceptuado en el artículo
174 C.P. 1928, para poder ser acreedor de la libertad condicional en su modalidad
típica eran que: a) Había de tratarse de un condenado a penas de reclusión y prisión.
b) Éste había de hallarse en el último período de condena. c) Había de haber demos-
trado intachable conducta, y d) Ofrecer garantías de hacer vida honrada en libertad
como ciudadano pacífico y laborioso. El plus que se exigía, en virtud del segundo
párrafo del mismo precepto legal, para el adelantamiento incluía equiparación de con-
ductas entendidas valiosas en el ámbito penitenciario: a) Que los condenados no se
limitaran al cumplimiento de sus deberes y a la observancia de la disciplina, sino que
habían de distinguirse por actos extraordinarios que demostraran su arrepentimiento
y firmes propósitos de ser buenos ciudadanos. b) Que aumentaran su cultura con pro-
pósitos honrados. c) Que hubieran realizado trabajos de mérito notorio o que en
momentos peligrosos hayan ayudado a la Autoridad o a los funcionarios del estable-
cimiento penal o en tales ocasiones hayan realizado actos de abnegación y sacrificio.

Los procedimientos articulados para la concesión del beneficio se detallaban en
los párrafos tercero, cuarto y quinto del artículo 36 del Reglamento del Servicio de
Prisiones citado. En virtud de tal precepto, la concesión de los bonos de cumplimien-
to de condena se aprobaban por el Tribunal sentenciador, y una primera forma ordi-
naria se llevaba a cabo mediante una propuesta previa de periodicidad trimestral de
la Junta de disciplina de la prisión. La iniciativa de tal propuesta podía venir del
Director del centro penitenciario o de uno de los vocales de la Junta, exigiéndose para
la validez del acuerdo que no hubiera ningún voto en contra. La segunda forma posi-
ble de proceder con la concesión consistía en la aprobación de oficio por el Tribunal
sentenciador o a instancia del Ministerio Fiscal, previo informe de la Junta de disci-
plina de la prisión donde el sentenciado se hallare144.

Así, como recuerda Renart García con similares términos a los de Vega Alocén,
tal adelantamiento “no mantuvo una continuidad legislativa, por cuanto ni en los
Códigos de 1932, 1944, 1973, ni en los Reglamentos de los Servicios de Presidios y
Prisiones de 5 de marzo de 1948 y 2 de febrero de 1956, se hace referencia alguna al
mismo. Habría que esperar hasta la aprobación del R.P. de 1981 para reencontrar este
beneficio penitenciario en su art. 256”145. 

144 Vid. VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., p. 122.
145 Cfr. RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 196; con anterioridad, VEGA ALOCÉN, M.:

La libertad condicional... ob. cit., pp. 123 y ss.
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Según lo dispuesto en el citado artículo 256.1 del Reglamento penitenciario de
1981: “Las Juntas de Régimen y Administración de los Establecimientos
Penitenciarios, previo estudio y acuerdo de los Equipos de Tratamiento, podrán soli-
citar del Juez de Vigilancia la concesión de hasta cuatro meses de adelantamiento del
período o grado de la libertad condicional por cada año de cumplimiento de prisión
efectiva, para los penados en quienes concurran, durante dicho tiempo, las circuns-
tancias o requisitos siguientes: a) Buena conducta; b) Desempeño de una actividad
laboral normal, bien en el Establecimiento o en el exterior, que se pueda considerar
útil para su preparación para la vida en libertad; c) Participación en las actividades de
reeducación y reinserción social, organizadas en el Establecimiento. 2. El cómputo
del tiempo adelantado se podrá realizar cada tres meses de prisión efectiva, corres-
pondiendo la parte proporcional en los términos expresados en el párrafo anterior. 3.
Dicho beneficio de adelantamiento no tendrá ningún efecto con respecto a la libertad
definitiva”. El mayor contenido tratamental del beneficio que se regulaba en este pre-
cepto, pues no bastaba únicamente con la actividad laboral para su concesión sino que
exigía asimismo la participación en actividades de reeducación y reinsercion social,
como se verá infra, se venía a perder en la redacción actualmente vigente; si bien,
como señala Leganés Gómez146, se retomaba esta idea con la reforma de la Ley
7/2003, de 30 de junio, en el contenido de la modalidad de adelantamiento cualifica-
do de la libertad condicional.

La consecuencia práctica de la reincorporación de dicho beneficio al ordenamien-
to penal-penitenciario será la conjunción normativa con la institución de la redención
de penas por el trabajo, prevista en el artículo 100 del Código penal de 1973, cir-
cunstancia de solapamiento que dará lugar a múltiples cuestiones prácticas y a una
surtida agrupación de críticas doctrinales, salvadas en virtud del R.D. 787/1984, por
cuanto se determina la imposibilidad de tal aplicación añadida de ambas institucio-
nes, que ha sido también recientemente reafirmada en alguna jurisprudencia147, y en
la normativa específica administrativa148. 

La falta de respaldo legal del citado artículo 256 del Reglamento penitenciario de
1981, supuso la posterior inclusión en el Código penal de esta modalidad de libertad
condicional adelantada, en el artículo 91, tras pasar tal iniciativa por el filtro del tras-
cendente Proyecto de Código penal de 1992, por cuanto supone el principal molde de
la norma vigente, que introducía modificaciones de alcance149.

146 Vid. LEGANÉS GÓMEZ, S.: La evolución de la clasificación penitenciaria. Madrid, 2005, p. 241.
147 Así, por ejemplo, se recoge en el Auto nº. 71/2004, de 1 de abril de la Audiencia Provincial de Cantabria en estos

términos: “Se establece una expresa incompatibilidad entre la redención de penas por el trabajo y la aplicación de la
nueva normativa, que en modo alguno queda desvirtuada por la Jurisprudencia del Tribunal Supremo que obliga a man-
tener las redenciones de penas por el trabajo consolidadas a la entrada en vigor del nuevo C.P., ya que esa misma juris-
prudencia precisa que la situación penitenciaria consolidada antes de la entrada en vigor del nuevo Código es compati-
ble con todo cuanto, ex post, representa la aplicación del nuevo Código, por lo que la prohibición relativa a las dispo-
siciones sobre redención de penas ha de entenderse únicamente referida a aquella que pudiera producirse después de la
entrada en vigor del nuevo Código Penal, lo que tuvo lugar el 25-5-96”.

148 Al imposibilidad se recuerda en los Centros penitenciarios en la Instrucción 12-2006, como sigue: “En el caso
de aquellos internos que cumplen condena de acuerdo al antiguo Código Penal de 1973 y obtengan redención de penas
por el trabajo, no podrán optar al beneficio penitenciario de adelantamiento de la libertad condicional”.

149 Vid., con mayor detalle, al respecto, RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 199 y ss.
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La institución se vería finalmente desarrollada en el artículo 205 del Reglamento
Penitenciario vigente, que dispone: “Las Juntas de Tratamiento de los Centros
Penitenciarios, previa emisión de un pronóstico individualizado y favorable de rein-
serción social, podrán proponer al Juez de Vigilancia competente el adelantamiento
de la libertad condicional para los penados clasificados en tercer grado, siempre que
hayan extinguido las dos terceras partes de su condena o condenas y que sean mere-
cedores de dicho beneficio por observar buena conducta y haber desarrollado conti-
nuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales, conforme a lo estable-
cido en el Código Penal”. Y, tras la plasmación y reforma legal del Código punitivo
en el artículo 91 operada por la Ley 7/2003, de 30 de junio de cumplimiento íntegro
y efectivo de las penas, se contempla más detenidamente respecto a su puesta en fun-
cionamiento en los centros penitenciarios, en las Instrucciones 2-2005 y 12-2006
(que, como se ha reiterado supra, deroga la anterior 3-2004), de la Dirección General
de Instituciones Penitenciarias.

II.2.1.4. CConcepto yy ffinalidad aactuales dde lla iinstitución.

En relación con el concepto del adelantamiento de la libertad condicional como
beneficio penitenciario, habría de acudirse a la definición legal que lo integra en los
modos de reducir el tiempo de reclusión -el tiempo efectivo de internamiento-, por
cuanto la otra modalidad de beneficio, el indulto particular, como se ha visto supra,
hace referencia diáfana a “aquellos que suponen un acortamiento de la condena”. 

Desde su aparición, han surgido diversas explicaciones que buscan la motivación
de este instituto, empezando por las posturas que afirman que se trata de una figura
para sustituir a la derogada redención de penas por el trabajo150, cumpliendo similar
función, o aquellos que la estiman un “sucedáneo”151 de la misma, o incluso los que,
desde un transparente pragmatismo, vienen a afirmar que en puridad se trata de un
sistema de descongestión de los establecimientos penitenciarios152. Este último plan-
teamiento, como acertado señala Vega Alocén153, si bien conforma una consecuencia,
incluso favorable, no puede erigirse como una finalidad. El control judicial por la vía
del Juez de Vigilancia Penitenciaria, y su independencia respecto de la
Administración, así como el carácter individualizador de la institución no permiten
tal utilitaria concepción de modo genérico. Otra cosa sería el automatismo indesea-
ble, por la excesiva flexibilidad en la concesión, desvirtuando el carácter excepcional
que la ley otorga al beneficio del adelantamiento de la libertad condicional154.

150 Vid., entre otros, GARCÍA ARÁN, M.: “Los nuevos beneficios penitenciarios. Una reforma inadvertida”, en
Revista Jurídica de Cataluña, nº. 1, 1983, p. 112; MANZANARES SAMANIEGO, J.L.: Código penal. Doctrina y
Jurisprudencia. Tomo I, Derechos Fundamentales, Madrid, 1997, p. 1299, nota 11.

151 LUZÓN CUESTA, J.M.: “Reflexiones sobre el cumplimiento de las penas privativas de libertad”. Discurso leído
el día 16 de noviembre de 2001, en la Sesión Inaugural del Curso Académico 2001-2002. Real Academia de Legislación
y Jurisprudencia de Murcia. Murcia, 2001, p. 12.

152 Vid. GARCÍA ARÁN, M.: “Los nuevos beneficios penitenciarios… ob. cit., p. 110, nota 9.
153 Vid. VEGA ALOCÉN, M.: La libertad condicional… ob. cit., p. 137.
154 El artículo 91 C.P. establece claramente al respecto: “Excepcionalmente, cumplidas las circunstancias de los

párrafos a) y c) del apartado 1 del artículo anterior…”. Vid., al respecto de esa precaución, LASCURAÍN SÁNCHEZ,
J.A.: “Artículo 91”… ob. cit., pp. 293 y 294; en el mismo sentido, GALLEGO DÍAZ, M.: “Acerca de la naturaleza jurí-
dica…”, ob. cit., p. 83.
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La finalidad última de la institución no ofrece dudas a la vista de lo dispuesto en
la norma reglamentaria en el artículo 203, perfectamente asumible para esta modali-
dad de beneficio, por cuanto según la misma: “Los beneficios penitenciarios respon-
den a las exigencias de la individualización de la pena en atención a la concurrencia
de factores positivos en la evolución del interno, encaminados a conseguir su reedu-
cación y reinserción social como fin principal de la pena privativa de libertad”.

II.2.1.5. NNaturaleza jjurídica ddel aadelantamiento dde lla llibertad ccondicional

Si bien, el Reglamento penitenciario de 1996 integra el adelantamiento de la liber-
tad condicional en el Título VIII bajo el nomen “De la libertad condicional y de los
beneficios penitenciarios” y, más específicamente, en el Capítulo II referido a los
“Beneficios Penitenciarios”, la naturaleza jurídica de la institución no deja de ofrecer
debate en la doctrina y jurisprudencia, desde análogos planteamientos, al menos con
similar raíz, a los contemplados en el estudio de la naturaleza de la propia institución
de la libertad condicional. No obstante, la postura mayoritaria la integran los partida-
rios de entender que la figura normativa del adelantamiento constituye, asimismo, un
derecho subjetivo del interno supeditado al cumplimiento de determinados requisitos
normativos. Se defendía esta opción, a la que nos adherimos, principalmente por
Bueno Arús155; concepción que habría de incluir, bajo los mismos presupuestos aun
con mucha mayor dificultad para el cumplimiento de tales requisitos, al adelanta-
miento cualificado de la libertad condicional como modalidad de la misma incorpo-
rada por la Ley Orgánica 7/2003 de 30 de junio.

II.2.1.6. CCaracteres dde lla iinstitución ddel aadelantamiento dde lla llibertad ccondicional

a) LLa eexcepcionalidad ddel bbeneficio

El adelantamiento de la libertad condicional encuentra su regulación específica-
mente en los artículos 91.1 del Código penal y en el artículo 205 del Reglamento
penitenciario. El artículo 91.1 C.P. 1995, introduce, desde el inicio, una característi-
ca fundamental, cuando dispone: “Excepcionalmente, cumplidas las circunstancias
de los párrafos a) y c) del apartado 1 del artículo anterior, y siempre que no se trate
de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro
II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, el Juez de
Vigilancia Penitenciaria, previo informe del Ministerio Fiscal, Instituciones
Penitenciarias y las demás partes, podrá conceder la libertad condicional a los sen-
tenciados a penas privativas de libertad que hayan extinguido las dos terceras partes
de su condena, siempre que merezcan dicho beneficio por haber desarrollado conti-
nuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales”.

El adelantamiento de la libertad condicional exige así, en virtud de lo dispuesto en
el artículo 91.1 C.P., la extinción de las dos terceras partes de la condena, así como el

155 Vid. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios”, en VV.AA.: VI Reunión de Jueces de Vigilancia
Penitenciaria. Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 1994, p. 200.
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merecimiento de tal beneficio por haber desarrollado continuadamente actividades
laborales, culturales u ocupacionales. No obstante la exigencia legal de tales requisi-
tos, a contrario de la idea que mantiene la naturaleza de derecho subjetivo del benefi-
cio en cuestión, el término “excepcionalmente”, con el que da inicio el precepto cita-
do, no aparece en la redacción del artículo 205 R.P., por lo que se han planteado dife-
rentes opciones exegéticas para entender el significado de tal excepcionalidad y sus
consecuencias teórico-prácticas. Así, tal carácter excepcional ha sido interpretado en
Auto nº. 108/2003, de 12 de diciembre, por la Audiencia Provincial de Cádiz, en el
sentido de resaltar el carácter premial de este beneficio156, que de este modo adquiri-
ría caracteres propios de las recompensas. Por otro lado, dicha excepcionalidad se
explicaba dentro de unos límites, también recientemente, a modo de ejemplo, en otro
Auto nº. 700/2003, de 24 de noviembre de la Audiencia Provincial de Zaragoza, en el
sentido de no exigir que se alcance un nivel de participación excepcional. 

Por otra parte, para la concesión de tal beneficio, por el Juez de Vigilancia a pro-
puesta de Instituciones Penitenciarias, han de entenderse cumplidos los demás requi-
sitos necesarios para el acceso a la libertad condicional a excepción del cumplimien-
to de las tres cuartas partes en virtud del artículo 91.1 C.P. Se veta, en cualquier caso,
y ahí si cabe tal excepcionalidad, sin posibilidad de exención, con la nueva redacción
tras la reforma operada por la Ley Orgánica 7/2003, la aplicación de este beneficio o
modalidad de adelantamiento a los penados por delitos de terrorismo o cometidos en
el seno de organizaciones criminales. 

b) EEl iinforme dde ppronóstico iindividualizado

El artículo 205 del Reglamento penitenciario añade, al respecto, que serán las
Juntas de Tratamiento de los Centros penitenciarios, las que previa emisión de un pro-
nóstico individualizado y favorable de reinserción social, podrán proponer al Juez de
Vigilancia competente el adelantamiento de la libertad condicional. En este sentido,
el artículo 204 del mismo texto reglamentario hace referencia a tal propuesta, indi-
cando que la misma requerirá, en todo caso, “la ponderación razonada de los factores
que la motivan, así como la acreditación de la concurrencia de buena conducta, el tra-
bajo, la participación del interesado en las actividades de reeducación y de reinser-
ción social y la evolución positiva en el proceso de reinserción”. 

Para desarrollar esta cuestión y dotar de relevancia a este cometido, destacando el
incentivo que supone, la derogada Instrucción 3-2004 vino a indicar: “el programa
individualizado de tratamiento del interno constituye el instrumento para los Equipos
Técnicos y Juntas de Tratamiento, por el cual se regirán para acceder a las posibilida-
des que ofrece el artículo 91 del Código penal referente al beneficio de la liberación
condicional. Por ello, de la certera utilización de este instrumento legislativo puede
derivarse un importante estímulo a la participación en programas”. La reciente

156 En el mismo sentido se ha expresado parte de la doctrina al respecto. Vid. CALDERÓN CEREZO,
A./CHOCLÁN MONTALVO, J.A.: Derecho Penal. Parte General. Tomo I, 2ª ed., Barcelona, 2001, p. 494; RENART
GARCÍA, F.: La libertad condicional... ob. cit., p. 206. Al respecto ha expresado Bueno Arús que tal carácter premial,
“resulta absolutamente ajeno a los principios básicos de la libertad condicional en el marco de un sistema penitenciario
progresivo”. Cfr. BUENO ARÚS, F.: Prólogo a RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional... ob. cit., p. 23.
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Instrucción 12-2006, de la D.G.II.PP., de 28 de julio de 2006, que sustituye a la cita-
da, ha señalado el procedimiento para tal cometido como sigue: 

“Los beneficios penitenciarios, establecidos en el Código penal y en el
Reglamento Penitenciario son los siguientes: 

-Adelantamiento de la libertad condicional: Dos meses antes de la fecha de cum-
plimiento de la 2/3 partes de la condena de los penados clasificados en tercer grado
de tratamiento, la Junta de Tratamiento valorará la procedencia de elevar al Juez de
Vigilancia Penitenciaria propuesta de adelantamiento de la libertad condicional,
siempre que concurran los requisitos establecidos en los artículos 90 y 91 del Código
Penal. La propuesta se formalizará de acuerdo con el procedimiento establecido en
los artículos 195, 198 y 199 del Reglamento Penitenciario157, debiéndose unir al expe-
diente de libertad condicional certificación acreditativa del conjunto de actividades y
calificaciones obtenidas a lo largo del período de cumplimiento de condena. En cual-
quier momento del período comprendido entre las fechas de cumplimiento de las 2/3
partes y ¾ partes, la Junta de Tratamiento podrá revisar la procedencia de elevar al
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, propuesta de adelantamiento de libertad condi-
cional, llevando a cabo tal elevación si se cumplieran los requisitos legales y criterios
establecidos en la presente Instrucción”.

De forma añadida, para resolver acerca de la concesión de tal liberación condi-
cional, en Acuerdo de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria se aprobaba en reunión

157 El artículo 195 R.P., respecto del Expediente de libertad condicional, establece: “El expediente de libertad con-
dicional habrá de contener, en su caso, los siguientes documentos: A) Testimonio de sentencia o sentencias recaídas y
de la correspondiente liquidación de condena. B) Certificación acreditativa de los beneficios penitenciarios y de la cla-
sificación en tercer grado. C) Informe pronóstico de integración social, emitido por la Junta de Tratamiento de acuerdo
con lo establecido en el artículo 67 de la Ley Orgánica General Penitenciaria. D) Resumen de su situación penal y peni-
tenciaria, con indicación de las fechas de prisión continuada y de las de cumplimiento de las dos terceras partes y tres
cuartas partes de la condena, así como de la fecha de libertad definitiva. Igualmente se indicarán los permisos de sali-
da disfrutados y sus incidencias, así como las sanciones y sus cancelaciones, para lo cual se podrá aportar copia de los
ficheros informáticos penitenciarios. E) Programa individual de libertad condicional y plan de seguimiento. F) Acta de
compromiso de acogida por parte de su familia, persona allegada o instituciones sociales extrapenitenciarias. G)
Manifestación del interesado sobre la localidad en que piensa fijar su residencia y sobre si acepta la tutela y control de
un miembro de los Servicios Sociales del Centro, que informarán sobre las posibilidades de control del interno. En la
fijación de la residencia se habrá de tener en cuenta la prohibición de residir en un lugar determinado o de volver a
determinados lugares que, en su caso, hubiera impuesto el Tribunal. H) Manifestación del interesado sobre el trabajo o
medio de vida de que dispondrá al salir en libertad, o en el supuesto de que no disponga, informe de los Servicios
Sociales sobre la posibilidad de trabajo en el exterior. I) Certificación literal del acta de la Junta de Tratamiento del
Establecimiento en la que se recoja el acuerdo de iniciación del expediente a que se refiere el artículo anterior, donde
en su caso, se propondrá al Juez de Vigilancia la aplicación de una o varias de las reglas de conducta previstas en el
artículo 105 del Código penal”.

El artículo 198 R.P., en relación con la remisión al Juzgado de Vigilancia, señala: “1. Concluido el expediente, la
Junta de Tratamiento lo elevará al Juez de Vigilancia, haciendo constar los certificados e informes necesarios para acre-
ditar la existencia de los requisitos legales y, en su caso, propuesta razonada de autorización de la libertad condicional.
2. En todo caso, el expediente de libertad condicional deberá tener entrada en el Juzgado de Vigilancia antes del cum-
plimiento del tiempo requerido de condena, debiendo justificarse, en caso contrario, el retraso de su envío”.

El artículo 199 R.P., referido a la Excarcelación, dispone: “1. Recibida en el Establecimiento la resolución judicial
de poner en libertad condicional a un penado, el Director la cumplimentará seguidamente remitiendo copia al Centro
Directivo y dando cuenta a la Junta de Tratamiento en la primera sesión que se celebre. 2. El Director del
Establecimiento expedirá a liberado condicional certificado acreditativo de su situación. 3. Si el auto de libertad condi-
cional se recibiera antes de la fecha de cumplimiento prevista, no se procederá a ejecutar la libertad hasta el mismo día
de cumplimiento. 4. Si en el tiempo que medie entre la elevación y la fecha de cumplimiento el penado observase mala
conducta, se modificase su pronóstico o se descubriera algún error o inexactitud en los informes aportados al expe-
diente, el Director dará cuenta inmediata al Juez de Vigilancia a fin de que éste adopte la resolución que proceda”.
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de marzo de 2004, el criterio por el cual “el Juez de Vigilancia Penitenciaria, antes de
aprobar la libertad condicional que le sea propuesta, o concederla por vía de recurso,
podrá solicitar y valorar otros informes distintos al informe pronóstico final estable-
cido en el artículo 67 de la LOGP, el cual en ningún caso le vinculará”158.

A partir de aquí serán las consideraciones jurisprudenciales al respecto, las que
puedan indicarnos vías de interpretación de cada uno de los caracteres propios de la
institución del adelantamiento de la libertad condicional, haciendo referencia expre-
sa a cuestiones como el informe pronóstico, la exigencia de motivación del mismo, la
continuidad temporal en la participación en actividades y programas de reparación a
las víctimas por parte del interno, o la incidencia de determinadas conductas que
supongan un informe de pronóstico desfavorable.

Así, el trascendente pronóstico de reinserción social al que hace referencia el artí-
culo 205 R.P. puede asimismo contemplarse a la luz de la casuística jurisprudencial
y, entre otras que se adjuntan infra, en virtud de la interpretación que ha ofrecido la
Audiencia Provincial de Madrid en su Auto nº. 682/2000 de 25 de mayo, delineando
sus caracteres, como sigue: “El pronóstico de reinserción social ha de existir (...), y
no puede eludirse el requisito o hacer como si no existiera. No puede, sin embargo,
olvidarse que todo juicio de probabilidad está sujeto a error y, si es un juicio de futu-
ro, más aún. Y aquí tres consideraciones: 1) El juicio no puede ser voluntarista ni ins-
pirarse en la piedad sino que ha de ser razonable; 2) El juicio no puede tampoco emi-
tirse desde el miedo absoluto al error aun sabiendo que ese error, de producirse, puede
traer consecuencias dolorosas para el propio interno, y caso de delinquir, para terce-
ros totalmente inocentes y cuyos derechos deben ser salvaguardados por el derecho
penal y el penitenciario; ni menos aún desde el miedo a un reproche, en ocasiones
dolorosamente injusto, que tiende a convertir en partícipe del eventual delito del libe-
rado al autor del pronóstico que, «a priori» razonable, resultó «a posteriori» equivo-
cado; y 3) Es lícito en este pronóstico conjugar los factores que permiten que se trate
de un vaticinio autocumplido, esto es el pronóstico puede resultar más o menos favo-
rable en función de las condiciones económicas, sociales, familiares, psicológicas y
morales en que se alcance la libertad condicional y es conforme a Derecho reforzar
todo lo positivo de esas condiciones de suerte que el pronóstico de vida honrada en
libertad no juegue un papel aislado y autónomo al margen del programa y plan de
seguimiento de la libertad condicional, sino que tenga tantas más posibilidades de
acierto cuanto las tengan de éxito ese programa y ese plan”.

Más cercano en el tiempo, y concreto respecto del contenido del informe pronós-
tico, el Auto de la Audiencia Provincial de Zamora nº. 33/2006, de 18 de abril, ha
resaltado, asimismo, la exigencia de motivación con estos términos: “Entendemos
que el pronóstico individualizado de reinserción social debe referirse a las posibili-
dades del condenado para reinsertarse a la vida en sociedad y que si bien la realiza-
ción de trabajos o actividades culturales u ocupacionales dentro de la prisión y el
comportamiento del interno en la prisión son elementos que pueden influir en ese pro-

158 Asimismo también se argumenta que “el informe previsto en el artículo 67 de la LOGP es un trámite, que no
resulta impugnable directamente de modo singular, pero sí es atacable al impugnar la resolución final, pues no debe
excluirse que la base fáctica del mismo se impugne mediante la solicitud de pruebas que puedan ser estimadas” (crite-
rio también aprobado en reunión de marzo de 2004).



nóstico de reinserción, para hacer ese pronóstico deben tenerse en cuenta otras
muchas circunstancias referidas a la personalidad del sujeto, su integración social
antes de iniciar el cumplimiento de la pena, la existencia o no de elementos que pue-
dan significar un arraigo familiar, posibilidades de acceder a un puesto de trabajo,
etc... El informe relativo al pronóstico de reinserción social no hace referencia a nin-
guna de dichas circunstancias, limitándose a señalar que no consta que haya realiza-
do tareas de forma continuada, y que su comportamiento ha sido normal sin la exis-
tencia de ningún elemento excepcional y tanto una cosa como otra hacen referencia
a otros requisitos para la concesión de la libertad condicional del artículo 91 del
Código Penal”.

El Auto de la Audiencia Provincial de Badajoz, nº. 81/2006, de 28 de abril arroja
más información acerca de los criterios interpretativos que sirvan para los supuestos
concretos: “el cuestionado beneficio supone en definitiva mayor confianza en el inter-
no, al estimarse que puede llevar, por estar capacitado para ello, dicho régimen de
libertad, teniéndose en cuenta, a estos efectos, que la Ley no sólo exige que se
encuentre en el tercer grado de tratamiento penitenciario y que haya observado buena
conducta, y por ende la constatación de que su actitud y evolución es positiva, sino
que se requiere, máxime habiendo cometido delitos de especial gravedad, una persis-
tencia o prolongación en el tiempo de dicha actitud, por haber desarrollado continua-
mente actividades laborales, culturales u ocupacionales, para así asegurar un pronós-
tico individualizado y favorable de su reinserción social, que es en definitiva el prin-
cipio inspirador de dicha concesión de beneficio, que se peticiona, y sin que ello
implique de manera alguna frustrar la finalidad preventiva de la pena, que obviamente
no puede olvidarse. (…). Y, en el supuesto contemplado, de especial gravedad al tra-
tarse de un delito de homicidio, no resulta constatada, de la documentación obrante
en autos, esa persistencia continuada en la participación efectiva y favorable de acti-
vidades, como la que la Junta de Tratamiento y el Juzgador de instancia refieren, rela-
tiva a programas de reparación a las víctimas, por más que el mismo haya observado
una buena conducta y obtenido diversos créditos por sus actividades y méritos, máxi-
me cuando no consta que realmente haya resarcido indemnizatoriamente a los here-
deros de su víctima, cual se le impuso en la sentencia condenatoria al respecto, antes
al contrario, del informe de la susodicha Junta, consta que no existe tal persistencia y
participación en programas de tratamiento, por lo que en suma la modificación de los
factores determinantes de su comportamiento delictivo resulta aún insuficiente para
el Juzgador”.

Otro ejemplo de informe favorable de la D.G.II.PP. a la concesión de la libertad
condicional, extensible a la modalidad de adelantamiento prevista en el artículo 91.1
C.P., que exige asimismo la concurrencia de los apartados a) y c) del artículo 90 C.P.
y concretamente en el apartado c) (“que hayan observado buena conducta y exista res-
pecto de los sentenciados un pronóstico individualizado y favorable de reinserción
social, emitido en el informe final previsto en el artículo 67 de la Ley Orgánica
General Penitenciaria…”), se advierte en el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid
nº. 2324/2005, de 8 de julio, cuando para un supuesto en particular se señala que “la
interna ha realizado una actividad laboral con informes y seguimientos positivos, en la
actualidad trabaja en el exterior en una empresa como consultora en gestión de pro-
yectos culturales, sin incidencia negativa alguna, esto es se acreditan hábitos laborales

Enrique Sanz Delgado

– 116 –



en la recurrente, no se le han detectado conductas adictivas o de abuso o consumo de
sustancias tóxicas, y en cuanto a los aspectos de su personalidad, en autos conste el
informe psicológico emitido en fecha 18 de noviembre de 2004 en el que se hace cons-
tar que en la actualidad no existen circunstancias objetivas que permitan determinar su
continuidad en actividades delictivas, sus relaciones familiares son positivas, por otro
lado consta en autos que la interna viene realizando pagos encaminados a satisfacer la
responsabilidad civil a que ha sido condenado, concurre, pues, todos los requisitos exi-
gidos por el artículo 76 de la Ley General Penitenciaria para la concesión de la liber-
tad condicional del interno”.

A contrario, pero también útil para delinear los caracteres y contenido del infor-
me pronóstico, como supuesto de informe desfavorable, la Audiencia Provincial de
Madrid, en su Auto nº. 1946/2005, de 20 de junio, establecía: “En el presente caso
en el interno recurrente no concurre lo establecido en el artículo 90 del Código Penal
ni la excepcionalidad que se recoge en el artículo 91.1 del Código Penal, existiendo
un pronostico de reinserción social desfavorable, al constar la existencia de dos eva-
siones en sede de cumplimiento de condena y un intento de evasión, informándose
por el centro Penitenciario desfavorablemente el pronóstico de vida en libertad por
la alta probabilidad de reincidencia sobre todo en la comisión de delitos contra la
propiedad y contra la vida. Por otro lado y en relación con las enfermedades que
sufre el interno recurrente constan en autos los informes médicos en los que se hace
constar que si bien el interno padece infección por VIH, con último control el 7 de
junio de 2004 con CD4: 320 y cargo viral de 20000 copias/ml, habiéndosele ofreci-
do tratamiento con antirretroviral que ha rechazado, siendo tratado en el Hospital
Gregorio Marañón del dolor lumbar que le provoca la hernia discal que padece, por
lo que no existe un mal pronóstico de vida a corto medio plazo, por todo ello proce-
de desestimar el recurso formulado”.

La responsabilidad de los miembros de los Equipos Técnicos es relevante en la
emisión de tales informes preceptivos favorables. La labor del Educador, a modo
de ejemplo, como integrante del Equipo técnico se ha venido a valorar favorable-
mente en relación con un supuesto de concesión de libertad condicional anticipada
en el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid nº. 1079/2006, de 14 de marzo,
cuando se dispone: “En cuanto a la anticipación a los dos tercios de la libertad con-
dicional, es una posibilidad prevista en la ley (Art. 91.1) siempre que, además de
cumplirse los requisitos de clasificación en tercer grado, buena conducta e informe
favorable de reinserción del penado, haya éste desarrollado continuadamente acti-
vidades culturales, laborales u ocupacionales. Y ello conlleva un juicio de valor a
partir de datos fácticos; sin que conste que el juicio del Juez de Vigilancia sobre
esos datos sea erróneo, pues en el expediente obra el informe de dichas actividades
emitido por la Junta de Tratamiento el 23.11.05 y más pormenorizadamente el del
Educador, de 29.9.05, que se refiere a una actitud de respeto y colaboración, a la
participación en numerosas actividades y en las tareas programadas de la escuela y
el Taller ocupacional, a los cursos de lavandería y panadería y a los destinos de lim-
pieza y panadería. No se advierte error en valorar todo esto como suficiente, a los
efectos del artículo 91.1 del Código Penal. En consecuencia debe desestimarse el
recurso del Ministerio Fiscal”.
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c) PProcedimiento dde eevaluación

El procedimiento específico para valorar la actuación del interno y su participación
en las actividades previstas en los Centros, ha variado en los últimos años. Estos cri-
terios se sintetizaron para la propuesta de adelantamiento de la libertad condicional,
en primer término, a partir de lo previsto en la Instrucción 8-99, de 20 de julio, que
entraba en vigor el 1 de enero de 2000, relativa al “Sistema de Evaluación Continuada
e Incentivación de Actividades de los Internos”. Se derogaron por medio de la
Instrucción 3-2004, de 29 de diciembre, y en la actualidad se rigen por la Instrucción
12-2006, de 28 de julio, que deroga las anteriores. El sistema de créditos asignados a
las actividades, establecido en virtud de aquella citada Instrucción 8-99, de 20 de julio,
se convertía, por entonces, en el instrumento valorativo que coadyuvaba a los requi-
sitos legales señalados para la obtención de la propuesta de beneficios. Así, también
se establecía el concepto de crédito como una unidad homologada para valorar la par-
ticipación y rendimiento de los internos en cada una de las actividades recogidas en
los catálogos unificados de los establecimientos. La equivalencia teórica de un crédi-
to venía a corresponderse con 40 horas de actividad, fijando el Consejo de Dirección
del Centro el valor de cada una de las actividades. En este sentido, la posibilidad de
sustituir las notas meritorias y las recompensas otorgadas por una valoración positiva
a efectos de dicho adelantamiento, también ha sido objeto de estudio puntual y así se
ha aceptado, a modo de ejemplo, estimando la queja mediante el reconocimiento de
tres notas meritorias y su sustitución por una valoración positiva, por Auto del
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Tenerife de 9 de agosto de 1999. 

Como se ha dicho, tras la Instrucción 3-2004, de 29 de diciembre, quedaba deroga-
do el sistema anterior, estableciendo, en su apartado 5º. d), el nuevo método para la
valoración de las actividades a efectos de la concesión de beneficios penitenciarios.
Estos criterios se modifican y perfeccionan a su vez por la vigente Instrucción 12-
2006159. En los actuales términos, en relación con la referida propuesta “será necesaria
la calificación de Destacada y/o Excelente para poder realizar la misma. En ningún caso
se realizarán propuestas de los beneficios penitenciarios de este apartado si las califi-
caciones son inferiores”. Este añadido criterio, restringe en la práctica posibilidades
para las Juntas de Tratamiento a la hora de proponer el adelantamiento de la libertad
condicional para determinados internos, pues elimina determinadas situaciones ante-
riormente útiles por cuanto, a modo de ejemplo, en los supuestos de internos extranje-
ros que con la fórmula anterior podían acceder a la libertad condicional para disfrutar-
la en su país, en virtud de lo dispuesto en el artículo 197 del Reglamento
Penitenciario160, por autorizarse esa posibilidad si conseguían una puntuación “normal”,

159 Vid., al respecto, supra, en el apartado 5 “Propuesta, criterios de acreditación y procedimiento” de la
Introducción de este trabajo, los criterios valorativos para tal evaluación.

160 El artículo en cuestión dispone en su número primero: “En el caso de internos extranjeros no residentes legal-
mente en España o de españoles residentes en el extranjero, previa conformidad documentada del interno, se elevará al
Juez de Vigilancia su expediente de libertad condicional recabando autorización para que aquél pueda disfrutar de esta
situación en su país de residencia, así como de las cautelas que hayan de adoptarse, en su caso, al objeto de que dicha
libertad se disfrute efectivamente en el país fijado. A estos efectos, y siempre que las normas de Derecho Internacional
lo permitan, se podrá solicitar a las autoridades competentes del Estado del país fijado la aplicación de las medidas de
seguimiento y control de la libertad condicional previstas en su legislación interna”.



con la nueva exigencia de conseguir una puntuación “Destacada y/o Excelente”, verán
restringida notablemente aquella vía. Hoy, la regulación específica administrativo-peni-
tenciaria de las circunstancias relativas a tales internos extranjeros en los Centros peni-
tenciarios españoles, se encuentra recogida en la Instrucción 18-2005, de 21 de diciem-
bre, que no incorpora ninguna previsión en concreto en relación con la valoración a los
efectos de los beneficios penitenciarios, sino únicamente en relación con la posibilidad
de cumplimiento de la libertad condicional en su país de residencia, en relación con lo
dispuesto en los artículos 90 y siguientes de la Ley Orgánica 10/95 del Código Penal y
artículo 197 del Reglamento Penitenciario, se dispone el siguiente procedimiento:

“a.- Tramitación: Próximo el cumplimiento de las 3/4 partes o en su caso de las
2/3 partes de la condena, conforme a los artículos 192 y siguientes del Reglamento
Penitenciario, se elevará el expediente de libertad condicional del interno extranjero
al Juez de Vigilancia, que incluirá la petición expresa del interno. Con el fin de garan-
tizar que el interno, una vez autorizado a cumplir la libertad condicional en su país de
residencia, salga del territorio nacional, se solicitará del Juez de Vigilancia en el expe-
diente de libertad condicional que autorice las medidas de control necesarias para
garantizar la salida efectiva y que imponga, como regla de conducta, no regresar a
España, antes de la fecha prevista de licenciamiento definitivo, sin la previa autori-
zación de dicho órgano judicial.

b.- Concesión: Una vez autorizada por el Juez de Vigilancia la posibilidad de cum-
plir en su país de residencia el periodo de libertad condicional, se remitirá de forma
inmediata, copia de la resolución a la Comisaría Provincial de Policía, solicitando, si
el Juez así lo establece, que se dispongan las medidas necesarias tendentes a asegu-
rar la salida efectiva del territorio nacional del interno”.

Por otro lado, cuando no existe voluntariedad en el retorno al país de origen, cuan-
do se trata de supuestos de extranjeros que puedan ser expulsados en el momento de
alcanzar la libertad condicional porque tal expulsión se utilice como una de las con-
diciones propias de la institución, la misma pareciera desnaturalizarse. La lógica dife-
renciación y lo inadecuado de tal condición ha sido planteada recientemente por la
Audiencia Provincial de Madrid, en Auto nº. 1351/2006 de 30 de marzo al respecto,
reiterado por otro Auto del mismo año y de la misma Sala, nº. 1872/2006, de 3 de
mayo, señalando: “Aunque las plurales reformas parciales del Código Penal han lle-
vado a crear confusión, es lo cierto que, si bien el artículo 90 del Código Penal al
remitir a los artículos 83 y 96 de igual ley parece permitir tanto la imposición de
reglas de conducta como de medidas de seguridad, el artículo 93 se refiere exclusi-
vamente a las consecuencias de incumplimiento de las reglas de conducta, sin men-
cionarse para nada el eventual incumplimiento de las medidas de seguridad, y, como
quiera que la naturaleza de ambas es distinta, en tanto que las reglas de conducta se
encaminan a lograr el buen uso de la libertad y las medidas de seguridad se dirigen a
enervar la peligrosidad de personas no imputables o semiimputables, no cabe pensar
que dentro de la expresión «reglas de conducta» se incluyen las medidas de seguri-
dad, por lo que, ya «prima facie», carece de sentido imponer condiciones cuyo incum-
plimiento carece de consecuencias. Pero es que, además, las medidas de seguridad,
son lo que son y no cambian de naturaleza porque se las mencione como condiciones
de la libertad condicional en el artículo 90. Y esa naturaleza parte de premisas sobre
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su aplicación que hacen imposible la misma tanto con carácter general como en el
caso concreto. 

En efecto, con carácter general, las medidas de seguridad requieren peligrosidad,
concretada en un pronóstico de comportamiento futuro que incluya la probable comi-
sión de nuevos delitos, según el artículo 95 del Código Penal, mientras que el pronós-
tico favorable de reinserción que exige el artículo 90 de igual ley para acordar la liber-
tad condicional excluye el concepto mismo de peligrosidad, pues la reinserción, con-
forme al artículo 59 de la L.O.G.P., consiste precisamente en la vocación y la capaci-
dad de vivir respetando la ley penal. De otra parte, las medidas de seguridad tienen
sentido cuando se aplican a personas inimputables o con imputabilidad disminuida
(Arts. 95, y 101 a 105 del Código Penal), e incluso la expulsión del territorio para los
extranjeros no residentes legalmente en España, que contempla el artículo 108, no está
pensada para cualquier extranjero en esa situación, como puede ocurrir con la expul-
sión que prevé el art. 89 de la ley penal, sino para los que estén exentos o semiexen-
tos de responsabilidad criminal por concurrir alguna causa de inimputabilidad o de dis-
minución de imputabilidad, pues así se desprende de la interpretación sistemática de
la ley a partir de la ubicación de dicho precepto. Pues bien, es evidente que ni en la
sentencia se apreció, ni por ningún lado aparece, dato alguno sobre menor imputabili-
dad de la penada. Por tanto, además de la inaplicabilidad de medidas de seguridad con
carácter general, también resulta inaplicable la impuesta en el caso concreto”. 

Así también, muy cercano en el tiempo, lo ha planteado un Auto de la Audiencia
Provincial de las Palmas, nº. 292/2006, de 24 de abril, ante otro que aprobaba la con-
cesión de la libertad condicional imponiendo la condición de expulsión del territorio
nacional, con estos términos relativos al fundamento de la institución del cuarto grado
penitenciario: “La expulsión del territorio nacional carece de sentido propio, vincula-
da a la libertad condicional. De acordarse en este momento, cuando la ejecución de la
pena de prisión ha llegado a su fase última, equivaldría a una renuncia a la recupera-
ción y reintegración en la sociedad de quien ha dado signos suficientes, con su com-
portamiento, esfuerzo y evolución penitenciaria, de reunir las condiciones y la dispo-
sición para ello, como en este caso sucede en el criterio de esta Sala, pero ya antes tam-
bién, de la Junta de Tratamiento, del Ministerio Fiscal y del Juez de Vigilancia”.

En cualquier caso, la exigencia del desarrollo de una actividad laboral, calificada
como extraordinaria, se hace patente. Así se resalta en el Auto nº. 1762/2006, de 25
de abril de la Audiencia Provincial de Madrid, cuando para un supuesto evaluado se
afirma: “no aparece acreditada la continuidad o el carácter ininterrumpido del esfuer-
zo, como lo quiere el art. 91.1 del Código Penal, en términos que puedan contrade-
cir la información que la Junta proporciona y que hace constar que el sistema de cré-
ditos para valorar el trabajo, de acuerdo con las Instrucciones de la D.G.II.PP., no
alcanza el 100%, es decir la calificación de extraordinario, destacándose períodos de
interrupción en el trabajo”.

El relativamente reciente Auto de la Audiencia Provincial de Valladolid nº.
7/2005, de 13 de enero, introdujo algunas consideraciones y matizaciones respecto de
la excepcionalidad exigible para este beneficio penitenciario, que pueden servir de
índices, además de los estrictamente legales, para la adecuada exégesis en orden a una
posible concesión de la libertad condicional anticipada. Así, se expresa la Sala: “en la
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penada concurren aquellas circunstancias que, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 91 del Código Penal, permiten aplicar la regla excepcional contendida en el
mismo: primero, se encuentra en el tercer grado de tratamiento penitenciario; segun-
do, ha observado buena conducta y existe respecto a ella un pronóstico individuali-
zado y favorable de reinserción social, y tercero, ha desarrollado continuadamente
actividades laborales, culturales y ocupacionales, y, por otra, en trance de ponderar la
procedencia de aplicar dicha regla excepcional, no puede ignorarse, por un lado, que
el informe favorable de la Junta de Tratamiento fue emitido por unanimidad y, por
otro, que, aun habiendo de admitirse la gravedad del delito que motivó la condena, ha
de tenerse también en cuenta la primariedad delictiva de la penada y las peculiares
circunstancias concurrentes en el delito, circunstancias que permiten considerar el
mismo como un hecho episódico y excepcional en la conducta de aquella. (…).
Tampoco la alegación sustentada en el incumplimiento de las responsabilidades civi-
les impuestas en la sentencia puede tener favorable acogida por cuanto, si bien tal
extremo es cierto y, según lo dispuesto en el párrafo segundo del punto 1 del artícu-
lo 91 del Código Penal, la condición establecida en el epígrafe c) de dicho artículo no
se entenderá cumplida si el penado no hubiese satisfecho las responsabilidades civi-
les derivadas del delito, no lo es menos, por una parte, que la penada fue declarada
insolvente, y, por otra, que el artículo 72. 5 de la Ley Orgánica General Penitenciaria
(al que expresamente remite el referido artículo 91), al referirse a la necesidad de que
se hayan hecho efectivas las responsabilidades civiles, establece que habrá de consi-
derarse, entre otras circunstancias, «las condiciones personales y patrimoniales del
culpable, a efectos de valorar su capacidad real para satisfacer la responsabilidad civil
que le correspondiera», dicción legal de la que puede concluirse que el impago de las
responsabilidades civiles no ha de ser obstáculo para la aplicación del repetido artí-
culo 91 en aquellos supuestos en los que la situación patrimonial del condenado le
impida hacer frente a dichas responsabilidades, y ello, claro es, sin perjuicio, por un
lado, de la subsistencia de dicha obligación (respecto a cuyo cumplimiento el juez de
Vigilancia ya establece en el auto recurrido un seguimiento y control), y, por otro, de
las consecuencias que pudieran derivarse del incumplimiento si, en el futuro aquel
impedimento desapareciera”.

d) EEl rrequisito ddel ppago dde lla rresponsabilidad ccivil

En cualquier caso, el reformado artículo 91.1 C.P. que mantiene el beneficio peni-
tenciario del adelantamiento de la libertad condicional introduce su excepcionalidad
“cumplidas las circunstancias de los párrafos a) y c) del apartado 1 del artículo anterior”.
Específicamente el apartado c) del artículo 90, al que se hace referencia, establecía
como novedad en su segundo párrafo: “No se entenderá cumplida la circunstancia ante-
rior, si el penado no hubiese satisfecho la responsabilidad civil derivada del delito en los
supuestos y conforme a los criterios establecidos por el artículo 72.5 y 6 de la Ley
Orgánica General Penitenciaria”. Y es que en relación con el acceso al tercer grado, en
virtud del apartado quinto añadido al cardinal art. 72 L.O.G.P., se exige hoy la satisfac-
ción de la responsabilidad civil derivada del delito para la clasificación o progresión al
tercer grado, “considerando a tales efectos la conducta efectivamente observada en
orden a restituir lo sustraído, reparar el daño e indemnizar los perjuicios materiales y
morales; las condiciones personales y patrimoniales del culpable, a efectos de valorar
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su capacidad real, presente y futura para satisfacer la responsabilidad civil que le corres-
pondiera; las garantías que permitan asegurar la satisfacción futura; la estimación del
enriquecimiento que el culpable hubiera obtenido por la comisión del delito y, en su
caso, el daño o entorpecimiento producido al servicio público, así como la naturaleza de
los daños y perjuicios causados por el delito, el número de perjudicados y su condición”. 

Al respecto, el Consejo General del Poder Judicial había expresado, en su Informe
a la normativa orgánica 7/2003, que “el requisito de la satisfacción de las responsa-
bilidades civiles para acceder al tercer grado o a la libertad condicional no puede ser
establecido como condición absoluta para el disfrute del beneficio sino que debería
abordarse desde una perspectiva preventivo-especial, exigiendo que el penado haya
puesto de manifiesto la tendencia a adecuar su conducta al respeto de la norma y a la
víctima de su delito (...)”. Entendía el Consejo que “el acceso al tercer grado o a la
libertad condicional no puede ser condicionado al previo pago de la indemnización
señalada en la sentencia. La vía de apremio de la que dispone el Tribunal constituye
suficiente garantía para la reparación del daño. Se trata de que el comportamiento
postdelictivo observado por el penado es una circunstancia de especial significación
a los efectos de realizar el juicio pronóstico de conducta futura”161.

El desarrollo y la aplicación práctica de la norma orgánica 7/2003 se vino a arti-
cular en la Instrucción 2-2004, de 16 de junio, que modificaba y sustituía a la ante-
rior 9-2003, de 25 de julio162, de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias,
y que contenía las “Indicaciones para la adecuación del procedimiento de actuación
de las Juntas de Tratamiento a las modificaciones normativas introducidas por la Ley
Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento ínte-
gro y efectivo de las penas”. Ésta norma ha sido derogada, como se afirmó supra, más
recientemente por la Instrucción 2-2005, de 15 de marzo, que modifica tales indica-
ciones163. Entre las mismas se confirma el carácter de los requisitos aludidos, y se cali-
fica el primero -relativo al pago efectivo de la responsabilidad- de objetivo, y el resto
de “eminentemente valorativos”. El procedimiento para resolver la exigencia del
requisito primero (objetivo), será “confirmar ante el Tribunal sentenciador tal cum-
plimiento o la declaración de insolvencia del penado en la sentencia condenatoria,
para lo que se solicitará del Tribunal sentenciador el informe correspondiente o una
copia de la pieza de responsabilidad civil. 

161 Cfr. CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL: Informes del Consejo General del Poder Judicial sobre
las Reformas Penales. Madrid, 2003, pp. 45 y 46.

162 Vid. DIRECCIÓN GENERAL DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS: Circulares e Instrucciones de
Instituciones Penitenciarias 2002-2003. Secretaría General Técnica. Madrid, 2004, pp. 88 y ss.

163 Del mismo modo, la materia relativa a la satisfacción del pago de la responsabilidad civil y a la anotación en el
expediente del penado así como a la labor de las oficinas de Régimen de los Centros Penitenciarios, se encuentra regu-
lada en la Instrucción 1-2005, de 21 de febrero, que en su apartado sexto recoge el procedimiento al respecto como
sigue: “Tanto el art.72.5 y 6 de la LOGP como el art. 90 del Código Penal, redactados conforme a lo establecido en la
Ley Orgánica 7/2003, establecen el requisito de haber satisfecho la responsabilidad civil derivada del delito para ser
clasificado en 3º grado de tratamiento o disfrutar de la libertad condicional, respectivamente. En consecuencia, resulta
conveniente recabar desde un principio, junto con el testimonio de sentencia y la liquidación de condena, la documen-
tación relativa a la responsabilidad civil, si su existencia se deduce del propio texto de la sentencia. También conviene
que la información recabada de los Jueces o Tribunales sentenciadores sea notificada a los internos, dejando constan-
cia mediante la firma del recibí correspondiente, ello a fin de valorar las actuaciones del interno para hacer frente a estas
responsabilidades. De cada una de las actuaciones realizadas, así como de toda comunicación de los Jueces o Tribunales
sentenciadores sobre satisfacción o no de la responsabilidad civil, se procederá a practicar la correspondiente anotación
en el expediente personal del interno, hoja de vicisitudes penales”. 
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En los demás casos164 éstos serán valorados ponderadamente por la Junta de
Tratamiento a la hora de realizar las propuestas de tercer grado, siendo necesario
acompañar a la propuesta copia de la resolución judicial de declaración de insolven-
cia del penado dictada en los correspondientes procesos penales, así como justificar la
situación económica actual del interno que le impide afrontar el pago (extracto de la
hoja de peculio que refleje la escasez de ingresos, informe de los servicios sociales al
respecto…), y el compromiso firmado por el mismo de comenzar a satisfacerla si
durante el tercer grado o el disfrute de la libertad condicional desarrolla un trabajo
remunerado. Si el interno ya viniere pagando fraccionadamente la responsabilidad
civil se señalará y documentará tal extremo. En los supuestos expresamente previstos
en el artículo 72.5 de la LOGP –delitos patrimoniales de notoria gravedad y perjuicio
a generalidad de personas, contra los derechos de los trabajadores, contra la Hacienda
Pública y contra la Seguridad Social y contra la Administración Pública comprendi-
dos en los capítulos V al IX del Título XIX del Libro II del Código Penal- se enten-
derá que el término «singularmente» no introduce un diferente tratamiento jurídico
penitenciario para los penados que cumplan su condena por estos delitos, valorándo-
se tanto el criterio objetivo como la voluntad y capacidad de pago apreciada en los fac-
tores señalados anteriormente, si bien de manera más destacada que los demás deli-
tos. Si el Juez de Vigilancia no hubiera establecido de oficio garantías para asegurar
el pago futuro de la responsabilidad civil pendiente, la Junta de Tratamiento estable-
cerá aquellas medidas de control que estime necesarias para asegurar el mismo. El
incumplimiento de dicha obligación será valorado por la Junta de Tratamiento, sin que
ello suponga automáticamente la regresión a segundo grado. Las Juntas de
Tratamiento deberán tener en cuenta el cumplimiento del requisito establecido en el
artículo 72.5 de la Ley Orgánica General Penitenciaria para los acuerdos de clasifica-
ción inicial en tercer grado de penados a condenas de hasta un año que tengan la con-
sideración de resolución, conforme al artículo 103.7 del Reglamento Penitenciario”. 

Esta exigencia del pago de la responsabilidad civil, que ha sido novedad valorada
positivamente por parte de la doctrina165, en favor de la víctima, no está exenta de difi-
cultades en la aplicación práctica. Así, el usual problema de la insolvencia ante la exi-
gibilidad legal del pago para el acceso al tercer grado, y consecuentemente a la liber-
tad condicional, también en su modalidad de beneficio penitenciario por otorgarse
adelantada, que se prescribe en el nuevo art. 90.1 C.P. y por derivación en el 91.1 C.P.,
puede desembocar en supuestos insolubles, habida cuenta que en muchos casos,
como se ha resuelto revocando la denegación y acordando la libertad condicional en
Auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 27 de abril de 2004, “la libertad es la
única forma de conseguir trabajo y con ello de, eventualmente, satisfacer lo debido
en concepto de responsabilidad civil, y lo que no puede hacer la ley es exigir lo impo-
sible, y menos aún incurrir en un círculo vicioso, en el que la posibilidad de pago pase
por la libertad (o la semilibertad) y esta no se alcanzable por imposibilidad de pago”.

164 Recogidos en el artículo 72.5 L.O.G.P. y señalados supra en texto.
165 Vid., entre otros, TÉLLEZ AGUILERA, A.: Las nuevas reglas penitenciarias del Consejo de Europa (Una lec-

tura desde la experiencia española). Madrid, 2006, p. 174, quien expresa, contundente, “nos merece una positiva valo-
ración, como manifestamos puntualmente respecto a la reforma introducida en nuestro Derecho por la, por otra parte
detestable, Ley de cumplimiento íntegro y efectivo de las penas. De esta ley ya dijimos en su momento que si algo tenía
de bueno (quizás lo único), era el de haber recuperado del olvido esa cenicienta del drama penal llamada víctima”.
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Con anterioridad, abría esa misma vía la Audiencia Provincial de Barcelona, que por
Auto de 17 de febrero de 2004, adoptaba la sensata postura como sigue: “si bien es
cierto que no ha satisfecho la responsabilidad civil, de acuerdo con el artículo 72.5 de
la citada LOGP, deben tenerse en cuenta también «...las circunstancias personales y
patrimoniales del culpable, a efectos de valorar su capacidad real presente  y futura
para satisfacer la responsabilidad civil que le correspondiera;...», es decir se debe
tener en consideración su capacidad de abono y habiéndose dictado auto declarándo-
lo insolvente por el momento debe entenderse acreditada una imposibilidad real de
satisfacer la responsabilidad civil a la que fue condenado. Nótese además, que la sus-
pensión de la ejecución de la pena privativa de libertad (remisión condicional) puede
ser concedida a quienes no satisficieran la responsabilidad civil si se declarara su
imposibilidad total o parcial de que el condenado pueda hacer frente a las mismas de
acuerdo con el artículo 81.3º del Código Penal. No es congruente que sea posible
dejar de cumplir toda pena privativa de libertad impuesta por la falta de satisfacción
de la responsabilidad civil en caso de imposibilidad de hacer frente a la misma y en
cambio se tengan mayores exigencias para otorgar la libertad condicional cuando ya
se ha cumplido una parte relevante de la pena impuesta”. 

Por otro lado, en esta misma materia del requerimiento del pago de la responsabi-
lidad civil y en lo relativo a las reglas de conducta exigibles a los liberados condicio-
nales, los Jueces de Vigilancia Penitenciaria también se han pronunciado aprobando,
en reunión de marzo de 2004, un criterio al respecto como sigue: “La imposición al
liberado condicional como regla de conducta por parte del Juez de Vigilancia, de la
obligación de satisfacer una determinada cantidad mensual hasta el completo pago de
la responsabilidad civil pendiente, al amparo de lo dispuesto en el artículo 83.1.5º del
Código penal, puede ser una vía razonable que posibilite el acceso a la libertad con-
dicional de los penados con responsabilidades civiles de importancia que se compro-
metieron en su día al pago fraccionado de las mismas y que las vienen satisfaciendo
con el producto de su trabajo en régimen abierto”. Posteriores consideraciones juris-
prudenciales han continuado esa flexibilidad en la apreciación de la exigibilidad del
pago de tal responsabilidad civil. En este sentido se expresaba, recientemente, la
Audiencia Provincial de Barcelona por Auto nº. 591/2005, de 6 de abril, estimando la
libertad condicional al entenderse cumplidos los demás requisitos a excepción de la
responsabilidad civil si bien advertirse “un esfuerzo reparador en tal sentido, acorde
con el perfil profesional y social, y con los ingresos que se le suponen al penado, ini-
ciado con pequeños pagos, que luego se han ido incrementando…”; o en similar argu-
mentación, la misma sala, por Auto nº. 354/2005, de 8 de marzo166; o la Audiencia
Provincial de Las Palmas por Auto nº. 745/2004, de 10 de diciembre aceptando el
compromiso expreso del penado de atender al pago habiendo realizado pagos men-
suales. Asimismo flexible en esta materia se ha mostrado últimamente la Audiencia
Provincial de Valladolid, por reciente Auto nº. 7/2005, de 13 de enero, al conceder el
adelantamiento de la libertad condicional previsto en el artículo 91.1 C.P., valorando

166 A contrario, la misma Sala de Barcelona ha estimado la resolución del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, dene-
gando la libertad condicional, en supuestos como el recogido en Auto de 30 de diciembre de 2004, al estimar, ante un
caso de estafa contra una entidad pública empresarial que “es un obstáculo serio a permitir la progresión a la libertad
condicional cuando se ha ofertado a estar dispuesto a resarcir a la citada entidad únicamente ante la inminencia de la
concesión, con pagos de muy escasa entidad”.



positivamente otros factores y argumentando que el artículo 72.5 L.O.G.P. “al refe-
rirse a la necesidad de que se hayan hecho efectivas las responsabilidades civiles,
establece que habrá de considerarse, entre otras circunstancias, «las condiciones per-
sonales y patrimoniales del culpable, a efectos de valorar su capacidad real para satis-
facer la responsabilidad civil que le correspondiera», dicción legal de la que puede
concluirse que el impago de las responsabilidades civiles no ha de ser obstáculo para
la aplicación del repetido artículo 91 en aquellos supuestos en los que la situación
patrimonial del condenado le impida hacer frente a dichas responsabilidades, y ello,
claro es, sin perjuicio por un lado, de la subsistencia de dicha obligación, y por otro
de las consecuencias que pudieran derivarse del incumplimiento si, en el futuro aquel
impedimento desapareciera”. 

Por Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona nº. 922/2005, de 17 de junio, se
han venido a contemplar las aristas en esta materia que por ilustrativo transcribimos:
“el compromiso de pagar 10 euros mensuales en concepto de responsabilidad civil no
alcanza los mínimos de una verdadera credibilidad de voluntad de pagar la indemni-
zación a que ha sido condenado. Sobre ello hay que manifestar que, efectivamente, la
LOGP, tras la reforma operada por la Ley Orgánica 7/2003, establece como uno de
los requisitos para el acceso al tercer grado la satisfacción de la responsabilidad civil.
Tal apreciación del requisito de no pago de la responsabilidad civil no opera automá-
ticamente, de modo que la Ley establece una serie de criterios para valorar la necesi-
dad o no de conceder el beneficio por la insatisfacción de la responsabilidad civil.
Tales criterios, de acuerdo con el artículo 72.5 LOGP son: La conducta efectivamen-
te observada en orden a restituir lo sustraído, reparar el daño e indemnizar los perjui-
cios materiales y morales. 

Las condiciones personales y patrimoniales del culpable, a efectos de valorar su
capacidad real, presente y futura para satisfacer la responsabilidad civil que le corres-
pondiera. Las garantías permitan asegurar la satisfacción futura.

La estimación del enriquecimiento que el culpable hubiera obtenido por la comi-
sión del delito y en su caso el daño o entorpecimiento producido al servicio público.
La naturaleza de los daños y perjuicios causados por el delito, el número de perjudi-
cados y su condición”. 

Otra explicación de interés, relativa a la responsabilidad civil y a los modos de
cumplimiento de la obligación de su pago, se halla en el también reciente y comple-
to Auto de la Audiencia Provincial de Barcelona nº. 1375/2005, de 10 de octubre, con
casi los mismos términos expresados en el último citado, así como en los Autos de la
misma Sala nºs. 932/2005 de 20 de junio, y nº. 938/2005 del mismo día que, delimi-
tando el ámbito posible de actuación de los Juzgados de vigilancia en relación con los
Tribunales sentenciadores, para mantener la autonomía de estos últimos en esta mate-
ria, ha venido a señalar: “es la propia Ley la que, pese a la tajante redacción del pri-
mer inciso del apartado primero del artículo 72.5, establece modulaciones y matiza-
ciones a una rigurosa aplicación del precepto, dando a entender que es posible acce-
der al tercer grado aun no habiendo satisfecho la responsabilidad civil, por cuanto
posteriormente se introducen elementos de pronóstico futuro sobre la posibilidad de
pago de tal responsabilidad. 
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Y es que, ciertamente, el establecimiento del requisito de la satisfacción de las res-
ponsabilidades civiles, plantea, al igual que en el caso de la suspensión de las penas
privativas de libertad inferiores a dos años, la problemática de que una aplicación
rigurosa del precepto parece obviamente contraria al principio de igualdad (14 C.E. en
relación con la finalidad resocializadora de la pena privativa de libertad (25 C.E.)
dado que puede suponer una discriminación por causa de la capacidad económica del
interno. El eje de la cuestión debe ser ubicado, por tanto, en la propia dicción del pre-
cepto, que relaciona el no abono de tales responsabilidades impeditiva de la clasifica-
ción en tercer grado (o en libertad condicional) con la posibilidad presente o futura de
satisfacerlas y, en consecuencia, con la voluntad o no de hacerlo, de modo que pueda
valorase que no se da una modificación de una prognosis favorable de posibilidad de
vida en semilibertad (102.4 R.P.) o bien impida entender que no ha habido «modifi-
cación positiva de aquellos factores relacionados con la actividad delictiva» (106.2
R.P.). En cualquier caso, el conocimiento de esta materia por parte de la Jurisdicción
especial de Vigilancia Penitenciaria, y por tanto también de la segunda instancia sobre
la misma, debe compatibilizarse con el respeto a las competencias que en materia de
responsabilidad civil derivada del delito corresponde a los órganos sentenciadores.

En este sentido, el artículo 125 del Código Penal establece que en caso de insufi-
ciencia para abonar de una vez esa responsabilidad, «El Juez o Tribunal, previa
audiencia del perjudicado, podrá fraccionar su pago, señalando, según su prudente
arbitrio y en atención a las necesidades del perjudicado y a las posibilidades econó-
micas del responsable, el periodo e importe de los plazos».

De este modo, cuando el órgano sentenciador ya ha ponderado esas «necesidades
de la víctima y las posibilidades del reo» (125 Código Penal), estableciendo en su
consecuencia un plan de ejecución, la jurisdicción de vigilancia penitenciaria debe
plegarse a esa primera valoración judicial, no pudiendo decidir, en contra de lo ya
manifestado por otro órgano de la Jurisdicción que dicho plan vulnera el artículo 72.5
de la L.O.G.P. y que con su estricto cumplimiento no pueda darse el pronóstico de
reinserción a la que antes hacíamos referencia.

Estaríamos ante una invasión, insistimos, en una función propia del órgano sen-
tenciador, avalada por una interpretación sistemática con lo regulado en el artículo
136.2 del Código que permite a dicho Juez o Tribunal ponderar la suficiencia de la
garantía ofrecida por el reo sobre la cantidad aplazada, y con el espíritu de los artí-
culos 984, 985 y 986 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Por lo tanto, un primer límite a la facultad de la Jurisdicción de Vigilancia
Penitenciaria es el establecimiento de un previo plan de ejecución al que se refiere el
citado artículo 125 del Código.

Por otro lado, y en el mismo sentido, también será un poderoso indicio de la impo-
sibilidad del penado de hacer frente a esa responsabilidad civil (y por tanto puede
tenerse por no incumplido el requisito del 72.5 LOGP) la declaración de insolvencia
(136.1 Código Penal) llevada a cabo, también, por el órgano sentenciador. Si bien (de
acuerdo con lo establecido por el Tribunal Constitucional en Sentencia 246/2000 de
14 de diciembre y en el Auto 259/2000 de 13 de noviembre, dictados en el ámbito,
análogo, «mutatis mutandi», al tratado aquí, de la suspensión de penas privativas de
libertad), la declaración de insolvencia es decisiva para valorar la imposibilidad de
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hacer frente por el penado a esa responsabilidad pecuniaria, pero no implica necesa-
riamente que sea inmutable; y todo ello, lógicamente, por el propio concepto dinámi-
co de la insolvencia, siempre sujeta a la nota de provisionalidad (artículo 136.1 «salvo
que el reo viniere a mejor fortuna»). 

Además del respeto en este punto a las citadas competencias de los órganos sen-
tenciadores, es necesario contar con la información necesaria y referida a los extre-
mos citados en el artículo 72.5, a los efectos de poder valorar si el impago de la res-
ponsabilidad civil supone o no la existencia de un pronóstico desfavorable en el sen-
tido de los artículos 102 y 106 R.P.

Por ello, la propuesta de la Junta previa a la Resolución del Centro Directivo y a
la que se refieren los artículos 103 y ss. R.P., debería detallar la información precisa
sobre los puntos a los que se refiere el artículo 72.5 LOGP, es decir, indicar cual ha
sido «la conducta observada en orden a restituir los sustraído, reparar el daño e
indemnizar los perjuicios materiales y morales», las «condiciones personales y patri-
moniales del culpable» para poder valorar «su capacidad real, presente y futura para
satisfacer la responsabilidad civil», y «las garantías que permitan su satisfacción futu-
ra», y resto de extremos citados en el fundamento primero a los fines de que sea una
verdadera «propuesta razonada de grado» (103.3 RP en relación con el 106 R.P.)
según los datos que al respecto puedan proporcionar los Equipos de Observación y
Tratamiento tales como la disposición del interno a participar en talleres productivos
o en cualesquiera otras actividades que puedan proporcionarle ingresos con que -en
todo o en parte- poder afrontar las responsabilidades civiles y también según los datos
que consten en la correspondiente ejecutoria del Tribunal Sentenciador encargado de
la ejecución de la Sentencia.

Es cierto que los datos que obren en poder de los referidos Equipos pueden ser
insuficientes o, simplemente, inexistentes a los efectos citados o que no se incluyan
en la propuesta de resolución clasificatoria o en la resolución misma; pero no cabe
duda de que el Sr. Magistrado Juez de Vigilancia Penitenciaria puede recabarlos, tanto
de la propia Junta de Tratamiento como del Tribunal Sentenciador, o de ambos, según
los casos, teniendo en cuenta, con arreglo a lo expuesto en el Razonamiento Jurídico
Segundo de esta resolución, que es a dicho Tribunal a quien le corresponde la acep-
tación y aprobación de lo que podría denominarse «plan de ejecución» por pago frac-
cionado de las responsabilidades civiles, conforme a lo que dispone el Artículo 125
del Código Penal y que es, en definitiva, la resolución de dicho Tribunal dictada la
que valora las posibilidades reales presentes y futuras del penado para afrontar el
resarcimiento, la restitución o la indemnización a que fue condenado.

Con todo ello, en el presente caso el recurso de apelación debe ser estimado. A la
vista de las consignaciones efectuadas y aportadas, siquiera al tiempo del recurso, que
permite concluir el esfuerzo reparador a fin de dar cumplimiento a las responsabili-
dades de que se trata, sin que se pueda olvidar, además, que no consta el estableci-
miento de ningún plan de ejecución (125 C.P.) para el pago de la responsabilidad civil
acordada por tribunal sentenciador, por lo que no parece que el beneficio deba dene-
garse cuando el interno viene efectuando pagos, que en cualquier caso pueden ser
mayores si se le impone un ritmo superior de pago, y ello máxime cuando se podrá,
en su caso, revocar el beneficio si se incumplen las condiciones acordadas”.
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También en relación al pago de tales responsabilidades civiles previsto en el artí-
culo 72.5 L.O.G.P., tras la reforma introducida por la Ley 7/2003, de 30 de junio, se
aprobaba por mayoría, en reunión de 2004 de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria
que a efectos de valorar el cumplimiento del requisito exigido por el párrafo primero
del apartado 5 del artículo 72 de la L.O.G.P., se entenderá que el término “singular-
mente”, incluido en el párrafo segundo de dicho precepto, no introduce un diferente
tratamiento jurídico penitenciario para los penados según que el delito cometido sea
uno de los enumerados en el mismo o en cualquier otro. Así como, para el asegura-
miento del pago de la responsabilidad civil, en la misma reunión, se afirmó que el
Juez de Vigilancia penitenciaria podrá de oficio, al conceder la clasificación en tercer
grado o la libertad condicional, adoptar las garantías que estime necesarias para ase-
gurar el pago de la responsabilidad civil pendiente. De igual modo se explicitó, en
relación con las consecuencias negativas que pudieran derivarse del incumplimiento
del pago de la responsabilidad civil, que tal incumplimiento por el penado de la obli-
gación de pago de la responsabilidad civil pendiente, mientras disfrute del tercer
grado o de la libertad condicional, no dará lugar necesariamente a la regresión a
segundo grado o a la revocación de la libertad condicional.

En cuanto a la valoración que pueda hacerse del comportamiento postdelictual que
revele voluntad de reparar el daño causado a la víctima, en tal reunión de 2004 asi-
mismo se aprobaba por unanimidad lo que sigue: “El Juez de Vigilancia
Penitenciaria, al ponderar si concurre en el penado el requisito exigido por el aparta-
do 5 del artículo 72 de la L.O.G.P., en su redacción vigente, debe valorar, dentro del
comportamiento postdelictual efectivamente observado por el penado, aquellos
hechos o circunstancias del mismo que pongan de manifiesto una inequívoca volun-
tad de reparación del daño causado a la víctima, voluntad concretada en hechos obje-
tivos que evidencien un esfuerzo del penado por satisfacer, dentro de sus posibilida-
des, la responsabilidad civil fijada en la sentencia”.

No obstante, hay formalidades legales que no pueden dejar de observarse para la
correcta tramitación de la libertad condicional en su modalidad anticipada. Así, por
ejemplo, entre otras cuestiones se toma como motivo para la denegación de una liber-
tad condicional, en el Auto de la Audiencia Provincial de Madrid, nº. 1746/2006, de
25 de abril, la falta de cumplimentación de la solicitud preceptiva para la tramitación
de la libertad condicional con estos términos: “Pues bien, en el caso de auto consta
que el interno no ha instado la tramitación administrativa de su solicitud conforme a
lo establecido en el artículo 197.1 del Reglamente Penitenciario, no ha cumplido ni
siquiera la mitad de la condena que le fue impuesta y ha quebrantado la misma al
constar en autos que no ha regresado el día 14 de diciembre de 2005, tras el permiso
de salida que le fue concedido, no concurren, pues, los requisitos exigidos por el artí-
culo 76 de la Ley General Penitenciaria para la concesión de la libertad condicional
del interno, por lo que procede desestimar el recurso formulado”.

II.2.2. EEl aadelantamiento ccualificado dde lla llibertad ccondicional iintroducido ppor lla rreforma
de 22003

La más sugerente novedad de la reforma introducida por Ley Orgánica 7/2003, de 30
de junio, de cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, en el ámbito de la ejecución
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penal, localizada en el artículo 91.2 C.P.167, es la aparición del que ha sido denominado
por la Instrucción 2-2005, que deroga la 2-2004, y por la más reciente y vigente 12-2006,
“beneficio penitenciario cualificado”, y que, como se recuerda en el propio precepto
penal citado y en la misma, no es aplicable a penados por delitos de terrorismo o inte-
grantes de organizaciones delictivas.

Pareciera un oasis en el estéril territorio punitivo de la norma de 2003, empero se
trataría, como afirma Renart García de “la excepcionalidad dentro de la excepción”168.
La dificultad en el cumplimiento de los requisitos que lleva aparejada esta modalidad
de adelantamiento es tal, que se hace difícil encontrar supuestos en los que se haya
aprobado este beneficio desde el comienzo de la vigencia de la normativa que lo con-
tiene. Así, tal limitación se advierte por los Jueces de Vigilancia Penitenciaria, tras su
reunión de marzo de 2004, explicitando que la interpretación del beneficio del artí-
culo 91.2 C.P. (modificado por la Ley 7/2003), deberá ser restrictiva, pues supone un
plus sobre un beneficio que ya de por sí debe concederse sólo excepcionalmente.

Estamos, en fin, ante un nuevo supuesto “híbrido”, en terminología de Bueno
Arús169, sobre la base de la excepcionalidad, de anticipación de la salida, un “doble
adelantamiento”170, que no aparecía ni en el Anteproyecto ni en el Proyecto de Ley
Orgánica presentado por el Gobierno y que, introducido por enmienda del grupo cata-
lán CiU, modificada asimismo, viene a conformar el envés positivo de una regulación
caracterizada por el endurecimiento de la ejecución y la pérdida de flexibilidad en el
sistema de individualización científica. Por otro lado, con esta nueva figura parecie-
ra restituirse la posibilidad para el penado, anterior a la vigencia del Código penal de
1995, de cumplir aproximadamente algo más de la mitad de la condena, que si bien
era el resultado de una deformación de la práctica, sumándose la redención ordinaria
y extraordinaria con el posterior acceso a la libertad condicional, no deja de suponer,
aun desde la dificultad para su concesión, un favorable estímulo para el penado en su
vida participativa y regimental, así como un interesante impulso de los programas de
reparación a las víctimas del delito desde una perspectiva preventivo-especial171.

No obstante, nos hallamos ante un precepto complejo y de confusa redacción172, a
partir del cual un interno que se halle en tercer grado de tratamiento penitenciario,

167 El artículo 91.2 C.P. establece: “A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe del Ministerio Fiscal
y de las demás partes, cumplidas las circunstancias de los párrafos a) y c) del apartado 1 del artículo anterior, el juez de
vigilancia penitenciaria podrá adelantar, una vez extinguida la mitad de la condena, la concesión de la libertad condicio-
nal en relación con el plazo previsto en el apartado anterior, hasta un máximo de noventa días por cada año transcurrido
de cumplimiento efectivo de condena, siempre que no se trate de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo
V del título XXII o cometidos en el seno de organizaciones criminales. Esta medida requerirá que el penado haya des-
arrollado continuamente las actividades indicadas en el apartado anterior y que acredite, además, la participación efectiva
y favorable en programas de reparación a las víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación en su caso”.

168 Cfr.  RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 218 y 221; en el mismo sentido, GALLE-
GO DÍAZ, M.: “Acerca de la naturaleza jurídica…” ob. cit., pp. 79 y 80.

169 Cfr. BUENO ARÚS, F.: Prólogo a RENART GARCÍA, F.: últ. ob. y loc. cit.
170 Cfr. ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA, F.J./RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V.: Reglamento penitenciario

comentado… ob. cit., p. 358.
171 Vid., de esta opinión, entre otros, TÉLLEZ AGUILERA, A.: “La Ley de cumplimiento íntegro y efectivo de las

penas…”, ob. cit., pp. 4 y ss.; el mismo: “La reforma del Código Penal y sus implicaciones penológicas”, en La Ley
Penal, nº 1, enero 2004, p. 45; GARCÍA ALBERO, R./TAMARIT SUMALLA, J.M.: La reforma de la ejecución… ob.
cit., pp. 110 y 111; RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 222; LEGANÉS GÓMEZ, S.: La evo-
lución de… ob. cit., p. 243.

172 Vid. RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 220; en el mismo sentido, LEGANÉS
GÓMEZ, S.: La evolución de… ob. cit., p. 243.



cumplida la mitad de su condena, que haya observado buena conducta y respecto del
mismo se emita un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social; que
asimismo haya satisfecho la responsabilidad civil ex delictum y desarrollado conti-
nuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales y acreditado, además,
una participación efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas o
programas de tratamiento o desintoxicación, en su caso, podrá ser propuesto por el
Equipo Técnico de Tratamiento para que el Juez de Vigilancia pueda acordar, previo
informe del Ministerio Fiscal y de las demás partes, el adelantamiento de la libertad
condicional en relación con el plazo previsto en el artículo 91.1 C.P., relativo a las dos
terceras partes, hasta un máximo de noventa días por año transcurrido de cumpli-
miento efectivo de condena. 

La reforma no implica modificación alguna en el tiempo de pena cumplido, y
siguen vigentes los criterios relativos a la unidad de ejecución en los modos de extin-
guir sumadas las diversas condenas que tenga el penado, así como se aplicará sin difi-
cultades sobre la nueva pena resultante en el caso de indulto parcial reducida la pena
a su nuevo marco. Así, el criterio de los Jueces de Vigilancia al respecto es que el
beneficio se ha de computar desde el inicio del cumplimiento, incluso contando los
períodos de prisión preventiva, si bien no se estudiará su aplicación sino, como se ha
dicho, cuando se halle el penado clasificado en tercer grado y cumplida la mitad de
la condena (criterios aprobados en reunión de marzo de 2004). En este sentido, a dife-
rencia de las antiguas redenciones de pena por el trabajo que eran propuestas trimes-
tralmente, el nuevo beneficio no se va a considerar por las Juntas de Tratamiento
hasta la clasificación del penado en tercer grado y, una vez cumplida la mitad de la
condena. Y en los supuestos en los que, siendo de aplicación el artículo 36.2 C.P., un
interno ha sido progresado a tercer grado sin haber cumplido la mitad de la condena,
el beneficio del adelantamiento de la libertad condicional no podrá ser propuesto en
ningún caso hasta el cumplimiento efectivo de la mitad de la condena, pues la ley dice
que ésta sólo podrá producirse “una vez extinguida la mitad de la condena”. A partir
de ahí, no existirá inconveniente alguno en proponer el beneficio acumuladamente,
respetando el límite de 90 días por año de cumplimiento transcurrido. Del mismo
modo, la expresión “cumplimiento efectivo” no excluye, a efectos del cómputo para
el adelantamiento de la libertad condicional, el tiempo transcurrido en tercer grado de
tratamiento. La expresión “cumplimiento efectivo” significa que no podrá computar-
se el tiempo no cumplido, bien sea por haberlo redimido, bien sea por haber sido obje-
to de un indulto parcial. No obstante, como señalan Armenta González-Palenzuela y
Rodríguez Ramírez, el establecimiento de un tope máximo de concesión de días por
año (noventa), no impide que puedan concederse menos días, “siempre en proporción
a períodos de cumplimiento inferiores (45 días cada seis meses, por ejemplo), ya que
la duración de los programas puede ser variable”173.

También por mayoría se acordaba en la citada reunión de Jueces de Vigilancia
Penitenciaria de 2004, al respecto de esta nueva modalidad, que aunque la propuesta
siempre proviniese de la Administración penitenciaria, el Juez de Vigilancia podría
estimar una queja del interno concediendo mayor número de días que el propuesto
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173 Cfr. ARMENTA GONZÁLEZ-PALENZUELA, F.J./RODRÍGUEZ RAMÍREZ, V.: Reglamento penitenciario
comentado… ob. cit., p. 358



hasta el límite de 90 días por año de cumplimiento efectivo si verdaderamente se
acreditase la participación efectiva y favorable del interno en los programas de trata-
miento correspondientes, aun cuando su duración fuera inferior al año.

En cuanto a la discrecionalidad administrativa y al control judicial, se afirma en
la citada reunión de 2004 que si bien en el caso del artículo 91.2 del C.P. el procedi-
miento sólo podrá iniciarse si existe propuesta previa de Instituciones Penitenciarias,
ésta deberá estar en todo momento en condiciones de explicar que no ha ejercido de
forma arbitraria sus facultades discrecionales de propuesta o ausencia de propuesta
del beneficio, de modo más riguroso si su actuación afecta a los derechos fundamen-
tales, libertades públicas y valores constitucionales, debiendo los Jueces de Vigilancia
Penitenciaria revisar, cuando se les solicite, la legalidad y constitucionalidad de la
actuación administrativa realizada.

En opinión de Renart el legislador pudiera haber incurrido en una tautología174

cuando tras disponer en el artículo 91.1 C.P. que podrá concederse tal libertad condi-
cional anticipada “siempre que merezcan dicho beneficio por haber desarrollado con-
tinuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales”, exige asimismo en
el artículo 91.2 último párrafo, para la modalidad privilegiada de adelantamiento, que
“esta medida requerirá que el penado haya desarrollado continuadamente las activi-
dades indicadas en el apartado anterior y que acredite, además, la participación efec-
tiva y favorable en programas de reparación a las víctimas o programas de trata-
miento o desintoxicación, en su caso”. Duda el citado autor de si no se está reiteran-
do la exigencia de actividades del artículo 91.1 C.P. con las tratamentales exigidas en
el párrafo último del 91.2 C.P. Al igual que Leganés Gómez175, no refrendamos la pos-
tura de Renart por cuanto el contenido de los programas de tratamiento a los que se
hace mención en el último párrafo del artículo 91.2 C.P. tienen esencialmente un
carácter reparador específico, hacia las víctimas o exigen un plus de actividad añadi-
da en programas de desintoxicación.

El sistema en la práctica funcionaría de este modo: cumplidos los demás requisi-
tos exigibles, cuando un interno condenado, por ejemplo, a 24 años hubiera cumpli-
do la mitad de la condena, esto es 12 años, con la aplicación de este beneficio podría
salir en libertad condicional solamente un año más tarde en el mejor de los casos, y
ello habida cuenta que en relación con la condena impuesta las dos terceras partes
necesarias para el adelantamiento previsto en el artículo 91.1 C.P., serían 16 años, a
los cuales habrá de restarse el resultado de multiplicar por tres meses (noventa días
que prescribe el artículo 91.2 C.P.) los 12 años como tiempo efectivamente cumplido
y que se corresponde con la mitad de la condena. Quedaría así finalmente la pena a
cumplir para el acceso a tal modalidad anticipada en 13 años de prisión. En este sen-
tido, ante el número de días propuesto por la Administración penitenciaria, el criterio
al respecto aprobado por los Jueces de Vigilancia, en reunión de marzo de 2004,
explicita que “aunque la propuesta siempre proviniese de la Administración peniten-
ciaria, el Juez de Vigilancia podría estimar una queja del interno concediendo mayor
número de días que el propuesto hasta el límite de 90 días por año de cumplimiento
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174 Vid. RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., pp. 221 y 222.
175 Vid. LEGANÉS GÓMEZ, S.: La evolución de… ob. cit., p. 243.



efectivo si verdaderamente se acreditase la participación efectiva y favorable del
interno en los programas de tratamiento correspondientes, aun cuando su duración
fuera inferior al año”. Del mismo modo, los Jueces de Vigilancia amplifican su con-
trol sobre la discrecionalidad administrativa al señalar en la última reunión citada: “Si
bien en el caso del artículo 91.2 del Código penal el procedimiento sólo podrá ini-
ciarse si existe propuesta previa de Instituciones Penitenciarias, ésta deberá estar en
todo momento en condiciones de explicar que no ha ejercido de forma arbitraria sus
facultades discrecionales de propuesta o ausencia de propuesta del beneficio, de
modo más riguroso si su actuación afecta a los Derechos Fundamentales, libertades
públicas y valores constitucionales, debiendo los Jueces de Vigilancia Penitenciaria
revisar, cuando se les solicite, la legalidad y constitucionalidad de la actuación admi-
nistrativa realizada”.

En cualquier caso, se reitera, la implantación sistemática de esta nueva figura de
adelantamiento de la libertad condicional requiere tener cumplida la mitad de la con-
dena, y esto sólo tiene lugar cuando se haya dispensado al penado del cumplimiento
del período de seguridad en virtud de lo señalado en el artículo 36.2 C.P., en su párra-
fo 2º., pues, como bien advirtiera Téllez Aguilera176, para penas superiores a cinco
años ya debieron tener cumplida la mitad para acceder al tercer grado, y para penas
inferiores nunca el adelantamiento de los dos tercios a noventa días por año efectivo
de condena puede suponer una fecha anterior a la mitad de la condena. 

Para la exégesis correcta del precepto citado los Jueces de Vigilancia Penitenciaria,
en reunión de 2004, aprobaban por mayoría que para la aplicación del período de segu-
ridad recogido en el artículo 36.2 C.P., se tendrá en cuenta cada una de las penas
impuestas consideradas de manera individual; aun en el caso de que el penado cumpla
penas que sumadas aritméticamente o refundidas excedan el límite legal de 5 años. Esta
decisión encuentra su motivación en que el artículo 36.2 C.P. utiliza con claridad el tér-
mino “pena” refiriéndose a la respuesta estatal individualizada para cada delito, frente
a la expresión “condena”, que supone el resultado de la suma aritmética o refundida de
las penas impuestas. Así por ejemplo, en el artículo 36.2 C.P. se utiliza la expresión
“pena”, mientras que en el artículo 193.2 R.P. se utiliza el término “condena”. Criterio
mantenido asimismo por Autos de la Audiencias provinciales de Madrid y Barcelona,
de fechas 6 de mayo de 2004 y 19 de mayo del mismo año, respectivamente.

II.2.2.1. EEl iinforme dde ppronóstico iindividualizado ppara eel aadelantamiento ccualificado

Para la elaboración del informe pronóstico individualizado y favorable que exige
el párrafo c) del apartado 1 del artículo 90 C.P., para el acceso a la libertad condicio-
nal, de necesario cumplimiento asimismo, en virtud del artículo 91.2 C.P., para el ade-
lantamiento de la misma, la Dirección General de Instituciones Penitenciarias ha pro-
mulgado un conglomerado de disposiciones y remisiones normativas señalando, por
medio de la Instrucción 3-2004, que se estará a lo dispuesto en la Instrucción 2-2004,
de 16 de junio (que derogaba a la anterior 9-2003). La misma remisión hace la
Instrucción 12-2006 que deroga la 3-2004 de 15 de marzo, y todo ello para establecer
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176 Vid. TÉLLEZ AGUILERA, A.: “La Ley de cumplimiento íntegro...”, ob. cit., p. 6.



el procedimiento específico de actuación al respecto, si bien relegando la valoración de
las actividades realizadas por el interno a los términos de la citada Instrucción 12-2006.

En este sentido, la Instrucción 2-2004 establecía en un primer momento: “Con el
fin de poder proponer de forma justificada al Juez de Vigilancia Penitenciaria este
nuevo beneficio, las Juntas de Tratamiento, dentro de la evaluación global que con
carácter semestral llevan a cabo de los internos (...), calificarán la dedicación y resul-
tados acreditados en la participación en programas específicos de tratamiento o de
reparación a las víctimas en una de las siguientes cuatro categorías: insuficiente, nor-
mal, destacada o excelente. Para la definición de la pertinencia o no de los programas
a efectos de su valoración para la concesión del beneficio previsto en el art. 91.2 del
Código Penal se estará al criterio establecido en el art. 59 de la LOGP: deben estar
dirigidos «directamente» a la consecución de la reeducación y reinserción social del
interno, con el fin de hacer de él una persona con la intención y capacidad de vivir
respetando la ley penal y subvenir a sus necesidades. En cuanto a los criterios para la
calificación de su participación en una de las cuatro categorías indicadas, se atende-
rá a la duración del programa a lo largo del semestre, su intensidad, la dedicación
mostrada por el interno así como a la evaluación de resultados obtenidos en cada
caso”. Con la vigencia de la Instrucción 2-2005, que deroga en parte la 2-2004, se
lleva a cabo otra remisión normativa cuando se establece únicamente al respecto que
“con el fin de poder proponer de forma justificada al Juez de Vigilancia Penitenciaria
este nuevo beneficio, las Juntas de Tratamiento seguirán los criterios establecidos en
la Instrucción 3-2004, de 29 de diciembre, sobre sistema de evaluación e incentiva-
ción de las actividades de los internos”. Hoy tal remisión habrá de hacerse, habida
cuenta de la implantación de la Instrucción 12-2006 precisamente siguiendo los cri-
terios evaluadores de ésta177.

El límite máximo legal de noventa días por año de adelantamiento que dispone el
nuevo artículo 91.2 C.P. precisa, en aras de la mejor individualización del penado, de
una gradación en la concesión de días en función de la participación de éste en pro-
gramas de tratamiento y reparación a las víctimas del delito, lo que se lleva a cabo frac-
cionando un máximo de cuarenta y cinco días por cada semestre. En este sentido, la
citada Instrucción 2-2004 establecía que “la equivalencia en días de adelantamiento de
la libertad condicional en la valoración global semestral de la participación en progra-
mas específicos de tratamiento o de reparación a las víctimas era la siguiente: califi-
cación Insuficiente no supone días de adelantamiento; calificación Normal implica
quince días de adelantamiento; calificación Destacada, viene a significar treinta días
de adelantamiento; y calificación Excelente supone cuarenta y cinco días. Esta valora-
ción semestral de la participación en actividades de tratamiento se llevaría a cabo tam-
bién con los internos preventivos que participen en este tipo de programas. Para la ele-
vación al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de este beneficio en el momento en el
que el penado haya cumplido la mitad de la condena, será preciso que el penado reúna
los requisitos generales para la obtención de la libertad condicional y, además, arroje
un saldo positivo en el sumatorio de los puntos correspondientes a todas las califica-
ciones efectuadas (apartado 7.1 de la I. 8/99, derogada por la Instrucción 3-2004). Las
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177 Vid., al respecto, supra, en el apartado 5 “Propuesta, criterios de acreditación y procedimiento” de la
Introducción de este trabajo, los criterios valorativos para tal evaluación.



propuestas que se eleven contendrán la fecha de cumplimiento de las 2/3 partes actua-
lizada al día en el que se practica la propuesta y la posible de adelantamiento en el
supuesto de que se aprobaran por el órgano judicial los días propuestos”.

No obstante, entre las facultades de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria al res-
pecto, y en relación con el informe pronóstico final que ha de valorar el Juez de
Vigilancia, en la reunión de aquéllos de marzo de 2004 se acordó que el Juez de
Vigilancia Penitenciaria, antes de aprobar la libertad condicional que le sea propues-
ta, o concederla por vía de recurso, podrá solicitar y valorar otros informes distintos
al informe pronóstico final establecido en el artículo 67 de la L.O.G.P., el cual en nin-
gún caso le vinculará. Así, entre los citados acuerdos también se afirma que el infor-
me pronóstico final previsto en el artículo 67 L.O.G.P. es un trámite, que no resulta
impugnable directamente de modo singular, pero sí es atacable al impugnar la reso-
lución final, pues no puede excluirse que la base fáctica de mismo se impugne
mediante la solicitud de pruebas que pueden ser estimadas.

En síntesis, la introducción en el ordenamiento penal y penitenciario de esta nueva
modalidad de beneficio penitenciario, en cuanto supone un horizonte positivo para el
interno y un acicate para su actividad regimental y tratamental, merece sin duda un
juicio positivo, si bien pareciera necesario, ante tales requisitos exigidos, implemen-
tar la flexibilidad en su aplicación tanto desde la actividad de los Equipos técnicos
evaluando las actividades y el informe pronóstico, como por parte de los juzgados de
vigilancia encargados de resolver al respecto, y siempre sin caer en el automatismo.

II.3 LLa rredención dde ppenas ppor eel ttrabajo

II.3.1. LLa rredención dde ppenas ppor eel ttrabajo: hhistoria yy aactualidad dde uun oocaso

La que ha sido en la historia reciente una institución fundamental en el régimen
penitenciario español, encuentra sus más claros precedentes históricos en las deno-
minadas rebajas de pena introducidas en el Código penal de 1822 (arts. 144 y ss.), en
la Ordenanza General de Presidios del Reino de 1834 (arts. 303 y ss.) y, ya en el siglo
XX, en el Real Decreto de 5 de mayo de 1913 (art. 252) y en el Código penal de 1928
(art. 174), estableciéndose finalmente, con la terminología actual, por Decreto de 28
de mayo de 1937178, y en la Orden del Ministerio de Justicia de 7 de octubre de 1938,
que entraba en vigor el día 1 de enero de 1939, que tras crear el llamado “Patronato
Central para la Redención de Penas por el Trabajo”, dependiente del Servicio
Nacional de Prisiones, la instauraron exclusivamente para prisioneros de guerra y
presos políticos de la contienda civil, ampliándose posteriormente tal posibilidad a
los presos comunes por Orden Ministerial de 14 de marzo de 1939. Entre los come-
tidos del Patronato aludido, en virtud del artículo 5 de la norma citada, estaba el de
“proponer al Gobierno, al fin de cada año, la condonación de tantos días de condena
a favor de los reclusos que hayan trabajado como sea el número de días que hayan
trabajado en efecto, con rendimiento real no inferior al de un obrero libre y hábil (…),
y que además acrediten intachable conducta”. 
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Como señalara Bueno Arús, a partir de entonces, “en virtud de la redención, a la
que se atribuyó un origen apostólico y cristiano que se refleja en su misma denomi-
nación, el condenado recibía el «premio» de un día de condena descontada por cada
día de trabajo efectivo y buen comportamiento”179.

Con posterioridad se dictarán decretos, órdenes ministeriales, circulares de la
Dirección General de Prisiones y acuerdos del Patronato citado180. La primera norma-
tiva de relieve fue la citada Orden Ministerial de 14 de marzo de 1939, que excluía
del derecho a redimir a quienes trataran de evadirse y a los que cometieran un nuevo
delito. También merece destacarse el técnico Decreto de 9 de junio de 1939, relativo
a la conexión entre libertad condicional y redención de penas por el trabajo.
Asimismo, tienen su relevancia específica la Orden Ministerial de 11 de septiembre
de 1939 reguladora del cómputo de horas extraordinarias; la Orden ministerial de 3
de febrero de 1940 que concedía el beneficio de la redención a las madres lactantes;
el Decreto de 23 de noviembre de 1940 regulador de la redención por el esfuerzo inte-
lectual; la Orden Ministerial de 30 de diciembre de 1940 que reconoce el disfrute del
beneficio en los días festivos y casos de accidente laboral y de fuerza mayor; la Orden
Ministerial de 14 de diciembre de 1942 que refundía las normativas reguladoras de la
institución, y en fin, con anterioridad a la regulación en el Código penal, el Acuerdo
del Patronato de 10 de agosto de 1943, que elevaba hasta cinco a uno la proporción
entre los días redimidos y días de trabajo efectivo.

El principal tratadista en la materia, Bueno Arús, se refirió a “una institución
muchas veces alabada, otras denostada y con frecuencia manipulada, en uno u otro sen-
tido”181, que “nace con ocasión de una necesidad muy concreta: liquidar el problema
penitenciario planteado por la contienda”182. Sin embargo, desde una visión actual,
menos tibia, surge una institución de gran carácter retributivo183, destinada al desgaste
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179 Cfr. BUENO ARÚS, F.: Estudios Penales y Penitenciarios. Madrid, 1981, p. 134.
180 Vid., al respecto, BUENO ARÚS, F.: Estudios Penales y Penitenciarios… ob. cit., p. 162
181 Vid. BUENO ARÚS, F.: Estudios Penales y Penitenciarios… ob. cit., p. 133. Así, entre los que dieron noticia posi-

tiva de la institución, afincados en la Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, después Revista de Estudios
Penitenciarios, se pueden encontrar, entre otros, los trabajos de DÍEZ ECHARRI, E.: “Un nuevo sistema dentro del
Régimen penitenciario: La Redención de Penas por el Trabajo”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº.
1, abril 1945, pp. 63-65; el mismo: “El sistema de la redención de las penas por el trabajo”, en Revista de la Escuela de
Estudios Penitenciarios, nº. 36, marzo 1948, pp. 43 y ss; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, F.: “Sentido teológico de la
Redención de penas por el trabajo”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 26, mayo 1947, pp. 28-30;
ALBEROLA RODRÍGUEZ, G.: “El trabajo en las cárceles”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 58,
enero 1950, pp. 61-68; FERNÁNDEZ MARTÍNEZ, R.: “Una laguna en el sistema de redención de penas por el traba-
jo”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 82, enero 1952, pp. 15-20; RODRÍGUEZ, M.: “El esfuerzo
intelectual en orden a la redención de penas”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nºs. 94 y 95 enero y
febrero 1953, pp. 5-12 y 5-14 respectivamente; APARICIO LAURENCIO, A.: El sistema penitenciario español y la
redención de penas por el trabajo. Madrid, 1954; DE LA MORENA VICENTE, E.: “Problemas de la redención de las
penas por el trabajo”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 110, mayo-junio 1954, pp. 31-43; UGAL-
DE SANQUIRCE, M.: “Sobre la naturaleza y efectos de la Redención de penas”, en Revista de la Escuela de Estudios
Penitenciarios, nº. 119, noviembre-diciembre 1955, pp. 30-34; PULIDO GONZÁLEZ, A.: “Pequeños detalles. Los san-
cionados por la Ley de contrabando y defraudación, ante la legislación vigente en materia de indulto, redención de penas
y libertad condicional”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, nº. 118, septiembre-octubre 1955, pp. 72-
75; CASTAÑEDA PÉREZ, J.M.: “La redención de penas, fórmula de indeterminación de la pena”, en Revista de
Estudios Penitenciarios, nº. 160, enero-marzo, 1963, pp. 93-97; el mismo: “El trabajo y la redención de penas en España”,
en Revista de la Escuela deEstudios Penitenciarios, nº. 192, enero-marzo, 1971, pp. 61-83; el mismo: “El sistema de la
redención de penas por el trabajo. Sus fundamentos, su aplicación y sus consecuencias”, en Revista de la Escuela de
Estudios Penitenciarios, nº. 36, marzo 1948, pp. 43-47; MATA TIERZ, J.M.: “Cómputo de redención extraordinaria”, en
Revista de Estudios Penitenciarios, nº. 153, julio-agosto, 1961, pp. 3185-3189; LÓPEZ RIOCEREZO, J.M.:



y eliminación del enemigo político, fundamentada en modos de inversión terminológi-
ca y jerárquico-normativa, ejemplificando lo primero, el que se destinara, si cabe
mayor cinismo, a los responsables de delitos de “rebelión militar”; y, en lo segundo,
trastornando cualquier principio lógico de jerarquía normativa, pues una Orden
Ministerial del “Nuevo Estado” creando la redención de penas, venía a modificar lo
dispuesto en el Código penal y en el Código de Justicia Militar sobre duración de las
sanciones, así como podía modificarse la misma por organismos de inferior rango. El
principio de legalidad no pudo soslayarse por mucho más tiempo. Así, se daba rango
de ley formal a la normativa reguladora de la institución de la redención de penas inte-
grando el Código penal.

La incorporación de la redención de penas al Código penal de 1944 se hacía inte-
grando el artículo 100 de aquel cuerpo legal, para permitir, en su modalidad ordina-
ria, redimir un día por cada dos de trabajo. A partir de entonces podrían disfrutar de
ella todos los penados, sin distinción de políticos o comunes, condenados a penas
superiores a dos años. Específicamente, el artículo 100 citado disponía: “Podrán redu-
cir su pena por el trabajo todos los reclusos condenados a penas de más de dos años
de privación de libertad tan pronto como sea firme la sentencia respectiva. Al reclu-
so trabajador se le abonará un día de su pena por cada dos de trabajo, siéndole de apli-
cación los beneficios de la libertad condicional cuando, por el tiempo redimido, reúna
los requisitos legales para su concesión. No podrán redimir pena por el trabajo: 1º.
Los que hubieren disfrutado de este beneficio al extinguir condenas anteriores. 2º.
Los que intentaren quebrantar la sentencia realizando intento de evasión, lograran o
no su propósito. 3º. Los que no hubieren observado buena conducta durante la reclu-
sión; y 4º. Los delincuentes en quienes concurriere peligrosidad social, a juicio del
Tribunal, expresamente consignado en la sentencia”. Será más tarde la reforma del
Código penal de 1963 la que amplía el ámbito de la redención de penas por el traba-
jo que únicamente quedaría restringida a quienes quebrantaren o intentaren quebran-
tar su condena, así como a quienes observaren reiteradamente mala conducta duran-
te el cumplimiento de la pena.
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“Una aportación ejemplar: la Redención de Penas por el Trabajo”, en Revista de Estudios Penitenciarios, nº. 156, enero-
marzo, 1962, pp. 5-40; el mismo: “El trabajo penal, medida de reeducación y corrección penitenciarias”, en Anuario de
Derecho Penal y Ciencias Penales. Tomo XVI. Fascículo I, 1963, pp. 37-84; MORENO MOCHOLI, M.: “Nuevo hori-
zonte de la redención de penas por el trabajo”, en Revista de Estudios Penitenciarios, nº. 161, abril-junio 1963, pp. 325-
340; GARCÍA MARTÍN, I.: “Sobre la redención de penas”, en Revista de Estudios Penitenciarios, nº. 164, enero-
marzo, 1964, pp. 107-114; SABÍN, J.M.: Prisión y muerte en la España de postguerra. Madrid, 1966; GONÁLEZ DEL
YERRO, J.: “La obra actual de la redención de penas por el trabajo”, en Revista de Estudios Penitenciarios, nº. 183,
octubre-diciembre, 1968, pp. 843-858. En contra, más recientes y específicos, aun con mayor contenido sociológico-
histórico, vid., entre otros, ZURITA GARCÍA, J.: “La redención de penas por el trabajo: controvertido origen y dudo-
sa justificación actual”, en Revista de Estudios Penitenciarios nº. 241, 1989, pp. 51-60; TORRES MULAS, R.: Los
esclavos de Franco. Madrid, 2000; LA FUENTE ZORRILLA, I.: Esclavos por la patria. Madrid, 2003. MOLINERO,
C./ SALA, M./SOBREQUÉS, J. (Eds.): Una inmensa prisión. Los campos de concentración y las prisiones durante la
guerra civil y el franquismo. Barcelona, 2003; ACOSTA BONO, G./GUTIÉRREZ MOLINA, J.L./MARTINEZ
MACÍAS, L./DEL RÍO SÁNCHEZ, A.: El canal de los presos (1940-1962). Barcelona, 2004.

182 Expresión de Díez Echarri, firme partidario del régimen y de la institución protagonista, que transcribe Bueno Arús.
Vid. DÍEZ ECHARRI, E.: “El sistema de la redención de las penas por el trabajo”, en Revista de la Escuela de Estudios
Penitenciarios, nº. 36, marzo 1948, p. 43; BUENO ARÚS, F.: Estudios penales y penitenciarios… ob. cit., p. 161.

183 Carácter atisbado por José Antón Oneca, que afirmaba al respecto: “la idea fundamental es retributiva: se supo-
ne que la aflicción producida por una jornada de trabajo es más dolorosa que la transcurrida en la ociosidad”. Cfr.
ANTÓN ONECA, J.: Derecho Penal. Tomo I. Parte General… ob. cit., p. 554.



II.3.2. CConcepto, ccontenido yy nnaturaleza jjurídica dde lla iinstitución

Según Bueno Arús, nos encontramos ante “una causa de extinción (parcial) de la
responsabilidad criminal, que consiste en una valoración jurídica del tiempo de cum-
plimiento de las penas privativas de libertad superior a la medida cronológica, siem-
pre que el penado desarrolle en ese tiempo una actividad laboral”184. Otra valoración
interpretativa de un criterio histórico es la que ofrecía Antón Oneca, como sigue: “se
trata en realidad de una encarnación del sistema progresivo bajo régimen de senten-
cia indeterminada”185. En cuanto a su naturaleza jurídica, hasta 1948 se utilizó al
expresión “derecho” del penado, si bien el término beneficio ha sido el protagonista
durante todo el período de su aplicación.

No convence la concepción de que se trate de un beneficio, como sinónimo de pre-
mio o concesión graciosa, sino que más bien, como afirmara Bueno Arús186, nos
encontramos ante un derecho subjetivo del penado que reúna los requisitos legales.
Esta es la opción que asimismo defendieron los Jueces de Vigilancia Penitenciaria a
partir de su reunión de noviembre de 1994187, en sus criterios 40 y 45. En cuanto al
fundamento de la institución, hoy en día tal fundamento coincide con la finalidad
resocializadora a la que está orientada la pena privativa de libertad en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 25.2 C.E. Y desde el ángulo más optimista, pudiera hallarse
incluso un impropio ejemplo humanitarista como elemento de circunvalación de la
rigurosa norma penal, una salvaguarda de la prevención especial ante la contunden-
cia preventivo-general del derogado Código franquista.

No obstante configurar un beneficio penitenciario de acortamiento de la condena
impuesta, hay que distinguir esta institución de cualquier modalidad de indulto. No
tanto por los efectos que en ambos casos son reductores de la pena, sino porque el
poder que otorga cada modalidad de beneficio es diverso. La redención de penas la
concede la Administración penitenciaria, mientras que el indulto es una medida de
gracia otorgada por el Jefe del Estado. La tramitación de ambas modalidades de bene-
ficio penitenciario también es dispar. El procedimiento de la Ley del Indulto de 1870
no rige para la redención de penas por el trabajo. Y por último, el tiempo redimido
por el trabajo no afecta a la duración de la libertad condicional, a diferencia de los
supuestos de indulto particular parcial que modifican el tiempo restante para acceder
a la libertad condicional. Así en otra opinión de Antón Oneca, en la redención de
penas “sus efectos se conjugan con los de la libertad condicional, o sea, que los días
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184 Cfr. BUENO ARÚS, F.: Estudios Penales y Penitenciarios… ob. cit., pp. 163 y 166; el mismo: “Los beneficios
penitenciarios a la luz del Código penal…”, ob. cit., p. 570.

185 Cfr. ANTÓN ONECA, J.: Derecho Penal. Tomo I. Parte General… ob. cit., p. 553
186 Vid. BUENO ARÚS, F.: Estudios Penales y Penitenciarios… ob. cit., p. 167.
187 Los criterios de aquella reunión de 1994 señalaban: Criterio nº. 40: “La redención de penas por el trabajo se con-

figura como un derecho del interno condicionado a que concurran los requisitos establecidos por la Ley, de tal modo
que cuando aquél los reúna, La Junta de Régimen del Establecimiento deberá elevar la correspondiente propuesta”. El
criterio nº. 45 indicaba: “Al tratarse de un derecho subjetivo, es admisible la renuncia del interno al a redención de penas
ya obtenida, incluso si hubiera sido autorizada por una decisión firme del Juez de Vigilancia”.
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abonados se dan por condena extinguida para determinar las tres cuartas partes de la
misma necesarios a la aplicación de la libertad condicional”188.

Según se previó en la Proposición de Ley de 17 de febrero de 1978 recogido en
los Boletines Oficiales de las Cortes de 19 de mayo y 29 de noviembre de 1978, el
Proyecto de Ley Orgánica de Código Penal suprimía la redención de penas por el tra-
bajo y su cómputo de rebaja de la pena189. Esta prevista derogación impulsó al legis-
lador reglamentario, con el fin de rellenar el vacío que quedaba tras la desaparición
de tan importante institución reductora de las condenas, a integrar la modalidad del
adelantamiento de la libertad condicional. Así, en opinión de García Arán, “la refor-
ma penitenciaria se acomete con la intención de sustituir muchas de las viejas insti-
tuciones y entre ella se encuentra la de la redención de penas por el trabajo, cuyo
mismo nombre -«redención»- posiblemente sea la que con mayor razón puede califi-
carse de anacronismo si se compara con el sentido moderno en que se emplea el tér-
mino «tratamiento» en la L.G.P.”190.

En cualquier caso, la institución de la redención de penas por el trabajo vino a
derogarse con el Código penal de 1995, si bien en virtud de su Disposición Transitoria
Segunda se previó, con toda lógica, que siguieran aplicándose las disposiciones sobre
la misma únicamente a los condenados conforme al Código derogado, sin que puedan
gozar de ellas aquellos a quienes se aplique el Código penal vigente. Es por ello que,
aun en el ocaso de su trayectoria histórica, se mantiene de utilidad el examen somero
del funcionamiento de tal institución, habida cuenta del decreciente pero todavía visi-
ble numero de penados adscritos a esta posibilidad reductora de la condena.

El mecanismo de concesión de este beneficio, a raíz de la promulgación del Código
de 1995, exigía uniformidad de criterios. El primero de interés era el relativo a qué
hacer en los supuestos de los penados conforme al Código anterior, que estuvieran
redimiendo penas por el trabajo. En tales casos, en lo que por algún autor se ha tacha-
do de “anomalía o disfunción”191, se desoyó lo planteado por la Fiscalía General del
Estado en su Circular 1/1996, de 23 de febrero “sobre el régimen transitorio del
Código Penal de 1995”, y se entendió abonable el tiempo ya redimido hasta ese
momento, aunque se revisara la sentencia y se aplicaran las penas del nuevo, más redu-
cidas al fin. En este sentido, respecto a las redenciones acumuladas conforme al
Código de 1973, se ha seguido el razonamiento establecido tras las Sentencias del
Tribunal Supremo de 18 de julio, 13 y 22 de noviembre de 1996, la última de las cua-
les, apoyándose en Sentencias del Tribunal Constitucional de 30 de octubre de 1989,
y 3 de marzo de 1994, interpretando la Disposición Transitoria 2ª del nuevo Código
punitivo, resolvía que todo el beneficio penitenciario acumulado hasta la entrada en
vigor del Código de 1995 configuraba una pena efectivamente cumplida que debía ser
liquidada hasta ese momento temporal192. Posteriores Sentencias del Tribunal

188 Cfr. ANTÓN ONECA, J.: Derecho Penal. Tomo I. Parte General… ob. cit., p.  552.
189 Vid., al respecto, BUENO ARÚS, F.: “La última modificación de la redención de penas por el trabajo”, en

Boletín de Información del Ministerio de Justicia, nº. 1156, de 25 de enero de 1979, pp. 3 y ss.
190 Vid. GARCÍA ARÁN, M.: “Los nuevos beneficios penitenciarios… ob. cit., p. 112, nota 9.
191 LUZÓN CUESTA, J.M.: “Reflexiones sobre el cumplimiento…”, ob. cit., p. 10.
192 La STS de 22 de noviembre de 1996 establece una doctrina que transcribimos por su interés como sigue: “Es

necesario reconocer que la redacción de la disposición transitoria 2.ª no es demasiado afortunada y peca de ambigüedad,



Supremo, de nº. 395/1997, de 24 de marzo, y nº. 663/1997, de 7 de mayo, abundaron
en esta cuestión, señalando que la condena o la revisión de la misma, conforme a las
disposiciones del Código siguiente, no afecta a los beneficios penitenciarios obtenidos
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lo que puede dar lugar a interpretaciones contradictorias, por lo que es necesario decantarse por aquella que más
favorezca a la persona afectada. Nadie discute, en el ámbito de la dogmática y en el campo jurisprudencial, que la inter-
pretación de la norma penal, en aquellos supuestos en que el Texto Legal ofrezca dudas, debe regir el principio «in dubio
pro libertate» que no es sino el equivalente del principio «in dubio por reo» en su significado material. En materia de
cumplimiento de penas no puede olvidarse que la Constitución (artículo 25.2) dispone que las penas privativas de liber-
tad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social, concediendo un derecho fundamental al penado en
orden a reclamar una interpretación de las normas punitivas que favorezcan la consecución de los objetivos marcados
por el constituyente. El Tribunal Constitucional, en su Sentencia de 10 marzo 1987 dejó establecido que en materia de
derechos fundamentales, la legalidad ordinaria ha de ser interpretada en la forma más favorable para la efectividad de
tales derechos, advirtiendo que en lo que se refería al caso estudiado, significaba que las decisiones judiciales cuestio-
nadas, sin menoscabo de la ley, deberían haber optado por una interpretación más favorable a la libertad del inculpado.
La cuestión que estamos examinando hubiera quedado eliminada si el legislador, al redactar la disposición transitoria
2ª, hubiera dicho taxativamente que los que se acogiesen al Código Nuevo perderían los beneficios adquiridos por la
redención de penas por el trabajo. Con buen criterio, el legislador no lo ha hecho así, ya que una cláusula de esta natu-
raleza hubiera planteado serios problemas de constitucionalidad al eliminar radicalmente los efectos reeducadores y
resocializadores derivados de la realización del trabajo en prisión y que ya se habían consolidado en virtud del cumpli-
miento diario bajo el régimen de trabajo penitenciario. Asimismo el derecho a la libertad se habría visto restringido al
no observar las previsiones de la ley más favorable. (…). La dicción literal de la Disposición Transitoria 2ª nos lleva a
sentar que las disposiciones sobre redención de penas por el trabajo sólo serán de aplicación a todos los condenados
conforme al Código derogado. No se puede desconocer que todas las revisiones de sentencias afectan precisamente a
personas condenadas con arreglo a las normas del anterior Código por lo que una lectura fragmentaria de este pasaje de
la norma nos llevaría a considerar que todos los condenados a los que se les revise la condena para adaptar -si es más
favorable-, al Código nuevo tienen reconocido y consolidada la redención de penas por el trabajo obtenido hasta el día
de entrada en vigor del nuevo Texto Punitivo. Ahora bien, se debe tener en cuenta que la transitoria segunda añade que
no podrán gozar de las disposiciones de redención de penas por el trabajo, aquellos a quienes se les apliquen las dis-
posiciones del nuevo Código. No aclara con la suficiente precisión si los que pierden los beneficios de la redención de
penas por el trabajo, son los condenados por el sistema anterior a los que se revise la sentencia o solamente aquellos a
los que se les apliquen las disposiciones del nuevo Código. La interpretación variable de esta alternativa debe pronun-
ciarse, como ya se ha dicho, por la solución más favorable a los intereses de los penados y a la defensa del bien jurídi-
co constitucional de la libertad que no sólo tiene su encaje en el artículo 17 de la Constitución sino que constituye un
valor superior de nuestro sistema político constitucional. La transitoria que estamos comentando establece que para la
determinación de cual sea la ley más favorable se tendrá en cuenta la pena que correspondería al hecho enjuiciado con
la aplicación de las normas completas de uno u otro Código. Como puede desprenderse de la lectura de este párrafo no
se comparan Código frente a Código, sino disposiciones frente a disposiciones, lo cual disminuye sensiblemente la com-
plejidad y casuística a que nos llevaría la operación de contraponer los dos textos punitivos completos. En el caso que
nos ocupa la interpretación que debemos dar a la última proposición que el legislador nos hace en la Disposición
Transitoria 2.ª es que, desde la entrada en vigor del nuevo Código, las disposiciones sobre redención de penas por el
trabajo ya no podrán ser invocadas por quienes se beneficien de la menor penalidad del nuevo Texto Punitivo. En cohe-
rencia con esta lectura, todo el beneficio penitenciario acumulado hasta la entrada en vigor del nuevo Código, configu-
ra una pena efectivamente cumplida que debe ser liquidada hasta ese momento temporal y, una vez determinada la pena
que resta por cumplir, se llegará a la conclusión -oyendo siempre al reo-, de cual sea la ley más favorable para aplicar
al resto de la condena. En ayuda de esta tesis viene la Sentencia del Tribunal Constitucional de 30 octubre 1989, que
establece sin lugar a dudas que el sistema de redención de penas por el trabajo afecta a derechos fundamentales sus-
tantivos y concretamente a la libertad personal y, añade, que el beneficio de redención de penas por el trabajo no es un
beneficio condicional que pueda ser revocado, antes al contrario, como lo demuestra el hecho de que si bien había
supuestos en los que el penado quedaba inhabilitado para redimir en lo sucesivo, ello no afecta a los días ya redimidos.
Dicho de otra manera, los días ya redimidos serán computables para reducir la pena o penas correspondientes. En pare-
cidos términos la Sentencia del Tribunal Constitucional de 3 marzo 1994 ha confirmado -en relación con la redención
de penas por el trabajo-, que el sistema opera sobre el cómputo temporal de la pena, no sobre la forma en que ha de
cumplirse, por lo que es factible que el recluso esté privado efectivamente de libertad hasta que la pena se haya cum-
plido íntegramente, con lo que se establece la compatibilidad entre el cumplimiento efectivo de las penas privativas de
libertad y las reglas especiales de cómputo derivadas de la redención por el trabajo. En relación con la cita del
Reglamento Penitenciario de 1996 que se invoca por el Ministerio Fiscal en su impugnación del recurso debemos sim-
plemente precisar, en congruencia con lo anteriormente expuesto, que su contenido entra en colisión con los valores
constitucionales que se han indicado y que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial no pueden ser aplicados”.



hasta la entrada en vigor del actual Código penal. En el mismo sentido se expresaron
los Jueces de Vigilancia Penitenciaria en su IX Reunión de 11 y 12 de abril de 1996,
en su apartado vigésimo, y en la misma dirección se pronunció, por vía de Instrucción
de 29 de noviembre de 1996, la Subdirección General de Gestión Penitenciaria. En
última instancia, el Tribunal Constitucional, por Sentencia 31/1999, de 8 de marzo,
ante un recurso de amparo interpuesto contra el subsiguiente auto de aprobación de
liquidación de condena en que no se abonó el tiempo redimido hasta la entrada en
vigor del Código de 1995, otorgó el amparo y refrendaba tal criterio expresado resca-
tando las atribuciones de los Jueces de Vigilancia que por Autos firmes reconocieron
al recurrente sucesivas redenciones ordinarias y extraordinarias por el trabajo.

II.3.3. CCriterios dde eenlace eentre llos CCódigos PPenales dde 11973 yy 11995

En esta dirección, más recientemente, se ha pronunciado la Audiencia Provincial
de Madrid por Auto nº. 34/2002, de 31 de enero, rescatando los criterios a seguir en
los supuestos de redención de penas conforme a ambos códigos penales y abordando
los posibles problemas en estos útiles términos: “debe tenerse también presente en
este caso que, coincidiendo condenas impuestas con arreglo al Código Penal antiguo
y al nuevo, el orden de cumplimiento de las mismas no es el de su respectiva grave-
dad, sino el determinado por la Disposición Transitoria Primera del Reglamento
Penitenciario, en su apartado 4. Según esta norma reglamentaria, «cuando un penado
deba cumplir dos o más penas privativas de libertad, unas de las cuales se deban eje-
cutar conforme a las normas del Código Penal derogado y otras con arreglo a la Ley
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, comenzará el cumpli-
miento por las penas cuya ejecución deba regirse por el Código derogado, aplicándo-
se, entre éstas, el criterio de prelación fijado en el artículo 70.1 del mismo; para segui-
damente añadir que «cumplidas todas estas, se iniciará la ejecución de las penas
impuestas o revisadas al amparo de la Ley Orgánica 10/1995, aplicándose entre las
mismas el criterio de prelación del artículo 75 de dicho Cuerpo legal». Esta disposi-
ción resuelve así los problemas surgidos al compatibilizar el cumplimiento de penas
de diferente forma de ejecución, en las que sería difícil en mucho casos establecer a
priori un orden de gravedad al ser algunas susceptibles de ser rebajadas en su dura-
ción por la redención de penas por el trabajo, optando por la aplicación sucesiva de
penas en razón del Código aplicable. Ello obligará a la Administración Penitenciaria
a establecer dos bloques de penas pendientes de cumplimiento: el primero con las
impuestas en aplicación del Código antiguo, susceptibles de redención de penas por
el trabajo, y el segundo con las impuestas o revisadas conforme al nuevo Código, que
sólo podrán empezar a cumplirse cuando se hayan extinguido totalmente las del pri-
mer bloque” (...). “Caso de que la fecha de inicio de cumplimiento de estas dos penas
fuera anterior al 24 de mayo de 1996, fecha de entrada en vigor del nuevo Código, les
serían aplicables hasta esa fecha las redenciones de penas por el trabajo consolidadas
en ese momento, esto es, las correspondientes al período transcurrido desde la fecha
de cumplimiento de las condenas impuestas con el Código antiguo hasta el 24 de
mayo del 1996. De ese modo, solo las redenciones de penas por el trabajo posterio-
res a esta fecha podrían anularse por aplicación de las anteriores disposiciones tran-
sitorias. Sólo se aprecia un obstáculo más: que la revisión de las dos condenas ante-
riores se hubiera realizado al considerar que era más beneficioso el Código Nuevo si
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se aplicaban también a esas dos penas la redención de penas por el trabajo consoli-
dadas hasta la fecha de entrada en vigor de la nueva normativa. En tal caso, deberá
ser el Tribunal que ha realizado esa revisión quien, a la vista de la liquidación de con-
dena realizada con arreglo a las bases anteriores, decida si continúa siendo más favo-
rable o no el nuevo Código”.

Más cercana en el tiempo, la Sentencia de la Sala II del Tribunal Supremo, nº.
342/2005, de 17 de marzo, establece que han de resaltarse “dos principios esenciales,
a saber, de una parte, la retroactividad de la norma más favorable para el reo y, de
otra, la consolidación de los beneficios penitenciarios adquiridos por el condenado
durante la vigencia de la norma precedente que los regulaba, de acuerdo con la pací-
fica doctrina de esta Sala recogida en Sentencias como la de 18 de julio de 1996”.

En lo que respecta a las redenciones que vienen otorgándose (conforme al Código
penal, texto refundido de 1973), entre las medidas aplicables para el procedimiento
de cálculo de las condenas y en lo relativo al cómputo de las redenciones obtenidas
por los internos, se ha establecido que la posibilidad o no de disfrutar permisos, o de
obtener la libertad condicional en un futuro, no debe afectar al cómputo de la conde-
na extinguida por el interno, y ello se aplica en los Centros penitenciarios desde que
se dictara la Instrucción 3/2000, de 31 de enero, modificando parcialmente la anterior
Instrucción 19/1996, de 16 de diciembre. En este sentido, el procedimiento a seguir
para el cálculo de las condenas, “cuando concurran de uno u otro Código, derogado
y vigente, se sumarán como si de una sola pena se tratara, sobre la que se calculará el
cumplimiento de la fracción que corresponda (1/4; 2/3 y 3/4). En consecuencia, la
redención consolidada se abonará a todo el período de la condena “acumulada” sobre
la que se realiza el cálculo y no sobre la fracción correspondiente a la condena redi-
mible. La baja en redención, por lo tanto, se producirá cuando se cumpla la totalidad
de la/s condena/s y/o período con derecho a redención”.

El procedimiento garantista para la defensa del interno, afirmando las obligacio-
nes de la Administración en los supuestos de denegación del beneficio de la reden-
ción de penas, se ofrece cristalino en los términos que siguen, extractados del Auto
nº. 1656/2003, de 4 de julio, de la Audiencia Provincial de Madrid: “Cuando se rea-
liza una propuesta de redención para ser aprobada por el Juez de Vigilancia
Penitenciaria -trámite este sí previsto en el Reglamento de Servicios de Prisiones,
aunque referida al Patronato Nuestra Señora de la Merced-, o cuando se reclama por
el interno que se realice una propuesta respecto de un período no reconocido por la
Administración Penitenciaria, se garantice la defensa del interno respecto a esa nega-
tiva a reconocerle redención de penas por el trabajo. De ese modo, en primer lugar,
la Administración es la que deberá acreditar cumplidamente (al tener la obligación de
conservar el expediente penitenciario y hacer constar en él todas las incidencias pro-
ducidas) que, en los períodos reclamados, no se daban las condiciones objetivas para
ganar esa redención por haber cometido el interno una segunda o sucesivas faltas gra-
ves o muy graves sin haber obtenido la convalidación de las anteriores. En segundo
lugar, presentada la documentación correspondiente por la Administración, deberá
posibilitarse al interno para que discuta el mantenimiento o no de esas sanciones en
los períodos correspondientes y la posibilidad de que pudiera alguna de ellas haber
sido cancelada anticipadamente. Y, con todo lo anterior, favoreciendo siempre al
interno las omisiones probatorias que pudieran haberse producido por causa sólo
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imputable a la Administración, deberá resolverse por el Juez de Vigilancia
Penitenciaria el reconocimiento o no del derecho a redimir reclamado”.

Ante supuestos de traslados de internos a otros Centros y cuando se trate de deter-
minar lo relativo a la competencia judicial penitenciaria para conocer de las propues-
tas de alta en redención por períodos atrasados193 o de quejas de los internos en
demanda de redenciones ordinarias y/o extraordinarias atrasadas, el segundo criterio
actuación procedente de las reuniones de Jueces de Vigilancia Penitenciaria estable-
ce que el Juez de Vigilancia Penitenciaria competente será el del lugar en que se halle
el Centro penitenciario en que se realizaron los trabajos, estudios o actividades en que
el interesado basa su reclamación y no el del lugar del Centro en que se encuentre
cuando eleve su queja. Por otro lado, para conocer de las propuestas de baja en reden-
ción ordinarias no elevadas en su día será competente el Juez de Vigilancia
Penitenciaria que ejerza jurisdicción sobre el Centro penitenciario en que tuvo lugar
el hecho que motiva la baja, con independencia de que coincida o no con el Juzgado
que aprobó el alta en redención.

Por otra parte, el beneficio de la redención se ha aclimatado a la realidad peniten-
ciaria y ha extendido sus efectos a las carencias de la práctica regimental. Ésta ha difu-
minado la nítida distinción teórica al respecto de las posibilidades laborales en los
Establecimientos penales. De un lado, se encuentra el trabajo penitenciario propia-
mente dicho, esto es, aquel que configura como derecho-deber del interno el artículo
26 de la Ley Orgánica General Penitenciaria. De otro, las llamadas prestaciones per-
sonales obligatorias, que en este ámbito se detectan en los artículos 29.2 in fine de la
citada Ley y en los artículos 5.2, f) y 78 del Reglamento penitenciario. No obstante, la
anterior distinción para determinadas y muy usuales labores llevadas a cabo en el esta-
blecimiento no se halla corroborada en la práctica, pues como certeramente señala la
Audiencia Provincial de Cádiz, en Auto de 11 de marzo de 2003, constatando y vali-
dando la realidad de nuestros Centros en relación con las labores de limpieza de las
instalaciones, “es evidente que materialmente ambos trabajos o servicios se confun-
den; se trata, en definitiva, de la limpieza de las instalaciones bajo un título u otro. Pero
es más, ante las obvias dificultades de la Administración penitenciaria para dar efecti-
vo cumplimiento al derecho de todos los internos a acceder a alguno de los trabajos
dispuestos como tales en el art. 27 de la Ley General Penitenciaria, tradicionalmente
se ha optado por proporcionar con carácter general destinos de limpieza, que formal-
mente se integraban en el supuesto de «servicios auxiliares», pero que, materialmen-
te, no podían ser distinguidos de las prestaciones obligatorias generales”. Esta argu-
mentación es la que acompaña a la que sigue para entender aplicable el beneficio en
cuestión a tales labores de limpieza. Así se señala: “Desde otro punto de vista, el tra-
bajo consistente en la limpieza de la celda y de las zonas comunes del módulo –exten-
dido en los términos vistos- no parece que quede fuera de las previsiones legales sobre
redención (...). Nada nos dice, por otra parte, ni el artículo 100 del Código Penal de
1973, ni el Reglamento de los Servicios de Prisiones que lo desarrollaba, salvo la men-
ción contenida en su artículo 68 que preveía que «el trabajo de los penados podrá ser
retribuido o gratuito, intelectual o manual, dentro de los establecimientos o fuera de

193 Entendiéndose redenciones atrasadas aquéllas que corresponden a períodos de estancia del interno en Centros
penitenciarios distintos de aquél en que se encuentre en el momento de formular la reclamación o queja.
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ellos, pero en todo caso habrá de ser de naturaleza útil». Y útil es sin duda procurar la
limpieza de las prisiones”. 

No obstante, ya el artículo 71.1 del Reglamento del Servicio de Prisiones estable-
cía que las horas extraordinarias y las actividades que no se rigen por una jornada fija,
como son las actividades de los “destinos” y los trabajos de carácter auxiliar y even-
tual, “se computarán, a efectos de la redención, por el número de horas que constitu-
yan la jornada legal de trabajo”, aunque como señala Bueno Arús, el legislador regla-
mentario seguramente “quiso decir «jornada reglamentaria» (jornada usual del esta-
blecimiento) y no «jornada legal», propiamente”194. El siguiente artículo 71.2 esta-
blecía otra particularidad que recuerda incluso alguno de los motivos de indulto del
Decreto de 1866: “También será valorado en días de trabajo el esfuerzo realizado por
los donantes de sangre, así como el esfuerzo físico que un recluso realice o el riesgo
que sufra auxiliando a las Autoridades de un establecimiento penitenciario en cir-
cunstancias especiales”. La valoración al respecto es discrecional, aunque limitado
reglamentariamente a 75 días por cada año de efectivo cumplimiento. También es dis-
crecional la valoración en días de trabajo del esfuerzo intelectual que aparecen enu-
meradas en el artículo 72 del Reglamento del Servicio de Prisiones de 1956.

La Instrucción 1-2005, de 21 de febrero de la Dirección General de Instituciones
penitenciarias, que actualizaba la Instrucción 19/96, introduce consideraciones al res-
pecto de los supuestos de aplicación del Código penal de 1973 y el Código de 1995,
como sigue: “La Instrucción 3/2000 introdujo novedades en el cálculo de condena de
internos penados conforme a los Códigos Penales de 1973 y de 1995. A los efectos
de operar en las fechas de repercusión penitenciaria se mantienen las previsiones con-
tenidas en dicha Instrucción, con independencia de las reformas legislativas que
introducen como nuevas fechas de repercusión penitenciaria el cumplimiento de ½
condena, 4/5 condena y 7/8 de condena. Estas previsiones suponen que:

En el supuesto de concurrencia de condenas del Código Penal de 1973 y del Código
Penal de 1995, se sumarán todas ellas como si de una sola pena se tratara sobre la que
se calculará el cumplimiento de la fracción que corresponda (1/4; 2/3, ¾, 4/5, 7/8).

En consecuencia, la redención consolidada se abonará a todo el período de la frac-
ción de la condena “acumulada” sobre la que se realiza el cálculo y no sobre la frac-
ción correspondiente a la condena redimible.

La baja en redención, por lo tanto, se producirá cuando se cumpla la totalidad de
la/s condena/s  y/o período con derecho a redención.

A la vista de que en los cálculos realizables debe tenerse en cuenta la redención
futura de la condena del Código Penal de 1973 (la parte de condena redimible) y la
necesidad de comparación de las condenas por el viejo o nuevo texto legal a efectos
de determinar la ley más favorable, debe interpretarse que a la suma de las condenas
de ambos Códigos debe sustraerse la parte de redención obtenida en la condena del
Código Penal de 1973, calculándose, así mismo, la redención futura, por ser única-
mente a ésta de aplicación el beneficio penitenciario. No obstante, las condenas

194 Cfr. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código penal…”, ob. cit., p.  572



impuestas por aplicación del Código Penal de 1995 (bien por haber sido revisadas y
serle más favorable dicho texto legal que el de 1973 o bien porque originariamente
les fuere de aplicación el Código Penal de 1995, pero se encontraren internados en
prisión los condenados en ellas con anterioridad a su entrada en vigor) conservarán
los días redimidos con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del nuevo Código
Penal, teniendo la baja en redención en esa fecha (25-05-1996)”.

II.3.4. MModalidades dde rredención dde ppenas ppor eel ttrabajo:

a) RRedención oordinaria:

La más usual redención ordinaria de penas por el trabajo encuentra su regulación
en el Reglamento de los Servicios de Prisiones de 2 de febrero de 1956, en sus artí-
culos 65 a 73; en el Código Penal de 1973, en su artículo 100; en la Disposición
Transitoria Primera del vigente Reglamento Penitenciario; y en las Disposiciones
transitorias Primera y Segunda del Código Penal vigente.

Se trata de un beneficio penitenciario, previsto para penados por sentencia firme -si
bien es aplicable también a quienes hayan estado privados provisionalmente de libertad
(prisión preventiva)-, a penas del Código Penal de 1973 consistentes en reclusión, pri-
sión y arresto mayor, con el mecanismo de reducción de pena consistente en abonar un
día de redención por cada dos de trabajo. La propuesta para tal beneficio recae en la
Junta de Tratamiento (antes Junta de Régimen), y la aprobación la lleva a cabo el Juez
de Vigilancia Penitenciaria en virtud de lo dispuesto en el artículo 76 LOGP.

Un problema surgido de la práctica y contemplado en la jurisprudencia es el de la
interpretación de la compatibilidad o no de la libertad condicional y la redención de
penas por el trabajo. Al respecto, la Audiencia Provincial de Madrid se expresó en
Auto nº. 1183/2000, de 15 de septiembre, como sigue: “la redención de penas por el
trabajo obtenida por el interno es incompatible con la concesión de la libertad condi-
cional anticipada al cumplimiento de las 2/3 partes de la condena” (...),“la propia
limitación que establecía la Disposición Transitoria 2ª del Reglamento Penitenciario
de 1981 (según redacción dada por el Real Decreto 787/1984) de excluir de los bene-
ficios penitenciarios de su artículo 256 (adelantamiento de la libertad condicional) a
los que disfrutaran de redención -citada en las resoluciones aquí recurridas- constitu-
ye un argumento más en contra del criterio que han aplicado, puesto que con arreglo
a esa anterior normativa no podría realizarse esta anticipación”.

En los supuestos en los que el interno está ya en libertad condicional, la redención
de penas por el trabajo sigue desplegando sus efectos reductores de pena por no exis-
tir un impedimento legal para ello, y así quedaba resuelto por la Audiencia Provincial
de Madrid, a partir de los Autos  nº. 495/1998, de 5 de mayo, 907/1998, de 16 de julio
y 2442/2003, de 16 de octubre, señalando el último citado que “el artículo 100 del
Código Penal del año 1973 únicamente recogía dos supuestos en los que no se podía
redimir la pena por el trabajo, no refiriéndose ninguno de ellos a la libertad condicio-
nal que por otro lado está considerada como la última fase de cumplimiento de la con-
dena”. Igual consideración se ha puesto de manifiesto por la misma Sala de Madrid en
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Auto nº. 2115/2003, de 23 de septiembre, en relación con los supuestos de internos en
Centro de Inserción Social redimiendo en tercer grado por su trabajo exterior. 

b) RRedención eextraordinaria:

La redención extraordinaria y los efectos asociados a ella -un día por cada jorna-
da de trabajo, con un límite de ciento setenta y cinco días al año- se encuentran regu-
lados en el artículo 71.3 de la Sección segunda relativa a las clases de trabajo a rea-
lizar y su regulación a efectos de la redención de penas, del Reglamento de los
Servicios de Prisiones de 2 de febrero de 1956, declarado vigente en la ejecución de
las penas impuestas con arreglo al Código Penal de 1973 por la Disposición
Transitoria Primera del Reglamento Penitenciario de 1996, estableciendo como con-
diciones de su aplicación la concurrencia de especiales circunstancias de laboriosi-
dad, disciplina y rendimiento en el trabajo195. Este tipo de redenciones, de menor inci-
dencia práctica, no se basan solamente en la prestación del trabajo, sino en la forma
concreta en que se desarrolla dicha labor o actividad, requiriendo que concurran tales
circunstancias especiales conforme al citado artículo 71.3 del Reglamento de 1956.
O, como ha resuelto la Audiencia Provincial de Lleida en Auto nº. 432/2002, de 20
de junio, para diferenciar este modo de redención de las ordinarias, “aun cuando es
cierto que las redenciones extraordinarias por el trabajo exigen como presupuesto
básico los mismos requisitos que las ordinarias, ha de concurrir un plus de méritos
reales en la forma concreta de efectuar el trabajo”196.

Como resalta Bueno Arús, “el carácter claramente ilegal de este precepto, por ser
una norma reglamentaria que va más allá de lo establecido en la Ley Orgánica del
Código penal, no ha sido obstáculo para su aplicación consciente en la práctica, lle-
vando una vez más al extremo las bondades de una analogía in bonam partem, expre-
samente mencionada en algunas resoluciones judiciales, que suscita dudas sobre su
compatibilidad con el principio de seguridad jurídica”197.

Esta forma de reducción del cumplimiento de las penas, que como se ha visto
excede de las condiciones establecidas en el artículo 100 del Código Penal de 1973 -
un día de redención por cada dos de trabajo-, aunque se incluya entre las recompen-
sas que preveía el artículo 105 del Reglamento Penitenciario de 1981 y prevé el vigen-
te Reglamento en su artículo 263 para dotarla de cobertura legal por remisión al artí-
culo 46 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, no por eso deja de participar del
régimen específico para las redenciones por el trabajo establecidos en los artículos 65
a 73 del citado Reglamento de los Servicios de Prisiones, pues como se ha señalado
por la Audiencia Provincial de Madrid, en Auto nº. 1748/2001, de 22 de septiembre,

195 El citado art. 71.3 dispone: “Igualmente, serán otorgables redenciones extraordinarias en razón a loas circuns-
tancias especiales de laboriosidad, disciplina y rendimiento en el trabajo que a propuesta de la Junta de Régimen –hoy
Junta de Tratamiento- podrán concederse, mediante la misma correspondiente equiparación, por el Patronato, con el
límite de uno por cada día de trabajo y de ciento setenta y cinco días por cada año de cumplimiento efectivo de la pena,
compatible con lo establecido en el párrafo anterior”.

196 Más recientemente, en el mismo sentido, la Audiencia Provincial de Madrid, en Auto nº. 2838/2003, de 28 de
noviembre, expresa al respecto que “la redención extraordinaria requiere de una laboriosidad, disciplina y rendimiento
en el trabajo o actividad especialmente intenso”.

197 Cfr. BUENO ARÚS, F.: “Los beneficios penitenciarios a la luz del Código penal…”, ob. cit., p. 572.



destacando su asimilación a las recompensas penitenciarias, “reconocida la posibili-
dad de la redención extraordinaria en un artículo, el 71, de este último Reglamento
(…), no hay razón para considerarlo separadamente del resto de las disposiciones con-
tenidas en esa regulación, aunque la cobertura legal de esas disposiciones reglamenta-
rias sea diferente en la redención ordinaria y la extraordinaria. Desde otro punto de
vista, coinciden, sin embargo, los presupuestos de las recompensas y los de la reden-
ción extraordinaria, pues en aquéllas y en ésta se exige la concurrencia de circunstan-
cias especiales en el interno: de «buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de res-
ponsabilidad», en las primeras, de «laboriosidad, disciplina y rendimiento en el traba-
jo», en el citado artículo 71. Esto es, no basta la realización normal del trabajo, sino
que se exige un «plus» en el comportamiento, esfuerzo o dedicación del interno que le
haga merecedor de ese beneficio, de los más favorables para el interno en cuanto recor-
ta considerablemente el tiempo de prisión, duplicando los efectos del cumplimiento”. 

Respecto a qué específicas actividades tienen cabida en los supuestos de redención
extraordinaria, la redacción del precepto que las regula no establece una enumeración
determinada siempre que concurran los requisitos expresados, por lo que la necesaria
homologación de tales actividades ha de buscarse en la Circular de la Dirección
General de Instituciones Penitenciarias de 24 de marzo de 1.993, que regulaba su apli-
cación, siempre que se asistiera con éxito a actividades programadas, creando, en fin,
una especie de baremo retributivo. Fuera de tales criterios, a modo de ejemplo, que-
darían supuestos como el recogido por la Audiencia Provincial de Cádiz, en Auto de 6
de julio de 2000, expresando que en tal homologación, “obviamente no es incardina-
ble, el hecho de que un interno, realice actividades deportivas que, por estar sujetas a
un horario por razones de organización, pretende incardinables en un plan terapéutico
o resocializador, cuando en realidad, no son sino un mero esparcimiento o manteni-
miento físico sin más reglamentación ni normas que la propia voluntad del recurren-
te”; o el relativo a la limpieza de zonas comunes del establecimiento que, si bien podría
aceptarse en la modalidad de redención ordinaria, como se ha visto supra, tal y como
expresa la Audiencia Provincial de Ciudad Real en Auto nº. 75/2003, de 17 de octu-
bre, “no es motivo alguno que, según el Reglamento de los Servicios de Prisiones de
1956, suponga una especial laboriosidad que pueda justificar la redención extraordi-
naria de la pena, sino la prestación necesaria para el buen orden, limpieza e higiene del
Establecimiento”. De igual modo, se ha denegado la redención extraordinaria en Auto
nº. 1374/2003, de 12 de junio, de la Audiencia Provincial de Madrid, en el supuesto en
que el penado ganaba cuatro días al mes de redenciones extraordinarias (mas las ordi-
narias) encontrándose en tercer grado y trabajando por cuenta ajena fuera del centro
penitenciario. Para tal supuesto entendía la Sala de Madrid que “la pretensión de redi-
mir día por día en un trabajo en sus condiciones es excesiva”.

En todo caso, la facultad discrecional para apreciar tal plus en el esfuerzo del
interno, valorando los méritos extraordinarios, corresponde a la Administración peni-
tenciaria, y como se afirma en el Auto nº. 98/2004, de 26 de febrero, de la Audiencia
Provincial de Lleida, “el control jurisdiccional ha de imponerse en caso de arbitra-
riedad en su ejercicio, o cuando se incurra en abuso o desviación de poder por la
Administración penitenciaria (…), la existencia de criterios definidos y uniformes en
ámbito del citado sistema de evaluación continuada de cada interno para el cálculo
de las redenciones extraordinarias en cuanto sean aplicados equitativamente al caso
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concreto y sobre la base de aquella laboriosidad, disciplina y rendimiento, no con-
lleva en principio discriminación ni arbitrariedad”. 

Por otra parte, los supuestos relativos a la redención “por esfuerzo intelectual” del
artículo 72 del Reglamento del Servicio de Prisiones, han encontrado concreción
jurisprudencial ante cuestiones surgidas de la aplicación práctica. Así, la Audiencia
Provincial de Burgos, en Autos de 18 de julio y 1 de octubre de 2002, señalaba al res-
pecto que “el curso académico completo, objeto de matriculación, debe de valorarse
en ochenta puntos, es decir veinte por trimestre, a lo que se sumarán las correspon-
dientes asignaturas aprobadas en Junio o Septiembre, las que se computan en función
de que se apruebe el curso completo o asignaturas sueltas. En lo que respecta al curso
completo, la Sala considera que el curso académico es de Septiembre a Septiembre,
por lo que no hay ninguna razón para excluir el cuarto trimestre de los beneficios
penitenciarios, ya que el alumno se matriculó de todo el curso, y tal curso termina en
Septiembre, y por lo tanto se compone de cuatro trimestres, de tal manera, que los
beneficios extraordinarios por estudios universitarios deben computarse, al margen
de las asignaturas, en 20 días al trimestre por estar matriculado, entendiéndose, como
se ha dicho, que el curso académico incluye los cuatro trimestres, con la opción de
examinarse el alumno en Junio o Septiembre, y por lo tanto gozando de los benefi-
cios indicados durante el curso”. 

Para los supuestos de aprobar asignaturas sueltas, el criterio es valorar los resul-
tados obtenidos y aplicar la parte proporcional de redención tanto a los días que se
proponen por aprobar como a los días por estar matriculado. Y, en consecuencia, al
interno se le aplica la parte proporcional que corresponde a veinte días al trimestre,
no por el mero hecho de la matrícula, sino respecto a las asignaturas aprobadas, como
así lo señalaba la Audiencia Provincial de Valladolid en Auto nº. 182/2003, de 16 de
julio, que añade al respecto “si los días de redención por matrícula se dividieran no
entre las asignaturas de que en efecto consta el curso completo, sino entre las asigna-
turas de las que, efectivamente, se ha matriculado, se estaría pervirtiendo el espíritu
de la Ley, cual es posibilitar este tipo de redenciones en base al efectivo esfuerzo inte-
lectual o rendimiento académico del interno, ya que el resultado sería que, por cada
asignatura, los días de redención extraordinaria por asignatura superarían a aquellos
que se conceden si el interno se matricula en el curso completo”.

Se niega la redención extraordinaria en Auto de la Audiencia Provincial de
Cantabria nº. 69/2006, de 4 de mayo, como sigue: “Según comunica el
Establecimiento Penitenciario de Preventivos de Santander (folio 7), no existe cons-
tancia en el mismo de que el penado recurrente se encontrase en algún destino que
llevase aparejada la concesión de redención extraordinaria en ese período. Y según
comunica el Establecimiento Penitenciario de Villabona (Asturias), tampoco consta
que en el expediente penitenciario del penado recurrente el mismo desarrollase desti-
no alguno en el mentado período de tiempo (folio 13).

El Auto dictado por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Santoña en fecha
28-10-1998, al que se refiere el recurrente, no hace ninguna alusión a redenciones
extraordinarias, y, por el contrario, se refiere a redenciones ordinarias.

Como ya expresamente recordaba el Auto de esta Audiencia Provincial de
Cantabria, Sec. 1ª, de fecha 24-2-2000, en jurisprudencia unánime (por todas, AAP
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de Madrid de 22-7-2004), la Disposición Transitoria Primera de la Ley General
Penitenciaria establece que en materia de redenciones de penas por el trabajo conti-
nuarán aplicándose los artículos 65 a 73 del Reglamento de los Servicios de Prisiones,
aprobado por Decreto de 2 de febrero de 1956 y el artículo 71.3 de dicho Decreto
establece que «serán otorgables redenciones extraordinarias en razón a las circuns-
tancias especiales de laboriosidad, disciplina y rendimiento en el trabajo». Pues bien,
conforme a la indicada Disposición Adicional, la concesión de redención extraordi-
naria exige constatar, como presupuesto previo, que la actividad realizada por el inter-
no conlleva una especial disciplina o rendimiento por parte del mismo. No consta en
ningún lado que el trabajo realizado por el interno en los Centros Penitenciarios de
Santander y Villabona en el período indicado llevase consigo el beneficio de
Redención Extraordinaria, por lo que no concurriendo ese plus de laboriosidad que se
constituye en fundamento de la redención extraordinaria, y que además no ha sido
reconocido -contrariamente a lo que se dice- por el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria de Santoña, procede la íntegra confirmación del auto recurrido”. 

En cuanto a las consecuencias relativas a la intangibilidad de los Autos de los juz-
gados de vigilancia, el Auto de la Audiencia Provincial de Sevilla nº. 273/2005, de 21
de diciembre, declara la intangibilidad y firmeza de los mismos en estos términos: “el
principio de intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes es plenamente apli-
cable a las dictadas por los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria en materia de reden-
ciones por el trabajo. En este sentido la sentencia del Tribunal Constitucional
174/1989, de 30 de octubre, (FJ.3) es terminante: «la única vía de modificación, en
principio de las resoluciones de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria sobre recono-
cimiento de beneficios penitenciarios es la de los recursos legalmente establecidos
[...] Ello significa que el auto del Juez de Vigilancia Penitenciaria en el que se haya
abonado un determinado beneficio a un preso, si no es recurrido en tiempo y forma
por el Ministerio Fiscal o por el propio penado deviene firme e intangible». El
Tribunal Constitucional se refiere expresamente al supuesto de reconocimiento de un
beneficio, pero la doctrina es igualmente aplicable al caso de denegación o inhabili-
tación. Ciertamente, como el propio Tribunal Constitucional añade en la sentencia
citada, la intangibilidad puede dejar de producirse por razones procesales (si el orde-
namiento no atribuye firmeza a la resolución) o sustantivas (si el reconocimiento o
denegación del beneficio en cuestión no es definitivo, sino condicional o provisional,
pudiendo ser revisado en los supuestos legales en que así se prevea). Pero ninguna de
estas dos excepciones concurre en el caso de autos: La aprobación de las redenciones
extraordinarias aprobadas por los Autos cuya nulidad se declara en el Auto apelado
goza de firmeza y tiene carácter definitivo. En consecuencia, como se declara en el
Auto de 12 de Septiembre de 2000 de la Audiencia Provincial de Cádiz, alegado en
el escrito de interposición de recurso, aprobado un Auto en el que se haya abonado
un determinado beneficio a un preso, si no es recurrido en tiempo y forma por el
Ministerio Fiscal o por el propio penado, deviene firme e intangible”.

II.3.5. RRedención dde PPreventivos

La redención de penas para los internos que se encuentran en prisión preventiva
también ha dado lugar a cuestionamientos. Para su resolución, ya el artículo 100 del
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Código penal de 1973 disponía que el beneficio de la redención vendría a aplicarse,
a los efectos de liquidación de su condena, a los reclusos que hayan estado provisio-
nalmente de libertad. Al respecto, el Auto del Tribunal Constitucional nº. 183/1991,
de 17 de junio interpreta el citado precepto como sigue: “De conformidad con lo dis-
puesto en el art. 100 del Código Penal «podrán redimir su pena con el trabajo, desde
que sea firme la sentencia respectiva, los reclusos condenados a penas de reclusión,
prisión y arresto mayor...»; más adelante, en este mismo precepto se afirma que «el
mismo beneficio se aplicará, a efectos de liquidación de condena, a los reclusos que
hayan estado privados provisionalmente de libertad». Se desprende claramente de la
mera lectura de estos preceptos, que si bien el preso preventivo tiene derecho a redi-
mir su pena con el trabajo, tales beneficios sólo se computarán una vez que su sen-
tencia sea firme a los efectos de liquidar definitivamente su condena, pero nunca para
reducir los plazos máximos de prisión preventiva. La razón es evidente, tanto el preso
preventivo como el condenado por sentencia firme se hallan privados de libertad, no
existiendo motivos razonables que impidan que en una y otra situación se puedan uti-
lizar los beneficios de redención de penas por el trabajo, bien con eficacia inmediata,
bien para su posterior aplicación una vez conocida la condena penal firme impuesta:
cuestión distinta es si estos beneficios pueden ser computados para reducir el tiempo
máximo de prisión preventiva, y es aquí donde entra en juego el distinto título jurídi-
co y finalidad que se persigue con una y otra situación, como ya hemos señalado ante-
riormente. La prisión preventiva tiende a asegurar la presencia del inculpado en el
proceso, y el tiempo redimido por el trabajo o buena conducta no modifican en abso-
luto las circunstancias objetivas y personales apreciadas por el Tribunal para mante-
ner esta medida excepcional, en cuanto ésta no es una pena (art. 26.1 del Código
Penal), ni encuentra su justificación en el cumplimiento anticipado de la condena, ni
podría adoptarse o mantenerse si no existiesen o desapareciesen los motivos que jus-
tificaron una medida tan excepcional, aunque no se hubiese cumplido el tiempo máxi-
mo de prisión preventiva fijado legalmente. La distinta justificación de ambas situa-
ciones no impide, sin embargo, que una vez condenado por sentencia firme le sea
computable el tiempo que efectivamente estuvo privado de libertad o le sean aplica-
bles los beneficios de redención de penas por el trabajo o por buena conducta, que
haya venido acumulando en su situación de preso preventivo.  Tales consideraciones
permiten afirmar que las resoluciones judiciales que denegaron motivadamente la
aplicación del tiempo redimido en prisión preventiva a los efectos del cómputo del
tiempo máximo que el recurrente podía permanecer en situación de prisión preventi-
va, son conformes con la letra y el espíritu de las normas aplicadas”. Más reciente-
mente, en este sentido se ha expresado la Audiencia Provincial de Cantabria, en Auto
nº. 12/2001, de 30 de enero, “ello no supone que el preso preventivo redima, sino que
firme su condena se le aplica con efecto retroactivo la redención, pero ello siempre
que cumpla los requisitos legales para redimir”.

En último extremo, en el ámbito procedimental administrativo, se deslindan dos
de los beneficios penitenciarios vigentes en la actualidad, esto es, la institución de la
redención de la de la posibilidad anticipatoria de acceder a la libertad condicional.  Y
ello se reafirma en la reciente Instrucción 12-2006, de 28 de julio cuando dispone:
“En el caso de aquellos internos que cumplen condena de acuerdo al antiguo Código
Penal de 1973 y obtengan redención de penas por el trabajo, no podrán optar al bene-
ficio penitenciario de adelantamiento de la libertad condicional”.
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II.3.6. LLa rrevocación ddel bbeneficio. LLa bbaja een rredención. CCriterios

La Sección tercera del Reglamento de los Servicios de Prisiones de 1956, se refe-
ría a las causas por las que se pierde el beneficio de la redención y su rehabilitación198.
En relación con esta materia, se expresó el Tribunal Constitucional en Sentencia nº.
174/1989, de 30 de octubre, en términos que reproducimos por su interés: “el benefi-
cio de redención de penas por el trabajo no está legalmente configurado como un
beneficio condicional que pueda ser revocado en determinados casos. Antes al con-
trario, si bien hay supuestos en los que el penado queda inhabilitado para redimir en
lo sucesivo, ello no afecta a los días ya redimidos. En efecto, el art. 100 C. P. prevé
que el quebrantamiento de condena -o el intento frustrado-, así como la mala con-
ducta reiterada, impide la redención de penas por el trabajo. Dicha previsión es reite-
rada por el art. 65.3 del Reglamento de los Servicios de Prisiones, vigente por obra
de lo dispuesto en el Reglamento Penitenciario [Disposición transitoria segunda a)],
que especifica que incurre en la segunda causa de inhabilitación el recluso que come-
ta nueva falta grave sin haber obtenido la invalidación de las anteriores. De la dicción
de ambos preceptos se deduce sin duda alguna que se trata de una previsión de futu-
ro y no de una sanción de pérdida de días redimidos. Así el art. 100 C. P. dice que «no
podrán redimir...», expresión reiterada en el art. 65.3 del Reglamento de los Servicios
de Prisiones. Y, todavía con más claridad, el art. 73 del citado Reglamento del
Servicio de Prisiones, tras señalar la pérdida del beneficio por las dos causas legal-
mente previstas y contemplar la posibilidad de rehabilitación en caso de que la pér-
dida se deba a la mala conducta, incluye un inciso final que taxativamente establece
que «los días ya redimidos serán computables para reducir la pena o penas corres-
pondientes»”. En cualquier caso, como se aprecia en el Auto nº. 1257/2001, de 29 de
junio de la Audiencia Provincial de Madrid, la citada invalidación se producía, con-
forme al reglamento penitenciario vigente hasta 1996, transcurridos seis meses en el
caso de las faltas muy graves o tres desde las faltas graves siempre que no existiera
nueva infracción disciplinaria y plazos que podían reducirse a la mitad en caso de
recompensas (art. 126 y 127 del reglamento). Y teniendo en cuenta que la cancelación
de la falta situaba al interno, desde el punto de vista penitenciario, en igual situación
que si no la hubiera cometido (art. 128). Por tanto, la baja en redención no podía pro-
ducirse de modo automático, sino que tenía que ser propuesta motivadamente y apro-
bada razonadamente. En cuanto a la firmeza, la Audiencia Provincial de la Rioja por
Auto nº. 10/2002, de 31 de enero, explicita que lo único que el precepto exige es la
comisión de dos o más faltas graves o muy graves, y no la firmeza de la primera falta
al cometerse la segunda, para la pérdida del beneficio, regulada en el mismo Capítulo
VII del Título Primero, pero en sección distinta, en la Sección Tercera, relativa a las
«Causas por las que se pierde el beneficio de la redención y su rehabilitación», mien-
tras que, tanto el artículo 114 del Reglamento de 1981, como el 235 del Reglamento

198 En este sentido, el artículo 73 RSP establece: “El beneficio de redención de penas por el trabajo se perderá: 1.
Cuando se realice intento de evasión, consiga o no su propósito. En este caso quedará inhabilitado para redimir en lo
sucesivo; 2. Por la comisión de dos faltas graves o muy graves. El penado podrá ser rehabilitado y continuar redimien-
do una vez que le haya sido invalidada en su expediente la anotación de la falta conforme al artículo 116 y previa apro-
bación del Patronato a propuesta de la Junta de Régimen. Los días ya redimidos serán computables para reducir la pena
o penas correspondientes”.



Penitenciario de 1996 se incardinan en la regulación del régimen disciplinario, y en
concreto dentro de las normas para la determinación de las sanciones correspondien-
tes, exigiendo a tal efecto, para considerar que existe repetición de la infracción, la
firmeza de la sanción cometida.

En cualquier caso, como ha recordado más recientemente la Audiencia Provincial
de las Palmas, en su Auto nº. 551/2003, de 20 de noviembre, la inexistencia de esa
resolución judicial aprobando la propuesta de baja en el régimen de redención y, en
consecuencia, la ausencia de notificación de la misma, lleva como lógica la declara-
ción de nulidad de la decisión de no computar el tiempo a que se refiere el recurso
para la redención de penas por el trabajo, pues la falta de notificación llevaría consi-
go la producción de indefensión, que proscribe el artículo 24 de la Constitución
Española, puesto que si no se le privarían de los recursos que la Ley establece contra
las resoluciones del Juez de Vigilancia. En este sentido garantista se han expresado
los Autos nº. 83/2002, de 2 de diciembre, de la Audiencia Provincial de Cáceres, y nº.
25/2003, de 12 de febrero, de la Audiencia Provincial de Albacete, así como el
Criterio  de actuación número 110 procedente de los Acuerdos aprobados por los
Jueces de Vigilancia Penitenciaria en sus XIII reuniones hasta marzo de de 2004, dis-
poniéndose al respecto que “la baja en redención que el Centro penitenciario hubiera
acordado, pero no hubiera notificado al interno, no tendrá efecto. Si la baja en reden-
ción hubiera sido acordada en resolución judicial y no se hubiera notificado al inter-
no, se le comunicará inmediatamente”.

En la cuestión relativa a si las causas de pérdida de los beneficios de las reden-
ciones ordinarias lo son también de las extraordinarias, ni los escasos preceptos
vigentes del citado Reglamento de 1956, ni del derogado Código Penal de 1973, ofre-
cen un tratamiento distinto de ambos tipos de redenciones. Además de este criterio
sistemático, se añade por la Audiencia Provincial de Cádiz, en Auto de 13 de sep-
tiembre de 1999, un criterio normativo, “ya que la Sección Segunda del aludido
Reglamento de Prisiones regula conjuntamente en los artículos 65 y siguientes ambos
tipos de redenciones, dedicando la Sección Tercera, en la que se incluye el artículo
73, a las causas por las que se pierde el beneficio de redención y rehabilitación, con
lo que las causas allí enumeradas son de aplicación tanto a las redenciones ordinarias
como a las extraordinarias, las cuales no pueden confundirse con las denominadas
recompensas, ya que son diferentes los requisitos de su concesión y la finalidad de las
mismas”. 

Finalmente, en lo relativo a las bajas en redención para presos preventivos, se ha
pronunciado la Audiencia Provincial de Madrid, en Auto nº. 1163/2001, de 19 de
junio, como sigue: “cuando se trata de preventivos, como la aplicación de la reden-
ción está condicionada a la posterior adquisición de la condición de penado, difícil-
mente pueden dictarse las correspondientes resoluciones de baja y alta en redención
hasta que inicie el cumplimiento de la condena, ni puede proponerse hasta ese
momento la aprobación de las redenciones. Es más, en esos casos puede admitirse
que en una resolución posterior al inicio de cumplimiento de la condena se apruebe
al mismo tiempo la redención propuesta y las correspondientes altas y bajas en reden-
ción, posibilitando así que el interno pueda impugnar, no sólo el tiempo de redención
reconocido, sino si en su momento se dieron o no las condiciones para la suspensión
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de la redención, pues, en definitiva, lo importante es posibilitar el control judicial de
las condiciones de la redención y el ejercicio de su defensa por el penado”.

II.4. FFiguras aafines aa llos bbeneficios ppenitenciarios: LLa eexcepcionalidad dde lla llibertad ccon-
dicional ppara eenfermos iincurables yy sseptuagenarios 

Desde su introducción por Victoria Kent en la Segunda República española, asimi-
lables en mi opinión a los beneficios penitenciarios, si bien hoy no aparecen como tales
en la enumeración del artículo 202 del Reglamento Penitenciario, son las posibilidades
vigentes, y de futuro, de obtención anticipada de la libertad condicional, reduciendo, en
cualquier caso, el tiempo efectivo de internamiento, motivo por el cual los contempla-
mos en este apartado. El criterio a reivindicar en estos supuestos, como bien señala
Bueno Arús, es que “el principio de humanidad tiene que prevalecer sobre el principio
de legalidad, aun en Derecho penal”199, y ello también puede ponerse en relación con la
previsión del artículo 4.3 C.P. respecto a algunos supuestos de concesión de indulto. 

El artículo 92 del Código Penal200 recoge estas posibilidades, cuando establece:
“No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, los sentenciados que hubieran
cumplido la edad de setenta años, o la cumplan durante la extinción de la condena, y
reúnan los requisitos establecidos, excepto el haber extinguido las tres cuartas partes
de aquélla, o, en su caso, las dos terceras, podrán obtener la concesión de la libertad
condicional. El mismo criterio se aplicará cuando, según informe médico, se trate de
enfermos muy graves, con padecimientos incurables”. Del mismo modo, el artículo
104 del Reglamento Penitenciario recoge supuestos especiales para el procedimiento
de clasificación. En este sentido, el apartado 4º del mismo dispone que “los penados
enfermos muy graves con padecimientos incurables, según informe médico, con inde-
pendencia de las variables intervinientes en el proceso de clasificación, podrán ser
clasificados en tercer grado por razones humanitarias y de dignidad personal, aten-
diendo a la dificultad para delinquir y a su escasa peligrosidad”. 

Tal posibilidad se encuentra regulada asimismo en el artículo 196.2 R.P., precep-
to que, en términos interpretativos de la Audiencia Provincial de Barcelona, en virtud
del reciente Auto nº. 221/2005, de 6 de febrero, “extiende la posibilidad de  conce-
sión de la libertad condicional a «enfermos muy graves con padecimientos incura-
bles», atendiendo a indudables razones humanitarias, que se refieren a situaciones en
que no sólo debe darse la irreversibilidad objetiva de la enfermedad padecida, sino
una concreta situación del interno en un estadio evolutivo final de la enfermedad que

199 Cfr. BUENO ARÚS, F.: Prólogo a RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional... ob. cit., p. 24.
200 Téngase en cuenta la modificación de este artículo prevista por Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, con

efectos a partir del día 1 de octubre de 2004, que añade dos párrafos al primero vigente como sigue: “2. Constando a la
Administración penitenciaria que el interno se halla en cualquiera de los casos previstos en los párrafos anteriores, ele-
vará el expediente de libertad condicional, con la urgencia que el caso requiera, al Juez de Vigilancia Penitenciaria que,
a la hora de resolverlo, valorará junto a las circunstancias personales la dificultad para delinquir y la escasa peligrosi-
dad del sujeto. 3. Si el peligro para la vida del interno, a causa de su enfermedad o de su avanzada edad, fuera patente,
por estar así acreditado por el dictamen del médico forense y de los servicios médicos del establecimiento penitencia-
rio el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá, previa en su caso la progresión de grado, autorizar la libertad condicional
sin más trámite que requerir al centro penitenciario el informe de pronóstico final al objeto de poder hacer la valora-
ción a que se refiere el párrafo anterior, todo ello sin perjuicio del seguimiento y control previstos por el artículo 75 de
la Ley Orgánica General Penitenciaria”.



padece, apreciado y descrito en el informe médico. Ello es consecuencia de la nece-
sidad de conjugar aquéllas razones humanitarias, con los propios fines de la pena, de
modo que primarán aquéllas tan sólo cuando se de la absoluta certeza de que estos no
pueden conseguirse y que de la privación de libertad tan sólo pueda  resultar un plus
de sufrimiento innecesario”.

Entre los criterios que los Jueces de Vigilancia Penitenciaria han acordado en sus
reuniones periódicas, se señala por mayoría que debe ser rechazada cualquier petición
de libertad condicional de un penado que no se encuentre clasificado en tercer grado
de tratamiento en el momento de formular su solicitud, salvo en los supuestos excep-
cionales de enfermos graves con padecimientos incurables, o penados que hayan
cumplido la edad de 70 años o estén próximos a alcanzarla. En estos supuestos, el
Juez de Vigilancia podrá acordar dicha progresión de grado, sin propuesta previa del
establecimiento, en el mismo Auto en que se conceda a aquél el beneficio de la liber-
tad condicional. Justifican los Jueces de Vigilancia tal régimen excepcional frente al
criterio general  de concesión de la libertad condicional en que aquí no se trata de pre-
parar al interno para la futura vida en libertad, sino en asegurarse de que pasa fuera
del establecimiento penitenciario sus últimos momentos. Nos parece que en cualquier
caso, aunque no se motiva explícitamente, tal fundamentación únicamente sería pre-
dicable, en buena lógica, de la primera de las posibilidades, esto es, la relativa a los
enfermos muy graves con padecimientos incurables.

II.4.1. EEnfermos mmuy ggraves ccon ppadecimientos iincurables

En esta materia se había expresado el máximo Intérprete Constitucional consoli-
dando una línea de aplicación y los fundamentos de tal institución a partir de su
Sentencia nº. 48/1996, de 25 de marzo, en virtud de la cual “la puesta en libertad con-
dicional de quienes padezcan una enfermedad muy grave y además incurable tiene su
fundamento en el riesgo cierto que para su vida y su integridad física, su salud en
suma, pueda suponer la permanencia en el recinto carcelario. Por consiguiente, no
exige la existencia de un peligro inminente o inmediato ni tampoco significa que
cualquier dolencia irreversible provoque el paso al tercer grado penitenciario, si no se
dieren las otras circunstancias antes indicadas, además de las previstas en el Código
Penal, entre ellas, como aquí ocurre, la menor peligrosidad de los así libertos por su
primera capacidad disminuida. En definitiva, no pietatis causa sino por criterios
enraizados en la justicia como resultado de conjugar los valores constitucionales
implicados en esta situación límite, insoluble de otra guisa”.

Asimismo explicativa del interés humanitarista legislativo e ilustrativa en esta
materia, surgía la más reciente argumentación de la Audiencia Provincial de Madrid
desplegada en el Auto nº. 1418/1999, de 30 de noviembre, como sigue: “Las razones
de estas normas pueden en síntesis encontrarse en el respeto a la vida y a la integri-
dad física y moral como derechos fundamentales más fácilmente vulnerables en pri-
sión que fuera de ella, en la prohibición constitucional de penas inhumanas que, aun-
que no sean en abstracto reputadas como tales en nuestra cultura, pueden en concre-
to y en ejecución devenir tales si el sufrimiento inherente a la enfermedad supone un
añadido o cargo adicional al que supone la pena tal que el cumplimiento de ésta lleve
al preso (y a tercero, muchas veces) a simas de dolor. Ciertamente la ley, tanto el
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Código Penal derogado como el vigente exigen además de la presencia de la enfer-
medad unas ciertas garantías de hacer vida honrada en libertad (texto refundido de
1973) que se concretan en un pronóstico individualizado y favorable a dicha vida
honrada (Código de 1995). Pero este requisito debe analizarse, si bien siempre con
prudencia, también con elasticidad. Pues en una tierra como la nuestra más proclive
a buscar culpables que a buscar soluciones el miedo al error siempre posible en ese
pronóstico podría tener tales efectos paralizantes que jamás nadie arriesgara el vati-
cinio salvo en los supuestos de enfermedades en fases tan avanzadas y tan terrible-
mente incapacitantes en que pudiera afirmarse la imposibilidad física de delinquir. Y
ello sería tanto como reducir el beneficio de libertad condicional al derecho a sobre-
vivir (si acaso) y a agonizar y morir, como si la vida en libertad, por condicional que
sea ésta, fuera un concepto compatible con tan pobres extremos y no se extendiera a
la capacidad de convivencia, de dar, además de recibir, y de integrarse lo más plena-
mente posible en la sociedad a la que siempre se afirma que el preso no ha dejado de
pertenecer. Así pues, si en el presente momento la presencia de enfermedades graves
y con sufrimientos incurables es patente (...), su capacidad criminal aunque persista
(cabría preguntarse en quién no), está atenuada, el pronóstico de vida no es muy
largo, el riesgo de acordar la libertad condicional es asumible y sobre todo es prefe-
rible al riesgo, si no es ya lesión, de estar sometiendo a un preso a una pena que por
sus circunstancias es inhumano que cumpla. Pues sólo la función retributiva de la
pena puede explicar la presencia en prisión hasta la pre-agonía y esa retribución
sumada a la enfermedad sería cruel, y carece de sentido orientar a la reinserción a
quien sólo hubiera de salir de prisión para agonizar y morir. Puede, sin embargo, aña-
dirse a la condición general de no delinquir durante la libertad, la cautela de acordar
que quede bajo acogida en la Asociación Horizontes Abiertos, ofrecida por el
Organismo Autónomo de Trabajo y Prestaciones Penitenciarias”.

La Dirección General de Instituciones Penitenciarias dictó al respecto la específi-
ca Circular 1/2000 de 11 de enero con los criterios para la emisión del informe médi-
co en orden a la posible aplicación de los artículos 104.4 y 196.2 del Reglamento
penitenciario. Para aquellos otros supuestos de internos de tratamiento médico de
especial penosidad, pero en los que la incidencia de la enfermedad no es tan severa,
se ha venido a dictar la Instrucción 3-2006, de 23 de enero, que incluye una remisión
para los supuestos más graves como sigue: “Los supuestos de atención médica que,
por la brevedad de la duración prevista o por la naturaleza del pronóstico vital, sean
susceptibles de mejor atención con las figuras del permiso extraordinario para hospi-
talización o convalecencia o de la elevación de libertad condicional para enfermos
muy graves con padecimientos incurables (art. 196 RP)”. 

Así, en la Circular 1/2000, relativa a los supuestos más graves, se dispone: “El
Reglamento Penitenciario (RP) establece en su artículo 196.2 que los servicios médi-
cos deben poner en conocimiento de la Junta de Tratamiento el padecimiento de
enfermedades muy graves e incurables por parte de los internos, iniciando de esta
manera el procedimiento por el cual aquella estudia la pertinencia de clasificación en
tercer grado y solicitud de libertad condicional.

Si bien el concepto de enfermedad incurable no ofrece dudas importantes en cuan-
to a su interpretación, la calificación de una enfermedad como muy grave se presta a
grandes variaciones subjetivas. Por lo que parece conveniente emitir unas pautas gene-
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rales a partir de las cuales los facultativos de los distintos centros puedan comunicar
esta circunstancia a la Junta de Tratamiento desde una homogeneidad en la decisión.

Con este fin, y a efectos de emisión del citado informe, se establecen los criterios
siguientes: 

I.- Se considerará que un interno padece una enfermedad muy grave cuando cum-
pla alguno de los siguientes requisitos:

1. Riesgo de muerte estimado superior al 10% en el plazo de un año a pesar del
tratamiento.

2. Riesgo de muerte estimado superior al 50% en el plazo de 5 años a pesar del
tratamiento.

3. Índice de Karnofsky menor o igual al 50%.

4. Infección por VIH en estadio A3, B3 o C.

5. Trastorno psicótico crónico con actividad sintomática a pesar de haber seguido
tratamiento durante más de seis meses, o con deterioro intelectual. Todo inter-
no que padezca una enfermedad incurable deberá ser valorado respecto a estos
requisitos en el momento del diagnóstico o bien a su ingreso en prisión si ingre-
sara ya con dicho diagnóstico. Para la valoración del pronóstico vital, se solici-
tara el asesoramiento del especialista de referencia siempre que se estime nece-
sario. En caso de que se cumpla alguno de los requisitos, el médico informará
al paciente sobre la procedencia de emitir informe médico sobre su estado de
salud con vistas a la posible aplicación de los artículos 104.4 y 196.2 del R.P.,
y salvo incapacidad del interno para ello, solicitará su autorización mediante
cumplimentación del Mod. San. 20 bis. Si el interno concede su autorización se
emitirá informe:

- En el caso de internos penados al Director del Centro Penitenciario en Mod.
San. 19, para estudio por parte de la Junta de Tratamiento.

- En el caso de internos preventivos a la autoridad judicial de la que dependan.

II.- Cuando la solicitud tenga por causa una enfermedad mental será obligado que
aquella se fundamente en un informe psiquiátrico previo. Este informe deberá hacer
constar si son precisas condiciones particulares para la acogida, y en concreto si es
necesario el ingreso del interesado en un centro especial, psiquiátrico extrapeniten-
ciario u otro, lo que deberá ser comunicado al juez competente.

Tanto en el supuesto anterior como en el de enfermedad común, si el enfermo se
negara a conceder autorización y a juicio del facultativo que le trata no estuviese men-
talmente capacitado para decidir libremente sobre su persona, esto hecho deberá ser
puesto en conocimiento del director del centro quien informará al fiscal de incapaci-
dades competente para que disponga lo que proceda.

Lo mismo se hará cuando, sin que medie negativa por parte del enfermo, el facul-
tativo estime que aquel no es capaz de comprender el sentido de las actuaciones. Para
poder hacer una primera aproximación a esta última situación, en el anexo se incluye
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a modo de herramienta, la “Escala Mini-mental”, sin perjuicio de que el interno sea
enviado a un servicio especializado para una valoración completa de su incapacidad.

III.- Los internos penados a los que no se conceda la libertad condicional deberán
ser valorados de nuevo cada vez que se produzca un deterioro de su situación clíni-
ca, y en su defecto cada seis meses, emitiendo de nuevo informe que actualice el pro-
nóstico vital y el grado de deterioro funcional.

Los internos preventivos que el juez decida mantener en prisión serán asimismo
valorados de nuevo cada vez que se produzca un deterioro de su situación clínica, y
en su defecto cada seis meses, y se emitirá un nuevo informe al juez cuando se esti-
me que el pronóstico vital o el grado funcional han variado de forma significativa.

Cuando un interno al que se le haya concedido la libertad condicional reingrese en
prisión por comisión de un nuevo delito, y persistan las razones médicas por las que
se concedió aquella, los servicios médicos deberán siempre emitir un nuevo informe. 

En ningún caso la ausencia de acogida o la proximidad de la libertad definitiva
podrán dispensar de la emisión del informe”.

No obstante, también expresando el contenido efectivo de los requisitos regla-
mentarios aludidos, la misma Audiencia Provincial de Madrid, en Autos nºs.
212/2003, de 13 de junio y 2912/2004, de 30 de septiembre, nos aporta una visión
más restrictiva cuando afirma que “no basta pues para la obtención de la libertad con-
dicional la constatación del dato objetivo de la enfermedad grave con un pronóstico
fatal inevitable con los conocimientos actuales de la ciencia, sino que también ha de
valorarse la previsibilidad acerca del comportamiento del penado de forma tal que
aun concurriendo la primera, puede denegarse la libertad cuando no exista la razona-
ble impresión de que el penado no delinquirá, exigencia esta que resulta tanto de lo
prevenido en el art. 90.1.3ª del Código Penal, que requiere que el penado haya obser-
vado buena conducta y exige constancia de un pronóstico favorable de reinserción
social”. En este sentido restrictivo se han expresado igualmente, desestimando pre-
tensiones de libertad condicional bajo estos presupuestos, entre otros, los más recien-
tes Autos nºs. 265/2005, de 11 de marzo y 251/2004, de 23 de marzo de la Audiencia
Provincial de Zaragoza, así como los Autos nºs. 454/2003, de 17 de octubre,
1545/2003, de 26 de junio, 516/2002, de 19 de noviembre 148/2001, de 25 de enero
y 720/2000, de 31 de enero de la Audiencia Provincial de Madrid. En cambio, en sen-
tido contrario, se han revocado denegaciones de libertad condicional en tal modali-
dad de beneficio humanitarista, en los Autos nº. 682/2000, de 25 de mayo, de la
Audiencia Provincial de Madrid; nº. 619/2002, de 25 de noviembre, de la Audiencia
Provincial de Zaragoza; y en las Sentencias nº. 9/2002, de 14 de enero y 353/2001,
de 15 de octubre, de la Audiencia Provincial de Girona.

La exigencia de precaución, de no bastar los datos objetivos de la enfermedad,
sino que haya de acudirse asimismo al aspecto subjetivo y a la previsibilidad acerca
del comportamiento del penado, se plantean en el Auto de la Audiencia Provincial de
Madrid nº. 2436/2005, de 13 de julio como sigue: “Tiene declarado el Tribunal
Constitucional que el derecho a la vida y a la integridad, en su doble dimensión físi-
ca y moral, desde una perspectiva constitucional, viene contemplado como el sopor-
te existencial de cualesquiera otros derechos, tiene un carácter absoluto y está entre
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aquellos que no pueden verse limitados por pronunciamiento judicial alguno ni por
ninguna pena. Por otra parte, la Administración penitenciaria no solo ha de cumplir
el mandato constitucional con una mera inhibición respetuosa, negativa pues, sino
que le es exigible una función activa para el cuidado de la vida, la integridad corpo-
ral y, en suma, la salud de los hombres y mujeres separados de la sociedad por medio
de la privación de su libertad. Desde otra perspectiva complementaria, la relación de
sujeción especial entre el recluso y la Administración penitenciaria que hace nacer la
condena judicial a una pena de prisión, permite limitar ciertos derechos fundamenta-
les por razón del mismo condicionamiento material de la libertad, pero a la vez impo-
ne que se proteja y facilite el ejercicio de los demás que no resulten necesariamente
limitados. (…). Para la concesión de la libertad condicional de aquellas personas que
tienen un padecimiento grave e incurable, establecida en el artículo 92 del Código
Penal y regulada por el artículo 196.2 del Reglamento Penitenciario, no basta la cons-
tatación del dato objetivo de la enfermedad, sino que también ha de valorarse el
aspecto subjetivo, la previsibilidad acerca del comportamiento del penado, de modo
que, aun mediando la causa objetiva, podrá denegarse la libertad cuando no exista la
razonable impresión de que el penado no delinquirá. En cuanto a la enfermedad, ha
señalado el Tribunal Constitucional que sólo una patología grave e incurable en cuya
evolución incida desfavorablemente la estancia en la cárcel con empeoramiento de la
salud del paciente, acortando así la duración de su vida, aun cuando no exista riesgo
inminente de su pérdida, permite la excarcelación del recluso aquejado por aquélla,
si se dan las demás circunstancias cuya concurrencia exige el Código Penal. Se trata
fundamentalmente de ponderar entre la vida del interno, indisolublemente ligada a su
dignidad, y su integridad física y salud, cuya amenaza, por padecer una enfermedad
grave e incurable, se ve precisamente agravada por su estancia en prisión y la seguri-
dad pública, que se pretende proteger mediante las funciones de la pena privativa de
libertad. (…). En el caso objeto del presente recurso, nos encontramos, efectivamen-
te, ante una enfermedad grave (VIH), con pronóstico malo de vida, pero, según los
informes médicos remitidos, el paciente se encuentra clínicamente estable, presenta
un buen estado de nutrición y no se prevé un desarrollo fatal a corto plazo, sin que su
patología dificulte la capacidad de deambulación, ni la de relación fuera del ámbito
familiar, conservando la capacidad para delinquir. En las anteriores circunstancias,
apreciamos que la enfermedad que padece el recurrente no supone un impedimento
en su carrera delictiva y que no es posible asegurar el retorno a su medio social sin
riesgo previsible para la sociedad, por lo que el recurso ha de ser rechazado”.

La vigencia de la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, ha supuesto algunas cues-
tiones exegéticas que han sido subsanadas en esta materia por la Instrucción 2-2005
de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, que deroga la anterior 2-
2004, reiterando lo dispuesto en la anterior Instrucción 9-2003, en estos términos: “Al
no haberse visto reformado el artículo 92 del Código Penal en lo relativo a la dispen-
sa del requisito de cumplimiento de las tres cuartas partes o, en su caso, dos terceras
de la condena para la concesión de la libertad condicional a enfermos muy graves con
padecimientos incurables, debe entenderse que las propuestas y resoluciones de ter-
cer grado formuladas sobre la base de las previsiones del artículo 104.4 del
Reglamento Penitenciario no resultan afectadas por el «período de seguridad». En
consecuencia, pueden realizarse tales propuestas con independencia del tiempo de
condena extinguido, por razones de humanidad y de dignidad personal”.
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La reforma que en el precepto en cuestión del Código penal ha introducido la Ley
15/2003, de 25 de noviembre, también ha dado lugar a posicionamientos. El número
2 que se adicionaba a la redacción del artículo 92 C.P.201, establecía un procedimien-
to de actuación para la Administración penitenciaria que, al margen de que debiera
haber integrado la LOGP, traslada al Juez de Vigilancia la resolución y valoración de
las circunstancias personales y la capacidad criminal. En este sentido, entre los crite-
rios de actuación, conclusiones y acuerdos aprobados por los Jueces de Vigilancia
penitenciaria tras su decimotercera reunión en 2004, desde 1994 se mantenía en rela-
ción con la libertad condicional para enfermos muy graves el instar al Gobierno a la
modificación urgente del artículo 92 del Código penal, en el sentido de que, entre los
requisitos para la concesión de la libertad condicional a enfermos muy graves con
padecimientos incurables, no se exija pronóstico favorable de reinserción social. Tal
posición descansa en que si la finalidad de la libertad condicional para enfermos incu-
rables es de carácter humanitario y pretende que el interno no fallezca en el
Establecimiento, sin constituir un periodo de prueba para la vida futura en libertad
como suele funcionar la libertad condicional, no tiene razón de ser exigir un requisi-
to de pronóstico favorable de reinserción social. Si bien el artículo 92 del Código
penal se ha visto modificado por la aludida Ley Orgánica 15/2003, que incluso incor-
poraba un número tercero202 para los supuestos en que el peligro para la vida del inter-
no fuera patente, no se ha suprimido el requisito del informe de pronóstico final. En
este sentido, siguiendo lo acordado en reunión de enero de 2003, con un fundamento
humanitarista que informe la interpretación de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria,
en tales ocasiones los principios de igualdad y legalidad han de ceder.

Relacionado con lo anterior, respecto del período de seguridad de cumplimiento
exigible para ancianos y enfermos incurables, en reunión de 2004 de los Jueces de
Vigilancia Penitenciaria se aprobaba que en lo supuestos de tercer grado a efectos de
la libertad condicional por edad y enfermos muy graves con padecimientos incurables
(art. 92 C.P.), al atender la clasificación a razones de humanidad y dignidad personal,
no se exigirá el cumplimiento del período de seguridad.

II.4.2. SSeptuagenarios

El artículo 92 del Código penal de 1995 viene a legalizar y definir una posibilidad
excepcional que proviene en el tiempo de la Segunda República española. El precepto
en cuestión establece: “los sentenciados que hubieran cumplido la edad de setenta años,
o la cumplan durante la extinción de la condena y reúnan los requisitos establecidos,
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201 El artículo 92 en su número segundo, que al igual que el número 3 entraba en vigor el 1 de octubre de 2004, dis-
pone: “Constando a la Administración penitenciaria que el interno se halla en cualquiera de los casos previstos en los
párrafos anteriores, elevará el expediente de libertad condicional, con la urgencia que el caso requiera, al Juez de
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delinquir y la escasa peligrosidad del sujeto”.

202 El precepto aludido, dispone: “Si el peligro para la vida del interno, a causa de su enfermedad o de su avanza-
da edad, fuera patente, por estar así acreditado por el dictamen del médico forense y de los servicios médicos del esta-
blecimiento penitenciario el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá, previa en su caso la progresión de grado, autorizar
la libertad condicional sin más trámite que requerir al centro penitenciario el informe de pronóstico final al objeto de
poder hacer la valoración a que se refiere el párrafo anterior, todo ello sin perjuicio del seguimiento y control previstos
por el artículo 75 de la Ley Orgánica General Penitenciaria”.



excepto el haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla, o, en su caso, las dos ter-
ceras podrán obtener la concesión de la libertad condicional”. El desarrollo de inferior
rango venía a hacerse por el artículo 196.1 R.P. que establece que “se elevará al Juez
de Vigilancia el expediente de libertad condicional de los penados que hubiesen cum-
plido setenta años o los cumplan durante la extinción de la condena. En el expediente
deberá acreditarse el cumplimiento de los requisitos establecidos en el Código Penal,
excepto el de haber extinguido las tres cuartas partes o, en su caso, las dos terceras par-
tes de la condena o condenas”.

Además del pacífico fundamento humanitario característico de esta posibilidad de
adelantamiento de la libertad condicional reflejada en el artículo 92 C.P., respecto de
la posibilidad prevista para los septuagenarios, surgen razones de justicia material que
amparan tal instituto. Así, por todos, Renart García señala cómo “la constatación
empírica de que la vejez suele ir indisolublemente unida a una progresiva e irrefre-
nable merma de la fuerza física, de la autonomía funcional y de la agresividad que
conlleva, por lo general, una notable reducción de la capacidad criminal y de la peli-
grosidad social del ser humano”203.

Con la configuración actual se nos muestra un delicado mecanismo aperturista que
ha de alejarse de cualquier automatismo en la concesión, en primer término por cuanto
no es igual un septuagenario en la Segunda República que en la actualidad. La esperan-
za y calidad de vida han dado un salto cualitativo y cuantitativo. En segundo lugar, por-
que la criminalidad de los ancianos reviste otros caracteres, no por ello soslayables, en
referencia a figuras delictivas que no exigen un desarrollo de gran fuerza física personal
por llevarse a cabo sobre sujetos pasivos con mayor indefensión, como son los menores,
o, por ejemplo, mediante la realización de ilícitos contra el patrimonio que no exijan una
gran energía criminal. Todo ello exige un filtro efectivo en la concesión de tal beneficio
mediante el adecuado estudio individualizado y su plasmación en el preceptivo informe
pronóstico favorable de reinserción social. Así, tal pronóstico habrá de acompañarse de
los informes emitidos por especialistas en gerontología y peritos en prognosis criminal y
ciencias de la conducta, para ser ponderados por el Juez de Vigilancia.

El argumento resocializador para justificar esta figura excepcional, si bien ha de
estar presente informando cualquier medida aperturista penitenciaria, no tiene en
estos supuestos el peso específico adecuado para interpretar tal posibilidad y dotarla
de fundamento único, por cuanto tan avanzada edad impide precisamente tal resocia-
lización. Se trata precisamente, en estos supuestos, de la excepción a la regla general
que es que la posible reinserción social del penado informe la libertad condicional en
la mayoría de los casos. El fundamento ha de asentarse entonces en la medida o razón
humanitaria, en evitar que la pena privativa de libertad aplicada sobre estas personas
pueda suponer un deterioro de la dignidad humana o un ejemplo de pena inhumana o
degradante. El resultado final, como señalan Vega Alocén y Renart García respecto
de esta modalidad de libertad condicional, es que “se hace un uso inadecuado de una
institución reeducadora para lograr una finalidad humanitaria, lo que provoca des-
ajustes constantes en su aplicación práctica”204.
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203 Cfr. RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 227.
204 Vid. VEGA ALOCÉN, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 195: RENART GARCÍA, F.: La libertad condi-

cional… ob. cit., p. 230.
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II.5. SSecuelas ddel rrégimen ssancionador. AAcciones llegales yy eel eefecto nnegativo een lla ccon-
cesión dde bbeneficios ppenitenciarios 

Como se expresaba el máximo intérprete Constitucional en Sentencia nº.
174/1989, de 30 de octubre, “un Auto del Juez de Vigilancia Penitenciaria en el que
se haya abonado un determinado beneficio a un preso, si no es recurrido en tiempo y
forma por el Ministerio Fiscal o por el propio penado, deviene firme e intangible,
salvo que se den una de estas dos posibilidades: una, de naturaleza procesal, la de que
la ley no atribuya expresamente de firmeza a dicha resolución, excepción que en todo
caso debería ser compatible con el principio de seguridad jurídica; otra, de carácter
sustantivo, la de que el beneficio en cuestión no sea definitivo, sino condicional,
pudiendo ser revisado en los supuestos legales en que así se prevea”. En los mismos
términos se ha expresado más recientemente la Audiencia Provincial de Cádiz, en
Auto de 12 de septiembre de 2000, haciendo referencia a “un sistema judicializado”
en el que “por exigencias del principio de seguridad jurídica, las resoluciones judi-
ciales adquieren firmeza de no interponerse contra ellas recurso alguno en tiempo y
forma por parte de los sujetos legitimados”.

A modo de síntesis, en materia de clasificación penitenciaria se prevén diversas
acciones procedimentales legales205. En primer término, aparece el necesario recurso
de alzada. Una vez resuelto el de alzada, cabe presentar, en virtud de lo dispuesto en
el art. 217 de la LECrim., recurso de reforma contra todos los Autos de los Jueces de
Vigilancia. Éste se ha de interponer ante el citado órgano en el plazo de los tres días
siguientes a la notificación, según prescribe el art. 211 LECrim. Según la Disposición
adicional quinta de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, no se
precisa abogado ni procurador. Seguidamente, recibido el escrito de recurso, se dará
traslado al Ministerio Fiscal o al interno o liberado condicional, según quien lo haya
interpuesto, para que realicen las alegaciones que estimen convenientes, resolviendo
el Juez de Vigilancia al segundo día de entregadas las copias y se hayan presentado o
no escrito de alegaciones. Frente a esta resolución cabe recurso de apelación. Así el
apartado 2º de la Disposición Adicional Quinta de la L.O.P.J. establece que “las reso-
luciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria en materia de ejecución de penas serán
recurribles en apelación y queja ante el Tribunal sentenciador, excepto cuando se
hayan dictado resolviendo un recurso de apelación contra resolución administrativa
que no se refiera a la clasificación del penado”206. Posteriormente, contra el Auto del
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria que inadmita a trámite un recurso de apelación,
cabe interponer recurso de queja, para cuya presentación también se precisa asisten-
cia letrada. Se interpone ante la Audiencia Provincial que habrá de pedir el informe
correspondiente al Juez de Vigilancia, tras lo que pasará a informe del Ministerio

205 Vid., al respecto, LÓPEZ GÓMEZ, S.: “Asesoramiento, Representación y Defensa en la Institución
Penitenciaria”, en VV.AA. El Tratamiento Penitenciario. Recursos y necesidades. II Jornadas de la Asociación de
Técnicos de Instituciones Penitenciarias. Cáceres, 2003, pp. 80 y ss; TELLEZ AGUILERA, A.: Nuevas penas y medi-
das alternativas a la prisión. Madrid, 2005, pp.200 y ss.

206 Esta competencia, como se recuerda por la Audiencia Provincial de Zaragoza, en Auto nº. 56/2004, de 23 de
enero, ha sido ratificada por Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de julio de 2002, relativa al grado de clasificación, y
en el Auto del mismo Tribunal de 5 de abril de 2003 concerniente a la libertad condicional, resoluciones que tienen su
precedente en el Acuerdo del Pleno no jurisdiccional de 28 de junio de 2002, que hace alusión a la clasificación.



Fiscal para que lo emita en el plazo de tres días y tras ello sea resuelto, según pres-
cribe el artículo 233 LECrim, por la Audiencia.

El problema que se añade a la práctica penitenciaria, a partir de la Ley Orgánica
7/2003, de 30 de junio, y que mantiene en jaque a las Juntas de Tratamiento, es el de
la posibilidad que prescribe el nuevo apartado 5 añadido a la citada Disposición
Adicional Quinta que admite tal recurso de apelación. El efecto suspensivo que hoy
tiene el recurso de apelación en materia de clasificación de penados o concesión de
la libertad condicional y que impide la puesta en libertad del condenado hasta la reso-
lución del recurso o, en su caso, hasta que la Audiencia Provincial o la Audiencia
Nacional se haya pronunciado sobre la suspensión, viene a entorpecer el natural des-
envolvimiento del trabajo de las Juntas de Tratamiento y ello encontraría ejemplos
indeseables cuando, en virtud del art. 104.4 del Reglamento Penitenciario se preten-
da excarcelar a penados enfermos muy graves con padecimientos incurables.

En los supuestos de sanciones no suspendidas en el tiempo, sino que han sido eje-
cutadas y canceladas, pero ante la posibilidad de que puedan tener un efecto negati-
vo para la posterior concesión de beneficios penitenciarios, se ha pronunciado en
diversos Autos el Tribunal Constitucional, en el sentido de aplicar la suspensión de
los efectos que pudieran derivarse de sanciones disciplinarias ante peticiones en
amparo de internos por tal imposibilidad sobrevenida de concesión de beneficios
penitenciarios. En este sentido, se ha expresado el máximo intérprete constitucional
en Auto nº. 306/2003, de 29 de septiembre; o suspendiendo los efectos de la sanción
de aislamiento porque “se trata de efectos que por su naturaleza pueden favorecer al
reo sin que, en principio, pueda colegirse un inmediato perjuicio del interés general o
de los derechos fundamentales o libertades públicas de terceros”, como también se
recoge en los Autos del máximo Intérprete constitucional nºs. 94/2004, de 23 de
marzo, 40/2002, de 13 de marzo, 34/2002, de 11 de marzo, 186/2001, de 2 de julio,
308/1996, de 28 de octubre, o 58/1996, de 11 de marzo. 

En relación con el consumo de drogas por los internos que puedan suponer una
sanción disciplinaria o pérdida de beneficios penitenciarios, se aprobaba por mayoría
entre los Jueces de Vigilancia en sus criterios de actuación la recomendación para la
modificación del vigente artículo 109. i) del Reglamento Penitenciario de 1981 en el
sentido de añadir a la expresión final “salvo prescripción facultativa” lo siguiente: “o
integración del interno en alguno de los programas de tratamiento o deshabituación
de drogadictos”. Asimismo acuerdan entender que el consumo de drogas no deberá
considerarse necesariamente como un factor de riesgo que impida el disfrute de bene-
ficios penitenciarios, sin tener en cuenta las circunstancias personales del interno.

Otra cuestión de interés, por cuanto pudiera dificultar el acceso a los beneficios
penitenciarios es la estimación o no de la “buena conducta” como requisito vertebral
en cada una de las modalidades de beneficios. Como bien señala Renart García207, habi-
da cuenta de la necesidad de reforma de los preceptos que contienen las infracciones
disciplinarias que permanecen vigentes desde el Reglamento de 1981, aun modificado
en 1984, se hace necesario actualizar, esto es, minusvalorar, determinadas conductas,
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207 Vid. RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional… ob. cit., p. 115.
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en términos del autor citado “en gran medida, trasnochadas o ajenas a los fines disci-
plinarios, repletas de conceptos vaporosos e indeterminados”208. De este modo, en tanto
no se modifique la legislación, integrando las infracciones en la propia Ley Orgánica y
actualizando tales infracciones (especialmente algunas consideradas graves en virtud
del artículo 109 R.P. 1981)209, la calificación de la conducta de un penado exigiría una
cautela específica, una actualización de facto, que no imposibilite el acceso a los bene-
ficios penitenciarios tal y como se encuentran restringidos en la actualidad.

II.6. LLa rreforma ddel aartículo 778 ddel CCódigo PPenal een mmateria dde bbeneficios ppenitenciarios 

El artículo 78 del Código Penal210, modificado por L.O. 7/2003, de 30 de junio,
introduce en la legislación penal la idea procedente del Proyecto de Código penal de
1994, de diferenciar regímenes respecto de los penados por delitos de terrorismo, si
bien acentúa las restricciones para tales supuestos. La redacción actual del precepto
deja traslucir, en el fondo, cierta inconsistente desconfianza del legislador penal en
relación con las competencias y actividad de la Administración penitenciaria. Si los
beneficios penitenciarios han sido históricamente un útil mecanismo penitenciario,
individualizador, éste queda desnaturalizado, al menos en lo relativo al presupuesto
reinsertador fundamento de tales beneficios, por la anticipación que con tal reforma
se hace del proceso de individualización, por cuanto el mismo se reconduce al orden
penal, al momento de la sentencia, dejando una única vía de escape en la actuación
potestativa judicial del Juez de Vigilancia Penitenciaria.

Es por ello en materia de beneficios penitenciarios donde se aprecia, de modo trans-
parente, la intención legislativa retencionista, tan característica de la reforma de 2003.
Se pretendía con ella deshabilitar los mecanismos reductores del tiempo efectivo de
internamiento. No así los reductores de la condena como el indulto, que respondería a
una propia configuración y motivación legal. La norma en cuestión despliega por ello
efectos trascendentes por cuanto desvirtúa, mediante el carácter potestativo del tenor del
precepto en su primer párrafo y preceptivo del segundo, el sentido de tales instituciones
penitenciarias. Así, a modo de ejemplo, para supuestos en los que concurran varios

208 Vid., asimismo, RENART GARCÍA, F.: El régimen disciplinario en el ordenamiento penitenciario español: luces
y sombras. Alicante, 2002, pp. 71 y ss.; con anterioridad, TÉLLEZ AGUILERA, A.: Seguridad y Disciplina peniten-
ciaria… ob. cit., pp. 238 y ss.

209 Labor que ha tenido lugar en el Anteproyecto de reforma de la Ley Orgánica General Penitenciaria, que la
Comisión, nombrada al efecto y presidida por García Valdés, culminaba en junio de 2005. 

210 El nuevo artículo 78 C.P. dispone: “1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artí-
culo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador
podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de
tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias. 2. Dicho acuerdo
será preceptivo en los supuestos previstos en los párrafos a), b), c) y d) del apartado 1 del artículo 76 de este Código,
siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la suma total de las impuestas. 3. En estos casos, el Juez de
Vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstan-
cias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio
Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento. Si se tratase
de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo XXII del libro II de este Código, o cometidos en el seno de
organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplica-
ble: a) al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de
la condena. b) A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento
de la condena”.



homicidios y la pena resultante sea v.gr. sesenta años, siendo la mitad treinta y el límite
máximo de cumplimiento del artículo 76.1 a) C.P. de veinticinco para los supuestos de
“dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado por la Ley con pena de prisión de
hasta veinte años”, el juez podrá, y deberá, en virtud de lo dispuesto en el artículo 78.2
C.P., acordar que los beneficios penitenciarios se refieran a la totalidad de las penas
impuestas, lo que en puridad significa eliminarlos, sino nominativamente, sí de facto.

La más llamativa novedad, en una muestra de mala técnica legislativa, aparece en
tal apartado 2º con el establecimiento de un régimen de cumplimiento efectivo nece-
sario o preceptivo, para aquellos penados a los que se haya limitado el máximo de
cumplimiento con los límites de los apartados a), b), c) y d) del artículo 76 C.P. Si
bien quedaría la cláusula de salvaguardia del apartado 3º, que remite, por la vía del
Juez de Vigilancia, al régimen general de cumplimiento, empero ésta encuentra
mayores limitaciones respecto de los delitos de terrorismo o cometidos en organiza-
ciones criminales, objetivo diáfano y principal de la reforma, descartando para tales
penados, por inexistencia de una letra c) en el apartado 3º del artículo 78, cualquier
posibilidad de beneficios penitenciarios tras el cumplimiento de un límite específico,
lo que supone, en fin, el efectivo envés de la modalidad aperturista y esperanzadora
del artículo 91.2 C.P. comentado supra. 

Finalmente, el desarrollo de la formulación de fechas de cumplimiento de reper-
cusión penitenciaria se halla, en cualquier caso, recogido en la Instrucción 1-2005, de
21 de febrero211. En la misma se reproduce la mecánica citada cuando explicita: “El
artículo 78 del Código Penal establece, en relación a la acumulación de condena del
artículo 76 del mismo cuerpo legal que, si a consecuencia de las limitaciones estable-
cidas en el apartado 1 del artículo 76 del Código Penal, la pena a cumplir resultase
inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador
podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasifica-
ción en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a
la totalidad de las penas impuestas en las sentencias; estableciendo en su nº 2 el carác-
ter imperativo de la medida, si tras la acumulación de condenas por el último Tribunal
sentenciador, el límite máximo de cumplimiento fuere de 25, 30 ó 40 años y  esta con-
dena fuere de cuantía inferior a la mitad de la suma total de las condenas acumuladas.
Ello determina que las fechas de repercusión penitenciaria -1/4 condena a efectos de
permisos ordinarios de salida y acuerdo de salidas programadas, 1/2 condena para la
clasificación en tercer grado, 2/3 condena para el beneficio penitenciario de adelanta-
miento de la libertad condicional y 3/4 condena a efectos de libertad condicional-, se
calculen sobre la suma total de las condenas originariamente impuestas y no sobre la
nueva condena surgida fruto de la acumulación. No obstante, el Juez de Vigilancia,
previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su
caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador,
podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias
y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento.
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211 Vid., asimismo, al respecto, LÓPEZ CERRADA, V.M.: “La acumulación jurídica de penas”, en Revista de
Estudios Penitenciarios, nº. 250, 2004, pp.45 y 46.



A fin de tener actualizada la información penal de los internos incursos en cual-
quiera de las situaciones descritas en el artículo 78 del Código Penal, con relación al
artículo 76 del mismo texto legal, se procederá a dejar constancia en el expediente: 

Si el régimen de cumplimiento de condena versa sobre el régimen general de cum-
plimiento de internos a los que se les haya acumulado penas privativas de libertad o,
en su caso, se han establecido por el Juez o Tribunal las prescripciones potestativas
en el acceso a los beneficios penitenciarios, a los permisos de salida, a la clasifica-
ción en tercer grado de tratamiento y al cómputo de tiempo para la libertad condicio-
nal del artículo 78.1 del Código Penal.

Si los internos cumplen condena conforme a las prescripciones imperativas del
número 2 del artículo 78 del Código Penal.

Si, en su caso, el Juez de Vigilancia Penitenciaria ha impuesto el régimen general
de cumplimiento a internos a los que les eran de aplicación las previsiones potestati-
vas o imperativas establecidas por los Jueces y Tribunales sentenciadores de los
números 1 y 2 del artículo 78 del Código Penal.

Sin perjuicio de las consideraciones recogidas en los puntos anteriores, para internos
condenados por delitos de terrorismo, de la sección segunda del capítulo V del Título
XXII del libro II del Código Penal, o cometidos en el seno de organizaciones crimina-
les, a los que el Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria o el Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria hubieren decretado el régimen general de cumplimiento, el acceso al ter-
cer grado de tratamiento y a la libertad condicional sólo será aplicable al cumplimiento
de las 4/5 partes de la condena y 7/8 partes de condena, respectivamente. 

No obstante, el artículo 78 del Código Penal, en ningún caso es de aplicación a la
fecha de licenciamiento definitivo, que en todo caso vendrá establecido por el límite
máximo de cumplimiento establecido en el auto de acumulación de condenas”.

La relativamente reciente Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, nº.
626/2005, de 13 de mayo, puede servir de guía pues explicita el sentido del nuevo
artículo 78 del Código Penal de 1995, basado en la peligrosidad criminal del reo y no
en su arrepentimiento, para un supuesto de delitos conexos, en atención a la gravedad
de las penas, la peligrosidad del delincuente y la alarma social creada, por lo que los
beneficios penitenciarios se aplicarán respecto a la totalidad de las penas impuestas
sin resultar relevante tal arrepentimiento ni la confesión de los hechos delictivos. Así
se manifiesta la Sala cuando el recurrente denunciaba “la indebida aplicación del art.
78 del Código Penal”. En este sentido, la Sala expresa: “según la redacción original
del Código Penal, si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el artículo 76,
la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el
Juez o Tribunal, atendida la peligrosidad criminal del penado, podrá acordar motiva-
damente que los beneficios penitenciarios y el cómputo de tiempo para la libertad
condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias, sin per-
juicio de lo que, a la vista del tratamiento, pueda resultar procedente, con las particu-
laridades que el propio precepto refiere en su párrafo segundo. El motivo no puede
prosperar. Primeramente, porque el recurrente basa su queja casacional en el arre-
pentimiento y confesión de los hechos delictivos, siendo así que la razón de este pre-
cepto, que ha sido reformado por LO 7/2003 de 30 junio, de medidas de reforma para
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el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, estriba en corregir la excesiva dis-
minución efectiva en el cumplimiento de las penas como consecuencia de las reglas
de la acumulación jurídica del art. 76 del Código Penal, en casos de concursos reales
muy extensos, y que se basa en la peligrosidad criminal del reo y no en su arrepenti-
miento. En segundo lugar, porque esta operación jurídica es más propia de la ejecu-
ción del fallo que de la sentencia condenatoria, en tanto que no se han realizado las
pertinentes operaciones acumulativas a tal efecto, sin perjuicio de que el Tribunal en
su resolución judicial, ya se posicione jurídicamente en tal sentido, lo que puede ser
objeto de interés casacional en un motivo por infracción de ley, como el esgrimido
por el recurrente. Y finalmente, porque, como acertadamente mantiene el Ministerio
fiscal en esta instancia, dada la gravedad intrínseca de los hechos en su conjunto,
absolutamente reprochables, y de la indudable alarma social que crearon en su
momento, la medida es perfectamente mantenible en esta sede casacional, sin perjui-
cio en su día de la aplicación del precepto contenido en el apartado segundo del alu-
dido art. 78 del Código Penal, en su redacción originaria, que es la procedente, dada
la fecha de ocurrencia de los hechos enjuiciados”.

II.7. LLa nnueva vvía jjurisprudencial ddel TTribunal SSupremo: EEl ccaso PParot

El hecho de conocerse la posible y cercana fecha de puesta en libertad del delin-
cuente terrorista Parot, condenado como autor de múltiples asesinatos, así como por
otros delitos, a penas que superan los cuatro mil años de prisión ha supuesto un cla-
mor popular de indignación y un consecuente vuelco jurisprudencial que, siquiera sea
con una sola sentencia, supone un punto de inflexión en el tratamiento jurispruden-
cial de los delitos conexos.

Sobre la base de entender la posibilidad de diferenciar entre dos etapas delictivas,
con dos grupos de condenas aparejadas por la interrupción de más de dos años entre
un delito de 1978 y otro de 1980, se ha estructurado un argumento técnico que acuer-
da dos acumulaciones con el límite de treinta años, previsto en el artículo 70 del
Código penal de 1973, para cada una de tales etapas computables.

La reciente Sentencia del Tribunal Supremo nº. 197/2006, de 28 de febrero, esta-
blece tal punto de inflexión precisamente a partir especialmente de su Fundamento
Jurídico Cuarto, cuando reinterpreta los criterios de aplicación de la redención de
penas por el trabajo en el concurso real de penas, entendiendo que en lugar de apli-
carse el tiempo de la redención de penas por el trabajo (el tiempo redimido conforme
al Código de 1973) sobre la pena de treinta años resultante de la acumulación, habrá
de hacerse sobre cada una de las penas impuestas, en un cumplimiento sucesivo, sin
perjuicio de la extinción de las penas que restasen una vez alcanzado dicho límite.
Con esta medida, ante numerosas condenas superiores a veinte o treinta años, los des-
cuentos de pena resultado del beneficio de la  redención repartidos entre las mismas,
difícilmente podrían impedir que la suma de los tiempos no redimidos superara el
límite legal de cumplimiento, lo que implica en la práctica el cumplimiento de trein-
ta años por el recurrente Parot, declarándose extinguidas todas aquellas penas que
superen esa limitación.
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La nueva doctrina se explica por la Sala II con estos términos: “una interpretación
conjunta de las reglas primera y segunda del mencionado art. 70 del Código Penal,
texto refundido de 1973, nos lleva a considerar que el límite de treinta años no se con-
vierte en una nueva pena, distinta de las sucesivamente impuestas al reo, ni por con-
siguiente, en otra resultante de todas las anteriores, sino que tal límite representa el
máximo de cumplimiento del penado en un centro penitenciario. Las razones que nos
llevan a esta interpretación son las siguientes: a) una primera aproximación gramati-
cal nos conduce a tener presente que, en modo alguno, el Código Penal considera la
limitación de treinta años como una nueva pena, y que sobre ella se aplican las reden-
ciones de que pueda beneficiarse el reo, sencillamente porque no dice eso; b) todo lo
contrario: pena y condena resultante son dos módulos diferentes; la terminología del
Código Penal se refiere a la limitación resultante con el término de «condena», de
modo que construye los diversos máximos de cumplimiento de tal condena con res-
pecto a las respectivas «penas» impuestas, tratándose de dos módulos distintos de
computación, que se traducen, conforme a la regla primera, en el cumplimiento suce-
sivo de las diversas penas por el orden de su gravedad, hasta llegar a los dos tipos de
máximos que diseña el sistema (el triplo del tiempo de la más grave de las penas que
se le impusieren o, en todo caso, el aludido de treinta años); c) esta interpretación
resulta también de la forma con que el Código se expresa, pues tras el referido cum-
plimiento sucesivo de penas, el penado dejará «de extinguir [es decir, de cumplir] las
que procedan [esto es, las siguientes en el orden citado] desde que la ya impuestas
[cumplidas] cubrieren el máximum de tiempo predicho, que no podrá exceder de
treinta años»; d) que los referidos treinta años no se convierten en una nueva pena dis-
tinta de las anteriores impuestas al reo, se demuestra también porque la condena total
resultante se encuentra englobada bajo los parámetros de un concurso real, resultado
de la aplicación del art. 69 del Código Penal estudiado (al culpable de dos o más deli-
tos se le imponen todas las penas correspondientes a las diversas infracciones para su
cumplimiento simultáneo, si fuera posible, o sucesivo, por las reglas del art. 70), sin
embargo en nuestro sistema jurídico solamente resulta una nueva pena distinta de las
diversas infracciones cometidas, como consecuencia de la aplicación de un delito con-
tinuado («ex» art. 69 bis, hoy 74), o de un concurso ideal (medial o pluri-ofensivo,
«ex» art. 71, hoy 77), cuya construcción dogmática en la moderna doctrina permite
afirmar que resulta una nueva pena distinta y diversa de las correspondientes a las
infracciones cometidas; e) teleológicamente, porque carecería de cualquier sentido
que por el expresado camino de la acumulación se convirtiera en una nueva pena
única de treinta años un amplio historial delictivo, igualando injustificadamente al
autor de un solo delito con el condenado a una multitud de ellos, como es el caso
enjuiciado. En efecto, carecería de cualquier lógica que por tal regla significase puni-
tivamente lo mismo, cometer un asesinato que doscientos; f) si se solicitase la gracia
de indulto, no podría ser sobre la condena total resultante, sino de una, varias o todas
las penas impuestas, en cuyo caso informaría, como órgano sentenciador, el que la
hubiere impuesto, y no el órgano judicial llamado a aplicar la limitación (el último de
ellos), lo que evidencia que las penas son diferentes, y por si fuera poco, la regla pri-
mera del art. 70 del Código Penal de 1973, determina cómo ser verifica en ese caso el
cumplimiento sucesivo «por haber obtenido indulto de las primeramente impuestas»;
g) y, para terminar con el razonamiento, procesalmente es lo que determina con toda
claridad el art. 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pues con esta operación lo
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que se hace es fijar el límite del cumplimiento de las penas impuestas (dicho así en
plural por la Ley), «determinando el máximo de cumplimiento de las mismas» (expre-
sado de igual forma así de claro). 

Es, por ello, que el término a veces empleado, llamando a esta operación una
«refundición de condenas», sea enormemente equívoco e inapropiado. Aquí nada se
refunde para compendiar todo en uno, sino para limitar el cumplimiento de varias
penas hasta un máximo resultante de tal operación jurídica. Consiguientemente, las
varias penas se irán cumpliendo por el reo con los avatares que le correspondan, y con
todos los beneficios a los que tenga derecho. Por tanto, en la extinción de las penas
que sucesivamente cumpla aquél, se podrán aplicar los beneficios de la redención de
penas por el trabajo conforme al art. 100 del Código Penal.

De tal modo, que la forma de cumplimiento de la condena total, será de la mane-
ra siguiente: se principiará por el orden de la respectiva gravedad de las penas
impuestas, aplicándose los beneficios y redenciones que procedan con respecto a
cada una de las penas que se encuentre cumpliendo. Una vez extinguida la primera,
se dará comienzo al cumplimiento de la siguiente, y así sucesivamente, hasta que se
alcanzan las limitaciones dispuestas en la regla segunda del art. 70 del Código Penal
de 1973. Llegados a este estadio, se producirá la extinción de todas las penas com-
prendidas en la condena total resultante.

Por ejemplo, consideremos a un condenado a 3 penas, 1 de 30 años, otra de 15 años
y otra de 10 años. La regla 2ª del art. 70 del Código Penal de 1973, que sería el apli-
cable en el ejemplo, determina que el tope de cumplimiento efectivo es el límite que
represente o bien el triplo de la más grave, o el máximum de treinta años. En el ejem-
plo, sería el máximo de 30 años de cumplimiento efectivo. El cumplimiento sucesivo
de las penas (de la condena total) comienza con la primera, que es la pena más grave
(la de 30 años de prisión). Si hubiera redimido (por los conceptos que sean), 10 años,
tendría cumplida la pena a los 20 años de estancia en prisión, declarándosele extin-
guida; a continuación, pasaría a cumplir la siguiente pena por el orden de su respecti-
va gravedad (esto es, la de 15 años), si de ésta redime 5 años, la tendría cumplida en
10 años. 20+10=30. Ya no podría cumplir más penas, dejando de extinguir las que pro-
cedan, como literalmente dice el Código Penal aplicado, desde que las ya impuestas
cubrieren el máximum de tiempo predicho que no podrá exceder de treinta años”.

La nueva vía que se abre con esta resolución parece enfocarse esencialmente en la
protección a la víctima, dejando de lado decenios de invocación al principio de in dubio
pro reo. La crítica no se ha hecho esperar. En un momento inmediato mediante los votos
particulares que acompañan a la sentencia. Después, a modo de ejemplo en la doctrina,
Manzanares Samaniego212 ha expresado: “los efectos de la nueva doctrina van proba-
blemente mucho más lejos de lo previsto por el Tribunal Supremo”, y señala como esta
nueva vía afectará tanto a los delincuentes condenados por graves delitos ajenos al
terrorismo, como para otros supuestos en los que, según este nuevo criterio para el lími-
te temporal absoluto, podrá hacerse extensivo para el límite calculado conforme al tri-
ple de la pena más grave. Como remarca el mismo autor “curiosamente el Tribunal

212 Vid. MANZANARES SAMANIEGO, J.L.: “Acumulación de penas, individualización científica y aplicación de
beneficios penitenciarios (con una referencia especial al «Caso Parot»), en La Ley Penal, nº. 29, julio-agosto 2006, p. 89.
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Supremo silencia por completo los artículos 15 y 25.2 de la CE, tantas veces citados
para ampliar el concepto de conexión con el declarado pero discutible propósito de faci-
litar la resocialización del reo y evitar largos encarcelamientos que serían, en su opi-
nión, penas inhumanas y degradantes”213. En última instancia mirando al futuro juris-
prudencial, abierta esta puerta habrá que esperar a los pronunciamientos al respecto del
Tribunal Constitucional, y, en su caso, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

II.8.  LLos bbeneficios ppenitenciarios een eel RReglamento PPenitenciario dde CCataluña

El reciente Reglamento penitenciario catalán, publicado por Decreto 329/2006, de
5 de septiembre, para la organización y funcionamiento de los servicios de ejecución
penal en Cataluña, recoge varias previsiones relativas a los beneficios penitenciarios.
En primer término, el programático artículo 2º, en su primer apartado, establece el
deber de desarrollo de sistemas de evaluación y motivación de las personas internas.
Específicamente, es en el artículo 32 de la sección 3ª del capítulo III, relativa a la
Junta de tratamiento, donde se establece, entre las funciones de la misma, en la letra
i), la de “Informar y elevar al juzgado de vigilancia penitenciaria las propuestas que
formulen los equipos multidisciplinarios, respecto de los beneficios penitenciarios y
la libertad condicional”.

Se trata, por tanto, de la traslación y síntesis de parte del tenor de lo dispuesto en
el Reglamento penitenciario 190/1996, de 9 de febrero, en su artículo 273. Se intro-
duce, como novedad en la nueva redacción, que es la institución del Juez de vigilan-
cia el destinatario de las propuestas de beneficios penitenciarios, señalando asimis-
mo, que tales propuestas proceden de los equipos multidisciplinarios (“técnicos” en
la terminología anterior), trascendente cuestión que no se advierte literalmente en la
normativa reglamentaria para el resto del Estado de 1996, mas que en la referencia
indirecta en esta materia específica que recoge el artículo 272.3 R.P. 1996, cuando
establece: “Con carácter general, los acuerdos de la Junta de Tratamiento se adopta-
rán sobre las propuestas elevadas por los Equipos Técnicos para la adopción de las
medidas necesarias para ejecutar los programas de tratamiento o los programas indi-
vidualizados de ejecución...”. Tales equipos, en el ámbito competencial catalán, cuya
regulación se halla en los artículos 36 y siguientes del reglamento de 2006, y cuyas
funciones se hallan descritas en el artículo 38, no recogen, al igual que ocurre en el
artículo 275 del reglamento de 1996, ninguna directa competencia en ese sentido.
Sorprende tal ausencia en ambas regulaciones competenciales, habida cuenta de la
trascendencia de tal labor recopiladora e informadora, que termina dejando la misma
en un órgano superior como la Junta de tratamiento. No obstante, teniendo presente
que son los miembros del Equipo los directos conocedores de la particular situación
del interno y de sus posibilidades para optar a los beneficios penitenciarios, creemos
que se ha desaprovechado la oportunidad de insertar entre tales competencias las de
aquellas medidas que supongan acortamientos de la condena o del tiempo efectivo de
internamiento. En la normativa autonómica únicamente puede inferirse tal compe-
tencia de los apartados b), e) y f) del artículo 38 citado cuando entre las funciones de

213 MANZANARES SAMANIEGO, J.L.: “Acumulación de penas…”, ob. cit., p. 87.



los equipos multidisciplinarios, se establece en el apartado b): “realizar el análisis
directo de los problemas y de las demandas que formulen los/las internos/as”, en el
apartado e): “Atender las peticiones y quejas que formulen los/las internos/as respec-
to de su clasificación, tratamiento o modelo de intervención”, así como en el aparta-
do f): “Evaluar los objetivos conseguidos en la ejecución de los programas de trata-
miento o de los modelos de intervención penitenciarios e informar de los resultados
de la evaluación a la Junta de Tratamiento”.

Como innovación que introduce la normativa catalana, en virtud de lo dispuesto
en el artículo 37.4, surge la posibilidad, para los profesionales de las entidades cola-
boradoras y los miembros de las asociaciones del voluntariado que realicen directa-
mente programas de tratamiento o de intervención con los internos, de asistir con voz
pero sin voto, a las reuniones del equipo multidisciplinario.

II.9. PPosibilidades pprelegislativas dde yy ccon ffuturo: lla uutilísima rreintroducción dde lla rrebaja
de ppenas 

El Anteproyecto de Reforma de la Ley Penitenciaria, que durante el año 2005 se
gestó por una Comisión dirigida por el otrora principal inspirador de la misma, reco-
ge, en su documento final de junio de ese año, además de otras muchas positivas
modificaciones o actualizaciones en el articulado de la norma, un apartado de interés
relativo a los beneficios penitenciarios. La propia Exposición de motivos del
Anteproyecto habla de un beneficio nuevo, “de acortamiento de pena (la rebaja de
penas), dirigido a estimular a los internos para la participación en actividades y pro-
gramas tratamentales”. Se pretende así por la Comisión localizar en un más sistemá-
tico precepto los beneficios penitenciarios incorporando la historia penitenciaria
española, principalmente decimonónica, en su mejor vertiente, con la debida actuali-
zación a los fundamentos actuales que informan la pena privativa de libertad.

De este modo, modificada la rúbrica del Capítulo V del Título II, que pasa a ser
“Beneficios penitenciarios”, el proyectado artículo 46 de una futura L.O.G.P. establecería:

“Artículo 46: Beneficios penitenciarios.
1. Son beneficios penitenciarios aquellas medidas que permiten la reducción de la

duración de la pena impuesta en sentencia firme o de la del tiempo efectivo de
internamiento. A los efectos de la presente Ley, constituyen beneficios peniten-
ciarios el adelantamiento de la libertad condicional, la rebaja de penas y el
indulto particular.

2. Los beneficios penitenciarios responden a las exigencias de la individualización
de la pena, en atención a la concurrencia de factores positivos en la evolución
del interno, encaminados a conseguir su reeducación y reinserción social.

3. El adelantamiento de la libertad condicional se regirá por lo dispuesto en el artí-
culo 91 del Código penal.

4. Una vez cumplida la cuarta parte de la condena, la Junta de Tratamiento, aten-
didas las circunstancias individuales del interno, y de forma motivada, podrá
proponer semestralmente la rebaja de hasta cuarenta y cinco días de pena a los
internos clasificados en segundo o tercer grado que, en el periodo semestral
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evaluado, hayan observado buena conducta y participación efectiva y destaca-
da en actividades o seguimiento de programas de tratamiento, mediación y
reparación a las víctimas.

5. Cuando las circunstancias a que se refiere el apartado anterior se mantengan de
modo continuado durante un tiempo mínimo de dos años, y en grado que se
pueda calificar de extraordinario, la Junta de Tratamiento podrá proponer la tra-
mitación de un indulto particular.

6. Ninguno de los beneficios anteriormente señalados podrá concederse a internos
penados por alguno de los delitos de terrorismo previstos en la sección segun-
da del Capítulo V del Título XXII del Libro II del Código penal o cometidos en
el seno de organizaciones criminales, salvo que se cumpla con lo previsto en el
artículo 72.7 de esta Ley.

Todos los beneficios penitenciarios serán propuestos por la Junta de Tratamiento
al Juez de Vigilancia Penitenciaria, quien los aprobará, a excepción del indulto parti-
cular, que se limitará a tramitar, junto a su parecer, al Ministerio de Justicia”.

Estas figuras tienen no obstante un necesario acomodo en otros preceptos de la nor-
mativa orgánica. Así Téllez Aguilera214, integrante de la citada Comisión, ha hecho refe-
rencia a la ampliación del ámbito competencial de la figura del Juez de Vigilancia
Penitenciaria. Por ello, la incorporación, entre las posibles futuras competencias del
Juez de Vigilancia en el artículo 76 del Anteproyecto de la Ley, referido a las compe-
tencias en materia de ejecución de penas y medidas, de un apartado f) relativo a “apro-
bar el beneficio de la rebaja de penas y la tramitación del indulto particular”, mantiene
absoluta coherencia con el artículo 46 citado del Anteproyecto y se complementa, en
esta materia, con lo previsto para el artículo 77 del mismo Anteproyecto que integra,
entre las competencias en materia de vigilancia penitenciaria, en su número 2 y letra k)
“Aprobar el beneficio penitenciario del adelantamiento de la libertad condicional”.

La motivación que subyace a tales modificaciones e incorporaciones legislativas,
especialmente con la reutilización de la rebaja de penas, descansa principalmente, ade-
más de en el natural interés por una mejora sistemática, en virtud del principio de lega-
lidad, frente a la bilocación actual entre el Código Penal y el Reglamento penitencia-
rio, en aportar un auténtico y eficaz beneficio de acortamiento de condena, inexisten-
te actualmente tras la supresión de la redención de penas por el trabajo por el Código
penal de 1995, si bien orientado a la reinserción social. No obstante, no deben equipa-
rarse ambas instituciones liberadoras, por cuanto no solamente la cuantía de la reduc-
ción es dispar (pues con la antigua redención se permitía redimir en supuestos de
redención extraordinaria día por día, mientras que en la nueva rebaja de penas apare-
ce un máximo de 90 días por año, que recuerda al mejor de los casos del adelanta-
miento de la libertad condicional, con la sensible diferencia de que uno recorta la con-
dena y el otro el tiempo efectivo del internamiento), sino que el procedimiento para la
concesión es diverso y alejado de cualquier automatismo, bien conocido en la vieja ins-
titución de la redención de penas por el trabajo. En el nuevo mecanismo el beneficio

214 Vid. TÉLLEZ AGUILERA, A.: Nuevas penas y medidas... ob. cit., pp. 216 y ss.; el mismo: Las nuevas reglas
penitenciarias… ob. cit., pp. 156 y 157.
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habría de funcionar como una seria motivación a la participación en actividades y pro-
gramas tratamentales. La aparición de la rebaja de penas exigía, asimismo, una equipa-
ración con el beneficio del indulto particular penitenciario, también previsto para la
reducción total o parcial de la condena, por lo que la evaluación y calificación de las
actividades y programas tratamentales, habida cuenta de la diferente posible cuantía
acortada de la pena en uno u otro instituto, habría de ser similar en cuanto al procedi-
miento pero diversa en cuanto a la calidad y cantidad de la participación exigible al
penado. De este modo, se plantea que la valoración exigible que evalúe el nivel de par-
ticipación del penado para la propuesta de rebaja de la pena, mediante el correspondiente
informe del Equipo Técnico, consista en conseguir una evaluación “favorable”, en con-
traste con la exigencia de grado “extraordinario” propia del indulto penitenciario.

Por último, la exclusión que establece el apartado sexto, referida a internos penados
por alguno de los delitos de terrorismo previstos en la Sección segunda del Capítulo V
del Título XXII del Libro II del Código penal, tiene como base la homogeneidad de cri-
terio con respecto a los preceptos incorporados al mismo por la Ley 7/2003, de 30 de
junio, dejándose como vía de escape la que recoge el artículo 72.7 del Anteproyecto de
Ley penitenciaria215 que servirá como exigencia para liberar de esa imposibilidad.

III. CConclusiones

Tras esta sucinta visión del instrumento histórico y fundamental de los beneficios
penitenciarios, según los delimita la actual normativa y para concluir, quizás sea este
el momento, habida cuenta del intento de reforma que ha tenido lugar en torno a la
Ley Orgánica General Penitenciaria, de solicitar un impulso en la articulación de tales
mecanismos motivacionales, implementando el estímulo para la participación de los
internos, incentivando su interés; y, por otra parte, de reivindicar un mejor emplaza-
miento sistemático normativo, informado por el principio de legalidad, nuevo y autó-
nomo para tales beneficios penitenciarios, e introducirlos de modo expreso en la Ley
penitenciaria, como derechos subjetivos, distinguiéndoles definitivamente de las
recompensas (por otra parte tan reducidas en la práctica). 

Del mismo modo, la normativa vigente debería contemplar un horizonte de posi-
ble cumplimiento, algo que no se advierte en instituciones tan interesantes como el
adelantamiento cualificado de la libertad condicional, que parece destinada a mostrar

215 El apartado séptimo del artículo 72 citado del Anteproyecto, dispone: La clasificación o progresión al tercer
grado de las personas condenadas por los delitos de terrorismo tipificados en el Código Penal o los cometidos en el seno
de organizaciones criminales, requerirá, además de que el penado haya cumplido la mitad de la condena impuesta, y de
que haya hecho frente a las responsabilidades civiles en los términos del apartado anterior, que muestren signos inequí-
vocos de haber abandonado los fines y los medios terroristas o de la organización criminal, y además hayan colabora-
do activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de otros delitos por parte de la banda armada, grupo
terrorista u organización criminal, bien para atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y pro-
cesamiento de los responsables de delitos terroristas o cometidos en el seno de organizaciones criminales, para obtener
pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de organizaciones o asociaciones a las que hayan pertenecido o con
las que hayan colaborado, lo que podrá acreditarse mediante una declaración expresa de repudio de sus actividades
delictivas y de abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas o perjudicados por su delito,
así como por los informes de los expertos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de la organización
terrorista u organización criminal, y del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales que las rodean y su
colaboración con las autoridades".



un lavado humanista de la cara que ofrece la Ley 7/2003 de cumplimiento íntegro y
efectivo de las penas, pero que, ante las dificultades que ofrece su aplicación real, ter-
mina configurando solamente un escaparate estéril de buen hacer normativo. Si de lo
que se trataba, en cambio, era de articular un mecanismo para recuperar algunos ele-
mentos positivos que acortaban la condena o al menos el tiempo efectivo de interna-
miento hasta extremos conocidos con la vigencia de la redención de penas y el ante-
rior Código penal en orden a la acumulación jurídica, mejor hubiera resultado resca-
tar una institución útil y de raigambre nacional, conocida y reconocida, con los filtros
necesarios que eviten el automatismo, como la rebaja de penas, actualizándola a los
parámetros actuales que rigen la privación de libertad y a los criterios de evaluación
exigibles, readaptada a criterios de fiabilidad y rigor. Esta parece ser la dirección de
mejor futuro por cuanto la reforma de la Ley Penitenciaria que se ha planteado por la
Comisión al efecto la contempla como institución valiosa. La esperanza de ver plas-
mado ese trabajo prelegislativo en una norma de rango orgánico parece lastimosa-
mente perderse en el tiempo de las desavenencias partidistas políticas.

En relación con la segunda modalidad de beneficio, relativo a la reducción del
tiempo efectivo de internamiento, esto es, al instituto del adelantamiento de la liber-
tad condicional, habida cuenta de la anticipación de la salida que supone, y para man-
tener la atención acerca del cumplimiento de los fines  perseguidos con la institución,
pudiera ser útil sugerir o reclamar el tan necesario establecimiento de la figura del
agente de libertad condicional, como existe en otros Ordenamientos para que el efec-
tivo beneficio del adelantamiento de la libertad condicional, o de la libertad condi-
cional misma, si se quiere extender hasta ese extremo el término beneficio, superan-
do ampliamente las minúsculas previsiones de la Instrucción 4-2003, de 26 de marzo,
relativa a ayudas asistenciales a internos y liberados condicionales, lo termine siendo
también para toda la sociedad.
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